PAGE  
2

REPÚBLICA DE CHILE


[image: image16.png]X Presentacion donaciones culturales 12-06.pdf - Adobe Reader
ArchivoEdicién Ver Ventana Ayuda

[==ir=]

BB S [t [ox]

Comentario

Compartir

PROYECTOS APROBADOS PROYECTOS APROBADOS REGION

NACIONALES Y REGIONALES

goes

HANA Y OTRAS





DIARIO DE SESIONES DEL SENADO

PUBLICACIÓN OFICIAL

LEGISLATURA 360ª
Sesión 34ª, en miércoles 11 de julio de 2012
Ordinaria

(De 16:17 a 20:22)

PRESIDENCIA DEL SEÑOR CAMILO ESCALONA MEDINA, PRESIDENTE

SECRETARIO, EL SEÑOR MARIO LABBÉ ARANEDA, TITULAR
____________________

Í N D I C E

Versión Taquigráfica


Pág.

I.
ASISTENCIA.........................................................................................................


II.
APERTURA DE LA SESIÓN...............................................................................

III.
TRAMITACIÓN DE ACTAS..........................................................................….

IV.
CUENTA...............................................................................................................

V.
ORDEN DEL DÍA:

Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto ley N° 3.516, de 1980, referido a la subdivisión de predios rústicos (5049-01) (se aprueba en general).......................................................................................................................
Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre transferencia de predios rústicos (7605-01) (se aprueba en general)................................................................

Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que otorga a los funcionarios del sector salud que indica, una bonificación por retiro voluntario y una bonificación adicional (8036-11) (se aprueba el informe)..............................................................
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que obliga a incluir la remuneración denominada “semana corrida” dentro de la base de cálculo del feriado de los trabajadores dependientes (8156-13) (se aprueba en general y en particular)...................................................................................................................
Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.327, sobre normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en los recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional (4864-29) (se aprueba en particular).................................................................................................

VI.
INCIDENTES:

Petición de oficio (se anuncia su envío)…………………………………..

Homenaje a Liceo Eduardo de la Barra en su 150° aniversario. Comunicación (se rinde)..........................................................................................................................

A n e x o s

ACTAS APROBADAS:
Sesión 30ª, ordinaria, en martes 3 de julio de 2012.
Sesión 31ª, especial, en miércoles 4 de julio de 2012.

Sesión 32ª, ordinaria, en miércoles 4 de julio de 2012.

DOCUMENTOS:
1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual (8387-05)...........................................................................
2.- Informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que sanciona el trato degradante a menores de edad (7743-07)..........................................................
3.- Informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al sacerdote español Manuel Mosquera Sánchez (8022-17).....................................................................................................

4.- Moción de los Senadores señores Bianchi, Gómez, Letelier, Tuma y Walker (don Patricio), con la que dan inicio a un proyecto que modifica la Ley General de Servicios Sanitarios, para garantizar el derecho a la continuidad del suministro de agua potable respecto de los usuarios morosos (8442-09).......................................
5.- Moción de los Senadores señores Prokurica y Bianchi, con la que inician un proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo concediéndole derecho a permiso para ausentarse de sus labores al trabajador o trabajadora que cuide a su cónyuge en caso de habérsele diagnosticado una enfermedad grave, terminal o catastrófica (8441-13)................................................................................................
6.- Moción del Senador señor Chahuán, con la que inicia un proyecto que modifica la Ley de Tránsito, con el objeto de prohibir la instalación de dispositivos que alteren la potencia original de los vehículos (8444-15)..........................................
7.- Proyecto de acuerdo de los Senadores señores Bianchi, Cantero, Gómez, Letelier, Prokurica, Tuma y Walker (don Patricio), con el que solicitan a Su Excelencia el Presidente de la República el envío de un proyecto que modifique el decreto ley N° 3.500, de 1980, para liberar de la doble cotización en salud a las personas que reciben más de una pensión (S 1496-12)..................................................................
8.- Informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales, contenida en el artículo 8° de la ley N° 18.985 (7761-24).....................................
9.- Informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley que otorga a los funcionarios del sector salud que indica, una bonificación por retiro voluntario y una bonificación adicional (8036-11).......................................................................

VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter Kirberg; Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau, y de Salud, señor Jaime Mañalich Muxi.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 18:17, en presencia de 16 señores Senadores.

El señor ESCALONA (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ESCALONA (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 30ª, ordinaria, en 3 de julio; 31ª, especial, y 32ª, ordinaria, ambas en 4 de julio del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor ESCALONA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensaje



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, con el carácter de “simple”, para el despacho de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (boletín Nº 7.616-06).




2.- Proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (boletín N° 7.963-06).



3.- Proyecto que modifica la ley N° 18.290, de Tránsito, a fin de incorporar en el certificado de inscripción el kilometraje registrado en el odómetro y sancionar a quienes lo adulteren (boletines números 7.559-15 y 7.565-15, refundidos).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que ha dado su aprobación a la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas con ocasión de la tramitación del proyecto de ley que otorga a los funcionarios del sector salud que indica una bonificación por retiro voluntario y una bonificación adicional (boletín Nº 8.036-11) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).



--Queda para tabla.



Con el siguiente informa que ha aprobado la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas con ocasión de la tramitación del proyecto de ley que amplía el plazo que se concedió a los sostenedores de establecimientos educacionales para ajustarse a las exigencias prescritas en el literal a) del artículo 46 del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 2010, del Ministerio de Educación (boletín N° 8.191-04).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia el Presidente de la República, con el fin de saber si hará uso de la facultad que le otorga el inciso primero del artículo 73 de la Constitución Política.



Con el tercero informa que aprobó las modificaciones propuestas por el Senado respecto del proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo en materia de protección a las remuneraciones (boletín N° 5.434-13).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Con el último comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual (boletín 8.387-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 1). 



--Pasa a la Comisión de Hacienda.  



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Envía copia autorizada de la sentencia definitiva dictada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 768, inciso segundo, del Código de Procedimiento Civil.



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.



Del señor Ministro de Obras Públicas:



Da respuesta a peticiones de antecedentes, expedidas en nombre del Senador señor Navarro, sobre los asuntos siguientes:



1.- Recepción de denuncias motivadas en que Forestal Celco S.A. haya instalado, en las cercanías de sus plantas, letreros que indiquen límites de velocidad en caminos públicos donde ya existen otros de la Dirección de Vialidad.



2.- Inversiones realizadas por la Dirección de Vialidad en los últimos años, incluida la que se efectúa en el 2012, con el objeto de reparar puentes en la comuna de Ñiquén, Región del Biobío.



Del señor Secretario General de Carabineros:



Atiende una petición de información, remitida en nombre de la Senadora señora Rincón, concerniente al resultado de las solicitudes formuladas en el año 2011 por el señor Alcalde de Longaví y dirigentes gremiales del comercio y vecinales, para el refuerzo de la presencia institucional de Carabineros de Chile en esa comuna.



Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal:



Adjunta antecedentes sobre las acciones concretas que realiza esa institución para proceder al cobro del impuesto territorial que grava las plantaciones forestales, materia sobre la que en su oportunidad se requirió información en nombre del Senador señor Navarro.

    

Del señor Jefe de Gabinete del Ministro de Economía, Fomento y Turismo:



Cursa memorando del Director Ejecutivo de Iniciativa Científica Milenio con el que se da respuesta a una solicitud de información, dirigida en nombre del Senador señor Bianchi, respecto de la cuenta rendida por la Corporación Instituto de Ecología y Biodiversidad sobre la inversión de los fondos que le fueron adjudicados para ejecutar la obra “Diseño y Construcción de la Estación del Parque Omora-Puerto Williams”.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



Tres de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaídos en las siguientes iniciativas: 



1.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que sanciona el trato degradante a menores de edad (boletín N° 7.743-07) (Véase en los Anexos, documento 2).


2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al sacerdote español Manuel Mosquera Sánchez (boletín Nº 8.022-17) (Véase en los Anexos, documento 3).


3.- Solicitud de rehabilitación de ciudadanía del señor Ricardo Elías Vargas Pizarro, conforme a lo dispuesto en el inciso final del artículo 17 de la Constitución Política de la República (boletín Nº S 1.349-04).



--Quedan para tabla.

Mociones



De los Senadores señores Bianchi, Gómez, Letelier, Tuma y Patricio Walker, con la que dan inicio a un proyecto que modifica la Ley General de Servicios Sanitarios para garantizar el derecho a la continuidad del suministro de agua potable de los usuarios morosos (boletín N° 8.442-09) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasa a la Comisión de Obras Públicas.



De los Senadores señores Prokurica y Bianchi, con la que inician un proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, a los efectos de concederle derecho a permiso para ausentarse de sus labores al trabajador o la trabajadora que cuide a su cónyuge, en caso de habérsele diagnosticado una enfermedad grave, terminal o catastrófica (boletín N° 8.441-13) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Del Senador señor Chahuán, con la que inicia un proyecto que modifica la Ley de Tránsito, con el objeto de prohibir la instalación de dispositivos que alteren la potencia original de los vehículos (boletín N° 8.444-15) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señores Bianchi, Cantero, Gómez, Letelier, Prokurica, Tuma y Patricio Walker, mediante el cual solicitan a Su Excelencia el Presidente de la República el envío de un proyecto que modifique el decreto ley Nº 3.500, de 1980, para liberar de la doble cotización en salud a las personas que reciben más de una pensión (boletín N° S 1.496-12) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa un informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que enmienda la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales, contenida en el artículo 8º de la ley Nº 18.985 (boletín Nº 7761-24) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Queda para tabla.

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la Cuenta.



Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, disculpe que use este minuto, pero quiero saludar con mucho cariño a todos los periodistas de Chile, quienes están celebrando su día.



Lo hago porque soy hijo de periodista y porque tengo la más absoluta convicción de que esos profesionales realizan un trabajo difícil.



Deseo saludar particularmente a los periodistas de “El Mercurio” de Antofagasta, a los de “El Mercurio” de Calama y a los de “La Estrella”. Y voy a explicar mis razones: hoy se encuentran en huelga. No han logrado mejorar sus remuneraciones. Por eso, los saludo con mucho cariño.



Gracias, señor Presidente.



--(Aplausos en tribunas).

El señor LARRAÍN.- Hagámoslo como Cámara Alta.

El señor ESCALONA (Presidente).- Ante los aplausos en tribunas, por supuesto, hacemos nuestros, como Senado, los saludos expresados por el Honorable señor Gómez.

)---------------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Uriarte.

El señor URIARTE.- Señor Presidente, sobre la Cuenta, en primer término, quiero reiterar la petición que formulé ayer en Comités, y posteriormente en la Sala, en orden a recabar la autorización para el funcionamiento paralelo de la Comisión de Hacienda con el fin de conocer y discutir el texto de la Cámara de Diputados referido al proyecto de ley que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual.



En segundo lugar, solicito que se pida la unanimidad para tratar sobre tabla o como si fuera de Fácil Despacho la iniciativa que otorga a los funcionarios del sector salud una bonificación por retiro voluntario.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Con relación a lo primero, no hay acuerdo, señor Senador.



En cuanto a lo segundo, tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Efectivamente, se acaba de dar cuenta del oficio de la Cámara de Diputados mediante el cual comunica la aprobación de la propuesta de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas con ocasión de la tramitación del proyecto de ley que otorga a los funcionarios del sector salud que indica, una bonificación por retiro voluntario y una bonificación adicional, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.



La Secretaría está en condiciones de hacer la relación, si se aprueba la petición.

El señor ESCALONA (Presidente).- Para que se alcance a distribuir el documento, propongo a la Sala que, a continuación de las iniciativas signadas con los números 1 y 2 del Orden del Día -en la sesión de ayer hubo un acuerdo de Comités sobre el particular-, que corresponden a dos iniciativas sobre predios rústicos, incorporemos ese asunto a la tabla de hoy.



--Así se acuerda.

)------------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, solicito que recabe la autorización de la Sala con el objeto de acoger una petición unánime de la Comisión de Economía en orden a incluir entre los proyectos refundidos sobre interés máximo convencional una iniciativa de los Senadores señores Prokurica y Chahuán del mismo tenor y espíritu.



Para ello, la Sala debería aprobar en general ese proyecto. De modo que pido que se agregue a la tabla de hoy con tal fin.

El señor ESCALONA (Presidente).- Su Señoría solicita la unanimidad del Senado para aprobar en general otra iniciativa...

El señor TUMA.- Es similar a dos proyectos que aprobamos en la Sala: uno originado en moción, sobre interés máximo convencional; y otro iniciado en mensaje, de protección a deudores de créditos en dinero.



La iniciativa es casi idéntica a aquella de la cual soy autor, junto con otros parlamentarios, y fue presentada por los Senadores Prokurica y Chahuán. Y -reitero- la Comisión de Economía resolvió solicitarle a la Sala el acuerdo al que me referí.

El señor ESCALONA (Presidente).- Dejaremos ese proyecto para tabla. Porque a lo menos debemos conocer su texto para adoptar una resolución.

La señora ALLENDE.- Exacto.

El señor TUMA.- Muy bien.

)-------------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, además de sumarme al saludo a todos los periodistas de nuestro país que hizo el Senador Gómez, deseo señalar lo siguiente.



La Comisión de Minería y Energía aprobó, por unanimidad, un proyecto de acuerdo -que, según entiendo, se presentó ayer-, del cual, lamentablemente, no alcanzó a darse cuenta en la sesión de hoy.



Se trata de un asunto bien importante. Nosotros hemos celebrado tres sesiones en torno a la situación de la ENAP. No voy a entrar en detalles; lo único que quiero mencionar es una petición muy urgente.



Mediante ese proyecto de acuerdo le estamos solicitando al Gobierno que tome medidas con respecto al actual arancel aduanero de 6 por ciento a la importación de crudos, que le significa a la ENAP una pérdida tremenda, por cuanto sus competidores no lo pagan. De modo que le pedimos al Ejecutivo que a la brevedad posible termine de una vez con ese gravamen.



En consecuencia, señor Presidente, le solicito que ponga en tabla el referido proyecto de acuerdo, el cual espero que sea aprobado por la unanimidad de la Sala, porque me parece que nadie podría restarse de entender esta situación.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le pareciera a la Sala, lo pondríamos en el primer lugar del Tiempo de Votaciones correspondiente.



--Así se acuerda.

V. ORDEN DEL DÍA

ELIMINACIÓN DE CONSTANCIA EN ESCRITURA PÚBLICA SOBRE PROHIBICIÓN DE CAMBIO DE DESTINO AGRÍCOLA PARA PREDIOS RÚSTICOS SUBDIVIDIDOS

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto ley N° 3.516, de 1980, referido a la subdivisión de predios rústicos, con informe de la Comisión de Agricultura.


--Los antecedentes sobre el proyecto (5049-01) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 92ª, en 4 de marzo de 2009.


Informe de Comisión:


Agricultura: sesión 17ª, en 15 de mayo de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es eliminar la obligación de dejar constancia en las escrituras públicas de enajenación de predios rústicos resultantes de división sobre la prohibición de cambiar su destino, y declarar saneado el vicio de nulidad que pudiera afectar la validez de los actos y contratos celebrados con omisión de esa constancia.



La Comisión dio su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Coloma, García, Larraín (don Hernán) y Sabag.



El texto que se propone aprobar en general se consigna en la parte pertinente del informe y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, quiero informar a la Sala respecto de esta iniciativa, que nació de una moción de los Diputados señores Bertolino y Verdugo y de los entonces Diputados señora Valcarce y señores Álvarez-Salamanca, Sepúlveda y Vargas, que actualmente se encuentra en su segundo trámite constitucional.



En lo medular, el proyecto busca eliminar una obligación que hoy existe en las escrituras públicas cada vez que se enajena un predio rústico resultante de una división.



La legislación vigente, el decreto ley N° 3.516, dispone que el destino de un predio rústico dividido solo puede ser agrícola y no urbano, y fija incluso un mínimo de media hectárea para tales efectos.



Eso es lo que hoy día se encuentra consignado y se entiende de la norma en vigor: si se subdivide un predio rústico, debe dedicarse al mundo agrícola.



Lo que ocurre es que al momento de dictarse esa normativa se determinó, además, la obligación de dejar constancia en cada caso de algo que legalmente procede igual; o sea, se estableciera o no esa disposición, de ninguna forma podría destinarse el predio rústico a otro objetivo. Pero la ley planteó en su momento que debía dejarse constancia de ello.



Sucede que, con el transcurso de tiempo, en algunas situaciones no se ha cumplido con esa obligación. Y el efecto de no cumplir una obligación, a pesar de que el predio rústico dividido no puede destinarse a un fin distinto, es la nulidad absoluta, según han resuelto distintos tribunales, aun cuando últimamente ha habido fallos divididos, en el sentido de que en algunos casos aquello constituye simplemente un error subsanable, y en otros genera la nulidad absoluta.



Lo anterior ha dado motivo a una serie de juicios, muchos años después de producida la enajenación, lo que obviamente genera en el mundo agrícola una inseguridad respecto de los títulos.



Lo que pretende esta iniciativa es subsanar precisamente esa situación a través de la eliminación de la obligación de dejar constancia en las escrituras públicas de enajenación de predios rústicos subdivididos acerca de la prohibición de cambiar su destino. ¿Por qué? Porque esta ya se encuentra en la ley. No es necesario dejar constancia para tal efecto. Pero, de no colocarse lo que parece redundante, puede ser causal de nulidad absoluta.



Adicionalmente, la iniciativa contempla un artículo que busca declarar saneado, por el solo ministerio de la ley, el vicio de nulidad que pudiere afectar o haber afectado la validez de los actos y contratos celebrados con omisión de aquella constancia.



La Comisión de Agricultura citó tanto a representantes de la Asociación de Notarios, Conservadores y Archiveros Judiciales de Chile como a distintos constitucionalistas, quienes coincidieron en el buen espíritu de este proyecto. Porque una cosa es lograr el objetivo de no cambiar el uso de un bien agrícola sin pasar por las normas de Urbanismo y Construcciones, y otra distinta es que por alguna omisión se genere al final la nulidad absoluta del contrato pertinente, lo que obviamente ha generado inseguridades y problemas bastante serios en el sector agrícola, en particular en el mundo rural más pobre de nuestro país.



Por eso, al igual como en la Cámara de Diputados, la propuesta unánime de nuestra Comisión es aprobar en general este proyecto de ley, porque entendemos que ayuda a dar mayor estabilidad a los títulos y a sanear las situaciones de hecho que se produjeran al no repetir lo relativo a la prohibición, que resulta redundante desde el punto de vista jurídico.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, solo deseo respaldar las palabras del Senador Coloma, Presidente de la Comisión de Agricultura, referidas al proyecto iniciado en moción de los Diputados Bertolino y Verdugo y de los entonces Diputados Vargas, Álvarez-Salamanca, Sepúlveda y Ximena Valcarce, que fue aprobado por unanimidad en la Cámara Baja.



Como se puede apreciar, la iniciativa en comento lleva bastante tiempo en el Congreso.



Su texto es relativamente simple. Busca eliminar -según señaló el Presidente de la Comisión- la obligación de dejar constancia en las escrituras públicas de enajenación de predios rústicos, resultantes de una división, de la prohibición de cambiar su destino, en los términos que establece la Ley General de Urbanismo y Construcciones. Además, declarar saneado el vicio de nulidad que pudiere afectar o haber afectado la validez de los actos y contratos celebrados con omisión de aquella constancia.



Todo lo anterior va en beneficio de los agricultores, especialmente de los más pequeños. 



En la Comisión de Agricultura la iniciativa fue aprobada por unanimidad, y por supuesto que nosotros vamos a respaldarla también aquí.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, voy a apoyar el presente proyecto, que permite regularizar una situación de hecho que eventualmente se produce al omitir en la inscripción el cumplimiento de normas establecidas en antiguas legislaciones.



Solo quiero advertir que me preocupa la realidad que experimentan los territorios regidos por la Ley Indígena, ya que no pueden gozar del beneficio dispuesto aquí para que los titulares cedan o transfieran en propiedad una superficie menor a media hectárea -incluso de 500 metros cuadrados cuando se trata de porciones destinadas a vivienda-, porque los terrenos indígenas se hallan impedidos de que se los subdivida en menos de tres hectáreas. De hecho, hay algunos subdivididos en tamaños menores, pero no se los puede regularizar. 



Desde ese punto de vista, mantenemos una deuda con dicho sector. 



En tal virtud, con motivo del proyecto que nos ocupa, mediante el cual estamos resolviendo la situación de los no indígenas, deberíamos preocuparnos también de modificar la legislación vinculada con el mundo indígena. Si bien a sus integrantes no se les permite subdividir sus terrenos, en la práctica estos se encuentran subdivididos por razones de índole natural: la familia crece y los hijos se distribuyen la tierra. Pero no pueden poseer título de dominio.



Sin embargo, a los que llamamos “huincas” la ley autoriza para que se les pueda entregar un título de dominio por hasta 500 metros cuadrados. Y en el caso de los indígenas, deben hacer una vuelta larga, distinta, en que se aplica el derecho real de uso. Este consiste en una autorización para que alguien construya una vivienda, normalmente por subsidio, pero sin disponer de derechos hereditarios.



Creo que dicha limitación es injusta, compleja, cuya solución también requiere de una mirada encaminada a modificar la legislación. Y en el marco de la presente iniciativa, voy a estudiar la posibilidad de formular indicaciones; si no, presentaré un proyecto aparte. 



En todo caso, como se trata de una materia vinculada con territorios indígenas, se les debería consultar a las comunidades. A mi juicio, constituye un gran desafío para el Congreso Nacional, y para el Senado en particular, comenzar legitimando la consulta establecida en el Convenio N° 169, a los efectos de poder regularizar una situación de hecho que es muy injusta para los territorios y las personas indígenas.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, apoyo y comparto por completo lo planteado por el Senador Tuma. Existe una discriminación sumamente fuerte con dichas comunidades y con quienes han inscrito tierras indígenas y que, por lo mismo, no las pueden subdividir. Es una realidad bastante dramática, especialmente en las Regiones con alta población indígena. 



Por ello, estimo que la presente es una buena oportunidad para abordar de nuevo, porque no es primera vez que el tema se discute en el Parlamento, la posibilidad de modificar la legislación indígena. Y, de hecho, podríamos hacerlo con indicaciones que, después de escuchar al Senador Tuma, ojalá fueran respaldadas en forma transversal. Es absolutamente necesario que las comunidades indígenas también puedan subdividir sus tierras, para acceder a subsidios y apoyos de parte del Estado.



Por lo tanto, esperamos que la iniciativa no solo beneficie a los chilenos sin ascendencia indígena, sino también a aquellos que han inscrito sus terrenos y que son parte de comunidades o de pueblos indígenas, por la vía de incluir el asunto en cuestión en el proyecto de ley en examen.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Lamento señalarle a Su Señoría que no puede ser incluido, porque el Convenio N° 169 nos obliga a que este tipo de materias sean consultadas con las comunidades indígenas. Estamos a la espera de concordar con la Cámara de Diputados -el Senado ha hecho una proposición- la constitución de la Comisión Bicameral que va a establecer el reglamento relativo a tal materia.



En votación general la iniciativa.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (24 votos a favor), fijándose como plazo para presentar indicaciones el lunes 6 de agosto, a las 12.



Votaron las señoras Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Letelier, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Tuma, Uriarte y Zaldívar (don Andrés).


OTORGAMIENTO DE FACILIDADES PARA TRANSFERENCIA DE PREDIOS RÚSTICOS DESTINADOS A VIVIENDAS RURALES

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional e iniciado en moción el Senador señor Sabag, sobre transferencia de predios rústicos, con informe de la Comisión de Agricultura. 


--Los antecedentes sobre el proyecto (7605-01) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción del Senador señor Sabag):


En primer trámite, sesión 11ª, en 20 de abril de 2011.


Informe de Comisión:


Agricultura: sesión 17ª, en 15 de mayo de 2012.
El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es facilitar la transferencia de predios rústicos de baja cabida destinados a viviendas rurales, para lo cual elimina la prohibición de que el predio se haya originado en una subdivisión efectuada de acuerdo al decreto ley N° 3.516, de 1980.



La Comisión de Agricultura aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Coloma, García, Larraín (don Hernán) y Sabag.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en la parte pertinente del informe.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión en general la iniciativa.



Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, entiendo que estamos en la votación general, pero no puedo dejar de pedirles a los miembros de la Comisión, sobre todo después de que por dos años algunas comunidades campesinas han tratado de lograr procesos de reconstrucción, que al analizar el proyecto reparen en lo siguiente.



Hoy en día, un bien escaso en Chile es la tierra. Y uno de los hechos es que la normativa permite que una persona subdivida una hectárea y que en media hectárea pueda construir su casa, sin que deba pedir el cambio de uso de suelo ni someterse mayormente a la Ley General de Vivienda y Urbanismo.



Sin embargo, si se fuera a utilizar ese mismo terreno para construir viviendas para cincuenta personas y no para una, habría que solicitar el cambio de uso de suelo y sujetarse a todas las preceptivas de dicho cuerpo legal. 



Es decir, la legislación en debate constituye un privilegio para los sectores de mayores ingresos en cuanto al uso de suelo para sus viviendas y un perjuicio para las familias de trabajo de zonas rurales, a quienes muchas veces, ante la escasez de tierras, cuando logran un terreno apto para construir les imponen todo tipo de trámites, de trabas, de costos; les suman obligaciones; les encarecen el acceso a la casa propia.



En atención a ello, y respaldando el criterio de que se faciliten los procesos de regularización, en particular para los pequeños, pido que se reflexione en cómo poner un freno a la subdivisión de grandes terrenos destinados a fines habitacionales para personas de altos ingresos, en perjuicio de las familias que buscan tener su primera vivienda, para no seguir de allegados, para no continuar arrendando, para no permanecer sometidos a condiciones habitacionales extremadamente precarias.



Voy a votar que sí, señor Presidente, con la reserva mencionada.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, me voy a abstener porque, compartiendo el espíritu del proyecto, creo que ya con la subdivisión en superficies de media hectárea en muchos casos no podemos realmente hablar de predios agrícolas. Sin duda, eso se ha usado para otros propósitos. Y que además se autorice que esas parcelas de agrado, a su vez, se subdividan...

El señor SABAG.- No.

El señor NOVOA.- Señor Senador, sé que ese no es el objetivo.



Lo que yo entiendo es que se quiere regularizar la situación de personas que han tenido que permitir la construcción de otra casa en predios que no corresponden a parcelas de agrado. Se trata de realidades de tipo social que se dan en los campos de Chile. Pero es preciso que en la discusión particular eso quede meridianamente claro.



Entonces, solo como una señal de alerta en orden a que en las indicaciones tenemos que ser muy cuidadosos de no abrir un nuevo forado en cuanto a subdivisiones, me abstendré. Entiendo que en la Comisión está claro que durante la discusión particular se tomarán todos los resguardos para solucionar efectivamente una cuestión de tipo social y no abrir una brecha donde puedan producirse subdivisiones que no cumplen con este propósito.



Con esa prevención, anuncio mi abstención. Pero comparto el objetivo de solucionar problemas existentes en predios de baja tasación.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, quiero aclarar que a través del primer proyecto del Orden del Día simplemente se deroga un vicio de nulidad.

El señor LETELIER.- Estamos en el número dos.

El señor GARCÍA.- Y, además, se da por bien inscritos los actos y contratos ya celebrados conforme al decreto ley Nº 3.516, de 1980.



El segundo proyecto, que corresponde votar ahora, justamente dispone que en ningún caso se podrán hacer transferencias, a cualquier título, a un ascendiente o descendiente de un propietario cuando se trate de parcelas de agrado o cuyo avalúo fiscal exceda del equivalente a mil unidades de fomento al momento de la transferencia.



Más aún, en el caso de transferencias consideradas en la letra j) del decreto ley Nº 3.516, se debe incluir “en la respectiva escritura una declaración jurada del propietario o tradente en que conste que el predio que se transfiere no califica como parcela de agrado en todo o parte.”.



Es decir, precisamente, se está resguardando que no haya regularización de parcelas de agrado, por lo menos no a través del decreto ley Nº 3.516.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, si bien este proyecto es “primo” del otro, no es lo mismo, como ha quedado claro. Se trata de algo distinto.



Entiendo el sentido de lo planteado por el Senador Sabag: permitir que respecto de los ascendientes y descendientes -solo de aquellos-, en un momento determinado -sucede mucho en el mundo agrícola-, un propietario subdivida en menos de media hectárea, que es la limitación, y establezca superficies, si uno lo vincula con otras legislaciones, de entre 500 y mil metros cuadrados.



Ese es el espíritu de la iniciativa del Senador Sabag.



Y creo que responde a una situación que hemos visto mucho en el mundo agrícola, de personas que poseen parcelas pequeñas, cuyos hijos -por lo general son varios- no pueden acceder, por ejemplo, a ningún subsidio, al no tener un espacio de división como el que esta ley permitiría.



En tal sentido, asumo y comprendo perfectamente lo que el Senador Sabag ha planteado, y me parece que la idea de legislar es digna de aprobarse.



Sí resulta importante insistir en que la iniciativa pasará a discusión particular. Porque existen elementos acerca de los cuales hay que poner atención. No vaya a ser cosa de que esto se preste para una especie de industria. Porque recordemos que, dividida una parcela, por ejemplo, de 5 mil metros cuadrados en cinco de mil metros cuadrados, el valor que tendrá será bastante mayor. Entonces, por esta vía una persona con cinco hijos, esperando cinco años, podría generar una plusvalía muy importante.



Como entiendo que ese no es el concepto ni la idea, creo que en la discusión particular podemos precisar mejor la situación. Por ejemplo, lo relativo al avalúo. Se habla de mil UF. Pero en verdad casi ninguna parcela tiene un avalúo superior a ese monto. Pienso que es algo muy amplio. Hemos pedido al Ministerio de Agricultura que nos entregue datos más precisos respecto de esto. Y habría que colocar condiciones para aquel que subdivide o que es propietario por la vía de la subdivisión, como la obligación de no enajenar quizás por un período mayor.



Me parece que es factible perfeccionar la iniciativa, recogiendo un concepto, una idea que al final busca hacer de Chile un país de más propietarios, particularmente en el mundo rural, donde muchas veces cuesta bastante, por el valor de la tierra, acceder a cantidades tan altas como son los 5 mil metros cuadrados para estos efectos.



Simplemente, quería dejar constancia de que ese fue el espíritu de la Comisión. Por eso se insistió en que el proyecto se aprobara en general, para poder perfeccionarlo en la discusión particular, y hacer que esto sea una solución y no un forado en la legislación.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, en realidad, ya estábamos aprobando el proyecto, pero el Senador Novoa ha expuesto una situación que justamente la iniciativa pretende sanear. Y el Senador García interpretó claramente lo que señala la ley en proyecto.



Les recuerdo a los colegas que la subdivisión de predios rústicos en 500 y mil metros cuadrados para que sean entregados a los ascendientes o descendientes está vigente, y ha operado exitosamente para miles de pequeños campesinos que han podido acceder a su casa propia.



¿Dónde radica el problema, que pretende subsanar la presente iniciativa?



En la Cámara de Diputados, buscando la protección para que este mecanismo no dé origen a parcelas de agrado, se estableció en su momento una cláusula que dispone que la transferencia operará siempre que el predio no haya sido originado en subdivisiones efectuadas conforme al decreto ley N° 3.516.



Entonces, nosotros estamos salvando ahora precisamente eso. Porque muchos campesinos sanearon sus propiedades, de 40, 50, 60 hectáreas, de más o de menos, mediante dicho decreto. Y resulta que esa persona tiene tres o cuatro hijos y no les puede dar un sitio para construir su vivienda social u optar a un subsidio porque el predio fue saneado conforme a esa normativa. Evidentemente, estamos aclarando que este procedimiento no está considerado para las parcelas de agrado. A eso le dio lectura el Senador García.



En la Comisión de Agricultura estuvo presente el Ministerio del ramo, a través del abogado asesor don Andrés Meneses. Y tuvimos también la oportunidad de escuchar al Presidente de la Asociación de Notarios, Conservadores y Archiveros Judiciales de Chile, quien expresó con claridad que apoyaban ampliamente el proyecto en análisis, porque ellos han sido testigos de la injusticia que se ha cometido con miles de pequeños campesinos que les quieren dar un sitio a sus hijos y no pueden hacerlo por haber saneado su propiedad completa con este mecanismo.



Comprendo que muchas divisiones se hicieron de media hectárea para formar parcelas de agrado. Con la presente iniciativa justamente se pretende evitar eso.



La ley en proyecto establece claramente: “Lo dispuesto en esta letra no procederá respecto de los predios que califiquen como parcelas de agrado o cuyo avalúo fiscal exceda del equivalente a mil unidades de fomento al momento de la transferencia. Para estos efectos, se entiende por parcela de agrado el predio rústico destinado a la habitación y al esparcimiento, que no genera actividad económica”.



Todos sabemos que en una parcela de agrado la gente tiende a construir una piscina, una buena casa, a tener su caballito, pero no hay ninguna actividad productiva. 



Después agregamos: “Asimismo, en el caso de las transferencias a que se refiere la letra j), se incluirá en la respectiva escritura una declaración jurada del propietario o tradente en que conste que el predio que se transfiere no califica como parcela de agrado en todo o parte.”.



Aún más, añadimos un artículo 3º bis, que señala lo siguiente: “El que perjurare o diere falso testimonio respecto de la declaración jurada a que se refiere el inciso quinto del artículo 1º, sufrirá las penas señaladas en el artículo 210 del Código Penal.”.



Senador Novoa, la situación planteada está totalmente cubierta. 



Lo que pretendemos es ayudar solo a los campesinos pequeños cuyos padres les transfieran un sitio para que tengan su casa propia. 



Por eso, les pido a los Honorables colegas que aprobemos en general este proyecto. Y si hubiera algo que perfeccionar, lo haríamos por la vía de las indicaciones, dentro del plazo que fije la Sala para este efecto.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, comparto esta iniciativa, que fue presentada por el Senador Sabag, y sobre todo en lo concerniente al alcance hecho por Su Señoría con motivo de modificaciones que la Cámara de Diputados introdujo al proyecto que derivó en la ley que ahora se plantea reformar.



Solo quiero suscribir lo que señaló el Presidente de la Comisión de Agricultura, Senador Coloma, a propósito de la inquietud que planteó el colega Novoa en cuanto a que este proyecto no se preste para subdividir y convertir las parcelas de cinco hectáreas en proyectos de urbanización de agrado.



Eso se puede corregir de manera simple, con cambios menores.



Por ejemplo, la valorización que se hace es muy alta. Parcelas de media hectárea de 1.000 UF hay pocas en los ámbitos rurales de nuestro país. Se puede bajar el valor, para acercarlo a una cifra que corresponda realmente a tierras campesinas.



Eso, por una parte. 



Por la otra, hay un tiempo limitado durante el cual se prohíbe enajenar. Se podría extender ese lapso, a fin de asegurar que los predios se utilicen para la finalidad que se invoca, es decir, para darles a familiares directos una tierra sobre la cual puedan construir una vivienda (valga la redundancia) familiar.



Pienso que con restricciones de esa naturaleza esta iniciativa alcanza su objetivo al posibilitar que, en los campos, los hijos puedan vivir cerca de sus padres, pero entendiendo que se refiere a este ámbito y no a otro en que los valores alcanzables con la subdivisión podrían dar pie a negocios bastante lucrativos, lo que no corresponde al espíritu de la normativa sugerida.



Así que aprobaré la idea de legislar, y anticipo la presentación de indicaciones conducentes a asegurar el cumplimiento del objetivo perseguido.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, creo que en los dos proyectos vinculados con los predios rústicos -el que acabamos de aprobar y el que nos ocupa en este instante- la Comisión deberá tener sumo cuidado de no sancionar una normativa inconstitucional. Por ejemplo, en cuanto a la decisión de dar efecto retroactivo existiendo juicios pendientes o habiéndose adoptado resoluciones judiciales.



En segundo término, coincido en que, asimismo, hay que tener bastante cuidado con la legislación que aprobemos, para que no empecemos a abrir una brecha que permita que, respecto de muchas subdivisiones de parcelas de agrado efectuadas a veces forzando un poco la ley y que quedaron pendientes en el Conservador de Bienes Raíces, en determinado momento se haga valer la existencia de un eventual derecho adquirido.



Ha habido abusos en el sentido de que algunas tierras han adquirido un valor mucho mayor por el hecho de haberse subdividido.



También debemos tener cuidado a ese respecto. 



De otra parte, recuerdo que en el Senado -creo que con el colega Sabag nos ocupamos en la materia- legislamos sobre el subsidio rural. La idea era permitirles a los campesinos recibir en comodato terrenos de hasta 500 metros -no recuerdo la cifra exacta- para que pudieran postular a dicho beneficio. Y eso operó.



Ojalá que la Comisión considere ambos proyectos en conjunto, no por separado, y que haga una revisión del decreto ley N° 3.516, en forma de evitar las situaciones que aquí se quiere solucionar, pero al mismo tiempo estableciendo normas muy estrictas para impedir que por el camino señalado se tienda a buscar subterfugios que den pie a subdivisiones de terrenos que no deben subdividirse porque no están dentro del área urbana y porque normalmente las autorizaciones se otorgan tratándose de predios de hasta cinco mil metros cuadrados.



Entonces, la Comisión de Agricultura tiene una tarea sobremanera importante. Y ojalá todos podamos contribuir a la existencia de un decreto ley 3.516 que sirva realmente para regularizar la situación predial y que no abra de nuevo un forado que haga factibles subdivisiones de terrenos que no deben tener lugar en el área rural. 



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, yo me voy a abstener en ambos proyectos,...

El señor COLOMA.- El primero ya se votó, señor Senador.

El señor MUÑOZ ABURTO.-... porque los argumentos que he escuchado no me llevan a proceder de manera distinta, ya que existen otros cuerpos legales que permiten lo mismo que se plantea aquí. Es el caso del decreto ley N° 1.939, que, a través del saneamiento de títulos, posibilita también la subdivisión.



No cabe la menor duda de que se apunta -y al respecto habría que tomar muchos resguardos- a regularizar la situación de numerosas parcelas de agrado.



Se da el argumento de que se permite la construcción de viviendas sociales. Sin embargo, esto no es tan efectivo, pues el artículo 55 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones -esta legislación fue modificada hace un par de años- posibilita construir en todos los sitios ubicados fuera del radio urbano, siempre y cuando sea para viviendas sociales.



Así que -lo digo sinceramente- no entiendo (salvo que en la discusión particular me ilustren de mejor manera) el objetivo de los dos proyectos.



Espero cambiar mi votación con motivo del segundo informe. Pero en este momento me voy a abstener en ambas iniciativas.

El señor ESCALONA (Presidente).- Lamento que no pueda hacerlo respecto de la primero, pues ya se aprobó.



En todo caso, del planteamiento de Su Señoría quedará constancia en la historia fidedigna de la ley. 



No hay más inscritos.



Cerrado el debate.



En votación la idea de legislar.
El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.


--Se aprueba en general el proyecto (19 votos a favor y 3 abstenciones). 



Votaron por la afirmativa la señora Pérez (doña Lily) y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvieron los señores Muñoz Aburto, Novoa y Rossi. 

El señor ESCALONA (Presidente).- En cuanto a los dos proyectos sobre predios rústicos, la Mesa propone plazo para formular indicaciones hasta el lunes 6 de agosto, a las 12.



¿Le parece a la Sala?



--Así se acuerda.

)---------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Antes de que entremos al proyecto que se solicitó tratar sobre tabla, quiero saludar a los dirigentes de los gremios de la salud que se encuentran en las tribunas.



Nos acompañan el señor Ernesto Rojas; las señoras Angélica Risco y Silvia Aguilar; el señor Ricardo Ruiz; doña Clarisa Inostroza, y otros representantes de los funcionarios de la salud.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

BONIFICACIÓN POR RETIRO VOLUNTARIO A FUNCIONARIOS DE SECTOR SALUD. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde ocuparse en el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que otorga a funcionarios del sector salud una bonificación por retiro voluntario y una bonificación adicional, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (Véase en los Anexos, documento 9).

--Los antecedentes sobre el proyecto (8036-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 6ª, en 3 de abril de 2012.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 26ª, en 13 de junio de 2012.


Informes de Comisión:


Salud: sesión 17ª, en 15 de mayo de 2012.


Hacienda: sesión 17ª, en 15 de mayo de 2012.


Salud (segundo): sesión 23ª, en 6 de junio de 2012.


Hacienda (segundo): sesión 23ª, en 6 de junio de 2012.


Mixta: sesión 34ª, en 11 de julio de 2012.


Discusión:



Sesiones 18ª, en 16 de mayo de 2012 (se aprueba en general); 23ª, en 6 de junio de 2012 (se aprueba en particular).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La divergencia entre ambas ramas del Congreso se suscitó por el rechazo de la Cámara de Diputados del artículo 5°, nuevo, que incorporó el Senado en el segundo trámite constitucional.



El inciso primero del referido precepto expresa: “Los funcionarios de planta y a contrata que a la fecha de la renuncia tuvieren 10 o más años de servicios, continuos o discontinuos, en las instituciones mencionadas en el artículo 1°, que acogiéndose a la bonificación que en dicho artículo se establece, se encuentren afiliados al Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, y que coticen o hubieren cotizado, según corresponda, en dicho sistema, tendrán derecho a recibir, por una sola vez, una bonificación adicional equivalente a la suma de 395 unidades de fomento.”.



Los restantes incisos consagran el procedimiento de cálculo y pago.



La Comisión Mixta, como forma de resolver la divergencia, propone aprobar la incorporación del artículo 5°, nuevo, que acordó el Senado en el segundo trámite constitucional. 



Dicha proposición se aprobó por 7 votos a favor (Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Uriarte y Diputados señores Letelier, Macaya y Santana) y 3 en contra (Senador señor Ruiz-Esquide y Diputados señores Accorsi y Torres).



La Cámara de Diputados, en sesión de hoy, 11 de julio, aprobó la propuesta de la Comisión Mixta.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen en el escritorio figuran, en la cuarta columna, la proposición de la Comisión Mixta, y en la quinta, el texto del proyecto como quedaría si ella fuera acogida.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión el informe de la Comisión Mixta.



Se han inscrito varios Senadores, médicos o, por lo menos, aspirantes a médicos -según he podido observar-, que siguen los temas de salud en esta Corporación.



Tiene la palabra en primer lugar el Honorable señor Rossi.

El señor CHAHUÁN.- ¿Es médico o aspirante?

El señor ROSSI.- Yo soy especialista.



Pero tenemos al colega Chahuán, quien ya es casi médico. Y al Senador Uriarte, quien también se está dedicando a la Medicina. 



¡Ojalá que no atiendan pacientes...!



Señor Presidente, al igual que usted, quiero saludar a todos los trabajadores, de distintas organizaciones, que nos acompañan.



Los gremios de la salud han estado participando en forma muy activa en toda la discusión de este proyecto de ley, que es tremendamente importante. Y lo es porque, en síntesis, mejora las condiciones de jubilación de los funcionarios de la salud.



Todos sabemos que las bajas tasas de reemplazo son el gran problema que enfrentan esos servidores cuando, con toda justicia, jubilan. Y ello, al punto de que, pese a cumplir el requisito de edad, varios optan por seguir trabajando.



Me detendré luego en ese aspecto, porque creo que es la cuestión de fondo.



Por cierto, resulta valioso que se haya logrado un acuerdo con prácticamente todos los gremios. Considero fundamental que se generen esfuerzos de entendimiento y negociación entre los trabajadores y, en este caso, el Ministerio de Hacienda.



Sin duda, hubiésemos deseado aumentar los beneficios. Y siento que ello se refleja en la votación negativa de algunos parlamentarios.



Pienso que nadie estaba en contra de establecer incentivos para el retiro de los funcionarios y de mejorar sus condiciones de jubilación. Más bien, me parece que con aquel pronunciamiento intentaron marcar un punto en el sentido de que no logramos convencer al Gobierno de nivelar hacia arriba la bonificación adicional, que finalmente queda en 395 UF.



Sé que hay otras negociaciones en curso. Por ejemplo, con la Asociación de Empleados Municipales, que, aparentemente, está ad portas de lograr aquello.



Nos habría gustado mucho, pues, alcanzar un acuerdo con la totalidad de los gremios y que todos hubieran quedado satisfechos. No fue posible. Por eso llegamos a Comisión Mixta. Pero entiendo que todos los Servicios de Salud de nuestro país están esperando que este proyecto se convierta en ley.



En seguida, quiero decir algunas palabras sobre por qué pienso que debemos hacer algo más con relación a esta materia.



Ya mencioné todas las virtudes de la iniciativa; hablamos del acuerdo de los trabajadores con el Ministerio de Hacienda. Sin embargo, al final del día el problema de fondo estriba en que Chile está viviendo una crisis previsional y en que el Estado debe hacerse cargo de ella.



Lo digo porque hoy día solo estamos colocando un parche, o sea, tratando un síntoma menor de la enfermedad. Y esta consiste en que el sistema previsional chileno no da cuenta de la realidad desde todo punto de vista.



La gente ya no vive hasta los 60 años. La expectativa de vida en nuestro país es de alrededor de 80 años. Las mujeres jubilan a los 60 años de edad; los hombres, a los 65. Y, no obstante todos los problemas que existen para acumular una cantidad razonable, la misma plata se reparte, no en 5 años, sino en 10, 15 o 20.



A lo anterior deben sumarse la falta de densidad en las cotizaciones; las lagunas previsionales; los bajos sueldos, e incluso (hablando de su administración poco transparente), la poca participación de los principales “accionistas” de las AFP, que son precisamente los cotizantes.



Lamentablemente, no logramos cambiar aquello mediante la reforma previsional, porque el sistema no se modificó ni un ápice. Esto, por desgracia, en virtud de un acuerdo suscrito con la anterior Oposición para poder sacar adelante dicha reforma. Esta tuvo hartas virtudes; pero su principal defecto fue el de no tocar el sistema previsional.



Insisto, señor Presidente, en que debemos hacer un esfuerzo para abordar el problema de fondo. De lo contrario, todos los años estaremos sacando leyes parche para mejorar en algo las condiciones de vida posjubilación de los funcionarios en general, no solo de los de la salud.



¿Qué dirán los trabajadores del sector privado que hoy nos escuchan?



A ellos les va a pasar lo mismo: quien perciba un ingreso de 600 mil pesos durante su vida laboral terminará con una tasa de reemplazo de 200 mil al jubilar, precisamente cuando se va a enfermar con mayor asiduidad y gastará más en las farmacias por concepto de medicamentos.



Pienso, entonces, que un punto central de la seguridad social es la protección al jubilado. Y espero que se consigne en el próximo programa de Gobierno.



Señor Presidente, como me quedan diez segundos, solo me resta felicitar a los dirigentes gremiales por el esfuerzo realizado, e igualmente, a los funcionarios que nos acompañan en las tribunas. Ojalá hubiésemos obtenido mayores cupos para resolver el problema de los rezagados. Pero vamos a apoyar este proyecto con mucho entusiasmo.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- No era necesario que hablara más, Su Señoría: lo aplaudieron igual.



Señores Senadores, la lista de inscritos es considerable.



Ahora corresponde el turno al Honorable señor Uriarte.

El señor PROKURICA.- Pido abrir la votación, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se solicitó abrir la votación.



¿Le parece a la Sala?

El señor URIARTE.- Conforme.

El señor ESCALONA (Presidente).- Pero está pidiendo la palabra el señor Ministro de Salud.



Primero expondrán el Senador señor Uriarte y el señor Ministro, y después abriremos la votación.



Tiene la palabra Su Señoría.

El señor URIARTE.- Voy a ser muy breve, para que pueda hacer uso de la palabra el señor Ministro.



Señor Presidente, efectivamente, estamos en presencia de un gran acuerdo -como todos los grandes acuerdos, no resultó fácil-, al que concurrieron siete gremios muy importantes: CONFUSAM, CONFENATS, FENTESS (aquí presente),...



--(Aplausos en tribunas).


... FENATS, FENFUSSAP, ASEMUCH y AJUNJI, que en total agrupan a 167 mil 700 funcionarios, quienes de verdad entienden que la normativa que estamos aprobando reviste gran significación.



Es cierto que falta dar muchos otros pasos. Pero este es uno sobremanera relevante.



Rechazar el proyecto en debate implicará retroceder y, además, perjudicar una legítima reivindicación de los trabajadores de la salud.



Esta iniciativa crea esquemas homogéneos para realidades muy distintas, pero manteniendo siempre la particularidad de cada situación, de cada gremio. Y, al mismo tiempo, establece un bono adicional único, que favorece a los funcionarios de menores ingresos.



Ya se ha dicho en qué consisten y a cuánto ascienden los bonos, y cuál es el contenido de los beneficios, por lo cual lo único que de verdad espero es que podamos aprobar el proyecto lo más rápido posible y que se transforme en ley de la República en beneficio de todos los funcionarios de la Salud.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor MAÑALICH (Ministro de Salud).- Seré muy breve, señor Presidente.



La iniciativa registra una tramitación larga.



Otra, “espejo”, fue aprobada y despachada por la Sala, y, de hecho, los trabajadores municipales están haciendo efectivo el incentivo al retiro y su bono complementario.



Quisiera puntualizar, respecto a lo que se ha señalado, que el esfuerzo que está realizando el Gobierno es bastante nítido, en realidad, en beneficio del sector laboral, y expondré cuáles son los aspectos de que se trata.



En primer lugar, el proyecto -me refiero solo a la parte de los trabajadores de la salud centralizada, no a los municipales- representa un costo de 126 mil millones de pesos para el Estado, o sea, 8 mil millones más, en moneda de igual valor, que si se hubiera renovado simplemente el anterior.



¿Y cuál es el motivo de la diferencia económica? El principal es que el incentivo -de 9 meses para los hombres y de 10 para las mujeres- se eleva a once meses para todos los casos, lo que importa un aumento significativo, sobre todo para las rentas de los tramos inferiores entre los trabajadores de la salud, a los que saludamos y aprovechamos de agradecer por su enorme esfuerzo durante el invierno, que ha sido tan duro.



En segundo término, se da la posibilidad de que las mujeres que cumplen 60 años hagan uso del beneficio y, sin embargo, se mantengan laborando en el sector hasta la edad de 65 años, lo que también es una novedad importante.



Se generan 200 cupos para personas que hayan quedado rezagadas, por cualquier motivo, desde la ley anterior y se establecen en el texto los mecanismos para dirimir con equidad, con justicia, cuáles deberían ser los postulantes favorecidos.



En resumen, la iniciativa, como se ha insistido acá, se basa en un acuerdo bien estructurado con la mayoría de los gremios, mencionado por el Senador señor Uriarte, y le solicitamos muy formalmente a la Sala aprobarla y despacharla, si lo tiene a bien, a fin de que tantos trabajadores de la salud que esperan con ansias poder retirarse en condiciones dignas lo hagan a la brevedad.



Gracias.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, primero quiero felicitar a los dirigentes que han impulsado el proyecto con tanta fuerza, tenacidad, persistencia.



Espero que el Senado lo sancione en la presente sesión y que pueda transformarse en ley de la República dentro del mes en curso, porque ello va a permitir que aproximadamente 7 mil 700 funcionarios que cumplen los requisitos de edad -60 años las damas y 65 los varones- se acojan a jubilación, a retiro, y renuncien voluntariamente. Podrán recibir la bonificación por tal concepto, equivalente a un mes de remuneración imponible, con un tope de once, que es la indemnización normal a la que tienen derecho los trabajadores, además de lo que estaríamos acogiendo hoy -no había sido aprobado en la Cámara de Diputados-, que es el artículo 5º y se refiere a una bonificación adicional equivalente a la suma de 395 unidades de fomento.



Ello hará posible que los funcionarios se vayan con una cantidad de dinero que por lo menos alivie, mitigue, la disminución de sus ingresos mensuales, porque, tal como se ha dicho, se registrará una gran diferencia entre sus remuneraciones actuales y sus pensiones futuras.



También deseo agradecer al Gobierno, en la persona del señor Ministro de Salud, por el acuerdo, por haber impulsado proyectos de ley de incentivo al retiro con distintos estamentos del sector Salud. Y lo mismo se está haciendo con trabajadores de otros servicios del Estado, como los de las municipalidades. Siguen en estudio casos de ese tipo y esperamos que pronto se arribe a acuerdo en ellos.



Por lo tanto, anuncio, con mucho entusiasmo, mi voto favorable, porque esta es la culminación de un proceso legislativo.



Los Senadores de Renovación Nacional nos vamos a pronunciar en esa forma, porque tenemos perfecta conciencia de que muchos trabajadores de la Salud están esperando el proyecto de ley para poder retirarse, para poder acogerse a jubilación. Así que lo aprobamos, señor Presidente, en la convicción de que es tremendamente útil para miles de ellos.



Muchas gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, también quisiera felicitar la persistencia de los dirigentes al poder imponer, en la conversación mantenida con los señores Ministros de Salud y de Hacienda, una regla que se hallaba ausente en las negociaciones sobre el incentivo al retiro de los funcionarios de la Salud: la de que la ley pareja no es dura.



Y esto es muy relevante, ya que en otras sostenidas por los distintos gremios de la Salud con los Ministerios respectivos habían quedado en condición desventajosa, históricamente, aquellos que no incluían profesionales, sino técnicos o personas dedicadas a una labor tan importante como la relacionada con la salud de la población.



En algún momento se nos dijo que existía alguna posibilidad de que el Ministerio llegara a condiciones disímiles, por ejemplo, con el Colegio Médico. Nosotros conversamos con el titular de la Cartera y le preguntamos si eso era o no efectivo y si, en definitiva, abría una brecha o una alternativa para que algún gremio pudiera obtener condiciones favorables, distintas de las negociadas originalmente por el total de siete. La respuesta fue que la regla que se iba a imponer es la de que “ley pareja no es dura”.



Dado lo anterior, aplaudo la constancia exhibida por los gremios, que han hecho guardia en la Comisión de Hacienda, en la de Salud, y se han mostrado unidos.



Y me parece que también se puede desprender de ello un mensaje: cuando existe unidad, esta se transforma en fuerza.



Ellos han logrado imponer un criterio que, como señalé con anterioridad, se encontraba ausente en negociaciones de esta naturaleza. Antiguamente, la ANEF había logrado llegar a un acuerdo y había beneficiado a sectores determinados.



Extiendo asimismo mi reconocimiento al Gobierno del Presidente Piñera por imponer un criterio, por defenderlo hasta las últimas consecuencias y, finalmente, por no permitir que otros gremios que pudieran sentirse más privilegiados, como el Colegio Médico, obtuvieran condiciones distintas de los funcionarios.



La cuestión es importante. Se ha avanzado en dignidad, en igualdad de oportunidades para todos los trabajadores de la Salud. Y, por supuesto, brindamos nuestro respaldo con fuerza, porque cuando se aplica el criterio de que la ley pareja no es dura y existe unidad de los gremios se logran cambios significativos como el que nos ocupa.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Senador señor Ruiz-Esquide, disculpe que interrumpa su diálogo con el señor Ministro, pero se halla inscrito a continuación.



Puede hacer uso de la palabra.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, estaba tratando de convencer al titular de la Cartera de que en adelante hagamos los acuerdos con miras a justificar para todos en igual forma las ventajas en el sector médico. Me dijo que bueno.



Aquí ha pasado lo siguiente. En la Comisión se discutió mucho acerca de cómo resolver la cuestión de que dos sectores del mismo gremio se contrapusieran y pidiesen cosas similares. Como eso no se dio al mismo tiempo, contemporáneamente, enfrentamos un serio problema con la competencia entre sí. Debo reconocer que es algo que nos dolió bastante, porque una de las cosas a las cuales se ha hecho referencia es a la unidad en ese ámbito. Y eso debe ser así. Pero cuando no se ponen de acuerdo, por distintas razones, los que pierden son ellos.



Por tal motivo, algunos votamos en contra, con el compromiso de buscar hasta el máximo el consenso suficiente para poder satisfacer también a los que no quedaban incorporados en el primer proyecto que aprobamos.



Posteriormente, tras varias conversaciones con el señor Ministro, se nos garantizó... No utilizo bien el vocablo: se nos expresó que, con seguridad, íbamos a lograr que todos contaran con el mismo reglamento.

El señor ESCALONA (Presidente).- Perdón, señor Senador.



Ruego a nuestros invitados de la Cámara de Diputados permitir que se haga uso de la palabra, sobre todo si se trata de un correligionario.



Puede continuar, Su Señoría.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Es preciso ser tolerante, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¡Ese es un gran esfuerzo cotidiano...!

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Si no obedecen, hay que mandarlos al infierno... ¡Qué le vamos a hacer...!



En vista de lo expuesto, señor Presidente, el punto no se pudo resolver, y repito que algunos votamos en contra.



Hoy día me expresan -y eso es lo que conversaba con el señor Ministro- la posibilidad de que se acuerde una simultaneidad y una igualdad en lo que tienen que conseguir tanto los afectos a un sector como al otro. Habiendo sido aprobado el informe ya en la Cámara de Diputados, no tengo inconveniente, como es natural, en pronunciarme a favor.



Ahora bien, ello lo hago en la confianza, primero, de que el señor Ministro, en las conversaciones que sostuvo, dio cierta seguridad de que las cosas se van a arreglar.



Segundo, estimo por completo necesario que todos ganen lo mismo en igualdad de condiciones y cada uno en lo que significa su trabajo. Sabemos que los sueldos del sector Salud son extremadamente complicados.



Y, tercero, no abrigo dudas en relación con el titular de la Cartera.



Cuento con que la situación se va a solucionar. No se puede mantener permanentemente una dificultad entre los gremios.



Sobre esa base, y conforme a la petición que formulo en tal sentido, votaré a favor.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, deseo saludar a los dirigentes que nos acompañan en las tribunas.



Comparto lo expresado por el Senador señor Rossi en el sentido de que vamos a aprobar y apoyar, por cierto, la iniciativa. Hace tiempo hicimos lo mismo en el caso de los trabajadores de los consultorios municipales.



Pero la verdad es que uno tiene la obligación de formular una reflexión más amplia. Todos sabemos que, al jubilarse después de trabajar en forma sacrificada durante un largo período, la tasa de reemplazo es ínfima, o sea, muy baja en relación con el número de años de desempeño. Ello es muy dramático, porque obliga a nuestra gente a seguir en actividad cuando, a lo mejor, ha llegado la hora de poder decir, legítimamente: “Voy a jubilar, porque quiero disfrutar de los míos o tengo otros proyectos en la vida”. Se intenta mantener un ingreso que permita vivir con cierta dignidad.



Estamos haciendo referencia a personas que trabajan en el área de la salud, que quizás es una de las más complejas, más demandantes, más apremiantes. Es preciso considerar lo que significan los usuarios, siempre pendientes, atentos y presionando para que se les atienda de la mejor manera.



Sabemos de las enormes dificultades que se registran particularmente en Regiones, donde faltan especialistas. Hace unos días se manifestó la inquietud de los gremios en la Región de Atacama, ya que, por tercera vez, lamentablemente, se sigue postergando la inauguración de una ampliación fundamental del Hospital Regional. Por lo tanto, no es posible proporcionar ni siquiera una atención digna y adecuada a los pacientes.



Con ello quiero decir, señor Presidente, que es necesario aprobar el proyecto, por cierto.



Y nos parece bien que se contemple, por esta vez, una bonificación adicional equivalente a 395 unidades de fomento, como se ha señalado.



Espero que la comisión de Senadores que hemos designado estudie a fondo la cuestión previsional. Nosotros avanzamos mucho con la Presidenta Bachelet en lograr por lo menos una pensión básica solidaria, la cual ayuda a muchísimas personas pertenecientes al 60 por ciento más vulnerable de la población y que de otra manera jamás tendrían la posibilidad de conseguir un beneficio de esa índole. Se trata de dueñas de casa, de trabajadoras por cuenta propia, de muchos trabajadores feriantes, en fin.



Además, logramos un aporte previsional voluntario justamente para apoyar a quienes alcanzan un cierto nivel de ahorro que, a pesar de su esfuerzo y sacrificio, es muy bajo.



Sin embargo, nos falta el asunto de fondo, que es preciso abordar de una vez por todas. No es posible que la gente, llegada la hora de jubilar, resulte afectada por una tasa de reemplazo tan mínima, en comparación con el esfuerzo entregado y con toda una larga trayectoria. Por eso planteamos la constitución de una comisión para ver cómo avanzamos en lo relativo al daño previsional generado a partir de 1982.



También queremos que ello se extienda a cómo abordar un sistema de jubilaciones que respondan a la realidad. Es algo que afecta a las mujeres, por ejemplo, que ganan menos o registran más lagunas previsionales, quizás, por ser probablemente las primeras que dejan de trabajar al presentarse una enfermedad catastrófica o algún problema mayor en el hogar. Muchas son solas y tienen que “batírselas”.



Nos parece imposible, entonces, no acoger el proyecto. Al revés. Vamos a hacerlo con gusto si implica ayudar a los trabajadores de la salud, que ejercen una de las funciones tal vez más complejas y de mayor presión. Mas quisiéramos no estar haciendo exactamente lo mismo todas las veces: tratar de dar una bonificación adicional que supla en parte la injusticia de lo acumulado después de trabajar más de 30 años a lo largo de la vida.



Quisiéramos que nuestro país, donde tan pocas veces logramos que la igualdad se manifieste en concreto o que queremos ver más solidario, tuviese alguna vez una forma más equitativa de compensar al sector laboral como legítimamente este lo merece.



--(Aplausos en tribunas).



Por eso, vamos a aprobar la iniciativa.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero adherir al saludo de los señores Senadores a los distintos dirigentes que nos acompañan.



¿Por qué el de menos ingresos es siempre el que más tiene que ceder? ¿Por qué el hilo se corta siempre por lo más fino? ¿Por qué personas que han trabajado 20, 30 o más años tienen que conformarse con 11 meses? ¿Por qué, después de haber recibido una renta mensual de 400 mil, 500 mil pesos o más, se ven en la obligación, al llegar el momento especial de la vida en que necesitan compartir con la familia y descansar, de conformarse con ingresos muy por debajo de los que les permitirían vivir bien?



Señor Presidente, el Estado de Chile es uno de los muy malos empleadores. Debido a ello, funcionarios que han dado toda una vida al servicio público quedan al final con pensiones muy inferiores a las que necesitan, como mujeres y hombres, para poder subsistir.



Pese a ello, hoy me voy a sumar con mi voto favorable a la aprobación de esta iniciativa,...



--(Aplausos en tribunas).


... pero haciendo una crítica constructiva, como la hicimos al proponer un proyecto de ley que va en el camino correcto y que, desgraciadamente, los Ejecutivos -los anteriores y este- nunca acogieron.



Señor Presidente, ¡año trabajado, año pagado!


--(Aplausos en tribunas).
El señor ESCALONA (Presidente).- Ruego a los asistentes en las tribunas disminuir la euforia.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, es bueno que se manifiesten a favor de algo que es muy necesario y justo en nuestro país: ¡año trabajado, año pagado!



--(Aplausos en tribunas).



Varios Senadores hemos hecho ver tal planteamiento en una iniciativa legal que requiere, por supuesto, patrocinio del Gobierno, el cual no se ha manifestado en esta materia.



¿Por qué alguien que ha dado 20, 30 años de su vida tiene que conformarse con 11 meses?



En todo caso, eso es lo menos injusto que uno puede aprobar. Pero, de seguro, cualquiera de esos trabajadores, hablando desde acá en nombre de sus colegas, haría la misma precisión. 



¡Ellos se acogen a retiro con una pensión que, desgraciadamente, no es la que merecen! 



¡Ellos se acogen a retiro sabiendo que el Estado de Chile fue un empleador que no hizo el total reconocimiento de sus años trabajados!



--(Aplausos en tribunas).



¿Vamos a votar a favor? Sí, pero haciendo una crítica constructiva.



Hoy son 7.700 personas -mujeres y hombres- las que se van con una pensión muy por debajo de lo que merecen. Mañana serán otras. 



Felicito a los dirigentes, quienes han dado una tremenda lucha, y al Gobierno, que ha acogido, como los anteriores, esta propuesta. 



¡Pero esto no es lo que deseamos votar ni lo que se necesita para hacer más justicia con quienes han dado una vida entera al servicio público!



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, en el último tiempo el Senado de forma permanente ha estado aprobando iniciativas legales que conceden bonos para el sector público, en distintos niveles y montos. Ello se debe, fundamentalmente, a la existencia de un vicio de base que es común para todos los funcionarios: el sistema previsional.



Creo que en ninguna parte del mundo se da esta situación: cuando llega el momento de jubilar, pese a existir un sistema previsional, se debe acoger una legislación especial que otorga un bono para que las personas se retiren. Estas no se pensionan porque, de hacerlo, tendrían que buscar trabajo nuevamente, debido a los bajos ingresos de jubilación que percibirían, los cuales se producen, en lo esencial, por el diseño del sistema previsional. 



En buena hora este Senado ha aprobado la constitución de una comisión que, en un plazo de tres o cuatro meses, nos permitirá hacer un diagnóstico y una propuesta, en conjunto con el Ejecutivo -porque no tenemos iniciativa en esta materia-, que apunte a establecer un sistema previsional que les dé seguridad y dignidad a los trabajadores de Chile respecto de sus ahorros y de sus jubilaciones.



Básicamente, discutimos este asunto porque el sistema es muy injusto. Hace poco las AFP cumplieron 30 años de existencia, y no he visto a ningún trabajador prendiendo una velita, partiendo una torta o celebrando por este aniversario. ¡No tienen nada que celebrar! Este es un sistema perverso, un sistema que debemos cambiar, un sistema que no puede continuar.



Lo que estamos votando hoy día es un paliativo, un subsidio. Lo merecen los trabajadores, pero tenemos que afrontar la necesidad de abordar el tema de fondo.



En razón de que este proyecto alivia en parte los sufrimientos del gremio de los trabajadores de la salud, voy a votar favorablemente el informe de la Comisión Mixta.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quiero sumarme a las felicitaciones para los dirigentes de los funcionarios del sector salud, porque ser dirigente de un gremio es extraordinariamente complejo. Desde luego, deben cubrir las demandas de sus representados y, simultáneamente, sacar adelante, a veces contra viento y marea, acuerdos que los beneficien y que no son fáciles de conseguir.



También deseo felicitar muy especialmente al Ministro Mañalich. Me consta que se la jugó para que este incentivo al retiro fuera una realidad; para cambiar normas vigentes que, por ejemplo, establecían que dicho bono era menor a 11 meses, y para lograr que la bonificación propuesta se pagara en igualdad de condiciones a todos los funcionarios de la salud, sin distinción respecto de la función que ejercen.



Quiero hacer dos reflexiones.



La primera guarda relación con algo que sucedió hace unos seis o siete años. Me tocó participar en la Comisión de Salud cuando se discutió un bono para los funcionarios del sector. Yo pregunté si el beneficio era imponible, y luego advertí que había una norma que disponía que no lo era. Entonces, yo dije: “¡Pero cómo no va a ser imponible!”. 



A raíz de ello, me di cuenta de que estábamos fijando bonos en el Parlamento a sabiendas de que, cuando el funcionario tuviera que jubilar, estos no iban a ser considerados en su remuneración por no ser imponibles, con lo que le estábamos ocasionando, objetivamente, un daño previsional.



Ese asunto tiene que resolverse de forma definitiva, porque constituye un perjuicio a los funcionarios que se ha hecho por décadas. Y, por cierto, estos, entre recibir el bono y no recibir nada, han preferido lo primero. Además, establecer la imponibilidad de tales beneficios no es una materia de iniciativa parlamentaria, sino de los Gobiernos, y los anteriores fueron los que propiciaron estas políticas durante muchos años.



Por lo tanto, creo que las bonificaciones planteadas son una compensación justa y legítima, dentro de lo que el Estado de Chile puede entregar -sin demagogia ni populismo, sino con realismo- para permitir que los funcionarios de la salud reciban, cuando lleguen a la edad de jubilar, 11 meses de remuneración, además de un incentivo en unidades de fomento equivalente a un monto cercano a los 8 millones de pesos hoy.



Solo me queda hacer un reconocimiento a los funcionarios de la salud, particularmente a los de mi Región, la de La Araucanía. Los vi actuar después del terremoto. Tuvieron que trabajar en condiciones adversas impresionantes. El hospital de Angol estaba en el suelo, por lo que desarrollaron sus labores en un hospital de campaña. 



En realidad, si hay un trabajo que no recibe el reconocimiento que se merece, es el de los funcionarios de salud. Si existe una lista de espera, lo más cómodo es echarles la culpa a ellos por las demoras, como si tuvieran algo que ver en el asunto. Si falta un escáner o un tratamiento médico o un equipamiento tecnológico, quienes cargan con el problema, dándoles la cara a los pacientes, son los funcionarios. ¡Y no tienen culpa! Y si el día de mañana se produce una epidemia y se saturan los centros de emergencia, como ocurre muchas veces, a quien le reclama el paciente no es al director, sino al que está dando la cara.



--(Aplausos en tribunas).


Y cuando ese funcionario resuelve un problema, tampoco se le reconoce su labor: se le dice que solo cumplió con su deber.



--(Aplausos en tribunas).



Entonces, yo me alegro mucho de que el Gobierno del Presidente Piñera haya sacado adelante esta iniciativa.



Felicito al Ministro Mañalich, porque cumplió la palabra empeñada, y también a los dirigentes de los gremios de la salud, quienes lucharon por la legítima demanda de sus representados.



Pido que en esta materia actuemos con responsabilidad, con seriedad, pero sin dejar de expresar el reconocimiento y la dignidad que se merecen quienes cumplen la labor más difícil: atender a los enfermos de nuestro país.



Por ello, los Senadores de Renovación Nacional votamos a favor.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, se ha dicho mucho sobre la justicia de la propuesta de ley que votamos hoy día, que favorece -o trata de hacerlo- a los funcionarios de la salud.



Sin embargo, quiero hacer presente una vez más al Senado que esta no es la primera iniciativa legal que debatimos sobre bonificación por retiro voluntario. Ha llegado una tras otra, para intentar dar algún beneficio a dicho personal por el daño previsional que se le ha causado.



La verdad de las cosas es que ese perjuicio -¡dejémoslo claro!- se produjo en 1982, cuando empezó a operar el nuevo sistema previsional. Entonces se presionó a los trabajadores que estaban en el sistema antiguo para que se cambiaran a las AFP. Quienes están hoy en este sistema, cuando quieren jubilarse -porque cumplieron la edad legal para tal efecto, luego de un largo tiempo laborando en el servicio público-, reciben una pensión que equivale a la tercera parte de sus ingresos en la vida activa. Ello implica que las personas no quieran jubilar. Se mantienen en servicio para seguir sustentando sus necesidades con la remuneración que perciben. Por eso en la Administración Pública vemos mujeres trabajando con más de 60 años y hombres con más de 65.



Creo que con este proyecto de ley no se soluciona el problema de fondo.



Hace mucho tiempo aquí, en el Senado, por unanimidad planteamos la necesidad de resolver la situación de todo este grupo de funcionarios que ha sufrido daño previsional, mediante la creación de un fondo solidario que permitiera que la tasa de reemplazo fluctuara entre 60 y 70 por ciento de los ingresos percibidos por la persona que quiere acogerse a retiro. 



La idea era posibilitar que el personal que fue obligado a traspasarse al nuevo sistema vuelva a reintegrar sus imposiciones o ahorros a ese fondo solidario. De hecho, los funcionarios de la Contraloría hicieron un estudio al respecto y me facilitaron todos los antecedentes. Eso derivó en un famoso proyecto de ley -en esta materia tenemos iniciativa- que se llamó “FOSTRAR” (Fondo Solidario Transitorio de Reparación). 



Esa hubiera sido la forma de solucionar el problema de modo definitivo. Todo ese contingente está en extinción en el tiempo con relación a la gente que fue trasladada del sistema antiguo al nuevo.



¡Van a tener que acudir varias veces más al Parlamento! ¡Van a llegar más iniciativas sobre la materia!



Además, quiero hacer presente que en la Administración Pública hay gente sin sistema previsional. Hemos reclamado sobre esto, no solo a este Gobierno, sino siempre. Se trata de personas que trabajan a honorarios por años y años, sin contar con previsión. Cuando estas dejen de trabajar, cuando terminen sus funciones o no puedan continuar ejerciéndolas, deberán acogerse a una pensión asistencial, porque no van a tener otro derecho.



Ahora, respecto del contenido del proyecto, que considero de toda justicia -es el mal menor dentro de lo que podemos solucionar-, voy a insistir en algo que me parece que no corresponde. 



Debiera establecerse un sistema de retiro voluntario de acuerdo al cumplimiento objetivo de determinados requisitos y por decisión del trabajador. Sin embargo, nuevamente se dispone una condición que reclamamos en una iniciativa anterior: la existencia de cupos. Cada año puede acogerse a la bonificación por retiro voluntario determinada cantidad de funcionarios o funcionarias. En el caso de las mujeres, han de cumplir algunas disposiciones específicas.



¡Eso no debiera ser así! 



Debiera ser un derecho del trabajador, una vez que tome la decisión de jubilar, el acogerse al beneficio propuesto dentro de determinado plazo, lo que soluciona en forma parcial el problema.



Esos funcionarios muchas veces se van a retirar con una indemnización de 11 meses de remuneración, pero, también, con una pensión que corresponderá a un tercio del sueldo que se recibía mientras se trabajaba.



Voy a apoyar el proyecto porque -insisto- repara en parte el daño previsional. Sin embargo, no es la solución que requieren los trabajadores públicos. Hay que buscar una mucho más definitiva, y el país deberá afrontarla.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, estamos en el último trámite de este proyecto de ley. Lo resolvió la Comisión Mixta y sus propuestas ya fueron aprobadas por la Cámara de Diputados. 



Nosotros también las vamos a respaldar. Esta materia ya la votamos a favor antes y queremos que se convierta en ley.



En oportunidades anteriores, cuando analizamos esta iniciativa, todos manifestamos nuestro aprecio, admiración y reconocimiento por la labor de los funcionarios del sector salud, incluidos los que dependen de las municipalidades, quienes se desempeñan en forma muy eficiente y con mucho cariño para atender los problemas de nuestro pueblo.



Hace pocos días me visitaron los dirigentes de la FENPRUSS de la Octava Región, quienes me hicieron ver que aspiraban a un poco más en este proyecto, pero no fueron considerados. 



Me manifestaron que la ley N° 20.209 concedió un incentivo al retiro de nueve meses base y adicionó un mes por género (para las mujeres) y otro mes a quienes percibían sueldos inferiores a 613 mil pesos, con lo cual algunos obtenían un total de 11 meses.



La iniciativa que nos ocupa ha nivelado de forma pareja tal beneficio: 11 meses para todos. Dichos dirigentes esperaban que se diera, al menos, un mes adicional para las mujeres.



Asimismo, recordaron que la ley N° 20.802 dispuso un incentivo de 527 UF para la planta profesional y 395 UF para las plantas de administrativos, técnicos y auxiliares.



--(Manifestaciones en tribunas).



Ahora el proyecto propone una bonificación de 395 UF para todos. Se niveló para abajo, no para arriba. Los dirigentes tenían la aspiración de que dicho incentivo se mantuviera para los profesionales que contaban con él. Hay 1.310 funcionarios que no se acogieron en su minuto al beneficio que otorgó la ley anterior y que la actual iniciativa legal no contempla. Se solicitaba reparar esta discriminación.



Además, indicaron que los 200 cupos “humanitarios” no son suficientes.



Entre quienes me visitaron había funcionarios con más de 40 años de servicios. Estaban enfermos y esperaban angustiosamente esta futura normativa para acogerse a una merecida jubilación. Con la pensión que van a sacar no tendrán un muy buen pasar, pero el incentivo de los 11 meses contribuirá en algo a mejorar su condición de vida.



Nosotros vamos a aprobar lo propuesto por la Comisión Mixta y reiteramos nuestro aprecio y admiración a todo el personal de la salud de nuestro país.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, sin duda, hay que respaldar este proyecto, porque beneficia a los trabajadores de la salud, quienes dentro de la Administración Pública deben ser los más vulnerables, desde el punto de vista de sus remuneraciones.



Quiero argumentar en la línea de lo que planteó el Honorable señor Zaldívar.



Iniciativas sobre incentivos al retiro llegan cada año al Parlamento, con la finalidad de reparar en parte el daño que sufren los trabajadores afiliados a las AFP cuando quieren jubilar.



Es una tragedia que, cuando ellos jubilan, noten que sus remuneraciones se ven disminuidas considerablemente.



Por eso, año a año, los Gobiernos han estado enviando proyectos de ley que incentivan y bonifican el retiro, pero que no resuelven el problema de fondo, que es el sistema previsional administrado por las AFP, el cual, a mi juicio, en estos momentos se halla absolutamente colapsado y amerita que el Senado, a través de la comisión de previsión que se ha constituido, plantee una propuesta de solución a los graves problemas que está ocasionando el actual régimen previsional.



Hace un par de años aprobamos en el Congreso el bono poslaboral. ¿En qué consistía? En entregar 50 mil pesos a quienes se acogieran a retiro, habiendo padecido daño previsional. Dicha cantidad aparecía como suficiente para reparar el daño a los trabajadores cuando se acogían a jubilación. En particular, el sector más afectado era el de la salud.



¿Qué ha ocurrido con el tiempo? Esos 50 mil pesos se les sigue entregando, pero sin resolver el tremendo daño previsional que, a partir del año 82, como bien indicó el Senador Zaldívar, se causó a aquellos que, en forma no voluntaria, tuvieron que elegir un sistema que solamente ha priorizado a los dueños de las administradoras de fondos de pensiones.



Me parece que ha llegado el momento no de dar más incentivos al retiro, sino pensiones justas y legítimas para todos los trabajadores que se acojan a retiro. Por eso, será fundamental que la comisión previsional que se ha constituido en el día de hoy formule definitivamente una propuesta: que los asalariados chilenos puedan elegir el sistema previsional más conveniente para sus intereses; que puedan decidir y saber en qué se invierten sus recursos; que conozcan a ciencia cierta que después de 20, 25 o 30 años, una vez cumplidos los requisitos para retirarse obtendrán una pensión digna que les permita satisfacer sus necesidades básicas, sin tener que estar esperando leyes de bonificación o de incentivo al retiro que reparen, en parte, el daño previsional sufrido durante toda su vida laboral.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (33 votos afirmativos).



Votaron las señoras Allende, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés). 


--(Aplausos en tribunas).

INCLUSIÓN DE “SEMANA CORRIDA” DENTRO DE BASE DE CÁLCULO

DE FERIADO DE TRABAJADORES DEPENDIENTES

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que obliga a incluir la remuneración denominada “semana corrida” dentro de la base de cálculo del feriado de los trabajadores dependientes, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social y urgencia calificada de “simple”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8156-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 10ª, en 11 de abril de 2012.



Informe de Comisión:



Trabajo y Previsión Social: sesión 33ª, en 10 de julio de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 
El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es modificar el artículo 71 del Código del Trabajo para incluir, respecto de los trabajadores que tienen derecho a recibirla, la remuneración denominada “semana corrida” en la base de cálculo que determina la remuneración íntegra que el trabajador percibe durante el feriado anual.



La Comisión discutió este proyecto en general y en particular, por ser de artículo único, y le dio su aprobación por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señora Rincón y señores Bianchi, Kuschel, Muñoz Aburto y Uriarte, en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión general y particular la iniciativa.



Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, estimados colegas, el proyecto de ley que estamos discutiendo tiene por objeto modificar el artículo 71 del Código del Trabajo para incluir, respecto de los trabajadores que tienen derecho a recibirla, la remuneración denominada “semana corrida” en la base de cálculo que determina la remuneración íntegra que el trabajador percibe durante su feriado anual.



Para contextualizar el debate y con el fin de clarificar el objetivo del proyecto, me permito dar una pequeña explicación.



El artículo 42 del Código del Trabajo distingue entre remuneraciones fijas y remuneraciones variables. Las fijas son el sueldo base u otros emolumentos periódicos, y las variables, la comisión o la participación u otras que impliquen que el trabajador perciba cantidades diferentes mes a mes. La composición final de la remuneración puede constituirse, entonces, solo de elementos fijos o exclusivamente de elementos variables, o bien de unos y otros a la vez, caso en el cual estamos hablando de una remuneración mixta, como es de ordinaria ocurrencia.



En cuanto a los períodos en que se devenga, la remuneración es normalmente mensual, lo que significa que ella remunera no solo los días trabajados, sino también los de descanso asociados a la jornada, como son el descanso semanal y los festivos. En el fondo, dicho de otra forma, la remuneración mensual “remunera treinta días”.



Por su parte, el artículo 45 del mismo Código señala que aquellos trabajadores remunerados no mensualmente sino por día (equis cantidad de pesos por cada día trabajado) también tienen derecho a que los días de descanso semanal y los festivos les sean remunerados, al igual que quienes perciben remuneración mensual.



De este modo, en el caso de los trabajadores remunerados por día, la remuneración del descanso semanal corresponderá al promedio de lo ganado en los días en que debió prestar servicios. El promedio se “corre” al descanso semanal. De ahí el término “semana corrida”.



Finalmente, si los trabajadores tienen una remuneración mixta compuesta por un sueldo mensual que remunera en parte el descanso semanal y una variable diaria, la semana corrida corresponderá únicamente al promedio de la parte variable diaria.



El artículo 71 del Código del Trabajo determina en tres de sus incisos cuál remuneración se debe pagar al trabajador durante su feriado anual. Dice:



“Art. 71. Durante el feriado, la remuneración íntegra estará constituida por el sueldo en el caso de trabajadores sujetos al sistema de remuneración fija.



“En el caso de trabajadores con remuneraciones variables, la remuneración íntegra será el promedio de lo ganado en los últimos tres meses trabajados.



“Se entenderá por remuneraciones variables los tratos, comisiones, primas y otras que con arreglo al contrato de trabajo impliquen la posibilidad de que el resultado mensual total no sea constante entre uno y otro mes.



“Si el trabajador estuviere remunerado con sueldo y estipendios variables, la remuneración íntegra estará constituida por la suma de aquél y el promedio de las restantes.”.



Como se observa en la norma legal, el legislador solamente se puso en el caso de las remuneraciones fijas y variables, pero no en el de que el trabajador perciba, además, remuneración por concepto de semana corrida.



Ésta -la semana corrida o el pago de los días de descanso- constituye, a juicio de la Dirección del Trabajo, una remuneración atípica o especial que se genera a partir de determinadas condiciones contractuales, por lo que no cabe exactamente en una remuneración cuyo monto puede variar mes a mes, si se calcula sobre la base de una remuneración variable, o bien será fija, si se calcula como extensión al descanso semanal, de un pago diario fijo.



Por otra parte -esta es la justificación central del proyecto del Ejecutivo-, es evidente que la voluntad del legislador ha sido, en materia de feriado anual, que el trabajador cuente con su remuneración completa y que solo se vea perjudicado en este derecho al ejercer otro como el descanso anual. No es otra la explicación de la expresión “íntegra” que utiliza el artículo 67.



Se trata entonces de adecuar la base de cálculo de las remuneraciones del trabajador durante el feriado anual, a fin de dar cumplimiento a la voluntad del legislador manifestada en la norma del artículo 67, en orden a que el empleado durante este período, cuente con una remuneración igual a la que percibiría durante la prestación de sus servicios durante el año.



Para ello, el Ejecutivo propone con el proyecto en debate aclarar el concepto de remuneración para el feriado anual introduciendo un quinto inciso nuevo al artículo 71, que señala:



“Asimismo, la remuneración íntegra durante el feriado deberá incluir la remuneración establecida en el inciso primero del artículo 45 según corresponda”.



Debido a la consulta de un asesor legal de cierta empresa, la Dirección del Trabajo emitió un dictamen que no hizo la interpretación que el legislador quiso consignar en nuestra normativa.



Frente a ello, el Ejecutivo envió al Parlamento esta iniciativa legal, que viene a interpretar, en el sentido justo, el espíritu del legislador.



Es preciso señalar que de las normas transcritas se deduce también claramente cómo se calculará el monto de la semana corrida, a efectos de remunerar el feriado anual: simplemente, si la semana corrida proviene de una remuneración fija diaria, será esa misma cantidad considerada como base de cálculo; y si proviene del promedio de una remuneración variable diaria, se calculará también como el promedio de lo percibido en forma variable, como lo señala el inciso final del artículo 71.



Señor Presidente, el proyecto en análisis busca reparar una omisión del legislador que no estaba en su espíritu y que ha ocasionado una interpretación errónea, a nuestro juicio, del Ejecutivo, que es el autor de la iniciativa.



Por ello, la Comisión de Trabajo pide votarla favorablemente.

El señor ESCALONA (Presidente).- A continuación, está inscrito el Senador señor Uriarte, quien no está en la Sala.



Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, respecto del proyecto, que tuvo su origen en un mensaje, debo decir que me parece increíble que tengamos que legislar frente a una situación que es muy clara.



La semana corrida viene desde el Gobierno de don Jorge Alessandri y siempre se ha pagado, a la persona que trabaja cinco o seis días a la semana, el séptimo. Igual sucede con los feriados. Pero, por lo que he observado, en algunas partes eso no ocurre, lo que, por supuesto, es una irregularidad que la Dirección del Trabajo debió haber solucionado.



Entonces, se estima que tiene que dictarse una ley para un problema cuya solución para mí es muy obvia.



La semana corrida, desde su origen, constituía un premio al trabajo de seis días.



Y lo que se pretende es modificar el artículo 71 del Código del Trabajo, a fin de incluir la remuneración conocida como “semana corrida” en la base de cálculo de la remuneración íntegra que corresponde percibir al trabajador durante el feriado anual.



El mensaje del Ejecutivo indica que el texto del Código del Trabajo no considera explícitamente la situación, a la vez que la califica como poco razonable, ya que el concepto “semana corrida” tiene como propósito resguardar el derecho del trabajador a su descanso semanal cuando tiene un sistema laboral en el que sus remuneraciones se calculan por la jornada de trabajo, sin considerar la semana corrida para el cálculo de las remuneraciones para el período de las vacaciones. Esto implica reconocer, por un lado,  un derecho, y negarlo por el otro.



Por supuesto que voto afirmativamente, porque esto es muy claro y legítimo, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación en general.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (26 votos a favor) y, por no haberse presentado indicaciones, queda aprobado también en particular y despachado en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Muñoz Aburto, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor URIARTE.- Señor Presidente, pido dejar constancia de mi voto positivo.

El señor ESCALONA (Presidente).- Quedará registrada en la Versión Oficial la intención de voto favorable de Su Señoría.

MODIFICACIÓN DE LEY Nº 19.327, SOBRE PREVENCIÓN Y SANCIÓN DE VIOLENCIA EN RECINTOS DEPORTIVOS

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.327, sobre normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en los recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (4864-29) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 51ª, en 11 de septiembre de 2007.


Informes de Comisión:


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 1ª, en 13 de marzo de 2012.


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (segundo): sesión 33ª, en 10 de julio de 2012.


Discusión:


Sesión 2ª, en 14 de marzo de 2012 (se aprueba en general).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión de 14 de marzo de este año y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Constitución, la que deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.


Además, la Comisión realizó diversas enmiendas al proyecto de ley aprobado en general, todas las cuales fueron acordadas por unanimidad, con excepción de dos de ellas, que serán puestas en discusión y votación oportunamente.



Las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión o se presenten indicaciones renovadas.



De estas enmiendas unánimes, la recaída en el inciso final del artículo 4°, nuevo, propuesto en el N° 4 del artículo 1° del proyecto, debe ser aprobada con 22 votos, por incidir en normas de rango orgánico constitucional.



Cabe hacer presente, asimismo, que durante el estudio en particular la Comisión tuvo a la vista las proposiciones contenidas en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica diversos artículos de la Ley sobre Violencia en los Estadios, según se da cuenta en un acápite posterior de su informe, y que no se propuso a la Sala refundir ambas iniciativas por impedirlo, en este trámite constitucional, el artículo 17 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado que en la tercera columna transcribe las modificaciones introducidas por la Comisión; en la cuarta, el texto que quedaría si se aprobaran dichas enmiendas; y en la quinta, el cuerpo legal definitivo.



De consiguiente, la primera votación, si Sus Señorías así lo estimaran, sería una sola: la de las enmiendas unánimes, entre las que hay una norma de rango orgánico constitucional.

El señor ESPINA.- ¿Cuáles son los artículos en que las enmiendas no se acordaron por unanimidad? ¿En qué parte están?

El señor LABBÉ (Secretario General).- En las páginas 5 y 9 del boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.



En la página 5 la enmienda se aprobó con los votos a favor de los Senadores señores Espina, Larraín (don Carlos) y Walker (don Patricio). Se abstuvo el Honorable señor Larraín (don Hernán).



En la página 9 la modificación fue aprobada con los votos favorables de los Senadores señores Espina, Larraín (don Hernán) y Walker (don Patricio). Se abstuvo la Honorable señora Alvear.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión particular el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, quiero informar esta iniciativa en nombre de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, que ha trabajado muy intensamente para sacar adelante una materia que consideramos de la mayor importancia.



De lo que se trata es de otorgar el debido resguardo a todos quienes concurren a espectáculos de fútbol profesional, por cuanto los hechos de violencia que en ellos se han venido gatillando, los cuales se han incrementado con el tiempo, están alejando a la familia chilena de quizás el área de atracción y recreación más importante de nuestro país: el fútbol profesional.



Por eso, el Senado aprobó la idea de legislar de este proyecto y abrió un plazo para presentar indicaciones, durante el cual se recogieron más de treinta propuestas, tanto del Gobierno como de distintos integrantes de la Corporación.



Las estudiamos junto con el Ministerio del Interior y Seguridad Pública; con la gente del Programa Estadio Seguro; con los dirigentes del fútbol profesional tanto de la ANFP como de los principales clubes; con los representantes del Sindicato Interempresa de Futbolistas Profesionales de Chile.



Esta iniciativa tuvo su origen en una moción de Diputados. Se amplió gracias a una indicación del Ejecutivo, que acogió un planteamiento presentado y defendido por el Diputado Matías Walker, quien nos acompañó permanentemente en los debates de la Comisión.



La verdad es que el trabajo obrado permitió arrojar, salvo en dos materias, un acuerdo unánime en las transformaciones que ahora se someten a la consideración de la Sala.



¿Cuáles son las principales modificaciones acordadas?



Primero, se impone un conjunto de condiciones o exigencias que deberán cumplir los organizadores de espectáculos de fútbol profesional para que se puedan celebrar distintos tipos de eventos en los recintos deportivos del país. Entre ellas destacan: la designación de un jefe de seguridad a cargo de cada encuentro, que tendrá que registrarse como tal en la Intendencia respectiva; la obligación de contar con guardias de seguridad privada (aparte de Carabineros), en la cantidad que determine el Intendente que corresponda para cada partido; la instalación de sistemas tecnológicos que permitan la identificación precisa de todas y cada una de las personas que ingresan a ver el espectáculo; la disposición de instrumentos que graben imágenes detalladas de la concurrencia al estadio, tanto en su interior como en las inmediaciones (definimos, además, el concepto de “inmediaciones” como el perímetro de un kilómetro en torno al recinto deportivo); y el establecimiento de zonas separadas y claramente delimitadas dentro del recinto para segregar en ellas a los hinchas o simpatizantes de cada club y al resto del público.



Segundo, además de esas exigencias, el Intendente podrá imponer a los organizadores sistemas especiales de venta de boletos y la obligación de constituir seguros o cauciones para garantizar el pago por los daños causados no solo a los bienes públicos, sino también a los bienes privados, con ocasión de un partido de fútbol profesional en el recinto deportivo y en sus inmediaciones. Esta modificación fue en parte sugerida por el Senador Prokurica durante el debate en la Comisión.



Tercero, el proyecto establece un aumento general de las penalidades aplicables a los delitos cometidos a propósito de un encuentro deportivo, y eleva la pena mínima que se puede imponer por los ilícitos ocurridos en el estadio o en sus inmediaciones.



Cuarto, un aspecto especialmente relevante es la tipificación de las faltas que pueden cometer quienes asisten a los recintos deportivos. Mediante este procedimiento se persigue reprimir las conductas menos graves, pero mucho más generalizadas -y, por ende, tal vez más nocivas- que afectan el desarrollo de los encuentros (todos las conocemos; las vemos muchas veces por la televisión). Así, el porte de bengalas, petardos u otros productos inflamables o corrosivos; las conductas tendientes a interrumpir los partidos; las agresiones y lesiones menores; la reventa de entradas, entre otros, se incorporaron al repertorio que esta iniciativa ha perfeccionado.



Además de la pena que específicamente corresponde al ilícito cometido, sea delito o falta, el proyecto dispone dos sanciones anexas que se aplicarán a todos ellos, cualquiera que sea su gravedad: la expulsión inmediata del infractor del recinto deportivo por la fuerza pública y la prohibición de asistir a espectáculos de fútbol profesional.



La expulsión es bastante evidente, señor Presidente. Pero lo más grave y, quizás, más doloroso para un hincha es la prohibición de concurrir a encuentros deportivos. Esta sanción accesoria se incorpora en forma sistemática en esta normativa, como una manera de afectar en lo que más le duele a un hincha. Es progresiva: la sanción mínima es un año de prohibición, cuando corresponda; y va aumentando, según la gravedad de la infracción, hasta la prohibición perpetua de asistir a partidos de fútbol profesional.



Sexto, para controlar el cumplimiento efectivo de esta prohibición la iniciativa contempla que todos los estadios deberán contar con sistemas de identificación de las personas que a ellos asistan. Se establece, además, que la fuerza pública podrá hacer controles de identidad preventivos en las inmediaciones de los recintos deportivos para fiscalizar el oportuno cumplimiento de esta medida.



Con tal propósito, se considera un plazo de 18 meses de transición para que todos los estadios puedan adaptarse y cumplir con las medidas de identificación de los asistentes; y en el período intermedio en que los aparatos pertinentes se hallen en proceso de adquisición e instalación, la ley en proyecto dispone que el juez ordenará, como forma provisional de cumplimiento de la prohibición, que el condenado deba presentarse y permanecer en la comisaría que se determine durante el transcurso de los encuentros futbolísticos que la resolución establezca. De este modo, será factible el control del cumplimiento de la prohibición de concurrir a los espectáculos deportivos.



Por otra parte, la prohibición de asistir a los estadios o a sus inmediaciones no solo procederá como sanción anexa a toda sentencia condenatoria definitiva, sino que además deberá imponerla el juez cuando determine la suspensión condicional del procedimiento. Adicionalmente, ella podrá establecerse también como medida cautelar especial en todos los juicios que persigan la responsabilidad por los delitos y faltas que indica esta iniciativa.



Séptimo, en otro orden de materias, el proyecto crea fórmulas generales de responsabilidad por daños causados a bienes públicos y privados, los que serán de cargo de los clubes organizadores cuando sus dirigentes no hayan dado cumplimiento a las medidas que se disponen o a las órdenes que imparta el Intendente respectivo.



Finalmente, se plantea la prohibición absoluta, bajo sanción pecuniaria, de que los dirigentes, directivos, accionistas, representantes legales, jugadores, técnicos y demás integrantes de un club deportivo, entreguen personalmente o a través de un tercero cualquier tipo de financiamiento o apoyo económico a sus hinchas o simpatizantes.



Tales son, señor Presidente, las principales innovaciones que trae consigo la iniciativa revisada por la Comisión de Constitución, que acoge las indicaciones planteadas tanto por el Ejecutivo como por los distintos integrantes del Senado.



Gran parte de ellas se aprobaron por la unanimidad de sus miembros; solo dos no lo fueron de esa forma y deberán ser objeto de discusión por la Sala.



La primera, que corresponde a un tema bastante crucial, se refiere a la supresión de la ley en proyecto del concepto de “barra”. En este punto se produjo, quizás, uno de los principales debates. La eliminación fue aprobada por la mayoría de los integrantes de la Comisión, quienes consideramos -formo parte de los que votaron en ese sentido- que significa el cambio más cualitativo desde el punto de vista de la organización de los asistentes al fútbol profesional. Estos, muchas veces casi como una verdadera asociación ilícita, se coordinan no solo para acudir y apoyar a su club, sino también para cometer acciones que, en numerosas ocasiones, se traducen en un impedimento para el desarrollo de los partidos o en la imposibilidad de contar con tranquilidad y paz a fin de que las familias o los simples simpatizantes puedan disfrutar de un espectáculo grato.



Y la otra disposición que fue motivo de diferencias fue aquella que le impone a la respectiva Fiscalía Regional del Ministerio Público, cuando se trate de partidos con alto grado de peligro, de dificultades o de violencia, ordenar la presencia de a lo menos un fiscal en cada encuentro deportivo que la Intendencia correspondiente señale.



Esa norma fue aprobada por la mayoría de los miembros de la Comisión. Yo me abstuve, por considerar que es el Ministerio Público el que debe determinar cómo actúa frente a un partido de alto riesgo. Se le podrá entregar información para que tome las medidas del caso, pero su autonomía, en mi opinión, le otorga independencia para decidir qué procedimientos concretos conviene adoptar: la asistencia de uno o más fiscales, u otros que estime convenientes.



En resumen, señor Presidente, creo que estamos frente a un proyecto cuya enorme importancia social vemos semanalmente. Y esta impresión surge de observar no solo los noticiarios deportivos, sino además los grandes espectáculos que se ven amenazados por una violencia que no ha sido posible reprimir con las normas vigentes.



En parte, en ello ha habido responsabilidad por la aplicación de las leyes. Pero, también, las normativas y los mecanismos existentes no han permitido lograr el objetivo buscado.



Por eso, quiero agradecer el trabajo de los integrantes de la Comisión de Constitución: los Senadores señora Alvear y señores Patricio Walker, Espina y Carlos Larraín. Además, participaron en sus sesiones algunos colegas con mucho interés en este asunto, como los Honorables señores Pizarro, Prokurica y otros. Y, como he señalado, también intervino el Diputado Matías Walker, quien presentó un proyecto sobre la materia y tuvo la generosidad de renunciar a su permanencia, a su visibilidad, a los efectos de que existiera una sola normativa, que pudiera interpretarse como la que todos queremos, subsumiendo su iniciativa -junto con las de otros Diputados- en el texto legal que nos ocupa.



Así que, señor Presidente, considero que hubo un trabajo del cual el Senado puede sentirse orgulloso, porque contribuye en forma muy significativa a una de las actividades más relevantes del país, como es el deporte, y particularmente el fútbol profesional, por medio de la búsqueda de la erradicación de la violencia. Esto se ha logrado en muchos países que sufrían situaciones incluso peores que las nuestras, para lo cual se requieren disposiciones adecuadas a fin de que exista la mayor firmeza de las autoridades en su cumplimiento.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se deben realizar varias votaciones. En particular, hay una norma que requiere quórum especial para su aprobación, por lo que se tendría que comenzar por ella. De manera que solicito el concurso de la Sala para proceder como corresponde en una discusión particular, y no repetir el debate en general. 



Naturalmente, agradezco la completa relación que hizo el Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento con el propósito de que Sus Señorías pudiesen quedar debidamente informados. Pero ahora procede entrar a la votación de los diferentes aspectos del proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, de acuerdo al Reglamento, solicito votación separada del artículo 2° C. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Muy bien. 



Entonces, le pido al señor Secretario General que especifique las disposiciones que debemos abordar. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- En conformidad a lo solicitado, se haría una primera votación de todas las enmiendas unánimes, incluida la disposición de quórum orgánico constitucional, con excepción del artículo 2° C, para el cual el Honorable señor Tuma ha pedido votación separada.

El señor ESPINA.- ¿No vamos a realizar el debate?

El señor ESCALONA (Presidente).- Las señoras y señores Senadores tienen derecho a fundamentar su voto en todas y cada una de las votaciones, porque estamos en la discusión en particular.



El señor Secretario General puntualizará la norma sobre la cual nos vamos a pronunciar.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde votar todas las enmiendas unánimes -incluyendo la disposición de quórum orgánico constitucional-, con excepción del artículo 2° C, para el cual se pidió votación separada.

El señor ESCALONA (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, en una materia de esta importancia, donde el Senado ha tenido una participación tan relevante para avanzar en la Ley de Violencia en los Estadios, me parece absurdo que no podamos dejar testimonio en la historia fidedigna de la ley acerca de lo que esto significa para erradicar la violencia de los recintos deportivos.



Me parece una mala práctica que no nos sea posible entregar nuestros fundamentos, cuando parte importante del trabajo parlamentario consiste en dejar constancia, para la posteridad, de lo realizado.



En primer lugar, quiero felicitar al Ministro del Interior y Seguridad Pública, don Rodrigo Hinzpeter, por la voluntad política que tuvo para sacar adelante el presente proyecto. También al Diputado Matías Walker, quien dio un ejemplo de cómo seguir la tramitación de una iniciativa. Por supuesto, a los miembros de la Comisión de Constitución, quienes ya fueron mencionados, y dentro de los cuales me tocó participar. Y a dos asesores del Ministerio del Interior (nunca se los nombra y son las personas que realizan el trabajo del día a día para sacar adelante los proyectos): don Juan Francisco Galli y don Cristián Barra. Este último ha liderado, por instrucciones del titular del Interior, el proceso de erradicación de la violencia de los estadios y fue objeto de injurias y descalificaciones sin ningún fundamento, ante las cuales ha guardado silencio en aras de que la iniciativa siga avanzando.



Recuerdo que hace quince años, o un poco más, en el Gobierno del Presidente Eduardo Frei Ruiz-Tagle -lo destaco siempre- sacamos la primera Ley de Violencia en los Estadios, junto con los Senadores Pizarro, Chadwick -actual Ministro Secretario General de Gobierno- y también con el concurso de las autoridades de Gobierno, encabezadas por el Director de Deportes de esa época, Julio Riutort. 



A mi juicio, dicha normativa cumplió un ciclo, fue útil en su momento, pero me alegra que hoy día la voluntad política del Gobierno y de los parlamentarios nos permitan modificarla sustancialmente para intentar terminar con la violencia en los estadios.



El fútbol, entre otras cosas, debe ser la actividad pública que más convoca la atención de la ciudadanía. Por lo tanto, en esta iniciativa le estamos haciendo un enorme servicio a cientos de miles de familias humildes y de clase media que quieren continuar yendo a los estadios, lo cual se ha transformado muchas veces en un verdadero infierno, a causa de los actos de violencia que se producían en el entorno de los recintos.



Quiero destacar dos o tres elementos de la iniciativa en debate, dado que el Senador Larraín ya realizó una minuciosa descripción de ella, y no creo que valga la pena referirme a todos sus aspectos.



En primer lugar, dispone medidas preventivas para el control de los accesos al estadio, que evitará que las personas que no van a ver un partido de fútbol, sino que buscan aprovecharse de él para cometer todo tipo de desmanes y delitos, ingresen al recinto deportivo.



En segundo término, se establecen dos normas que resultan claves para erradicar lo que se ha estimado como parte central de la proliferación de personas que cometen delitos en los estadios.



Una de ellas apunta a que los clubes, cuando no cumplan las obligaciones que les impone la ley, deban asumir su responsabilidad civil conforme a la legislación vigente en Chile. Si hay una actitud de negligencia de quienes tienen a cargo la organización del espectáculo, las consecuencias no las puede pagar la ciudadanía, sino que  han de asumirlas los organizadores. Y pongo el acento en esto último. Realmente deben responder, cuando ellos no han cumplido con las normas vigentes, por los hechos de violencia que ocurren.



Y la otra se refiere al término de aquel vínculo, que no es correcto, entre los dirigentes del club, los funcionarios, los deportistas y algunos integrantes de las barras que finalmente significaban estímulos, que pueden haber comenzado años atrás de buena fe, pero que concluyeron distorsionándose y transformándose en factores de liderazgo negativo que afectaron gravemente los espectáculos de fútbol profesional, a los que estoy seguro gran parte de ustedes asiste.



Y se agrega una sanción muy relevante. Se establece  como medida cautelar (es decir, antes de que se dicte una sentencia contra quien cometa un desmán en el estadio); como condición para la suspensión condicional del procedimiento (cuando la persona reconoce el hecho), o como pena accesoria en una sentencia definitiva, la prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional. Porque esa es, como se dijo aquí, probablemente la sanción más dura que nos demuestra la experiencia.



Finalmente, debo señalar que estos son los proyectos de ley que realmente hacen sentir que uno contribuye al país con hechos concretos en algo tan importante como permitir que los chilenos -gracias a Dios, el fútbol no dice relación con colores políticos, ni con situación económica, ni racial, ni de otra naturaleza- vayan con sus familias al estadio. Se trata de un triunfo para la democracia y para las familias, que a veces tienen como única distracción ir a disfrutar con sus hijos de un espectáculo de fútbol profesional.



Por lo expuesto, voto a favor de las normas ya enunciadas.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, antes de hablar del punto específico, también quiero destacar el trabajo realizado. Como señalaron los Senadores Espina y Hernán Larraín, constituye una labor mancomunada.



Esencialmente, la idea es que la gente vuelva al fútbol, que la familia vuelva al estadio.



Deseo destacar básicamente los elementos que se han mencionado.



Por una parte, lo relativo a las inmediaciones. Porque efectivamente muchos delitos se cometen alrededor del estadio y no son sancionados. Por lo tanto, es importante incorporar esta figura.



También se considera la regulación y la prohibición de financiamiento a los hinchas, que era una práctica muy generalizada por parte de los dirigentes deportivos.



Además, debo resaltar lo concerniente a los delitos y las sanciones que se establecen.



Así, por ejemplo, se dispone: “El que, con motivo u ocasión de un espectáculo de fútbol profesional causare, dentro del recinto deportivo o en sus inmediaciones, lesiones a las personas o daños a la propiedad, será castigado con presidio menor en su grado medio”.



También se sanciona con la misma pena al “que, en las circunstancias mencionadas, y sin cometer esos delitos, portare armas, elementos u objetos idóneos para perpetrarlos, o incitare o promoviere la ejecución de alguna de dichas conductas”.



Del mismo modo, es menester subrayar la medida cautelar de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional. Esto es lo que más les duele a los hinchas. Por lo tanto, gracias a esta medida cautelar, lo pensarán dos, tres, cuatro veces antes de cometer delitos.



A la vez, es importante lo concerniente a la responsabilidad de los clubes. Lo explicaba muy bien el Senador Espina. Así, se dispone:



“Los representantes legales de los clubes participantes en el espectáculo que, por negligencia o descuido culpable en el cumplimiento de las obligaciones que les impone la presente ley, contribuyeran o facilitaren la comisión de las conductas tipificadas (...) serán sancionados con multa de cien a trescientas unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, la que se duplicará en caso de reincidencia.



“Asimismo, las organizaciones deportivas profesionales que por negligencia de sus dirigentes incumplan las medidas de seguridad impuestas por la autoridad, serán solidariamente responsables por los daños ocasionados como consecuencia de los ilícitos penales que se cometan con ocasión de un espectáculo de fútbol profesional que ellas organicen”.



Obviamente, se eximirá de esa responsabilidad al dirigente en caso de que hubiera adoptado todas las medidas de seguridad adecuadas. Miremos lo que pasó hace poco en La Florida, en que se dañaron las casas, la propiedad pública, y nadie respondió, y la gente, naturalmente, quedó en la más absoluta indefensión.



También pongo de relieve lo que dice relación con las atribuciones de Carabineros.



De esta forma, se establece que “Carabineros de Chile podrá impedir el ingreso a los recintos deportivos de elementos que pudieren, por su naturaleza, dimensiones y características, ser utilizados para provocar lesiones, daños, alterar la normalidad del evento, entorpecer las vías de evacuación o dificultar la fiscalización al interior del referido recinto. Lo anterior es sin perjuicio del derecho de admisión al espectáculo de fútbol profesional que corresponde a los organizadores”.



A la vez, Carabineros podrá “impedir el ingreso de personas que se encuentren bajo la influencia del alcohol o de drogas o en estado de ebriedad. Para la determinación de lo anterior, Carabineros de Chile estará facultado para llevar a cabo pruebas respiratorias que permitan acreditar la existencia de alcohol o drogas en los asistentes”.



Finalmente, se encuentran las normas transitorias, que establecen una gradualidad. De este modo, se dispone que “Dentro del plazo de dieciocho meses contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, el Intendente podrá autorizar la realización de espectáculos de fútbol en recintos deportivos que no cumplan con las obligaciones de contar con un sistema de control de acceso de los espectadores y de grabación de imágenes de los asistentes al espectáculo de fútbol profesional”. Estos sistemas resultan muy importantes para contar con pruebas y poder sancionar a quienes cometan delito.



Señor Presidente, destaco el trabajo de la Comisión; del Ministro del Interior, Rodrigo Hinzpeter; del Diputado Matías Walker, y de los Senadores que trabajamos en el análisis de la iniciativa, que -insisto- espero que ayude a que la gente vuelva a los estadios.



En particular -lo que tenemos que votar ahora-, es importante que el intendente pueda requerir al Ministerio Público la presencia de fiscales en el espectáculo deportivo, a fin de que tomen las decisiones, dirijan la acción de Carabineros, recaben las pruebas, que muchas veces no se encuentran después en el juicio, para que se haga justicia y no exista impunidad por los delitos que se cometan en los estadios o en sus inmediaciones.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se encuentra inscrito el Senador señor Pizarro.



¡Va a fundamentar en su condición de destacado deportista...! ¡Ya retirado, en todo caso...!

El señor PIZARRO.- ¡No, no, no!

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Va a hacer uso de la palabra?

El señor PIZARRO.- Por supuesto, señor Presidente. ¡Salvo que usted no quiera que hable...!

El señor ESCALONA (Presidente).- Por eso le estoy consultando.

El señor PIZARRO.- ¡Como lo noto inquisitivo respecto de si voy a hablar o no...!

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor PIZARRO.- Del deporte como de la política uno no se retira nunca, señor Presidente. Siempre hay algo que uno puede hacer.



Solicité la palabra, primero, para felicitar a quienes han participado activamente en el perfeccionamiento de esta legislación, que resulta imprescindible para que tengamos nuevamente la tranquilidad de asistir a los espectáculos deportivos profesionales, fundamentalmente el fútbol, sin correr el riesgo físico o psíquico de vernos envueltos en situaciones de violencia.



No repetiré lo manifestado acá por cada uno de los Senadores que han intervenido, porque han explicado bien en qué consiste y cuáles son los objetivos que persigue el proyecto. Además, han destacado la participación de los colegas en la Comisión de Constitución y de un Diputado de mi Región, el señor Matías Walker.



Quiero aprovechar la oportunidad de plantear una inquietud que me han hecho llegar, la cual tiene cierta lógica, pensando en que queremos hacer las cosas bien para lograr que esta nueva normativa tenga efectos prácticos. 



Ella se refiere a la definición del concepto “inmediaciones” que aparece en el artículo 2º C -que el Senador Tuma pidió votar separadamente-, en el cual se establece que “se entenderá por ‘inmediaciones’, la distancia de mil metros perimetrales, medidos desde los límites exteriores del recinto deportivo, en línea recta hacia todos los costados del mismo en que se realizan espectáculos de fútbol profesional.”.



Eso fue muy discutido en la Comisión. 



Sin embargo, a mí me parece bien el concepto y, también, la distancia que se fijó. Porque, efectivamente, los mayores hechos de violencia tienen lugar fuera de los estadios, en sus inmediaciones. Ahí se producen las agresiones, las riñas, los delitos, los asaltos a la propiedad privada, se amedrenta a los vecinos del sector. 



Por eso encuentro correcta tal conceptualización. 



El problema se presenta al relacionar la definición de “inmediaciones” con la aplicación del artículo 2º, que dice: “El organizador de un espectáculo de fútbol profesional deberán cumplir, en los recintos deportivos destinados a ese propósito y en sus inmediaciones, con las siguientes exigencias:”. Se enumeran varias, entre las cuales destacan las siguientes:



“b) Contratar guardias de seguridad privada, en conformidad a las normas que regulan a dicha actividad.



“Cada Intendente determinará, de acuerdo a las características de los recintos deportivos que se encuentren en la región, la cantidad mínima de guardias que cada uno de ellos deberán tener para desarrollar un espectáculo de fútbol profesional;



“c) Instalar y utilizar recursos tecnológicos tales como: cámaras de seguridad, detectores de metales u otros que sean necesarios (...) Cada Intendente determinará la cantidad, calidad y su ubicación en el recinto deportivo;



“f) Contar con sistemas de control de acceso e identidad de los espectadores que permitan su identificación y cuantificación.



“g) Disponer de medios de grabación de imágenes, dentro y fuera del recinto deportivo que faciliten la identificación de las personas que asisten al recinto deportivo,”. 



¿Cuál es el problema, señor Presidente? Que tales exigencias deben cumplirse siempre que se desarrolle un espectáculo deportivo o un partido de fútbol, independiente de su categoría (ahora se define de acuerdo a otros parámetros). 



Por lo tanto, si se realiza un encuentro entre dos equipos de Tercera División en el Estadio Sánchez Rumoroso o en el Estadio La Portada, de La Serena, dentro de sus inmediaciones -considerando los mil metros perimetrales- quedaría, por ejemplo, el Mall Plaza La Serena, y tendría que acatarse el tipo de exigencias descritas para un partido al cual concurrirán, a lo mejor, 100 personas. Y lo mismo sucedería en un encuentro entre La Serena y Coquimbo Unido -para no mencionar a los típicos equipos que siempre se nombran acá en el Senado-, catalogado de alto riesgo...

El señor PROKURICA.- ¡Por lo malo...!

El señor PIZARRO.-... No, señor Senador, porque efectivamente es de alto riesgo. 



En todo caso, en la Tercera Región parece que ya no queda ningún club.

El señor PROKURICA.- ¡Copiapó!

El señor PIZARRO.- Decía que era de alto riesgo...

El señor LAGOS.- ¡Por los jugadores viejos...!

El señor PIZARRO.-... Sí, es verdad.



Por favor, pido más respeto a Sus Señorías por nuestros queridos equipos La Serena y Coquimbo Unido. 



Entonces, a partidos tanto de alto riesgo como de poca concurrencia se les imponen las mismas exigencias, en circunstancias de que se trata de situaciones completamente distintas. 



Por eso, me parece que, sin modificar el concepto de “inmediaciones”, deberíamos dejar ese tipo de exigencias -ya di lectura a algunas de ellas- como adicionales y no en calidad de permanentes. Las primeras las puede requerir el intendente de acuerdo a su criterio. 



De lo contrario, podríamos caer en situaciones absurdas. Porque en Melipilla, Ovalle, San Felipe, por ejemplo, los estadios se hallan en medio de las ciudades, y, si se aplica el concepto de “inmediaciones”, las plazas, áreas turísticas o de recreación, que nada tienen que ver con el fútbol, quedarían dentro de los mil metros.



Asimismo, como sabemos que en partidos de alto riesgo se debe tomar una serie de medidas adicionales, como el control de las personas, el cierre del comercio, la prohibición de vender bebidas alcohólicas, que significan alterar derechamente la vida de las ciudades, se terminará por lograr un efecto contrario al que se busca con esta buena iniciativa. 



En consecuencia, señor Presidente, sugiero que, sin modificar el concepto de “inmediaciones”, pasemos algunas de las exigencias permanentes establecidas en el artículo 2º a la categoría de adicionales, a los efectos de que su aplicación dependa del criterio del intendente, según el nivel de riesgo del espectáculo que se lleve adelante. 



He dicho. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Debo hacer presente a la Sala que en las tribunas se halla un grupo de invitados -lo más probable es que sean hinchas de Wanderers o de Everton- al homenaje que rendiremos aquí, en la Sala, al Liceo Eduardo de la Barra, de Valparaíso, con motivo de su 150.º aniversario.



Entonces, ruego a los señores Senadores agilizar el curso del debate en particular para efectuar las votaciones correspondientes. 



Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica. 

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, a diferencia de los señores Senadores que habitualmente citan a cada club deportivo de la Región que representan, yo quiero destacar la labor realizada en la Comisión de Constitución, porque Chile entero espera poder asistir a los recintos deportivos sin correr los riesgos a que se ha hecho alusión aquí. 



Y debo resaltar el trabajo del Ministro del Interior - presente en la Sala, porque normalmente la Oposición pide la concurrencia de los Secretarios de Estado- y de los asesores en la Comisión de Constitución, en cuanto a iniciar la modificación de la ley vigente, que ojalá pueda revertir la cifra negra que ostentamos en materia de violencia en los estadios y que hace que hayamos perdido esa costumbre histórica de asistir en familia a un espectáculo deportivo. 



Por otra parte, dentro de las distintas medidas que se proponen, me referiré a la que involucra a los organizadores, con motivo de lo que planteó el Senador Pizarro. 



Aquí se establece por primera vez para los organizadores de un evento la obligación de contratar seguros para cubrir daños a bienes públicos y privados. Porque uno ve en el común actuar de este grupo de bandas que asisten a los estadios que no solo destruyen paraderos, semáforos y otros bienes de uso público, sino que además rompen antejardines, vidrios y arruinan propiedades de privados, que no tienen nada que ver con la organización y que sufren especialmente la violencia que se genera en los lugares aledaños a los estadios. 



Así que felicito al Ministerio del Interior, al Gobierno del Presidente Piñera por este nuevo esfuerzo para lograr -ojalá- el desarrollo de una actividad deportiva en paz y la concurrencia -por supuesto, como fue históricamente- en familia a los estadios de fútbol. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Frei. 

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, me sumo a las expresiones que se han vertido respecto a la importancia de este proyecto. 



La primera iniciativa que presentamos sobre el particular -en 1997, según recuerdo- fue a raíz de los primeros signos fuertes de violencia en un estadio. En el Congreso debatíamos el proyecto de ley de Chiledeportes. 



En esa oportunidad, se discutió si se incluía en esta última normativa la materia que ahora nos ocupa. Se determinó no hacerlo, porque su idea central apuntaba al deporte amateur. 



Después, en los años 2001 y 2002 trabajamos con un grupo de Senadores en la ley sobre sociedades anónimas deportivas profesionales, donde analizamos en profundidad este asunto. 



Yo creo que no hay solución a la violencia en los estadios. Este proyecto la aborda, pero es un problema que persistirá, sin que los clubes profesionales asuman su responsabilidad.



Hoy día el gran conflicto que enfrentan quienes pretenden acceder a un estadio es la reventa de entradas, las cuales son repartidas por los clubes entre las barras bravas. Eso ha sido lo tradicional.



En los países con mayor desarrollo de las actividades en comento nunca hemos visto policías al interior de los recintos deportivos. Estos son controlados absolutamente por los clubes profesionales involucrados en los eventos, que les reportan ingresos muy sustanciales. Y uno de los efectos de los delitos -se ha dicho acá- es el de que quienes los cometen no ingresan al estadio. El otro, el de que sencillamente se cancela la autorización para la asistencia de público, medida que la ANFP ha estado aplicando en el último tiempo.



Nuestra diferencia con Europa radica en que allá los partidos de alto riesgo muchas veces permiten recaudar uno a dos millones de dólares. Entonces, basta que a un club le impidan la asistencia de público durante tres fechas para que su presupuesto quede muy disminuido.



Esa es la realidad que hay que enfrentar.



Hace pocos días varios parlamentarios que viajamos a Buenos Aires para presenciar el partido entre la “U” y Boca Juniors tuvimos oportunidad de ver el nivel de violencia que, como en muchos otros estadios, se genera en La Bombonera. Y ello, prácticamente con la participación de los dirigentes y la “vista gorda” -digámoslo así- de las policías.



La iniciativa que nos ocupa enfoca su acción hacia los dueños de los espectáculos deportivos, los cuales son altamente beneficiosos para las distintas sociedades profesionales.



Por eso, me sumo a las felicitaciones. Y coincido con lo que dice el Senador Pizarro respecto a los mil metros perimetrales. Si se tiene en cuenta que esa distancia corresponde a entre 10 y 12 cuadras, es evidente que en todas nuestras Regiones ello implicará cubrir prácticamente todo el centro de la ciudad.



Señor Presidente, para que la ley en proyecto no sea letra muerta como tantas otras que hemos despachado, necesitamos que la Asociación Nacional de Fútbol Profesional se comprometa a asumir su responsabilidad civil en los hechos descritos. De lo contrario, vamos a seguir en una situación muy compleja.



Las barras son manejadas, a través de terceros, por los clubes deportivos, que financian sus actividades, las cuales terminan en lo que todos sabemos.



Espero que efectuemos un trabajo mancomunado. Y la participación de las sociedades anónimas deportivas es fundamental para que la futura ley sea efectiva y de nuevo podamos ir a ver fútbol tranquilamente.



A quienes hemos sufrido la acción de esas verdaderas bandas en todos los recintos deportivos, aquí y en el extranjero, nos alegra mucho que se dicte una nueva legislación sobre la materia. En ella han trabajado personas que han ido algunas veces a un estadio (a lo mejor, nunca). Pero aquellos que lo hemos hecho habitualmente sabemos que las medidas diseñadas deben hacerse carne en la conducta de la gente.



Reitero mis felicitaciones a quienes intervinieron en el estudio de la ley en proyecto, que espero se pueda aplicar y no sea letra muerta como la anterior.

El señor ESCALONA (Presidente).- A continuación se halla inscrito el Honorable señor Gómez.



Sabemos que Antofagasta es un gran equipo, señor Senador.

El señor GÓMEZ.- Así es. 



Señor Presidente, quiero manifestarles mi reconocimiento a quienes colaboraron en el estudio de este proyecto y formular algunas observaciones que me parece relevante dejar consignadas en la historia de la ley.



En primer lugar, si uno mira el texto se da cuenta de que contiene demasiada penalización.



Por ejemplo, una de las normas sanciona al que venda entradas falsificadas, al que revenda entradas.



Recuerdo que hace algún tiempo un muchacho que estaba preso en la cárcel de San Miguel por vender cedés pirateados murió en el incendio de ese recinto penitenciario. Fue un tremendo drama público.



En este caso, el articulado contiene penas por distintos conceptos.



A mi juicio, la estructura sancionatoria es muy restrictiva. Imagino que los expertos la estudiaron debidamente. Pero habría que revisarla, porque para ciertas conductas establece penas drásticas que podrían afectar a muchos jóvenes cuya situación tal vez no se resuelva bien por esa vía.



Se establece, por otra parte, que con ocasión de espectáculos de fútbol profesional, las sociedades anónimas deportivas estarán obligadas a contratar seguros por daños. Pero también se contempla la participación directa de Carabineros, lo cual implica la utilización de recursos públicos. O sea, como nada se dice en cuanto a que los dineros provendrán del ámbito privado, tendrán que emanar del Estado, lo que significa que todos los chilenos deberán solventar el gasto en seguridad.



Creo que hay que resolver aquella situación de manera tal que las sociedades anónimas deportivas que participan en este gran negocio cumplan la obligación de usar para seguridad parte de los cuantiosos recursos que perciben. Solo es cosa de ver a qué valor se transan las acciones de los clubes para comprobarlo. Sin embargo, el costo completo por dicho concepto termina recayendo en el Estado y, por ende, en toda la ciudadanía, a través de la actuación de Carabineros.



En el texto tampoco está bien resuelto ese punto.



De otro lado, señor Presidente, quiero dejar como observación lo siguiente.



En mi concepto, sería necesario incorporar un gran capítulo dirigido al trabajo de rehabilitación, de reinserción social, de enseñanza, de colaboración, para que los jóvenes concurran a los estadios sin generar todo tipo de desmanes lesivos para las familias que desean asistir a los espectáculos deportivos.



También sería importante preguntarle a Gendarmería cuál será el efecto que le va a producir la normativa si el cúmulo de penas de reclusión que contempla se concreta.



Se acaba de dejar en libertad a gran cantidad de personas a raíz de la ley sobre indulto dictada a fin de que los condenados por delitos menores no congestionen los recintos penitenciarios.



No sé si en la Comisión se analizó el punto y se consultó a Gendarmería sobre el efecto que van a tener las penas privativas de libertad propuestas.



Insisto: hay que revisar algunas disposiciones.



Por ejemplo, el inciso segundo del artículo 6° B expresa: “En los casos en que la fabricación, uso, venta, reventa o cesión a cualquier título de entradas falsificadas no produjere perjuicio a un tercero, la pena será de presidio menor en su grado mínimo a medio y multa de cinco a diez unidades tributarias mensuales.”.  Y en otras hay una serie de sanciones más.



Es indispensable revisar no solo las sanciones, sino también lo que significa la promoción del buen deporte, del ejercicio físico, del desarrollo  de distintas actividades recreativas. 



Temo que muchos jóvenes eventualmente terminen presos -espero que no- por aplicación de la ley en proyecto, pues contempla sanciones, a mi modo de ver, muy rigurosas.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- No intervendré, señor Presidente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban (28 votos a favor) las enmiendas acordadas en forma unánime por la Comisión de Constitución, incluido el inciso final del artículo 4°, nuevo, y exceptuado el artículo 2° C, propuestos para la ley N° 19.327 mediante los números 4 y 2, respectivamente, del artículo 1° del proyecto, dejándose constancia de que se cumple el quórum constitucional exigido.



Votaron las señoras Allende, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor ESCALONA (Presidente).- Ahora tiene la palabra el señor Ministro del Interior, a quien, pese a estar inscrito, no se la pude otorgar durante la votación.

El señor HINZPETER (Ministro del Interior y Seguridad Pública).- Señor Presidente, quiero partir agradeciendo a todos los integrantes de la Comisión de Constitución, órgano que preside el Senador señor Hernán Larraín, por la tramitación expedita que le dieron a este proyecto.



Debo, asimismo, reconocer que esta iniciativa se originó en moción de diversos señores Diputados, entre ellos el actual Senador don Francisco Chahuán, y destacar particularmente la labor y el profesionalismo del Diputado señor Matías Walker.



Para el Ejecutivo y para todo el Senado, esta es una iniciativa importante, por lo que cobra especial valor aprobarla esta tarde.



Como Gobierno, analizamos y revisamos concienzudamente las experiencias de otras naciones sobre la materia. 



Es posible advertir que al respecto existen dos tipos de países: los que han enfrentado la violencia en los estadios y el estudio de esta clase de leyes con el corazón desgarrado por la muerte de centenares de compatriotas -así le sucedió, por ejemplo, a Inglaterra-, y aquellos que, anticipándose, han logrado dictar una legislación competente y efectiva antes de la ocurrencia de una tragedia.



Desde luego, todos nosotros -y no cabe ninguna duda- queremos que Chile se inserte en ese segundo grupo de naciones.



Se inició el referido trabajo con la ley -bien lo indicó el Senador señor Espina- dictada durante el Gobierno del Presidente Frei Ruiz-Tagle.



Pasaron varios años, y llegó el tiempo de perfeccionar dicho cuerpo legal.



Ya se ha hablado suficientemente del contenido de la mencionada legislación. No me parece necesario, entonces, extenderme sobre él.



Pero, sí, quiero referirme a dos aspectos que plantearon los Honorables señores Pizarro y Gómez.



Primero, creo que el Senador señor Pizarro hace un punto correcto. Su Señoría, a mi entender, tiene razón cuando plantea que las facultades contenidas en el proyecto podrían ser disruptivas de la normalidad que debe asegurarse a las actividades desarrolladas dentro del concepto de “inmediaciones”.



Pienso que el camino fácil -pero también es el correcto- para reparar dicha deficiencia de texto es el de eliminar en el encabezamiento del inciso primero del artículo 2º la expresión “y en sus inmediaciones” y mantener las facultades tal como se establecen en el articulado y como fueron aprobadas por la Comisión para los intendentes.



Con referencia a la observación del Honorable señor Gómez, tuve la oportunidad de conversar con Gendarmería y de hacer algunos cálculos. Y la verdad es que la mayor cantidad de las sanciones que prevé la ley en proyecto no tienen que ver -y ello obedece a una inspiración tanto del Gobierno cuanto del Poder Legislativo- con privación de libertad, sino con restricción de libertad.



La pena más recurrente que se dispone es la prohibición de asistencia al estadio, no el encarcelamiento.



La falsificación de entradas y otros delitos muy graves, como el homicidio, no estaban considerados en la ley anterior. Ahora se incorporan al catálogo, y con relación a ellos se contemplan, obviamente, penas privativas de libertad.



Por consiguiente -y así lo estimamos con Gendarmería-, en su gran mayoría las modificaciones legales propuestas no debieran tener el impacto que se teme, en la medida que la mayor cantidad de sanciones apuntan a prohibirles a los infractores asistir a los estadios.



Finalmente, quiero destacar la incorporación en este proyecto de la denominada “familia deportiva” a los efectos de satisfacer la necesidad de cortar los vínculos con las llamadas “barras bravas”.



Es la primera vez que nuestro ordenamiento jurídico considera no solo a los directivos y representantes legales sino también a jugadores, dirigentes y miembros de los cuerpos técnicos como personas sujetas a la prohibición de financiar a barristas.

El señor ESCALONA (Presidente).- Perdón, señor Ministro, pero concluyó su tiempo.



Dispone de un minuto más.

El señor HINZPETER (Ministro del Interior y Seguridad Pública).- Espero, señor Presidente, que esta tarde el Senado apruebe las enmiendas propuestas, para ir a un tercer trámite constitucional -nos empeñaremos con el Diputado Matías Walker en que sea lo más expedito posible- y poder brindarle al país cuanto antes la nueva Ley de Violencia en los Estadios.



Muchas gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario para explicitar lo concerniente a la votación particular.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En primer lugar, se propuso eliminar -para ello se requiere acuerdo unánime-, en el encabezamiento del inciso primero del artículo 2º, la expresión “y en sus inmediaciones”.



El artículo 2º expresa: “El organizador de un espectáculo de fútbol profesional deberán cumplir, en los recintos deportivos destinados a ese propósito y en sus inmediaciones, con las siguientes exigencias:...”.



De suprimirse la referida expresión, el inciso diría: “El organizador de un espectáculo de fútbol profesional deberán cumplir, en los recintos deportivos destinados a ese propósito, con las siguientes exigencias:...”.



Luego de los dos puntos viene una enumeración de las exigencias, la que se hace mediante diversas letras.



La única preocupación de la Secretaría -excúsenme, Sus Señorías- deriva de que al final de la letra h) aparecen los términos “y sus inmediaciones”, ahora referidos al reglamento.



Tal vez sería del caso eliminar la referida expresión además en la letra h).

El señor PROKURICA.- Habría que hacer extensiva la supresión.

El señor WALKER (don Patricio).- Conforme.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Habría acuerdo unánime para eliminar las expresiones pertinentes tanto en el encabezamiento del inciso primero del artículo 2º cuanto en la letra h) de este precepto?



--Así se acuerda.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El inciso final del artículo 2º dice: “Si un espectáculo de fútbol profesional implicare un riesgo para el orden público o la seguridad de las personas o los bienes, el Intendente comunicará este hecho al Fiscal Regional del Ministerio Público, quien deberá ordenar la presencia de, a lo menos, un fiscal.”.



La Comisión de Constitución aprobó esa norma por tres votos a favor (Senadores señores Espina, Carlos Larraín y Patricio Walker) y una abstención (Senador señor Hernán Larraín).

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión la enmienda propuesta por la Comisión.



Con relación a este punto, el Senador señor Hernán Larraín ya manifestó una preocupación, pero desea referirse a él de nuevo.



Tiene la palabra Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, cuando hice la presentación del segundo informe señalé que una de las votaciones divididas de la Comisión de Constitución recayó precisamente en el inciso que nos ocupa. Y, de hecho, impedí la aprobación unánime, por las razones que insinué.



Cuando se tiene conocimiento de la disputa próxima de un partido de alto riesgo, las decisiones pertinentes debe adoptarlas, en ejercicio de su autonomía, el fiscal regional, el Ministerio Público. 



Este punto fue muy discutido en la Comisión. Y advertí sobre la eventual existencia de implicancias incluso constitucionales. Porque la Carta les da autonomía a los fiscales para el ejercicio de la persecución criminal. Pero alguien podría interpretar que por definición de un intendente frente a determinada realidad es factible impedir que la ley les encomiende este tipo de misiones.



Yo no quiero ir tan lejos. Pero, en resguardo del concepto de funcionamiento autónomo del fiscal regional, y en general del Ministerio Público, soy de la tesis de no aprobar la norma en debate tal cual se nos propone, que en la parte pertinente expresa: “... el Intendente comunicará este hecho al Fiscal Regional del Ministerio Público, quien deberá ordenar la presencia de, a lo menos, un fiscal.”.



Yo soy partidario de decir: “... quien deberá adoptar las medidas que estime pertinentes”.



Está bien informar al Fiscal Regional de la realización de un partido de alto riesgo en el que se pueden registrar situaciones peligrosas. Y él verá qué hace: si nombra o no fiscales, qué medidas adopta para esa finalidad.



Reitero que este punto fue muy debatido en la Comisión. Consultamos a especialistas en la materia, y por cierto al Ministerio Público, el cual comparte la opinión que he sustentado. 



Ahora, el grueso de la Comisión, por las razones que Sus Señorías podrán imaginar -o sea, para asegurar la realización de una investigación adecuada-, fue de la tesis de contar a lo menos con un fiscal.



Desde la Cámara de origen la norma venía con la exigencia de que dos fiscales estuvieran presentes, para asegurar una mejor investigación y el esclarecimiento de los hechos.



Eso es lo que se halla en discusión.



Yo solo fundamento mi posición, señor Presidente, y en razón de ella pido que la Sala apruebe la disposición en la forma que indiqué.

El señor ESCALONA (Presidente).- Está inscrito en seguida el Honorable señor Chahuán.



¿Hará uso de la palabra, Su Señoría?

El señor CHAHUÁN.- No, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor CANTERO.- ¡Votemos, señor Presidente!

El señor ESPINA.- Señor Presidente, seré muy breve. Pero les solicito que no me apuren.



Hemos trabajado años en este proyecto. Muchas veces veo a los parlamentarios discutir iniciativas importantes. Y esta es la instancia que tenemos para debatirlas.

El señor CANTERO.- ¡Haga un gran discurso, entonces...!

El señor ESPINA.- Si me deja hablar -y Su Señoría no es profesor mío-, lo haré encantado.

El señor CANTERO.- ¡Hable!

El señor ESPINA.- ¡No me diga que hable! ¡Yo hablo cuando quiero!



Señor Presidente, lo que planteo es que este es uno de los artículos más importantes del proyecto, a mi juicio. La razón es muy simple. Si respecto de los partidos de alto riesgo no establecemos por ley que se debe contar con la presencia de un fiscal, gran parte del proceso de investigación que se lleve a cabo a partir del momento en que se cometen desmanes no se encontrará bajo la conducción de quien permite la determinación de pruebas adecuadas para que sea posible sancionar a las personas que incurren en hechos de violencia.



La Cámara de Diputados concluyó que los fiscales debían ser dos. Nosotros pensamos que basta solo uno.



La mayoría de la Comisión no cree -respetando, por supuesto, la opinión disidente- que eso altere el concepto de autonomía de la Fiscalía, que puede investigar como lo estime conveniente y nombrar a quien desee. El Código Procesal Penal dispone, en muchos casos, la constitución de un fiscal cuando ocurre un hecho delictivo. Por ejemplo, tiene que concurrir al lugar, el imputado puede formularle declaraciones y la formalización debe verificarse en presencia del defensor.



Más aún, me parece que este es un aspecto clave de la iniciativa. De otro modo, vamos a encontrarnos con que no se designará a un fiscal para los partidos de alto riesgo, y la prueba, que es fundamental para la aplicación de la medida de prohibición de asistencia a los estadios y de otras a los detenidos por cometer desmanes, no se podrá materializar. Se habría dictado, entonces, una ley con un vacío muy grande.



Por tal motivo, ya que no media una inconstitucionalidad y no se afecta la autonomía de la Fiscalía, consideramos que el punto es esencial para llevar adelante investigaciones eficientes y proteger a la mayoría de los espectadores.

El señor ESCALONA (Presidente).- En votación la proposición de la Comisión.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, solo deseo consignar que concuerdo con la opinión del Senador señor Hernán Larraín.



No resulta raro que un partido de fútbol sea de alto riesgo. En general, los que se disputan entre Universidad de Chile y Colo Colo, además de algunos otros, presentan esa característica. ¿Y se obligará a la Fiscalía a mantener un fiscal en cada uno de ellos?



Juzgo que la cuestión es sumamente compleja desde el punto de vista, también, de la situación que hemos conocido respecto de las fiscalías, que disponen de poco personal y enfrentan una complicación por la magnitud de su trabajo.



En verdad, lo expuesto por mi Honorable colega es correcto: que sea el Fiscal Regional el responsable de tomar una determinación de acuerdo con las circunstancias. Considero un poco excesivo ordenar la medida en el texto legal, la que tiene que ver, asimismo, con la autonomía de la Fiscalía.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Como estamos en votación, el señor Ministro solo puede intervenir para rectificar conceptos.

El señor HINZPETER (Ministro del Interior y Seguridad Pública).- De eso se trata justamente, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra.

El señor HINZPETER (Ministro del Interior y Seguridad Pública).- Me excuso por la interrupción, pero procuraré corregir lo relacionado con la autonomía de los fiscales.



Creo que este es un caso en que funciona típicamente la separación de Poderes, ya que el Legislativo, a través de la dictación de una ley, puede establecer precisamente -y, de hecho, lo ha dispuesto muchas veces- que ciertas actuaciones solo les corresponden, por ejemplo, a jueces titulares. Y nadie podría afirmar que ello afecta la autonomía del Poder Judicial. Al expresarse que determinadas diligencias deben ser verificadas por funcionarios que se señalan, el Poder Legislativo no se está inmiscuyendo en el funcionamiento de otros órganos.



En concepto del Ejecutivo, no media alteración alguna de la potestad que nos ocupa, que toca solo a la conducción de la investigación. Obviamente, los fiscales son autónomos al llevarla a cabo. Pero la necesidad social que se advierta en el sentido de la conveniencia, para el efecto de una sanción eficaz, de la constitución de un fiscal en los partidos de alto riesgo puede ser perfectamente percibida por esta Corporación y expresarse en la ley que a la sociedad ello le interesa para la mejor investigación y más pronto castigo de ilícitos que se cometan en encuentros de fútbol.



Y termino dejando bien asentado, en todo caso, para que no se suscite ninguna duda, que el Ministerio Público ha estado enviando fiscales a partidos de alto riesgo, quienes han prestado una gran colaboración. Hasta ahora ha sido un acto voluntario, y creemos que sería bueno disponerlo, como señal de eficiencia legislativa, en forma obligatoria.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Como no me puede remplazar en este momento el señor Vicepresidente, intervendré en forma muy breve desde la testera.



Observo que la frase en examen presenta la grave dificultad de entregarle al Ministerio Público una tarea que le corresponde de manera exclusiva a Carabineros: el orden público. La redacción no es adecuada.



Se requiere unanimidad para aprobar la indicación tendiente a reemplazar la frase “ordenar la presencia de, a lo menos, un fiscal” por “adoptar las medidas que estime adecuadas”.



Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, sugiero votar la proposición que figura en el informe. Si se aprueba, no será necesaria la indicación, porque implicaría que la mayoría de la Sala está de acuerdo con los términos del inciso. Si se rechaza, corresponderá pronunciarse sobre esta última.

El señor CANTERO.- ¡Votemos, señor Presidente!

El señor ESCALONA (Presidente).- Se procederá, entonces, en la forma recién expuesta. Si se desecha la recomendación de la Comisión, la indicación podrá ser aprobada siempre que cuente con la unanimidad de la Sala.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El órgano técnico plantea un artículo 2º cuyo inciso final expresa lo siguiente:



“Si un espectáculo de fútbol profesional implicare un riesgo para el orden público o la seguridad de las personas o los bienes, el Intendente comunicará este hecho al Fiscal Regional del Ministerio Público, quien deberá ordenar la presencia de, a lo menos, un fiscal.”.

El señor ESCALONA (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la proposición de la Comisión (11 votos contra 7 y un pareo).



Votaron por la afirmativa los señores Cantero, Chahuán, Espina, Horvath, Kuschel, Novoa, Orpis, Prokurica, Sabag, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



Votaron por la negativa la señora Allende y los señores Escalona, Lagos, Larraín (don Hernán), Muñoz Aburto, Quintana y Tuma.



No votó, por estar pareado, el señor Gómez.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, mi voto a favor no quedó registrado.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se dejará constancia de la intención de su pronunciamiento, señor Senador.



No cabe ocuparse, en consecuencia, en la indicación.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Además, se pidió la votación separada del artículo 2° C, redactado en estos términos:



“Para los efectos de la presente ley y su reglamento, se entenderá por “inmediaciones”, la distancia de mil metros perimetrales, medidos desde los límites exteriores del recinto deportivo, en línea recta hacia todos los costados del mismo en que se realizan espectáculos de fútbol profesional.”.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, deseo manifestar mi reconocimiento por el proyecto en debate. Creo que es un paso adelante en orden a valorar de mejor manera nuestros estadios, nuestros espectáculos, nuestro fútbol, y que va en la dirección correcta.



Sin embargo, pedí la votación separada de la disposición sobre la base, más o menos, de la misma argumentación de mi Honorable colega Pizarro. Se planteó la eliminación del concepto de “inmediaciones” por dejar este en una situación bastante inconfortable y desigual, en verdad, a las ciudades que no son Santiago. Estimo que lo del kilómetro de distancia desde el límite del estadio se determinó pensando más en la Capital.
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La imagen corresponde al Estadio Municipal Roberto Bravo Santibáñez, en Melipilla, donde el 80 por ciento del plan quedaría intervenido, sin importar la calidad del encuentro ni quiénes van a jugar. Por tanto, la situación es de rigidez.
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El segundo cuadro muestra San Felipe, donde la intervención es casi completa.
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En el caso de La Calera, se compromete el 80 o 90 por ciento, sin importar el carácter del partido.
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En cuanto a Angol, me gustaría decirle al Senador señor Espina, quien integra el órgano técnico y al que felicito por su participación, que existe preocupación en esa ciudad, a la cual Su Señoría representa, dado que cualquier encuentro, de la naturaleza que fuere, se traducirá en una paralización prácticamente total.
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Respecto de Temuco, se incluiría no solo a los malls, sino también a la Avenida Alemania, los sectores residenciales y gran parte del comercio en el barrio alto.
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Con relación a La Serena, se comprendería casi todo el sector céntrico. A ello se agrega Coquimbo.
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Una gran parte de estas ciudades queda comprendida dentro del concepto de “inmediación”.



En consecuencia, así como ya se eliminó este último, pido hacer otro tanto con el artículo 2° C, que lo define como “la distancia de mil metros perimetrales”. Pueden ser 2 mil metros o 200, pero dejemos a la autoridad competente especificar cuáles son las inmediaciones, como precaución ante el riesgo por la calidad del partido o la amenaza que se puede enfrentar. No procede que incluyamos en la ley una determinación en virtud de la cual quedan restringidos todo el comercio y todas las actividades que se pueden realizar a mil metros a la redonda, sin importar la ciudad. Solicito flexibilidad y atribuciones en ese sentido para la autoridad.



Es preciso rechazar, por lo tanto, el artículo 2° C.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Es bastante amplia su circunscripción, señor Senador...



Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, le presento mis disculpas sinceras al Senador señor Cantero. No correspondía que le contestara como lo hice.



Ahora, deseo clarificarle a mi estimado colega de Región que incurre en un error en lo que representa la “inmediación”. El concepto se refiere, básicamente, a la competencia de los tribunales de justicia, que debe fijarse en forma obligatoria por ley, para el efecto del establecimiento en el proyecto de delitos especiales, a los cuales se les asigna una sanción determinada, y para disponer la prohibición de asistir a los estadios. No existe otra finalidad. Por lo tanto, si a raíz de un partido de fútbol se cometen desmanes, actos de violencia, dentro de mil metros en el entorno, el vocablo significa que se podrá aplicar esa última medida.



La eliminación que plantea el Senador señor Tuma se traduciría en que la situación contemplada en la norma no se circunscribe a un área del territorio, sino que puede comprender todo el país. Y eso sí que es una exageración. Porque la Ley sobre Violencia en los Estadios, ante un acto de esta índole en el Estadio Nacional...

El señor LARRAÍN.- O en la Plaza Italia...

El señor ESPINA.-... o en un recinto deportivo situado en una Región, no se puede extender a 10 kilómetros del lugar del hecho.



Entonces, el impacto es totalmente al revés. Y se acota el ámbito. En efecto, solo dentro de esa parte del territorio es competente un tribunal para tomar determinaciones que dicen relación con dos hechos: el delito que se cometa -más que contemplarse un agravamiento de penas, se trata de ilícitos comunes ya tipificados, pero se agregan conductas que no lo están y una circunstancia especial- y la prohibición de ir al estadio, que es lo más importante.



En virtud de la norma que nos ocupa, esta última medida podrá ser dispuesta al registrarse incidentes a 500 metros del estadio de Temuco, por ejemplo, ante disputas de barras que se traduzcan en actos de violencia. Si mi distinguido colega la elimina -sé que lo inspira la mejor buena fe-, significa que el ámbito comprende todo el territorio del país. Ahí sí que la situación se transforma en completamente desmedida, porque no corresponde que las disposiciones sobre la violencia en los estadios sean aplicadas a 10, a 100 o a 200 kilómetros del escenario de un partido de fútbol.



Hago la aclaración, en consecuencia, por estimar que el texto se halla bien redactado.

El señor ESCALONA (Presidente).- Ante la escasez de tiempo, dejo establecido que quedan la presente votación y la próxima.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El Honorable señor Tuma pidió la votación separada del artículo 2° C.



Quienes estén de acuerdo con la norma tienen que votar a favor.

El señor ESCALONA (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 2° C (13 votos contra uno, 3 abstenciones y 2 pareos).



Votaron por la afirmativa los señores Cantero, Chahuán, Espina, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Sabag y Walker (don Patricio).



Votó por la negativa el señor Escalona.



Se abstuvieron los señores Muñoz Aburto, Quintana y Tuma.



No votaron, por estar pareados, los señores Gómez y Zaldívar (don Andrés).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La última votación se refiere al número 4, que pasa a ser 3.



La Comisión propone, derechamente, derogar el artículo 4° de la ley, lo que registró 3 votos a favor y una abstención.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión. 



Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, solo deseo reiterar un concepto que me parece esencial. Uno de los problemas del desarrollo del fútbol profesional ha sido precisamente la organización de barras. Son estas las que han generado una buena parte del conflicto. Lo que empezó como entusiasmo de hinchas, socios y simpatizantes por apoyar a un club deportivo llevó a que se fuera configurando, con el tiempo, un verdadero grupo organizado para otros objetivos y que, muchas veces, termina por impedir el desarrollo de los espectáculos deportivos, amenaza a jugadores y dirigentes, y genera anticuerpos, lo que lleva a que los recintos respectivos no sean espacios tranquilizadores para que pueda asistir cualquier persona normal.



Por lo tanto, la clave es no organizar en la forma establecida hoy día, de alguna manera, en la legislación vigente. Esta, aunque no define el concepto, obliga a un sistema de registro. La norma propuesta en el proyecto original sí lo define y busca regularlo.



En la Comisión hubo bastante coincidencia en la eliminación y entre quienes consultamos -ANFP, clubes deportivos- no se expresaron dos opiniones en cuanto a que la cuestión es esencial.



Por supuesto, hinchas y simpatizantes podrán participar y estarán siempre en los mismos lugares, pero no es posible aceptar la existencia de grupos organizados que, al final, también llegan a una connivencia, muchas veces, con los propios dirigentes, quienes han alimentado la existencia de estas barras para potenciar su apoyo en los partidos. Terminar con ellas es básico si se quiere poner fin a la violencia en los estadios.



Por eso, la Comisión, salvo una abstención, estuvo por eliminar el concepto.

El señor ESCALONA (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado de debate.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El señor Presidente ha puesto en votación el número 3 del artículo 1º del proyecto, mediante el cual la Comisión de Constitución propone derogar el artículo 4° de la ley Nº 19.327. 



¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el número 3 del artículo 1º del proyecto (17 votos a favor, 1 abstención y 2 pareos), y queda despachado el proyecto en este trámite. 



Votaron por la afirmativa la señora Allende y los señores Cantero, Chahuán, Espina, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



Se abstuvo el señor Escalona.



No votaron, por estar pareados, los señores Gómez y Zaldívar (don Andrés).

El señor ESCALONA (Presidente).- Muchas gracias, señor Ministro; muchas gracias, Senadoras y Senadores.



Terminado el Orden del Día.

VI. INCIDENTES

PETICIÓN DE OFICIO

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ha llegado a la Mesa una petición de oficio.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se le dará curso en la forma reglamentaria.



--El oficio cuyo envío se anunció es el siguiente:



Del señor PROKURICA:



Al señor Director del Servicio de Impuestos Internos, solicitándole antecedentes sobre JUICIOS TRIBUTARIOS ANULADOS POR TRIBUNALES DE JUSTICIA DEBIDO A PROBLEMAS EN SU TRAMITACIÓN.

)------------(

HOMENAJE A LICEO EDUARDO DE LA BARRA EN SU 150° ANIVERSARIO. COMUNICACIÓN

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde rendir homenaje al Liceo Eduardo de la Barra, con motivo de la conmemoración de sus 150 años de existencia.



Tiene la palabra el Honorable señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, Honorables Senadoras y Senadores, comunidad educativa del Liceo Eduardo de la Barra de Valparaíso, señoras y señores, jóvenes estudiantes, ex alumnos:



Saludo especialmente a los dirigentes del Centro de Alumnos. En el pasado ocupé vuestra función en el viejo y nuevo liceo, y espero que en el futuro algunos de ustedes sigan nuestras huellas y nos reemplacen en estos roles de servicio al país.



Aprendí en el Liceo Eduardo de la Barra que la historia se hace vida cada día, construyendo una gran tradición y páginas gloriosas en la articulación del sentido de la comunidad nacional, con un profundo sentido humanista.



Rendimos homenaje a sus 150 años de trascendencia en el desarrollo cultural, social, espiritual y material de Chile y a la trayectoria que representa lo mejor de la tradición educacional científico-humanista de nuestro país. Reconozco al liceo como un proyecto visionario, que surgió en respuesta a una época de diseño y construcción de una nación con profundos cambios sociales, como la migración del campo a la ciudad y la necesidad de alfabetización.



Cambios de gran impacto social y económico se dan en la naciente República. La organización medular y sistemática de la educación chilena nace hacia 1842, con el desarrollo del movimiento cultural y la creación de la Universidad de Chile.



El nacimiento del Liceo de Valparaíso es parte de ese proceso. Fundado por decreto de 22 de marzo de 1862, inició sus actividades escolares el 2 de junio del mismo año en la calle Retamo, cuando sus aulas recibieron a los primeros 150 alumnos, con el mismo plan de estudios que en esa época tenía el Instituto Nacional.



En el decenio de Bulnes y en los mandatos presidenciales de Santa María y de Balmaceda, la conjunción de fuerzas abre períodos fecundos en educación: entre 1842 y 1852, se estructura todo el sistema; y entre 1880 y 1890, se verifica la gran reforma auspiciada por don José Abelardo Núñez (el padre de las escuelas normales) en la enseñanza primaria y normal, y por don Diego Barros Arana, don Valentín Letelier y los maestros alemanes del Instituto Pedagógico en el sector humanístico, con roles destacados de personalidades como Manuel de Salas, los hermanos Egaña, Lastarria, Vicuña Mackenna, Barros Arana y Valentín Letelier, entre tantos otros.



En 1929, el distinguido maestro Emilio Muñoz Mena hizo justicia durante su rectoría a los dos más preclaros rectores que había tenido el liceo: le dio el nombre del ilustre educador don Eduardo de la Barra y autorizó en el patio principal del establecimiento la erección de un monumento de don Carlos Rudolph.



Don Eduardo de la Barra y Lastarria fue un hombre lleno de inquietudes: destacado publicista, filósofo, literato, agudo polemista, político y educador, quien reunía todas las condiciones para sobresalir en las más variadas actividades. 



Nació en Santiago en 1839 y quedó huérfano a temprana edad. Estudió en Valparaíso y en el Instituto Nacional, donde se graduó como ingeniero geógrafo.



En el Instituto Nacional fue profesor de varias cátedras, y de allí fue trasladado a la rectoría del Liceo de Valparaíso. Durante su fecundo rectorado, fundó la Academia Dominical de Letras y de Ciencias Naturales; creó un museo de historia natural; dotó al establecimiento de gabinetes de física, de historia y de anatomía, y de un laboratorio de química; enriqueció la biblioteca con muchos volúmenes. En fin, alcanzó un prestigio extraordinario.



El ilustre educador alemán don Carlos Rudolph recibió la rectoría luego de Eduardo de la Barra. Inició sus actividades en el Liceo de Valparaíso poniendo en práctica un nuevo plan pedagógico: el sistema concéntrico, que rige hasta hoy. Este consiste en enseñar todos los ramos al mismo tiempo, de primero a sexto básico -hoy, hasta octavo-, desde lo más elemental hasta lo más complejo. Además, aumentó con nuevos ejemplares el museo y la biblioteca y, como novedad, empezaron a nombrarse los profesores jefes para cada curso.



El Libro de Vida del Liceo muestra la trayectoria de una pléyade de personalidades de primera calidad profesional y humana, que exaltan sus servicios prestados a la comunidad. Sería interminable leer la lista de personas sobresalientes, por lo que prefiero mencionar las obras más relevantes que marcan la impronta del Liceo Eduardo de la Barra a lo largo de su historia, el cual ha dado origen a una serie de establecimientos que han tenido gran trascendencia en el desarrollo social y cultural del país.



A su amparo nacieron los primeros cursos del actual Instituto Superior de Comercio. El 15 de agosto de 1910 se fundó en el liceo la Primera Brigada de Scouts de Chile. En él nació también, creada por los profesores, la Liga Protectora de Estudiantes Pobres, la Sociedad de Instrucción Primaria Nocturna y la Sociedad de Colonias Escolares, en 1917. 



Igualmente, en el liceo funcionaron los primeros cursos de leyes -luego se transformarían en la Escuela de Derecho de la Universidad de Chile-, la Escuela de Pilotines Mercantes, el Instituto Pedagógico y la Escuela Normal. Estos últimos luego pasaron a la Universidad de Chile y la Dirección de Educación Primaria y Normal, respectivamente. Esto marca, en mi opinión, una segunda etapa de desafíos visionarios en el proceso de industrialización del país, acorde a la emergente sociedad industrial. 



En 1972, uno de sus ex alumnos, el Presidente de la República don Salvador Allende Gossens, inaugura el nuevo y moderno edificio del liceo en los terrenos de avenida Colón esquina avenida Francia. A partir de esa época las mujeres también hacen su ingreso al liceo, lo que marca un hito: a contar de esa fecha el liceo pasa a ser mixto.



El Liceo Eduardo de la Barra es una institución viva, que trabaja con lo más delicado y sensible de nuestro país, su juventud, en la formación del capital humano. Prepara a sus alumnos para que sigan cultivándose a lo largo de la vida y acrecentando sus bienes espirituales. Los orienta para que puedan avanzar en la búsqueda de la verdad, inquiriendo con espíritu crítico y libre, actuando en los espacios del conocimiento y en las complejidades del alma, intentando decodificar los mundos que nacen y se destruyen en el constante cambio y deriva de nuestra sociedad.



A lo largo de estos años, el Liceo Eduardo de la Barra, gracias a la excelencia de su cuerpo docente y al apoyo de su comunidad educativa, ha ganado un sólido prestigio, por la calidad de la enseñanza que imparte y porque desde sus aulas cada año egresan actores sociales que alcanzan relevante y destacada figuración en la vida nacional. En efecto, ha entregado al ámbito público personeros de primera calidad.



Por todo esto, brindamos un tributo de gratitud y admiración hacia aquellas personas que, a través de estos 150 años, con brillo y compromiso, asumieron el desafío de liberar de la ignorancia a las nuevas generaciones y de formar humanidad en sus alumnos. 



Conscientes de la necesidad de transformarse al ritmo de cada época, su gestión se inspira en los más puros principios democráticos; genera en sus alumnos la conciencia del deber y la responsabilidad y los valores morales de dignidad, tolerancia, franqueza, lealtad y compañerismo, y sobre todo, proporciona la más amplia cultura, que les permite a sus educandos desenvolverse con éxito en la vida.



Personalmente, crecí y me formé en esta comunidad liceana, en el marco de una orientación laica, científico-humanista, pluralista, integradora e integral; un auténtico crisol de la sociedad chilena, donde compartí con jóvenes de toda condición social, donde lo que se ponderaba era el mérito académico y humano, no el poder adquisitivo de una familia, donde no había espacio para la segregación social ni tampoco para el individualismo, como se observa en el modelo educativo actual.



Mi familia, de condición socioeconómica limitada o de clase media, cuando llegó el momento de mi matrícula en esa entidad liceana, no se vio enfrentada al drama de definir si era capaz del copago o si se podía endeudar para educarme. Fue el Estado el que me proveyó la oportunidad de educación gratuita y de calidad. Es lo que hoy me hace sentir parte de una comunidad nacional, con compromisos y deberes, lo que genera nuestra identidad.



Recuerdo que nadie me condicionó por cuestiones sociales, ni culturales, ni económicas, ni religiosas, ni por el color de la piel. Solo se vio en mí a un hijo de la tierra chilena, que para tener movilidad social ascendente requería una educación de la mejor calidad posible, con equidad social, concebida como un bien público por el Estado. 



Muchos de mis compañeros recibieron apoyo para cuidar su salud dental; otros, luego de ser evaluados en el propio establecimiento educacional por profesionales de la salud estatal, recibieron ayuda para mejorar su visión a través de lentes. Además, éramos vacunados en nuestras propias salas de clases y, por cierto, nunca se nos cobró dinero alguno por ello. Más aún, en algunos casos justificados, mis compañeros recibieron apoyo del Estado para su alimentación.



Es cierto que hoy se ha aumentado la cobertura: más chilenas y chilenos acceden a la educación, lo que se valora. Pero, con la misma claridad, debemos decir que nada justifica que, para lograr ese objetivo, se haya deteriorado la calidad de la educación pública, que muestra graves problemas estructurales en diversas áreas. Ello ha dejado libre el espacio para la educación particular subvencionada, la que, salvo excepciones, no ha mejorado la calidad de la educación y sí ha provocado una segmentación de nuestra población a niveles que, más temprano que tarde, traerá un problema social para nuestro país.



Para la comunidad escolar del Liceo de Hombres de Valparaíso, hoy Eduardo de la Barra, siempre fue, es y espero que siga siendo un auténtico orgullo formar parte de esta institución: por la excelencia de su cuerpo docente, por el peso de la historia y la tradición liceana, por el aporte que ese establecimiento ha hecho a la historia nacional, en lo político, económico, social, deportivo y cultural. 



Esta es la educación que conocimos y vivimos, la que nos marca y nos induce a caracterizarla como un bien público, que debe ser de acceso universal, gratuita y de calidad y cuya provisión debe ser garantizada por el Estado. Esto es lo que identifico como el tercer desafío visionario en la etapa actual, en que debemos democratizar el mundo digital y en la que Chile debe adecuarse a la sociedad de la información y el conocimiento.



La obra desarrollada por la comunidad educativa del Liceo Eduardo de la Barra ha sido inmensa, y de ella dan testimonio los miles de alumnos egresados de sus aulas, cada uno de los cuales lleva, en lo más íntimo de su ser, la impronta del lema del liceo: honor, unión, deber, que su insignia azul marcó en el lado del corazón. Allí aprendimos que la educación constituye el método por excelencia de progreso personal y movilidad social.



Comunidad educativa del Liceo Eduardo de la Barra: ¡Feliz aniversario! Nuestro agradecimiento a los obreros de paz que a lo largo de todos estos años han labrado el alma y cultivado la mente de tantas generaciones, para constituirnos en mejores personas. Y deseo que el querido liceo tenga otros 150 años de compromiso con la equidad y con el resguardo de la excelencia en la educación pública.



Como manda el himno liceano:



Seguid siempre la senda trazada



que el Liceo os sabe indicar,



que en vuestra alma esté siempre grabada



la divisa: “Con honra a triunfar”. 



Saludo al Rector del liceo, Roberto Pantoja Toro, y a través de él, a toda la comunidad educativa.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Muchas gracias, señor Senador.



Tiene la palabra el Honorable señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Roberto Pantoja, Rector del Liceo Eduardo de la Barra; comunidad educativa de dicho establecimiento; ex alumnos que nos acompañan; señor Presidente; Honorable Senado; amigos:



El día 2 de junio recién pasado el emblemático liceo porteño Eduardo de la Barra tuvo el honor de celebrar sus 150 años de existencia.



El Liceo de Valparaíso, como fuera bautizado en 1862 por el entonces Presidente de la República, don José Joaquín Pérez Mascayano, fue rebautizado en 1944 con el nombre con que actualmente lo conocemos, en homenaje a su destacado rector, distinguido diplomático, ingeniero geógrafo, filósofo, crítico literario, periodista y escritor, don Eduardo de la Barra.



Es común que en ocasiones como esta se nombre a los destacados ex alumnos, pues ello constituye, al mismo tiempo, muestra, orgullo y satisfacción de los logros obtenidos como institución.



Ciertamente son muchos los nombres de importantes y destacadas personalidades que el Liceo Eduardo de la Barra -el segundo más antiguo de Chile- ha entregado a nuestra sociedad.



Del mundo de las artes y las letras, destacan el pintor Camilo Mori, el escritor Joaquín Edwards Bello y el dramaturgo Arturo Moya Grau.



En otros ámbitos, cuenta con nombres de insignes abogados, ingenieros, médicos, alcaldes, diputados, senadores, ministros de Estado, jueces y ministros de cortes. Y hago especial mención del Presidente de la República Salvador Allende Gossens, un hombre consecuente y un demócrata.



Pero este liceo, además de contar con distinguidos ex alumnos -como he dicho, son especial motivo de orgullo-, tiene un mérito muy particular y a ratos poco mencionado: ser la cuna, no solo de importantes personalidades, sino, además, de trascendentales instituciones que se desarrollaron a su amparo.



En el Liceo Eduardo de la Barra -en ese entonces llamado “Liceo de Hombres de Valparaíso”-, en la misma esquina donde se encuentra hoy (Colón con avenida Francia), a pocas cuadras de este Congreso, nació la benemérita Escuela de Derecho de Valparaíso, más tarde sede de la Universidad de Chile -hoy Universidad de Valparaíso-, con el curso fiscal de leyes iniciado el año 1911.



Además, el entonces Instituto Pedagógico de Valparaíso también tuvo el mismo origen en las aulas del liceo, ya bautizado como Eduardo de la Barra en 1948, con el propósito de fomentar el estudio del castellano y de algunas lenguas extranjeras, dando paso, algunos años más tarde -en 1955- al Pedagógico de la Universidad de Chile, hoy Universidad de Playa Ancha de Ciencias de la Educación.



Más aún, la Sociedad de Instrucción Primaria Nocturna, con que se desarrollaron las políticas sociales de alfabetización durante buena parte del siglo XX, también tuvo su origen en el Liceo de Hombres de Valparaíso, lo mismo que la Liga Protectora de Estudiantes Pobres, que dio paso al Banco de la Solidaridad Estudiantil de Valparaíso.



Pero no sólo la historia es motivo de orgullo para este noble establecimiento de educación municipal gratuita y laica, ya que el Eduardo de la Barra destaca por un alto ingreso de su estudiantado (hoy mixto) a la educación universitaria, técnica superior y en particular a la educación universitaria tradicional.



El año 2011, caracterizado, entre otras cosas, por las movilizaciones estudiantiles, que auguraban un desastroso rendimiento para los liceos movilizados, entre los que destacó el Eduardo de la Barra, este liceo obtuvo en la PSU 10 alumnos con resultados sobre 800 puntos, con un 62 por ciento de ingreso a la educación superior, solo en universidades tradicionales. Esto habla de volúmenes de la calidad del establecimiento.



Y lo más loable -distinguidos colegas y amigos- es que se trata de un liceo cuya excelencia académica no radica en la discriminación ni en el ingreso -el llamado “descreme” de la educación chilena-, como ocurre en otros establecimientos emblemáticos ni mucho menos en motivos socioeconómicos, como lo explicaba el Senador señor Cantero.



Rendir homenaje al Liceo Eduardo de la Barra es también hacerlo a la educación pública chilena, que batalla día a día para sacar adelante a sus alumnos.



El Liceo Eduardo de la Barra es el mejor y más claro ejemplo de la tremenda importancia de una buena educación pública.



Estamos hablando de una educación pública a partir de la cual se crearon universidades y se dio respuesta a la satisfacción de necesidades públicas, como fueron las campañas de alfabetización.



Estamos hablando, de Educación Pública con mayúsculas.



Por eso quiero agradecer muy particularmente al destacado ex alumno de este emblemático liceo, al Senador Carlos Cantero, Presidente de la Comisión de Educación, Ciencia y Tecnología del Senado, por haber solicitado este merecido homenaje, el cual nos permite reparar en la importancia de la educación pública gratuita y laica, que, a juzgar por su silencio, no es particularmente valorada ni por la Municipalidad de Valparaíso, de la que actualmente depende el Liceo Eduardo de la Barra, ni por el Ministerio de Educación, del cual dependió durante más de un siglo.



No hubo homenaje de parte de esas instituciones.



Pero no estamos aquí para reclamar la falta de tributos, sino, por el contrario, estamos hoy aquí rindiendo, en la persona de su rector, don Roberto Pantoja -que nos acompaña-, de la comunidad educativa y de los ex alumnos, un sentido reconocimiento al Liceo Eduardo de la Barra, con sus 150 años de existencia, que nos muestra cómo la educación pública chilena gratuita y laica ha sido capaz de formar a importantes personajes de nuestro país y, al mismo tiempo, construir nuestra más orgullosa historia institucional. 



He dicho, señor Presidente.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, en representación de las bancadas de Senadores de la Unión Demócrata Independiente y de Renovación Nacional, partido al que pertenezco, tengo el honor de rendir un homenaje al Liceo Eduardo de la Barra, con motivo de haber cumplido recientemente su sesquicentenario.



Este prestigioso establecimiento fue fundado por decreto del Presidente José Joaquín Pérez el 22 de marzo de 1862, designándosele como Liceo de Valparaíso. Fue inaugurado oficialmente el 2 de junio de ese mismo año.



En 1877 el liceo se instaló en su actual ubicación, en avenida Colon con avenida Francia, que debió ser reconstruido con posterioridad al terremoto que afectó a la ciudad en el año 1906 y tuvo una posterior refacción en 1972, con terrenos que fueron entregados en su oportunidad por el Presidente Salvador Allende.



Su primer rector fue don Joaquín Villarino. Y en el año 1877 asumió este mismo cargo el connotado ingeniero, literato, educador y también político, don Eduardo de la Barra Lastarria, quien debió salir al exilio con motivo de la Revolución de 1891, cuando el recinto fue ocupado por las tropas congresistas, opositoras al Presidente Balmaceda.



En reconocimiento a su labor, en 1929 se denomina al establecimiento con el nombre de este insigne educador.



Por sus aulas han pasado connotados ciudadanos, que han tenido destacada participación en nuestra sociedad, tanto en la política, la ciencia, las artes y la cultura. Y solo por vía ejemplar menciono al ex Presidente Salvador Allende Gossens -existe un mural que lo recuerda en el nuevo edificio del liceo, elaborado y pintado por sus propios estudiantes-; al escritor Joaquín Edwards Bello, que ha retratado en forma tan impactante la ciudad de Valparaíso; al pintor Camilo Mori, que lo ha hecho en la pintura; al médico neurocirujano Alfonso Asenjo; al dramaturgo Arturo Moya Grau; a los ex miembros de la Cámara Alta Exequiel González, Pedro Ibáñez, Luis Bossay, y al Senador señor Cantero.



No puedo dejar de mencionar al actual Diputado Víctor Torres, quien hoy día nos acompaña en la Sala.



Hace unos días, cuando hizo mucho frío, concurrimos a un acto en el cual el Liceo Eduardo de la Barra celebró un nuevo aniversario y donde destacaron diversos ex alumnos, entre ellos, el más antiguo de la institución, y renombrados abogados, ministros de corte, ex alcaldes y ex Diputados.



Por vía de ejemplo, voy a mencionar a Aldo Valle, que hoy día nos acompaña, rector de la Universidad de Valparaíso; al abogado Lautaro Ríos, y a Osvaldo Badenier, Sergio Vuskovic y Raúl Urrutia.



Su enseñanza, caracterizada por su inspiración laica, ha sobresalido por la excelencia académica de su cuerpo docente y por los valores que durante su trayectoria ha inculcado a quienes fueron sus alumnos



En su comunidad, se formó, en 1910, la segunda Brigada de Scout de Chile; y desde 1923, la Banda de Guerra, que en el mes de mayo de cada año rinde su homenaje a los héroes del Combate Naval de Iquique



Bajo su alero nacieron otras instituciones educacionales de nuestra ciudad, tales como el Instituto Superior de Comercio; la desaparecida Escuela Normal, que formaba los profesores de educación básica; el Instituto Pedagógico, que durante un tiempo funcionó en un inmueble vecino a su recinto, para posteriormente integrarse a la Universidad de Chile y que actualmente forma parte de la Universidad de Playa Ancha de Ciencias de la Educación.



Asimismo, en 1911, por decisión de las autoridades del liceo, se creó el Curso Fiscal de Leyes, pasando en 1928 a formar parte de la sede de la Universidad de Chile en Valparaíso. Posteriormente, en 1981, se integra como Escuela de Derecho a la actual Universidad de Valparaíso, escuela de la cual soy ex alumno.



En la importante labor educativa que ha desarrollado el Liceo Eduardo de la Barra le ha dado un justo reconocimiento la comunidad nacional, por lo cual sus alumnos, profesores y paradocentes deben sentirse orgullosos de formar parte de su comunidad, al igual que los que han tenido el privilegio de formarse en este establecimiento.



Su himno oficial es un reflejo de cómo deben aplicar en su vida de adultos la enseñanza recibida, y que se expresa en sus estrofas:



Vais plasmando en Chile el futuro,



con prestancia, con fe y con amor,



vais marchando con paso seguro



hacia un mundo más noble y mejor.



Seguid siempre la senda trazada



que el liceo os sabe indicar



que en vuestra alma esté siempre grabada



la divisa “Con honra a triunfar”.


El Liceo Eduardo de la Barra plasma, sin lugar a dudas, la seña, la meta de una educación pública gratuita y de calidad, no solamente destacada por la excelencia académica, como señalaba el Senador señor Lagos, con quien comparto representar a la Región de Valparaíso, sino, adicionalmente, porque ha sabido inculcar en sus ex alumnos valores que han contribuido a generar una mejor sociedad.



Solicito al señor Presidente tener a bien hacer llegar copia de esta intervención al rector del Liceo Eduardo de la Barra, profesor don Roberto Pantoja Toro, como demostración de nuestro reconocimiento por este aniversario y por la calidad de la enseñanza que entrega a sus alumnos.



He dicho, señor Presidente.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Enviaremos la comunicación solicitada en su nombre y en el de los Senadores señores Lagos y Cantero. 



Debo informar a nuestros invitados que, por primera vez, estamos haciendo uso del podio, ubicado al lado de la testera, para rendir estos homenajes y desde donde el orador podrá mirar hacia las tribunas y no solo a una parte de ellas,  como hasta ahora.



Es una muy buena inauguración.



Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, estimados colegas, autoridades del Liceo Eduardo de la Barra, hablo en nombre de mis colegas Senadores de la Democracia Cristiana y, naturalmente, en el mío propio.



Pocos establecimientos educacionales del país tienen la fortuna de celebrar 150 años de existencia, y mucho menos el honor de unir a esa longevidad un lugar tan destacado en la comunidad en la que se insertan, como es el caso del Liceo Eduardo de la Barra, de la Región de Valparaíso.



Fundado el 22 de marzo de 1862 como Liceo de Hombres de Valparaíso, durante la gestión del Presidente José Joaquín Pérez y habiendo iniciado sus clases con 150 alumnos el 2 de junio de ese mismo año, fecha que se toma en cuenta para festejar sus efemérides. 



Este establecimiento educacional ha sido protagonista de muchas de las acciones y disyuntivas que han marcado la historia de Valparaíso.



De sus aulas han salido artistas, escritores, parlamentarios, y hasta ex Presidentes de la República -así se ha señalado-, como lo fue don Salvador Allende; y aún hoy, con  sus alumnos, sigue destacando dentro de la comunidad porteña por su compromiso político, -no podía ser de otro modo- llevando el nombre de Eduardo de la Barra, una de las más destacadas figuras de la intelectualidad del siglo XIX: diplomático, geógrafo, filósofo, crítico literario, periodista y escritor, con un fuerte compromiso con el liberalismo de la época, que lo llevó de la rectoría del liceo que llevaría su nombre al exilio.



Casado con una hija de don José Victorino Lastarria, sus obras fueron publicadas  en Chile, Francia y Argentina, con un total de 478. Se abocó en lo literario al romanticismo y fue en su época uno de los mejores traductores de Edgar Allan Poe. 



Fue uno de los fundadores del Cuerpo de Bomberos de Santiago, miembro de la Real Academia Española de la Lengua y profesor en el Instituto Nacional. Asumió como rector del liceo en 1877, y cuatro años después, con motivo de la guerra civil, tuvo que dejar su cargo para partir al exilio.



El Liceo de Hombres N° 1 de Valparaíso tomó su nombre a partir de 1944. No obstante, es preciso decir que sus alumnos desde siempre han tenido una importante identificación con el ideario inconformista, intelectual y progresista que caracterizó a Eduardo de la Barra. Posiblemente gracias a ese espíritu ha tenido tanta relevancia en la vida nacional.



Por el Liceo Eduardo de la Barra han pasado muchas personas, que congeniaron perfectamente con la personalidad del hombre del que el liceo tomó su nombre. 



Entre otras, de este liceo han egresado personas como el artista plástico Camilo Mori, los escritores Joaquín Edwards Bello, Arturo Moya Grau o Carlos León; políticos como Sergio Vuskovic, Luis Bossay, Tomás de Rementería, Exequiel González, Pedro Ibáñez y nuestro querido actual colega el Senador señor Cantero. Y también honra a su liceo con su presencia el Diputado Víctor Torres. Incluyo también a distintas otras personalidades destacadas en la vida nacional, como José Yuraszeck y el obispo emérito de Temuco, Sergio Contreras.



A lo largo de su historia, el Liceo Eduardo de la Barra ha sido un actor principal de muchos hechos, como ocurrió durante la Guerra del Pacífico, cuando, además de la participación de varios alumnos como combatientes, se habilitó una de sus secciones como hospital para los heridos.



Una década después, durante la guerra civil, sus dependencias fueron ocupadas, por más de un mes, por las tropas gobiernistas, desplazadas luego por las fuerzas congresistas. Fue durante esos incidentes que su rector Eduardo de la Barra partió al exilio.



El terremoto de 1906 destruyó también al liceo, sumándose a esta tragedia el incendio en su laboratorio de química, que se tradujo a su vez en la pérdida de la biblioteca; pero apenas dos meses después se reinician las clases, y al año siguiente comienza la construcción de un nuevo edificio.



En 1929 asume como rector el profesor Emilio Muñoz Mena, quien propone bautizar el establecimiento con el nombre de ex rector Eduardo de la Barra. A lo largo de los años, se viven distintas transformaciones, como en 1972, durante el Gobierno del ex alumno Salvador Allende, cuando se inaugura una nueva sede del plantel en la actual ubicación de avenida Colón con avenida Francia. Se produce, además, el ingreso de mujeres a las salas de clases.



Hay muchas otras razones por las cuales el Liceo Eduardo de la Barra ha tomado un rol tan protagónico en la vida de la Región de Valparaíso. Muchos de sus profesores y alumnos han impulsado distintas iniciativas de orden académico que con el tiempo han abierto paso a otras instituciones.



Es así como la actual Escuela de Derecho de la Universidad de Valparaíso nació como prolongación natural de una suerte de taller de los estudiantes sobre temas jurídicos. Algo similar ocurrió con la Universidad de Playa Ancha de Ciencias de la Educación, que surgió de la Escuela Normal que se desligó del Liceo Eduardo de la Barra, convertida con posterioridad en el Instituto Pedagógico de Valparaíso, que pasó a formar parte de la Universidad de Chile, y finalmente dio origen a la UPLA.



Lo mismo ocurrió con el Instituto Superior de Comercio, desgajado en 1903 del Curso de Comercio del liceo, y que hoy es el Liceo Francisco Araya Bennett, conocido habitualmente como el “Liceo de Comercio".



Fuera del ámbito netamente académico, del Liceo Eduardo de la Barra surgieron la segunda brigada de Scouts de Chile, primera en provincias y tercera en Sudamérica y que es el único grupo en el país que sigue funcionando ininterrumpidamente desde su fundación; la Liga Protectora de Estudiantes Pobres, creada por los propios profesores; la Sociedad de Instrucción Primaria Nocturna y la Sociedad de Colonias Escolares, todas las cuales han sido relevantes en el desarrollo de la comunidad.



En todo episodio de la historia nacional reciente y en cada desafío interpuesto por el azar,  la comunidad del Liceo Eduardo de la Barra ha respondido de manera ejemplar, con un fuerte compromiso con la comunidad, lo que da cuenta de la solidez moral de la formación que ha venido entregando ya por siglo y medio.



Desde esta tribuna, saludo muy afectuosamente a su rector, don Roberto Pantoja Toro, a los representantes del cuerpo académico y a los alumnos que nos acompañan en la galería.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- También le haremos llegar su intervención al señor rector, a través del oficio respectivo.



Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, señor rector, comunidad académica y alumnos del Liceo Eduardo de la Barra:



Como se ha dicho acá, el 2 de junio se cumplieron 150 años desde la inauguración del Liceo Eduardo de la Barra en Valparaíso, originalmente llamado “Liceo de Hombres de Valparaíso”. Se trata de uno de los establecimientos educacionales más emblemáticos y prestigiosos de Chile, por su excelencia académica, por su historia y por la ilustre participación de sus estudiantes en el desarrollo de la educación pública y de la vida social, artística, cultural y política del país.



El Liceo Eduardo de la Barra está íntimamente ligado a la historia de Chile, siendo sus alumnos y la institución protagonistas de importantes hitos, como aquí se ha recordado.



En 1879, al estallar la Guerra del Pacífico, numerosos estudiantes se unen a la Marina y al Ejército, y una sección del Liceo sirvió de hospital de sangre. En 1891, durante la Guerra Civil, el establecimiento es ocupado por tropas gobiernistas desde inicios de la revolución hasta la batalla de Placilla, el 28 de agosto. El 16 de agosto de 1906 el terremoto de Valparaíso derrumba el edificio, y un incendio se desata en su laboratorio químico, ubicado al lado del recinto.



Junto con lo anterior, a lo largo del siglo XX el Liceo fue moldeando el carácter de la educación pública chilena: laica, plural, movilizadora, integradora, republicana y al servicio de la sociedad. Figuras como el pintor Camilo Mori, el dramaturgo Arturo Moya Grau, el escritor Joaquín Edwards Bello, el obispo Sergio Contreras y una larga lista de políticos, académicos y artistas pasaron y se formaron en sus aulas; por cierto, el Diputado que nos acompaña en el Hemiciclo y nuestro colega Carlos Cantero.



En este Liceo, emblema de la educación pública chilena, que toma luego el nombre de Eduardo de la Barra -en honor al destacado ex rector, ingeniero, literato, político, diplomático y educador, quien desarrolló una incansable labor-, ingresa en 1921 Salvador Allende a realizar sus estudios secundarios. Y será allí donde forjará las bases de su liderazgo, al ocupar su primer cargo de elección popular cuando fue elegido presidente del centro de alumnos.



El Liceo será determinante -me parece- en su vocación de servicio público y en su profundo sentido republicano, humanista y demócrata.



A lo largo de la vida del Presidente Allende, en su trayectoria de servicio público, la experiencia del Liceo impregnó en él una constante y distintiva preocupación por la educación pública, su extensión hacia los sectores de la sociedad y su calidad.



El primer proyecto de ley que presenta como Diputado por Valparaíso, en 1937, fue una iniciativa destinada a la alfabetización obrera y campesina, y para financiarla proponía un impuesto al hierro exportable. 



En su labor parlamentaria levantó la voz para señalar la importancia trascendente que los maestros chilenos habían tenido en el proceso de superación técnica y en el desarrollo de la educación. Presentó también el proyecto de ley que creaba la Sección Norte de la Universidad de Chile, en Antofagasta.



Ya como Primer Mandatario, tuvo especial preocupación por el Liceo. Como se ha recordado, en 1972 inauguró un nuevo edificio en los terrenos de avenida Colón esquina avenida Francia. Esto, además, trajo consigo el hito del ingreso de mujeres: un cambio histórico y una señal de futuro. De igual forma, el Presidente Allende concebía la educación de manera integradora y plural.



En 2003 se dio un nuevo hito en este histórico vínculo: la inauguración del salón “Ex alumno Salvador Allende Gossens” en el Liceo Eduardo de la Barra.



Hoy, cuando la defensa de la educación pública se halla en el corazón de las demandas sociales y en el centro del debate ciudadano, vuelven a cobrar sentido las palabras que dijera Salvador Allende en la inauguración del año escolar en 1971, en un repleto Estadio Chile, que sintetizan el sentido de la educación pública que forjó en su estadía en el Liceo. 



Él decía:



“Para nosotros, toda sociedad debe ser una escuela, y la escuela debe ser parte integrante de esa gran escuela que debe ser la sociedad, pero no la tradicional, introvertida, satisfecha de una enseñanza que puede ser bien impartida, pero que no traspasa más allá de sus muros; porque pensamos en la escuela abierta, integrada a los procesos que la inquietan, que preocupan e interesan a la comunidad. Eso es lo que anhelamos y eso es lo que saldrá del debate democrático que tendrán maestros, padres y alumnos, para hacer posible que esa reforma educacional que anhelamos sea el producto de una comunidad, comprendiendo la trascendencia que tendrá en el proceso del desarrollo de nuestra patria”.



Y continuaba:



“Pensamos que este proceso de discusión de los problemas educacionales, tal como lo hemos señalado, forma parte de una concepción amplia y auténtica de una verdadera democracia, en donde la mayoría del pueblo participe permanentemente y no sólo en forma ocasional, como ocurre hoy día, en donde el pueblo todavía es citado tan sólo para actos eleccionarios. Nosotros ya hemos roto en gran parte esto, pero reconocemos que es fundamental avanzar, avanzar mucho más, y hacer que el pueblo esté presente en la etapa de construcción y realización, en las decisiones, en la acción, en la vigilancia y en el control de las actividades productivas, educacionales y en la acción del Gobierno”.



Creo que dichas palabras, que me parecen de total actualidad, están inspiradas en su formación en el Liceo Eduardo de la Barra, y constituyen una fuente de orientación para nuestro compromiso con la educación pública, para que esta sea, en el futuro, tal como dice el lema del liceo: “Hoy mejor que ayer, mañana mejor que hoy”.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Igualmente, le enviaremos al señor rector la intervención de la Senadora señora Allende.



Muchas gracias por acompañarnos en este homenaje.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 20:22.







Manuel Ocaña Vergara,







Jefe de la Redacción

A N E X O S
SECRETARÍA DEL SENADO

ACTAS APROBADAS

LEGISLATURA NÚMERO 360

SESIÓN 30ª, ORDINARIA, EN MARTES 3 DE JULIO DE 2012


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Escalona, y, en forma accidental, del Honorable Senador señor Zaldívar.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).


Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia y de Salud, señores Cristián Larroulet y Jaime Mañalich, respectivamente.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 36 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 27ª, ordinaria, de 19 de junio; 28ª, especial, y 29ª, ordinaria, ambas del día 20 de junio, todas del año 2012, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_________

CUENTA

Mensajes


Tres de S.E. el Presidente de la República


Con el primero, hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, al proyecto de ley que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual, para los efectos a que se refiere el artículo 68 de la Constitución Política de la República (Boletín 8.387-05).


Con el mismo documento, además, retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, al despacho del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que define el descarte de especies hidrobiológicas y establece medidas de control y sanciones para quienes incurran en esta práctica en las faenas de pesca (Boletín Nº 3.777-03).


Con el segundo, retira y hace presente la urgencia calificada de “suma”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que regula las transacciones comerciales de productos agropecuarios (Boletín N° 7.484-01).


2.- Proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación Superior (Boletín Nº 8.041-04).


Asimismo, hace presente la urgencia, también en el carácter de “suma”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local (Boletín Nº 8.314-07).


2.- Proyecto de ley sobre protección de ecosistemas marinos (Boletín N° 6.485-03).


Con el último de los mensajes, hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, para la tramitación del proyecto de ley que modifica ley N° 20.422 sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, en la forma que indica (Boletín Nº 7.988-11).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


De S. E. el Presidente de la República, con el que requiere el acuerdo del Senado para designar como miembros del Consejo Consultivo Previsional, por el período que se indica, a los señores Andras Uthoff Botka y Ricardo Paredes Molina (Boletín N° S 1.493-05) (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República).


- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Siete de la Honorable Cámara de Diputados


Con el primero, comunica que Su Excelencia el Presidente de la República ha tenido a bien remitir el oficio Nº 168-360, del 21 de junio de 2012, mediante el cual solicita el envío del proyecto de ley que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual al Honorable Senado, para los efectos del artículo 68 de la Constitución Política de la República, con urgencia calificada de "discusión inmediata" (Boletín 8.387-05). 


- Pasa a la Comisión de Hacienda.


Con los seis siguientes, informa que ha prestado su aprobación, en el primer trámite constitucional, a los siguientes asuntos: 


1.- Proyecto de ley que regula las transacciones comerciales de productos agropecuarios (Boletín N° 7.484-01) (con urgencia calificada de “suma”).


- Pasa a la Comisión de Agricultura, y a la de Hacienda, en su caso.


2.- Proyecto de ley que modifica normas sobre depósito legal de creaciones audiovisuales (Boletín N° 6.274-19).


- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


3.- Proyecto de acuerdo que aprueba las enmiendas a la Constitución de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM), adoptadas mediante Resolución Número 997 (LXXVI) del Consejo de la Organización Internacional para las Migraciones, el 24 de noviembre de 1998, en Ginebra, Suiza (Boletín N° 8.237-10).


4.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo entre la República de Chile y la República de Honduras sobre Reciprocidad en el Libre Ejercicio de Actividades Remuneradas para Familiares Dependientes del Personal Diplomático, Consular, Administrativo y Técnico de Misiones Diplomáticas y Oficinas Consulares, suscrito en Santiago de Chile el 15 de noviembre de 2011 (Boletín N° 8.238-10).


- Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores.


5.- Proyecto de ley que regula el trabajo de los conductores de taxis colectivos (Boletín N° 7.934-13).


- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


6.- Proyecto de ley que regula servicios públicos de telecomunicaciones de prepago en favor de consumidores (Boletín N° 8.280-15). 


- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

De la Excelentísima Corte Suprema


Emite su parecer, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política, respecto del proyecto de ley que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo (Boletín N° 8.324-03).


- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Envía copia autorizada de la resolución recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del inciso primero del artículo 111 del Código Procesal Penal.


- Se toma conocimiento y se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Remite copia autorizada de la sentencia definitiva dictada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 2.331 del Código Civil.


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.

Del señor Contralor General de la República


Envía copia de peticiones de informe dirigidas a los señores Ministro de Desarrollo Social y Director del Fondo de Solidaridad e Inversión Social, diligencias ordenadas en el procedimiento, solicitado en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, para investigar una presentación del señor Alcalde de la Municipalidad de Retiro, que denuncia supuestos actos de proselitismo por parte de un funcionario.

Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo


Informa monto de los ingresos percibidos por el Fisco por concepto del royalty establecido en el contrato de explotación del litio suscrito con la empresa Soquimich, y el destino dado a esos recursos; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Gómez.


Comunica antecedentes, solicitados en nombre del Honorable Senador señor Sabag, sobre la cifra total de cooperativas existentes en el país, desglosadas según su área de actividad, y el número de socios de aquéllas.

Del señor Ministro de Obras Públicas


Atiende petición de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, relativa a la ejecución por la empresa “Aguas Magallanes” de un plan de control y seguimiento del funcionamiento de la red pública de recolección de aguas servidas de la ciudad de Punta Arenas, y de sus características de diseño y operación.


Contesta petición, remitida en nombre del Honorable Senador señor Frei, para incluir, en el presupuesto 2012 de la Dirección Nacional de Vialidad, recursos destinados a mantención de caminos vecinales y puentes de la comuna de Purranque.


Da respuesta a solicitudes de antecedentes, enviadas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre las materias que se enuncian a continuación:


1.- Situación hídrica de las Regiones de Tarapacá y Antofagasta, en especial, del río Loa, en lo referente a caudal, calidad de sus aguas y eventuales episodios de contaminación.


2.- Procesos de inversión de la Dirección de Obras Hidráulicas en la comuna de Talcahuano; en especial, montos contemplados para reparar el canal Ifarle y para proyectos de aguas lluvias, así como sus plazos de ejecución.


3.- Informe sobre incendio forestal ocurrido en la Ruta del Itata, el día 1 de enero de 2012, que provocó un atoche de vehículos amenazados por la acción del fuego, a lo largo de un kilómetro y medio en esa carretera.


Contesta solicitudes de información, efectuadas en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, relativas a la factibilidad de las siguientes obras:


1.- Construcción de un puente sobre el estero “Los Hualles”, sector La Tosca, Región del Maule.


2.- Pavimentación o reparación del camino al embalse Ancoa, en la comuna de Linares.

Del señor Ministro de Salud


Responde solicitudes de antecedentes, enviadas en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, relativas a los siguientes asuntos:


1.- Escasez crítica de médicos especialistas en el Servicio de Salud de Atacama.


2.- Fiscalizaciones efectuadas a la planta de la empresa Agrosúper, ubicada en Freirina, debido a la eventual expedición de malos olores.


3.- Cumplimiento por Agrosúper, en Freirina, del compromiso de sustituir las plantas de HDPE que cubren las piscinas receptoras de purines por coberturas de fibra de vidrio y razones por las que las mediciones practicadas por la Autoridad Sanitaria no consignan existencia de olores que ameriten instruir sumarios.


Contesta una petición de información, formulada en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, sobre planes o programas públicos para terminar con el microbasural y la plaga de roedores que han puesto en riesgo la salud de los vecinos de la Población Santa Olga, en la comuna de Lo Espejo.


Da respuesta a una petición, remitida en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, sobre el estado de avance del proyecto "Centro de Salud Familiar Puerto Williams", en la Isla Navarino.


Atiende solicitudes de información, cursadas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referentes a fiscalizaciones sanitarias de las siguientes situaciones:


1.- Episodio de malos olores en la comuna de Los Ángeles y sus alrededores, ocurrido el pasado 7 de marzo, atribuido a emanaciones surgidas desde una planta de la empresa Celulosa Pacífico, ubicada en la provincia de Malleco.


2.- Denuncias de vecinos de los sectores Higueras y Población Gaete, en la comuna de Talcahuano, relativas a olores nauseabundos, en el aire, el agua potable y el alcantarillado.


Da contestación a una solicitud, expedida en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, para que se informen las medidas adoptadas con el objetivo de transformar el Hospital de Diego de Almagro en un centro de mediana complejidad.


Da respuesta a un acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Honorables Senadores señores Navarro, Gómez y Quintana, relativo a la promoción de acciones por los ministerios sectoriales en el marco del “Día Mundial de la Concienciación sobre el Autismo”, establecido por Resolución N° 62/139 de la Asamblea General de la Organización de Naciones Unidas (Boletín N° S 1.452-12).

Del señor Ministro de Agricultura


Informa, en respuesta a petición dirigida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, las acciones ejecutadas por el Servicio Agrícola y Ganadero ante la denuncia de trazas de una contaminación transgénica que afecta, en países como Alemania e Italia, a los productores y exportadores de miel.


Da respuesta a una petición, remitida en nombre del Honorable Senador señor Quintana, para que se apliquen todos los instrumentos a disposición de esa Secretaría de Estado a fin de hacer frente al déficit hídrico que afecta al territorio nacional y, en particular, a la pequeña agricultura campesina de la Región de La Araucanía.

Del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo


Considera antecedentes técnicos complementarios referentes a terrenos que se individualizan, enviados en nombre del Honorable Senador señor Horvath, en la perspectiva de ampliar los planes de urbanización de la comuna de Puerto Aysén, materia considerada en la Mesa de Trabajo formada por el Movimiento Social por Aysén y el Gobierno.

Del señor Ministro (S) del Medio Ambiente


Remite copia de los informes de fiscalización realizados en la planta de tratamiento de aguas servidas de Essbío, ubicada en Hualpén, frente a los sectores poblacionales Floresta 2, Peñuelas 2 y Peñuelas 3, en respuesta a consulta enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro.

Del señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas


Atiende petición, remitida en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, tendiente a que se informe la modalidad de provisión de petróleo y otros hidrocarburos a la Armada de Chile; proveedores de esos elementos; montos involucrados en los contratos de adquisición, así como copia de éstos y de las órdenes de compra, correspondientes a los años 2010, 2011 y 2012.

Del señor Subsecretario General de la Presidencia


Informa el curso dado a peticiones de envío a tramitación legislativa de iniciativas sobre las materias que se indican a continuación:


1.- Al señor Ministro de Agricultura, la remitida en nombre de los Honorables Senadores señor Navarro, señoras Allende y Rincón y señores Gómez y Quintana, que da continuidad al aporte del Estado en materia de fomento e incentivo al establecimiento de plantaciones forestales, especialmente a las de pequeños y medianos propietarios forestales.


2.- Al señor Ministro Secretario General de Gobierno, la cursada en nombre de los Honorables Senadores señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Horvath y Muñoz Aburto, que modifica la ley N° 20.500, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública, de manera de ampliar los fines del Fondo de Fortalecimiento de las Organizaciones de Interés Público.

De la señora Subsecretaria de Turismo


Atiende petición, formulada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, con el objeto de que se le remita copia del reglamento que fija el procedimiento para otorgar concesiones turísticas en áreas silvestres protegidas del Estado.

De la señora Subsecretaria (S) de Minería


Informa haber remitido al Ministerio del Medio Ambiente las denuncias que se consignan en un informe elaborado por los regantes de la localidad de San Félix, comuna de Alto del Carmen, sobre los glaciares ubicados en las cercanías del proyecto minero Pascua Lama; materia cuya efectividad fue consultada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica.

Del señor Director del Servicio de Impuestos Internos


Contesta petición, cursada en nombre del Honorable Senador señor Horvath, tendiente a que ese servicio hacendario contemple facilidades de pago, renegociaciones o condonación de intereses que permitan el cumplimento de los compromisos tributarios a la población de la Región de Aysén.

De la señora Superintendente de Pensiones


Atiende consulta, cursada en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, relativa a la factibilidad de reemplazar las comisiones por depósito de cotizaciones que cobran las Administradoras de Fondos de Pensiones por un esquema que ligue los cobros a la rentabilidad de esos fondos.

Del señor Director Nacional de Pesca


Responde consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, relativa a la aplicación de las normas del decreto supremo N° 123, de Economía, de 3 de mayo de 2004, a naves que han realizado pesca en el océano Atlántico y se les ha prohibido la recalada en los puertos de la Región de Magallanes y Antártica Chilena.

Del señor Director del Instituto de Previsión Social


Remite información, solicitada en nombre del Honorable Senador señor García-Huidobro, en materia de solicitudes de la prestación “bono por hijo”, desglosada por regiones y con especificación de la cantidad de casos en que aquélla se ha concedido.

De la señora Secretaria Regional Ministerial de Salud, Región de Antofagasta


Toma conocimiento de petición de antecedentes, enviada en nombre del Honorable Senador señor Cantero, sobre brotes de Clostridium Difficile y Enterobacter Cloacae ocurridos en el Hospital Regional de Antofagasta, y anuncia que la Autoridad Sanitaria Regional elaborará respuesta sobre dicho particular en el más breve plazo. 

Del señor Jefe de Gabinete del Ministro del Interior y Seguridad Pública


Informa curso dado a solicitudes de información, remitidas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referente a las materias siguientes:


1.- Al señor General Director de Carabineros, para que informe respecto de la situación derivada de la ocupación permanente que personas en riesgo social o en estado de indigencia hacen del edificio Centro Mayor, en la comuna de Concepción.


2.- Al señor Subsecretario de Prevención del Delito, para que remita los antecedentes relativos a robos de dispensadores de dinero o cajeros automáticos que se señalan en la petición de Su Señoría.


3.- A la Autoridad precedentemente mentada, para que informe las asesorías externas contratadas en los años 2011 y 2012, sea con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, mediante licitación o contratación directa y adjunte copia de las respectivas bases.


Refiere haber transmitido a la señora Intendente Regional de Aysén la petición, formulada en nombre del Honorable Senador señor Horvath, de continuar la búsqueda de los funcionarios de la Dirección General de Aguas, desaparecidos a raíz del volcamiento del bote zodiac en el que viajaban por el río Huemules, en esa Región.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones en el Código Civil y en otros cuerpos legales, con el objeto de proteger la integridad del menor en caso de que sus padres vivan separados (Boletines Nºs 5.917-18 y 7.007-18, refundidos) (con urgencia calificada de “suma”).


De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que amplía el plazo del derecho a ausentarse del trabajo, para la madre, en caso de que la enfermedad sufrida por el hijo sea cáncer (Boletín N° 5.857-13).


Dos de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaídos en las siguientes iniciativas, en primer trámite constitucional:


1.- Proyecto de ley sobre descuentos en la tarifa mensual en caso de interrupción de los servicios de telecomunicaciones (Boletín N° 7.062-15).


2.- Proyecto de ley en materia de sanciones a vehículos impedidos de efectuar transporte público y de escolares (Boletín N° 7.815-15).


- Quedan para Tabla.

Moción


De los Honorables Senadores señor Gómez, señora Rincón y señor Rossi, con la que se da inicio a un proyecto de reforma constitucional que reduce en el artículo 50 de la Constitución Política de la República la edad requerida para ser elegido senador (Boletín N° 8.390-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Solicitudes de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Cantero para ausentarse del territorio nacional, a contar del día 28 de junio pasado.


Del Honorable Senador señor Navarro, para viajar fuera del país, a contar del día 1 del mes en curso. 


- Se accede a lo solicitado. 

- - -


Con posterioridad a la lectura de la Cuenta, llega a la Mesa el informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que define el descarte de especies hidrobiológicas y establece medidas de control y sanciones para quienes incurran en esta práctica en las faenas de pesca (Boletín Nº 3.777-03) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Queda para Tabla. 

- - -


Enseguida, respecto del asunto precedente, el Honorable Senador señor Horvath solicita recabar la unanimidad de la Sala para que sea incluido en la Tabla del día de hoy.


La Sala acuerda que se incorpore en el primer lugar de la Tabla de la sesión ordinaria de mañana.

- - -


Posteriormente, el Honorable Senador señor Larraín Fernández solicita se fije un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que modifica la ley N° 19.327, que contiene normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional (Boletín N° 4.864-29), proponiendo que dicho plazo se extienda hasta las 18 horas de hoy, martes 3 de julio de 2012.


Se accede y se acuerda que las indicaciones sean presentadas en la Secretaría de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -


Luego, el mismo señor Senador solicita recabar el acuerdo de la Sala para que el proyecto de ley que modifica la ley N° 17.798, de control de armas, y el Código Procesal Penal (Boletín N° 6.201-02), que se encuentra en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, sea conocido por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. Interviene, también, la Honorable Senadora señora Allende.


La Sala resuelve que, en definitiva, el citado proyecto sea considerado por la Comisión de Defensa Nacional.

- - -


Seguidamente, el Honorable Senador señor Novoa se refiere a la tramitación dada a la solicitud de Su Excelencia el Presidente de la República con la que requiere el pronunciamiento del Senado respecto del proyecto de ley que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual (Boletín 8.387-05), para los efectos del artículo 68 de la Constitución Política de la República.

- - -


A continuación, el Honorable Senador señor Tuma solicita poner en votación el proyecto de reforma constitucional que establece un principio proporcional y representativo en el sistema electoral (Boletín N° 4.061-07). Sobre este asunto, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Pizarro, Espina, Zaldívar, Rossi, Larraín Fernández, Walker (don Ignacio), Novoa, Tuma, Bianchi y Coloma.


La Sala, unánimemente, acuerda otorgarle un plazo de treinta días a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para evacuar su informe, a fin de que el proyecto sea incorporado en la Tabla de la Sala a principios del mes de agosto próximo.

- - -


Finalmente, el señor Presidente saluda a los estudiantes de las Universidades de Harvard y de Chicago, que se encuentran haciendo su práctica en nuestro país, y a los dirigentes de la Confederación Nacional de Asociaciones de Funcionarios Asistentes de la Educación, que nos acompañan en las tribunas.

_________

ACUERDOS DE COMITÉS


El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:


1) Tratar en tercer lugar del Orden del Día de hoy el proyecto de ley, signado con el número 4.- de la Tabla, esto es el que amplía el plazo que se concedió a los sostenedores de establecimientos educacionales para ajustarse a las exigencias prescritas en el literal a) del artículo 46 del decreto con fuerza de ley Nº 2, 2010, del Ministerio de Educación (Boletín N° 8.191-04).


2) Poner en segundo lugar del Tiempo de Votaciones el proyecto de acuerdo, signado con el número 19.-, esto es el que solicita a los Ministros de Hacienda y de Educación la remisión de un proyecto de ley de incentivo al retiro para los asistentes de la educación en términos iguales a los aprobados para el sector de la salud municipal (Boletín N° S 1.492-12).


3) Citar a sesión especial del Senado para abordar la situación de las Corporaciones Educacionales Municipales, facultándose a la Mesa para fijar su fecha de realización.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, iniciado en Mociones de los Honorables Senadores señores Girardi y Ruiz-Esquide y del ex Senador señor Ominami; de los Senadores señora Alvear y señor Ruiz-Esquide; del Senador señor Muñoz Aburto, y de la Senadora señora Alvear, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Sanitario en materia de regulación referente a farmacias, con segundo informe de la Comisión de Salud e informes de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y

Reglamento, y de Hacienda



El señor Presidente anuncia que corresponde continuar ocupándose de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, que tiene los Boletines Nºs 6.523-11, 6.037-11, 6.331-11 y 6.858-11, refundidos, y urgencia “suma”. 

Recuerda que está pendiente la votación separada de cada uno de los incisos del artículo 100 contenido en el numeral 1) del artículo 1º.
- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en discusión el mencionado artículo 100 y otorga la palabra al señor Ministro de Salud y a los Honorables Senadores señores Novoa, Girardi, García-Huidobro y Letelier.


Cerrado el debate y puesto en votación, en primer término, el inciso segundo del mencionado artículo, es aprobado por la unanimidad de los presentes, con las siguientes enmiendas: se suprime la última frase de la primera oración que señala: “y en ningún caso respecto de productos que, teniendo tal condición, sean destinados al uso pediátrico”; asimismo, se reemplaza en el encabezamiento de la segunda oración las expresiones “Estos últimos” por “Los medicamentos”.


Luego, el señor Presidente pone en votación el inciso sexto, que se aprueba por la unanimidad de los presentes, reemplazando la expresión “establecimientos asistenciales” por “instituciones sin fines de lucro”.


Con la misma unanimidad precedente se aprueba el resto del artículo 100 propuesto en el número 1) del artículo 1°.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Sanitario:


1) Reemplázase el Libro Cuarto por el siguiente:

“LIBRO CUARTO

DE LOS PRODUCTOS FARMACÉUTICOS, ALIMENTICIOS, COSMÉTICOS Y ARTÍCULOS DE USO MÉDICO

Título I

DE LOS PRODUCTOS FARMACÉUTICOS


Artículo 94.- Corresponderá al Ministerio de Salud velar por el acceso de la población a medicamentos o productos farmacéuticos de calidad y seguridad, lo que llevará a cabo por sí mismo, a través de sus Secretarías Regionales Ministeriales y de los organismos que se relacionan con el Presidente de la República por su intermedio.


El Ministerio de Salud aprobará un Formulario Nacional de Medicamentos que contendrá la nómina de medicamentos esenciales identificados conforme a su denominación común internacional, forma farmacéutica, dosis y uso indicado, que constituirá el arsenal farmacoterapéutico necesario para la eficiente atención de la población, considerando su condición de salud y enfermedades prevalentes y que servirá de base para determinar los petitorios mínimos con que deberán contar los establecimientos de expendio de productos farmacéuticos. Mediante resolución del Ministro de Salud se aprobarán las monografías de cada medicamento incluido en el listado.


Corresponderá a la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud velar por la adecuada disponibilidad de medicamentos en el sector y arbitrar las medidas que al respecto le indique el Ministerio.


Artículo 95.- Se entenderá por producto farmacéutico o medicamento cualquier substancia natural, biológica, sintética o las mezclas de ellas, originada mediante síntesis o procesos químicos, biológicos o biotecnológicos, que se destine a las personas con fines de prevención, diagnóstico, atenuación, tratamiento o curación de las enfermedades o sus síntomas o de regulación de sus sistemas o estados fisiológicos particulares, incluyéndose en este concepto los elementos que acompañan su presentación y que se destinan a su administración.


Queda prohibida la fabricación, importación, tenencia, distribución y transferencia, a cualquier título, de medicamentos adulterados, falsificados, alterados o contaminados. Las autoridades sanitarias señaladas en el artículo 5° que detecten la existencia de medicamentos que revistan las condiciones anotadas estarán facultadas para su inmediato decomiso, cualquiera sea el sitio o local en el que se encuentren, sin perjuicio de la instrucción del sumario sanitario pertinente y la eventual aplicación de las sanciones que de ello se deriven.


Artículo 96.- El Instituto de Salud Pública de Chile será la autoridad encargada en todo el territorio nacional del control sanitario de los productos farmacéuticos, de los establecimientos del área y de fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones que sobre esta materia se contienen en este Código y sus reglamentos.


Corresponderá asimismo a este Instituto, de oficio o a petición de parte, resolver el régimen de control sanitario que pudiere ser aplicable a determinadas substancias o productos, conforme a sus características o finalidad perseguida.


Contra las actuaciones y resoluciones que adopte el Director del Instituto en el ejercicio de sus funciones en relación con las materias a que se refiere este Código, con excepción de las sentencias recaídas en los sumarios sanitarios de su competencia, podrá interponerse recurso de reclamación ante el Ministro de Salud, dentro del plazo de cinco días contado desde la fecha de notificación de la respectiva resolución.


Mediante uno o más reglamentos, expedidos por el Presidente de la República a través del Ministerio de Salud, se determinarán las normas sanitarias que, de conformidad con las disposiciones de este Código, regulen la importación, internación, exportación, producción, elaboración, fraccionamiento, almacenamiento, tenencia, transporte, distribución a título gratuito u oneroso, expendio, farmacovigilancia, trazabilidad, publicidad, promoción o información profesional, uso médico o en investigación científica de productos farmacéuticos.


La reglamentación que se dicte al efecto contendrá, además, las normas que permitan garantizar la calidad del producto en todas las actividades señaladas precedentemente, según corresponda, sin perjuicio de la responsabilidad que en esta materia recaerá sobre la entidad pública o privada que desarrolle la actividad de que se trate, la que deberá implementar un adecuado sistema para su aseguramiento.


Los requisitos de calidad exigibles al producto estarán determinados por su registro sanitario, teniendo como referencia las farmacopeas oficialmente reconocidas en el país, mediante la correspondiente resolución ministerial.


Artículo 97.- El Instituto de Salud Pública de Chile llevará un registro de todos los productos farmacéuticos evaluados favorablemente en cuanto a su seguridad y a la calidad que deben demostrar y garantizar durante el período previsto para su uso. Ningún producto farmacéutico podrá ser distribuido en el país sin que haya sido registrado.


Los productos farmacéuticos destinados exclusivamente a la exportación se someterán al procedimiento de registro sanitario que determine el reglamento que se dicte al efecto, considerando su composición, especificaciones técnicas, rotulado y buenas prácticas de manufactura.


Corresponderá al Ministerio de Salud pronunciarse en forma previa a la cancelación o negativa de registrar un medicamento. Tratándose de la cancelación de un registro, el Instituto deberá comunicar a su titular la solicitud de informe dirigida al Ministerio de Salud. Los recursos que los interesados deduzcan no suspenderán la ejecución de la decisión que el Instituto adopte.


Artículo 98.- Los productos estupefacientes, psicotrópicos y demás substancias que produzcan efectos análogos se regirán por los reglamentos específicos que al efecto se dicten, los cuales abordarán su registro sanitario, la importación, internación, exportación, circulación, producción, elaboración, fraccionamiento, almacenamiento, tenencia, transporte, distribución a título gratuito u oneroso, expendio o venta, farmacovigilancia y trazabilidad, publicidad, promoción o información profesional, uso médico o en investigación científica y otras actuaciones que requieran resguardos especiales, todo lo cual se sujetará a los tratados y convenios internacionales suscritos y vigentes en Chile y a las disposiciones de este Código.


Cuando lo requiera la debida protección de la salud pública, por decreto fundado del Presidente de la República, expedido a través del Ministerio de Salud previo informe del Instituto de Salud Pública de Chile, podrán aplicarse todas o algunas de las normas reglamentarias señaladas en el inciso anterior a otras substancias o productos, cuyo uso o consumo indiscriminado pudiere generar un riesgo o daño al usuario.


Artículo 99.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 97, el Instituto de Salud Pública de Chile podrá autorizar provisionalmente la distribución, venta o expendio y uso de productos farmacéuticos sin previo registro, para ensayos clínicos u otro tipo de investigaciones científicas, como asimismo para usos medicinales urgentes derivados de situaciones de desabastecimiento o inaccesibilidad que puedan afectar a las personas consideradas individual o colectivamente.


Tratándose de situaciones como las descritas en el inciso anterior, relacionadas con medicamentos cuya disponibilidad sea esencial para el desarrollo de programas o planes de salud de interés público que se lleven a cabo en el Sistema Nacional de Servicios de Salud, la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud podrá solicitar ante el Instituto el registro sanitario provisional pertinente, el que no obstará a la libre comercialización del producto por parte de terceros.


Artículo 100.- La venta al público de productos farmacéuticos sólo podrá efectuarse previa presentación de la receta del profesional habilitado que los prescribe, salvo aquellos medicamentos que se autoricen para su venta directa en el respectivo registro sanitario.


La publicidad y demás actividades destinadas a dar a conocer al consumidor un producto farmacéutico sólo estarán permitidas respecto de medicamentos de venta directa. Los medicamentos deberán presentarse en envases que dificulten a los menores su ingesta no asistida y no podrán tener forma de dulces, golosinas, confites, figuras, juguetes o cualquier otra que promueva su consumo, según se determine en el respectivo reglamento. Estas actividades deberán ajustarse a los términos del respectivo registro sanitario y a lo señalado en los artículos 53 y 54 de este Código.


Lo anterior no obsta a la promoción del producto focalizada a los profesionales habilitados para su prescripción, dentro de los márgenes señalados en el respectivo registro sanitario, la que en ningún caso podrá efectuarse por medios de comunicación social dirigidos al público en general.


Queda prohibida la donación de productos farmacéuticos realizada con fines publicitarios y los incentivos económicos de cualquier índole que induzcan a los profesionales habilitados para prescribir y dispensar medicamentos o a los dependientes de los establecimientos de expendio y a cualquier otra persona que intervenga en la venta o administración de medicamentos, a privilegiar el uso de determinado producto.


Se entenderá por incentivo cualquier pago, regalo, servicio o beneficio económico entregado o realizado a las personas señaladas en el inciso anterior, por parte de laboratorios farmacéuticos, droguerías, importadores o distribuidores de medicamentos, establecimientos farmacéuticos en general o por quienes los representen.


Sin perjuicio de lo señalado en los incisos anteriores, se permitirá la donación de productos farmacéuticos a instituciones sin fines de lucro, siempre que aquéllos se encuentren comprendidos en el Formulario Nacional de Medicamentos.


Artículo 101.- La receta es el instrumento privado mediante el cual el profesional habilitado para prescribir indica a una persona identificada y previamente evaluada, el uso y las condiciones de empleo de un producto farmacéutico individualizado por su denominación común internacional, y de fantasía si así lo prescribe, pudiendo quien requiere su dispensación optar por cualquier medicamento de menor precio que contenga el principio activo, dosis y forma farmacéutica recetada. Con todo, tratándose de productos que deban demostrar su equivalencia terapéutica por resolución ministerial, la persona deberá optar por el producto prescrito o por aquellos que hayan satisfecho dicho requisito.


La prescripción indicará asimismo el período de tiempo determinado para el tratamiento total, o a repetir periódicamente, según lo indicado por el profesional que la emitió.


La receta profesional podrá ser extendida en documento gráfico o electrónico cumpliendo con los requisitos y resguardos que determine la reglamentación pertinente y será entregada a la persona que la requirió o a un tercero cuando aquella lo autorice. El reglamento establecerá al menos los elementos técnicos que impidan o dificulten la falsificación o la sustitución de la receta, tales como el uso de formularios impresos y foliados, código de barras u otros. Si es manuscrita deberá extenderse con letra imprenta legible.


La prescripción de los productos a que se refiere el artículo 98 se regirá por las regulaciones contenidas en la reglamentación específica que sea aplicable a los mismos.


La receta y su contenido, los análisis y exámenes de laboratorios clínicos y los servicios prestados relacionados con la salud serán reservados y considerados datos sensibles de conformidad a la ley, no pudiendo ser divulgados, a menos que la persona consienta expresamente en ello, sin perjuicio de las facultades que, con fines de fiscalización u otros, la ley otorga a otros organismos.


Lo dispuesto en este artículo no obsta a que las farmacias puedan dar a conocer, para fines estadísticos, las ventas de productos farmacéuticos de cualquier naturaleza, incluyendo la denominación y cantidad de ellos. En ningún caso la información que proporcionen las farmacias consignará el nombre de las personas destinatarias de las recetas, ni el de los médicos que las expidieron, ni datos que sirvan para identificarlos.


El propietario, el director técnico y el auxiliar de la farmacia en que se expenda un medicamento diferente del indicado en la receta, contraviniendo lo dispuesto en el presente artículo, serán sancionados conforme a lo dispuesto en el Libro Décimo.

Título II

DE LOS PRODUCTOS ALIMENTICIOS


Artículo 102.- Se entenderá por alimentos o productos alimenticios cualquier sustancia o mezcla de sustancias destinadas al consumo humano, incluyendo las bebidas y todos los ingredientes y aditivos de dichas sustancias.


Se considerarán alimentos especiales aquellos productos o preparados destinados al consumo humano con fines particulares de nutrición, utilizados en el tratamiento de determinadas patologías o condiciones de salud, que requieran de modalidades de administración no parenteral, tales como la vía oral u otras, y de supervigilancia especial por personal del área de la salud.


Artículo 103.- Corresponderá a la Secretaría Regional Ministerial de Salud autorizar y fiscalizar, dentro de su territorio de competencia, la instalación de los locales destinados a la producción, elaboración, envase, almacenamiento, distribución y venta de alimentos y de los mataderos y frigoríficos, públicos y particulares.


Corresponderá asimismo a dicha autoridad realizar, directamente o mediante delegación a entidades públicas o privadas idóneas o a profesionales calificados, la inspección médico-veterinaria de los animales que se beneficien y de las carnes.


Artículo 104.- Los productos alimenticios deberán responder a sus caracteres organolépticos y, en su composición química y características microbiológicas, a sus nomenclaturas y denominaciones legales y reglamentarias.


Se prohíbe la fabricación, importación, tenencia, distribución y transferencia, a cualquier título, de productos alimenticios contaminados, adulterados, falsificados o alterados.


Artículo 105.- El reglamento determinará las características que deberán reunir los alimentos o productos alimenticios destinados al consumo humano, las condiciones sanitarias a las que deberá ceñirse su producción, importación, internación, elaboración, envase, rotulación, almacenamiento, distribución y venta, las condiciones especiales de uso, si fuere del caso, las de vigilancia de los alimentos especiales y los demás requisitos sanitarios que deberán cumplir los establecimientos, medios de transporte y distribución destinados a dichos fines.

Título III

DE LOS PRODUCTOS COSMÉTICOS Y PRODUCTOS DE HIGIENE Y ODORIZACIÓN PERSONAL


Artículo 106.- Producto cosmético es cualquier preparado que se destine a ser aplicado externamente al cuerpo humano, con fines de embellecimiento, modificación de su aspecto físico o conservación de las condiciones fisicoquímicas normales de la piel y de sus anexos, que tenga solamente acción local o que de ser absorbido en el organismo carezca de efecto sistémico.


Se denominan productos de higiene personal u odoríficos, aquellos que se apliquen a la superficie del cuerpo o a la cavidad bucal, con el exclusivo objeto de procurar su aseo u odorización.


Artículo 107.- Para su distribución en el territorio nacional, todo producto cosmético deberá contar con registro sanitario otorgado por el Instituto de Salud Pública de Chile.


Artículo 108.- La internación y la producción en el país de productos de higiene y odorización personal deberán ser notificadas al Instituto para que éste ejerza sus facultades de control respecto de su composición, en cuanto al uso al que se destinan y de las instalaciones en que se producen. Asimismo, los establecimientos en que se fabrican, que estén instalados en el territorio nacional, quedan sujetos a la obligación de notificar al Instituto y sujetos a su control.


Se prohíbe la fabricación, importación, tenencia, distribución y transferencia, a cualquier título, de productos cosméticos, de higiene y odorización personal, adulterados, falsificados, alterados o contaminados.


Artículo 109.- Mediante uno o más reglamentos expedidos por el Presidente de la República a través del Ministerio de Salud, se determinarán las normas sanitarias que regulen el registro, importación, internación, exportación, producción, almacenamiento, tenencia, venta o distribución a cualquier título y la publicidad de los productos cosméticos y de higiene y odorización personal.


A los productos cosméticos que la reglamentación califique de bajo riesgo les serán aplicables las normas de notificación y vigilancia establecidas para los productos de higiene y odorización personal señalados en el artículo anterior.


Artículo 110.- Corresponderá al Instituto de Salud Pública de Chile autorizar la instalación de los laboratorios que fabriquen cosméticos y fiscalizar su funcionamiento, conforme a las disposiciones reglamentarias aludidas en el artículo anterior. 


Los laboratorios de producción cosmética deberán ser dirigidos técnicamente por un químico farmacéutico y deberán contar con un sistema de control de calidad independiente, a cargo de otro químico farmacéutico.


La elaboración de productos cosméticos destinados exclusivamente a la exportación, por cuenta propia o ajena, deberá ser realizada en laboratorios de producción cosmética autorizados y será notificada al Instituto. Dicha notificación incluirá la individualización del exportador, del fabricante y la fórmula cualitativa del producto, la cual no deberá estar compuesta por ingredientes prohibidos por la reglamentación vigente.

Título IV

DE LOS ELEMENTOS DE USO MÉDICO


Artículo 111.- Los instrumentos, aparatos, dispositivos y otros artículos o elementos destinados al diagnóstico, prevención y tratamiento de enfermedades de seres humanos, así como al reemplazo o modificación de sus anatomías y que no correspondan a las sustancias descritas en los artículos 95, inciso primero, 102 y 106 deberán cumplir con las normas y exigencias de calidad que les sean aplicables según su naturaleza, en conformidad con las siguientes disposiciones:


a) Las personas naturales o jurídicas que, a cualquier título, fabriquen, importen, comercialicen o distribuyan tales elementos deberán realizar el respectivo control y certificación de su calidad en servicios, instituciones, laboratorios o establecimientos con autorización sanitaria expresa, otorgada por el Instituto de Salud Pública de Chile, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 7º.


El reglamento deberá establecer las condiciones de equipamiento y demás recursos de que deberán disponer los establecimientos, así como también la forma en que se solicitará y otorgará esta autorización. Las entidades controladoras y certificadoras cuyas solicitudes sean denegadas o no contestadas dentro del plazo a que se refiere el inciso segundo del artículo 7º podrán reclamar ante el Ministro de Salud, de conformidad con lo establecido en el inciso tercero del artículo 96.


b) El Instituto de Salud Pública de Chile será el organismo encargado de autorizar y fiscalizar a las entidades que realicen el referido control y certificación, debiendo, a falta de organismos privados que desarrollen dichas tareas, ejecutarlas por sí mismo.


c) Los controles y pruebas de calidad que deban efectuarse en virtud de lo dispuesto en las letras anteriores se sujetarán a las especificaciones técnicas fijadas por las normas oficiales chilenas del Instituto Nacional de Normalización aprobadas por el Ministerio de Salud y, a falta de éstas, por las que apruebe el Ministerio de Salud, a proposición del mencionado Instituto y sobre la base de la información generada por organismos internacionales o entidades extranjeras especializadas.


Las personas naturales o jurídicas cuyos instrumentos, aparatos, dispositivos, artículos o elementos sean rechazados por el control de calidad de una entidad autorizada podrán reclamar ante el Director del Instituto de Salud Pública de Chile. Recibido el reclamo, se pondrá en conocimiento de la entidad que objetó la conformidad del elemento, la que deberá informar y remitir todos los antecedentes que tenga en su poder dentro del plazo de diez días hábiles contado desde la recepción de la comunicación, vencido el cual, aun sin el informe y antecedentes solicitados, el Director del Instituto podrá resolver el reclamo.


d) Por decreto fundado, expedido a través del Ministerio de Salud, se hará efectiva la aplicación de las disposiciones de este artículo a las diferentes clases o tipos de instrumentos, aparatos, dispositivos, artículos y elementos de que se trata, a proposición del Instituto de Salud Pública de Chile. El decreto indicará las especificaciones técnicas a que se sujetará el control de calidad, aprobadas con arreglo a la letra c) y las entidades que cuentan con autorización oficial para ejecutarlo o la inexistencia de interesados en obtener esta autorización.


e) Será competente para instruir el sumario sanitario y sancionar las infracciones a estas disposiciones la Secretaría Regional Ministerial de Salud en cuyo territorio se cometan.


f) Los elementos que se comercialicen o distribuyan a cualquier título sin contar con el certificado de calidad establecido en esta disposición serán decomisados, sin perjuicio de las demás medidas que pueda adoptar la autoridad sanitaria.


g) La destinación aduanera de estos elementos se sujetará a las disposiciones de la ley Nº 18.164 y su uso y disposición deberán ser autorizados por el Instituto de Salud Pública de Chile.


El costo de las certificaciones será de cargo de las personas naturales o jurídicas que las soliciten.”.


2) Sustitúyese el Libro Sexto por el siguiente:

“LIBRO SEXTO

DE LOS ESTABLECIMIENTOS DEL ÁREA DE LA SALUD

Título Preliminar


Artículo 121.- Son establecimientos del área de la salud aquellas entidades públicas o privadas que realizan o contribuyen a la ejecución de acciones de promoción, protección y recuperación de la salud y de rehabilitación de las personas enfermas.


Estos establecimientos requerirán, para su instalación, ampliación, modificación o traslado, autorización sanitaria de la Secretaría Regional Ministerial de Salud de la región en que se encuentren situados, la que se otorgará previo cumplimiento de los requisitos técnicos que determine el reglamento, sin perjuicio de las atribuciones que este Código confiere al Instituto de Salud Pública de Chile.

Título I

DE LOS ESTABLECIMIENTOS ASISTENCIALES DE SALUD


Artículo 122.- Los establecimientos asistenciales que realicen acciones de salud a las personas requerirán de autorización expresa de la Secretaría Regional Ministerial del territorio en que se encuentren situados y estarán sujetos a los requisitos de instalación, funcionamiento y dirección técnica que determine el reglamento que los regule en particular, en su condición de establecimientos de atención cerrada, generales o especializados. Dicho reglamento determinará, asimismo, los requisitos profesionales que deberá cumplir quien tenga su dirección técnica.


Artículo 123.- Requerirán asimismo autorización sanitaria los establecimientos de atención abierta o ambulatoria en los cuales se realicen procedimientos especiales para el diagnóstico o tratamiento de las enfermedades, que requieran de infraestructura e instalaciones especiales para su realización y eventualmente de sedación o anestesia local, todos los cuales deberán cumplir con los requisitos de recursos físicos, humanos y de dirección técnica que a su respecto se contemple en los reglamentos pertinentes.


Los establecimientos en que se ejerzan prácticas médicas alternativas o complementarias reguladas por decreto requerirán de autorización sanitaria, la que se otorgará de conformidad con lo establecido en dicha reglamentación.


El ejercicio de prácticas no reguladas en la forma antedicha será fiscalizado por la autoridad sanitaria y queda sujeto a las prohibiciones establecidas en los artículos 53 y 54 y en el Libro Quinto.


Artículo 124.- Los establecimientos que realicen actividades dirigidas al cuidado y embellecimiento estético corporal serán fiscalizados por la autoridad sanitaria con el objeto de que su funcionamiento se ajuste a las normas reglamentarias que al efecto se dicten. Sin perjuicio de lo anterior, aquellos establecimientos que, aun cuando anuncien o persigan una finalidad estética, utilicen instrumentos o equipos que afecten invasivamente el cuerpo humano, generen riesgo para éste, ejecuten maniobras o empleen instrumentos que penetren la piel y mucosas deberán contar con una dirección técnica a cargo de un profesional del área de la salud, además de autorización sanitaria previa a su funcionamiento.

Título II

DE LOS ESTABLECIMIENTOS DE ÓPTICA Y DE OTROS ELEMENTOS DE USO MÉDICO


Artículo 125.- Los establecimientos que fabriquen los elementos de uso médico aludidos en el artículo 111 requerirán de la autorización sanitaria de la Secretaría Regional Ministerial de Salud competente, la que se otorgará previa verificación del cumplimiento de los requisitos y condiciones relativos a su elaboración, control de calidad, distribución y venta que se determinen en los reglamentos que específicamente se dicten para cada clase o tipo, según el riesgo sanitario que involucre su uso o destino.


Corresponderá a la autoridad sanitaria fiscalizar el funcionamiento de estos establecimientos en sus áreas de fabricación, distribución y venta.


Artículo 126.- Sólo en los establecimientos de óptica podrán fabricarse lentes con fuerza dióptrica de acuerdo con las prescripciones que se ordenen en la receta correspondiente.


Los establecimientos de óptica podrán abrir locales destinados a la recepción y al despacho de recetas emitidas por profesionales en que se prescriban estos lentes, bajo la responsabilidad técnica de la óptica pertinente. En ninguno de estos establecimientos estará permitida la instalación de consultas médicas o de tecnólogos médicos.


Autorízase la fabricación, venta y entrega, sin receta, de lentes con fuerza dióptrica sólo esférica e igual en ambos ojos, sin rectificación de astigmatismo, destinados a corregir problemas de presbicia.


La venta o entrega de dichos lentes deberá acompañarse de una advertencia sobre la conveniencia de una evaluación oftalmológica que permita prevenir riesgos para la salud ocular.

Título III

DE LOS ESTABLECIMIENTOS DEL ÁREA FARMACÉUTICA


Artículo 127.- La producción de medicamentos sólo podrá efectuarse en laboratorios farmacéuticos especialmente autorizados al efecto por el Instituto de Salud Pública de Chile, entidad a la cual le corresponderá, asimismo, su fiscalización y control, todo ello conforme a las condiciones que determine el reglamento.


La dirección técnica de estos establecimientos estará a cargo de un profesional químico farmacéutico y, en el caso de la fabricación de productos farmacéuticos de origen biológico, podrá además corresponder a un ingeniero en biotecnología, un bioquímico o un médico cirujano con especialización en esa área.


Todo laboratorio de producción farmacéutica deberá contar con sistemas de control y de aseguramiento de la calidad independientes entre sí, a cargo de diferentes profesionales, los que deberán tener alguno de los títulos y especializaciones referidos precedentemente, según el caso. Estos sistemas deberán asegurar el cumplimiento de los requerimientos contemplados en las buenas prácticas de manufactura y de laboratorio que a su respecto se aprueben por resolución ministerial, según el tipo de actividad productiva que haya sido autorizada para el establecimiento.


Los laboratorios farmacéuticos que ejecuten en forma exclusiva las etapas de acondicionamiento o control de calidad darán cumplimiento a las disposiciones reglamentarias que al efecto se contemplen.


No obstante lo anterior, las farmacias podrán elaborar, sin utilizar procesos industriales, preparados farmacéuticos conforme a las indicaciones de quien prescribe o a las contenidas en las normas de elaboración aprobadas, según corresponda al tipo de preparado magistral u oficinal, en la forma y condiciones que establezca la reglamentación que al efecto se emita.


Artículo 128.- La importación, internación, almacenamiento, transporte y distribución a cualquier título de medicamentos y de materias primas necesarias para su obtención podrán realizarse por los laboratorios farmacéuticos encargados de la fabricación de los medicamentos de que se trate y por droguerías que hayan sido autorizados por el Instituto de Salud Pública de Chile, de conformidad con los requerimientos que a su respecto contenga la reglamentación respectiva, y sean dirigidos técnicamente por un químico farmacéutico.


Sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente, el almacenamiento, transporte y distribución de medicamentos podrán ser efectuados también por establecimientos de depósito autorizados por el Instituto, previo cumplimiento de los requisitos reglamentarios establecidos para ello.


La fabricación, acondicionamiento o internación de productos farmacéuticos destinados exclusivamente a la exportación, por cuenta propia o ajena, deberán ser realizadas por laboratorios o droguerías autorizados, según corresponda. Además, deberán ser notificadas al Instituto, incluyendo la individualización del exportador, del fabricante y del registro del producto.


Artículo 129.- Las farmacias y almacenes farmacéuticos podrán instalarse de manera independiente, con acceso a vías de uso público, o como un espacio circunscrito dentro de otro. Un reglamento dictado a través del Ministerio de Salud determinará los requisitos que deberán cumplir dichos establecimientos para ser autorizados por el Instituto de Salud Pública de Chile, así como la idoneidad del profesional o técnico que según cada caso ejerza su dirección técnica y el horario o turnos que deberán cumplir para asegurar una adecuada disponibilidad de medicamentos en días inhábiles y feriados legales y en horario nocturno.


Las farmacias son centros de salud, esto es, lugares en los cuales se realizan acciones sanitarias y, en tal carácter, cooperarán con el fin de garantizar el uso racional de los medicamentos en la atención de salud.


En aquellos lugares donde no existan farmacias establecidas, podrán autorizarse farmacias itinerantes, las que corresponderán a estructuras móviles que se ubicarán en lugares y horarios autorizados expresamente por la autoridad sanitaria, facilitando el acceso de la población a los medicamentos, cumpliendo en todo caso las condiciones que al efecto establezca el respectivo reglamento.


Además, en aquellos lugares en los cuales no existan establecimientos de expendio de medicamentos al público, el Ministerio de Salud arbitrará las medidas necesarias para su adecuada disponibilidad, a través de los establecimientos de salud.


Artículo 129 A.- La venta y fraccionamiento de medicamentos al público podrá efectuarse en farmacias autorizadas por el Instituto de Salud Pública de Chile, las que serán dirigidas técnicamente por un químico farmacéutico, que deberá estar presente durante todo el horario de funcionamiento del establecimiento.


Corresponderá a este profesional realizar la dispensación adecuada de los productos farmacéuticos, conforme a los términos dispuestos en la prescripción, informar y propender a su uso racional, absolviendo las consultas que le formulen los usuarios. También le corresponderá ejercer la permanente vigilancia de los aspectos técnicos sanitarios del establecimiento, sin perjuicio de la responsabilidad que le pueda caber en la operación administrativa del mismo, la que estará encomendada a su personal dependiente. En el ejercicio de su función de dispensación, este profesional deberá, además, efectuar o supervisar el fraccionamiento de envases de medicamentos para la entrega del número de dosis requerido por la persona según la prescripción del profesional competente.


Artículo 129 B.- También podrán venderse medicamentos al público en almacenes farmacéuticos, los cuales deberán ser autorizados conforme a las normas reglamentarias que se dicten al efecto, las que podrán incluir exigencias de infraestructura, procesos y calificación técnica del personal a cargo.


No obstante el funcionamiento de farmacias o almacenes farmacéuticos privados, en las comunas de menos de diez mil habitantes y en aquellas que se ubiquen a más de cien kilómetros de otro centro poblado, los establecimientos asistenciales de la localidad estarán autorizados para suministrar al público productos farmacéuticos, alimentos de uso médico y elementos de curación y primeros auxilios.


Artículo 129 C.- Los establecimientos asistenciales de atención cerrada y los de atención ambulatoria que cuenten con salas de procedimiento o pabellones de cirugía menor podrán contar con farmacia o con botiquines en los que se incluyan los medicamentos necesarios para el ejercicio de las acciones de salud que se lleven a efecto dentro del establecimiento. 


También podrán autorizarse botiquines, conforme a la reglamentación que se dicte, en otros establecimientos o lugares de trabajo, teniendo en consideración su constitución, organización, aislamiento o el desarrollo de actividades o servicios que conlleven riesgos de salud o de accidentabilidad. 


Los botiquines a que se refieren los incisos anteriores podrán ser autorizados, además, para el expendio de medicamentos.


Los establecimientos de asistencia médica abierta y cerrada que incorporen medicamentos a la prestación de salud que otorgan a sus afiliados o beneficiarios podrán disponer, por sí o por terceros, de servicios de administración, fraccionamiento y entrega de dichos elementos.


Los profesionales habilitados para prescribir medicamentos o realizar procedimientos que los incorporen podrán mantener existencia de los mismos exclusivamente para su administración o empleo en el ejercicio de su actividad, quedándoles prohibida la venta de tales productos.


Artículo 129 D.- Serán solidariamente responsables de todo daño provocado a la salud de las personas por el uso de medicamentos suministrados sin receta, debiendo serlo, el propietario y el director técnico de la farmacia y el auxiliar que haya efectuado la venta, sin perjuicio de su responsabilidad sanitaria, la que se hará efectiva de conformidad con el Libro Décimo.”.


3) Derógase el artículo 169.


4) Reemplázase el inciso segundo del artículo 174, por los siguientes incisos segundo y tercero:


“Las resoluciones que establezcan las infracciones y determinen las multas tendrán mérito ejecutivo y se harán efectivas de acuerdo con los artículos 434 y siguientes del Código de Procedimiento Civil.


Las infracciones antes señaladas podrán ser sancionadas, además, con la clausura de establecimientos, recintos, edificios, casas, locales o lugares de trabajo donde se cometiere la infracción; con la cancelación de la autorización de funcionamiento o de los permisos concedidos; con la paralización de obras o faenas; con la suspensión de la distribución y uso de los productos de que se trate, y con el retiro, decomiso, destrucción o desnaturalización de los mismos, cuando proceda.”.


Artículo 2°.- Los proveedores de productos farmacéuticos, ya sean laboratorios farmacéuticos, importadores o distribuidores, estarán obligados a publicar los precios de los productos que expenden y los descuentos por volumen que apliquen en sus ventas, indicando cada tramo de descuento. 


Además, no podrán realizar prácticas que impliquen discriminar a las farmacias o almacenes farmacéuticos en razón de su tamaño o por no pertenecer a una cadena de farmacias o a una asociación o agrupación de compra.


La infracción a este artículo será sancionada conforme al artículo 174 del Código Sanitario.


Artículo 3°.- Las farmacias y demás establecimientos autorizados para expender productos farmacéuticos al público estarán obligados a informar el precio de cada producto, de manera clara, oportuna y susceptible de comprobación, a fin de garantizar la transparencia, el acceso a la información y la veracidad de la misma.


La información deberá figurar en el envase de cada producto. Además, cada local de expendio deberá contar con una lista de precios que esté a disposición del público en forma directa y sin intervención de terceros, de manera visible, permanente y actualizada. La lista de precios podrá constar en soporte papel o electrónico y se publicará en el sitio web del establecimiento, si lo hubiere.


Un reglamento expedido a través del Ministerio de Salud establecerá la forma en que se dará cumplimiento a esta obligación e indicará qué información debe ponerse a disposición del público para cada producto farmacéutico, así como las normas y condiciones para el expendio de medicamentos de venta directa en estanterías u otros espacios de acceso directo al público.


En caso de infracción a lo dispuesto en este artículo se aplicarán las normas del Libro Décimo del Código Sanitario.


Artículo 4°.- Modifícase la letra a) del artículo 70 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979 y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, de la siguiente manera:


1) En su párrafo segundo, reemplázase el punto y coma (;) que sigue a la palabra “beneficiarios” por una coma (,), y sustitúyese el punto y coma final (;), por un punto aparte (.).


2) Agrégase el siguiente párrafo final:


“La Central estará obligada a publicar y a mantener actualizados los precios de todos los productos que provea y los descuentos que aplique en la venta por volumen;”.


Artículo 5°.- El mayor gasto que represente la aplicación de la presente ley durante el primer año de vigencia, se financiará con cargo a reasignaciones en la Partida Presupuestaria del Ministerio de Salud y, en lo que no alcanzare, con cargo a recursos de la Partida Presupuestaria Tesoro Público del año correspondiente.


Artículo transitorio.- Los empleadores que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley hubieren pactado el pago de incentivos económicos en los términos del artículo 100 del Código Sanitario, deberán, dentro del plazo de seis meses desde la entrada en vigencia de la presente ley, ajustar sus contratos de trabajo a la normativa vigente, sean éstos individuales o producto de negociaciones colectivas.


Dicho ajuste consistirá en que los porcentajes totales de los incentivos económicos señalados en el inciso anterior, deberán pagarse con cargo a otros emolumentos variables, lo que deberá reflejarse en las respectivas liquidaciones de remuneraciones.


Este ajuste no podrá significar una disminución de los porcentajes totales de las comisiones u otros emolumentos variables que conforman la remuneración del trabajador, dentro del período que media entre marzo y diciembre del año inmediatamente anterior.”.

____________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.539, permitiendo a los pensionados de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile y de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, incorporarse a Cajas de Compensación de Asignación Familiar, con segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión

Social



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 7.441-13 y urgencia “suma”.


Añade que la iniciativa fue aprobada en general en sesión de 8 de mayo de este año, y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, que deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que el numeral 1) del artículo 1°, el artículo 2° y el artículo transitorio, no fueron objeto de indicaciones o de modificaciones, por lo que conservan el mismo texto aprobado en general. Estas disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador, contando con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión y votación.

- - -



Seguidamente, y de conformidad a lo establecido en el artículo 124 del Reglamento del Senado, el señor Presidente da por aprobados los referidos preceptos, con excepción del número 1) del artículo 1° que versa sobre normas de quórum calificado.

- - -



Luego, el señor Secretario General agrega que la Comisión de Trabajo y Previsión Social efectuó una enmienda al proyecto aprobado en general, la que fue acogida por la unanimidad de sus miembros presentes.

- - -



Al efecto, subraya que dicha Comisión, en su segundo informe, propone efectuar la siguiente enmienda al proyecto de ley aprobado en general:

Artículo 1°

Numeral 2


Sustituirlo por el siguiente:


 “2. Agréganse los siguientes incisos cuarto y quinto, nuevos, pasando el actual inciso cuarto a ser sexto:


“Los créditos otorgados por las instituciones previsionales y las deudas de salud de cualquier naturaleza que los pensionados de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional y de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile posean con estas entidades y con los sistemas de salud de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública, así como las primas de seguros de vida y créditos de cualquier naturaleza otorgados por las mutuales, se descontarán en forma previa a los aportes, créditos sociales, prestaciones adicionales y complementarias de una Caja de Compensación, con un tope del 60% de la pensión líquida mensual respectiva.


Las cuotas por prestaciones de crédito social adeudadas a las Cajas de Compensación de Asignación Familiar por uno de sus afiliados que sea pensionado de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, constituirán créditos de la primera clase, en conformidad al artículo 2472 N° 6 del Código Civil, sólo en aquella parte en que no excedan del 15% de la pensión líquida mensual respectiva.”.”.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en discusión la enmienda propuesta por la Comisión y ofrece la palabra a los Honorables Senadores señor Letelier, señora Rincón y señores Sabag, Prokurica, Bianchi y Tuma.


Cerrado el debate y puestos en votación la enmienda referida y el número 1) del artículo 1°, son aprobados por 29 votos a favor, de un total de 36 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto del número 1) mencionado.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamenta su voto positivo, el Honorable Senador señor Chahuán.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


"Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 16 de la ley N° 19.539:


1. Sustitúyese, en su inciso primero, la palabra "excluidos" por "incluidos".


2. Agréganse los siguientes incisos cuarto y quinto, nuevos, pasando el actual inciso cuarto a ser sexto:


“Los créditos otorgados por las instituciones previsionales y las deudas de salud de cualquier naturaleza que los pensionados de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional y de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile posean con estas entidades y con los sistemas de salud de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública, así como las primas de seguros de vida y créditos de cualquier naturaleza otorgados por las mutuales, se descontarán en forma previa a los aportes, créditos sociales, prestaciones adicionales y complementarias de una Caja de Compensación, con un tope del 60% de la pensión líquida mensual respectiva.


Las cuotas por prestaciones de crédito social adeudadas a las Cajas de Compensación de Asignación Familiar por uno de sus afiliados que sea pensionado de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, constituirán créditos de la primera clase, en conformidad al artículo 2.472, N° 6, del Código Civil, sólo en aquella parte en que no excedan del 15% de la pensión líquida mensual respectiva.”.


Artículo 2°.- La presente ley entrará en vigencia el primer día del mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.


Artículo transitorio.- Las Cajas de Compensación de Asignación Familiar dispondrán de un plazo de 6 meses, a contar de la entrada en vigencia de la presente ley, para realizar las adecuaciones normativas que puedan requerir sus estatutos particulares para darle aplicación.".

____________

Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud del artículo 70 de la Constitución Política de la República, recaído en el proyecto de ley que amplía el plazo que se concedió a los sostenedores de establecimientos educacionales para ajustarse a las exigencias prescritas en el literal a) del artículo 46 del decreto con fuerza de ley Nº 2, 2010, del

Ministerio de Educación


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que este proyecto tiene el Boletín N° 8.191-04, y la divergencia suscitada entre ambas Cámaras deriva del rechazo de la idea de legislar por parte de la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional, por no haberse alcanzado el quórum requerido para aprobar el proyecto.


Agrega que el Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un artículo único que amplía en 24 meses, contados desde la entrada en vigencia de la ley, el plazo que se concedió a los sostenedores de los establecimientos educacionales para ajustarse a las señaladas exigencias; esto es, transformándose en personas jurídicas que tengan como objeto único la educación.


Como se indicó, en segundo trámite constitucional el proyecto fue desechado por la Cámara de Diputados por no haberse alcanzado el quórum.


Destaca que la Comisión Mixta, como forma de resolver la divergencia entre ambas Cámaras, propone la aprobación de la iniciativa de ley despachada por el Senado, habida consideración de que permitirá solucionar el problema que enfrentan los cerca de mil establecimientos educacionales que aún no han logrado adecuarse a las señaladas exigencias, en especial, que los sostenedores, en el caso de estar constituidos como personas jurídicas de derecho privado, posean como objeto social único la educación.


Manifiesta que la Comisión Mixta adoptó este acuerdo por la unanimidad de sus miembros presentes: Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Walker (don Ignacio) y Honorables Diputados señora Hoffmann y señores Becker, Rojas y Venegas.


Finalmente, señala que el artículo único del proyecto que formula la Comisión Mixta es una norma de rango orgánico constitucional.

- - -


Como ya se dijo, la Comisión Mixta, como forma de resolver las discrepancias entre ambas Corporaciones, propone la aprobación de la iniciativa de ley despachada por el Honorable Senado.

- - -


El señor Presidente pone en votación la proposición de la Comisión Mixta, que se aprueba por 24 votos a favor, de un total de 36 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

- - -


Concluida la votación, manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Pizarro. 

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“ARTÍCULO ÚNICO.- Ampliase en 24 meses, contados desde la entrada en vigencia de la presente ley, el plazo establecido en el artículo primero transitorio del DFL N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 con las normas no derogadas del DFL N° 1, de 2005.


Durante el período comprendido entre el vencimiento del plazo establecido en el artículo primero transitorio de la citada ley y los 24 meses a que se refiere el inciso anterior se mantendrá la facultad de transferir y transmitir la calidad de sostenedor en los mismos términos que establece el precitado decreto con fuerza de ley.”.

_________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Orpis y Bianchi, en primer  trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, con el fin de imponer a los establecimientos educacionales el deber de impartir cursos para prevenir el consumo de drogas prohibidas, con segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y

Tecnología


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 5.345-04.


Añade que la iniciativa fue aprobada en general en sesión del día 4 de agosto de 2010, y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, que deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que el artículo único del proyecto fue objeto de una indicación sustitutiva, la que fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, por lo que esta enmienda debe ser votada sin debate, salvo que algún Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión. 


Enfatiza que la referida enmienda recae en normas de rango orgánico constitucional.

- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, en su segundo informe, propone reemplazar el proyecto de ley aprobado en general, por el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, del año 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370, General de Educación, de la siguiente manera:


1) Agrégase al artículo 4°, los siguientes incisos undécimo y duodécimo, nuevos:


“Es deber del Estado procurar que cada establecimiento educacional cuente con una política de prevención de alcohol y drogas, la cual será construida en función de los contenidos mínimos que el Ministerio de Educación establezca, considerando la vulnerabilidad social que éstos presenten. Dicha política contemplará, a lo menos,  la forma en que el establecimiento se contactará con la red de apoyo del sistema de salud, la forma de trabajar con los apoderados los factores de riesgo para la prevención de alcohol y drogas, el tratamiento que dará a los casos en que el establecimiento tenga sospechas de que un alumno está consumiendo alcohol o drogas, la forma en que ello se determinará y, en caso de ser positivo, el tipo de rehabilitación que se exigirá. Asimismo, en dicha política se exigirá a los establecimientos una dedicación mínima de 40 horas anuales durante todo el período escolar a dicha política. 


Es deber del Estado evaluar anualmente la realidad particular de cada establecimiento frente a la percepción de riesgo del consumo del alcohol y de drogas. Para esto, se dictará un reglamento que formule el instrumento de evaluación, el que establecerá los niveles mínimos con los que deberá cumplir el establecimiento de acuerdo a su vulnerabilidad. En caso de no cumplir dichos niveles mínimos, la Superintendencia podrá aplicar algunas de las sanciones contempladas en el artículo 50.”.


2) Intercálase, en la letra f) del artículo 10, el siguiente párrafo segundo, nuevo:


“Los sostenedores deberán formular en conjunto con la comunidad escolar una política de prevención de alcohol y drogas propia, la cual deberá cumplir con los requisitos mínimos propuestos por el Ministerio de Educación en el artículo 4º. Los apoderados deberán firmar su conformidad con dicha política.”.


3) Agrégase, en el artículo 28, la siguiente letra n), nueva:


“n) Comprender los riesgos asociados al consumo de drogas y desarrollar habilidades para su prevención.”.


4) Agrégase, en el numeral 1) del artículo 29, la siguiente letra h), nueva:


“h) Comprender los riesgos asociados al consumo de drogas y desarrollar habilidades para su prevención.”.


5) Agrégase, en el numeral 1) del artículo 30, la siguiente letra g), nueva:


“g) Comprender los riesgos asociados al consumo de drogas y desarrollar habilidades para su prevención.”.


6) Agréganse los siguientes artículos transitorios, nuevos:


“Artículo 11º.- Los establecimientos escolares tendrán un plazo de 5 años para cumplir con los niveles mínimos de evaluación contemplados en el artículo 4º de esta ley.


Artículo 12º.- El reglamento a que se refiere el artículo 4º indicará el número mínimo de horas que deberán cumplir los establecimientos escolares en conformidad a su avance en la prevención de riesgos de consumo de alcohol y drogas.”.”.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en discusión en particular el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Orpis y Bianchi, señora Alvear, señores Espina, Zaldívar y García-Huidobro, señora Allende, señores Pérez Varela, Lagos, Pizarro, Sabag, Letelier, Prokurica, Larraín Fernández y Rossi, señora Pérez San Martín y señor Coloma. Interviene, también, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia.

- - -


La Sala acuerda, por la unanimidad de los presentes, enviar el proyecto a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología para un nuevo segundo informe, fijando un plazo para presentar indicaciones hasta el día 9 de julio, a las 12 horas, en la Secretaría de dicha Comisión.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto

- - -


Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día.

_________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Navarro, señoras Allende y Alvear y señores Chahuán, Girardi, Gómez, Horvath, Letelier, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma y Walker, don Patricio, con el que se solicita a los Ministros de Hacienda y de Educación la remisión de un proyecto de ley de incentivo al retiro para los asistentes de la educación en términos iguales a los aprobados para

el sector de la salud municipal


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del Boletín N° S 1.492-12.
- - -


El señor Presidente pone en votación el proyecto, que resulta aprobado por la unanimidad de los presentes.

- - -



El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO
“Considerando:

1. Que las organizaciones que integran la Mesa de reajuste de remuneraciones de los trabajadores del Sector Público, de la cual forman parte los asistentes de la educación -representados por la Confederación Nacional de Asociaciones de Funcionarios Asistentes de la Educación (CONFEMUCH)-, tras diversas reuniones, con fecha 28 de noviembre de 2011, alcanzaron un acuerdo con el Ministerio de Hacienda en materias de reajuste remuneracional y bonos, lo que permitió posteriormente formular indicaciones al proyecto de ley presentado por el Ejecutivo sobre la materia en aspectos tales como bonos y asignaciones;

2. Que el acuerdo en referencia implicó, además, resolver la incompatibilidad existente entre el denominado Bono Post Laboral contemplado en la ley N° 20.305 y los beneficios asociados al retiro, como asimismo establecer nuevos cupos para quienes quedaron rezagados de la anterior ley de incentivo al retiro y, finalmente, considerar un incentivo al retiro igualitario para los gremios que componen la mesa de diálogo;

3. Que, además, se constituyeron diversas mesas sectoriales, entre ellas, la Mesa constituida con el Servicio Civil para vigilar y aplicar el Código de Buenas Prácticas Laborales, la integrada con el Ministerio del Trabajo y Previsión Social para analizar el acoso laboral y las prácticas antisindicales, y las Mesas para abordar temas tales como la situación de los trabajadores a honorarios y la igualdad de oportunidades;

4. Que se han obtenido resultados con casi la totalidad de los once gremios, incluyendo las áreas de la salud municipal, de la salud centralizada, de los funcionarios municipales, de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, entre otras, en todas las cuales se han aprobado o están en vías de aprobación los respectivos incentivos al retiro, considerando al efecto el pago de once meses de remuneraciones más una bonificación de 395 unidades de fomento;

5. Que, sin embargo, con los asistentes de la educación aún no se ha alcanzado acuerdo alguno, aduciendo el Ejecutivo problemas de tiempo y otros inconvenientes que sólo han dilatado su concreción, en tanto que los Ministerios de Hacienda y de Educación han ofrecido montos que distan mucho de alcanzar las 395 unidades de fomento otorgadas a las otros gremios de trabajadores, incluso tratándose del mismo empleador como es el caso de las municipalidades;

6. Que actualmente, según las cifras proporcionadas por el Ministerio de Educación, cerca de 10.000 funcionarios están en edad de jubilar y desvincularse de sus funciones, muchos de los cuales ya alcanzan los 85 años de edad o padecen enfermedades irreversibles y están a la espera un retiro digno y merecido por tantos años de trabajo en la educación pública, sin olvidar a quienes fallecieron esperando un mejor pasar en los últimos años de su vida, y

7. Que el Senado, junto con realizar un homenaje a los asistentes de la educación, concordó apoyar las demandas de estos trabajadores de la educación, principalmente en un marco jurídico, regulatorio y de incentivo al retiro para quienes están en dicha condición y, asimismo, solicitar al Ejecutivo el envío de un proyecto de ley sobre esta materia, comprometiéndose a su pronta tramitación y aprobación.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que instruya a los señores Ministros de Hacienda y de Educación para la remisión de un proyecto de ley de incentivo al retiro para los asistentes de la educación en iguales términos a los aprobados para el sector de la salud municipal.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide, Pérez Varela, Pizarro, Sabag y Uriarte, con el que solicitan el envío de un proyecto de ley que otorgue a los tribunales de capital provincial la categoría de juzgados de asiento de Corte para todos los efectos

legales


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del Boletín N° S 1.467-12.

- - -


El señor Presidente pone en votación el proyecto, que resulta aprobado por 20 votos a favor.


Votan a favor, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Letelier, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

- - -



El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO
“Considerando:

1. Que desde antaño los magistrados y funcionarios judiciales de la comuna de Coquimbo han planteado la necesidad y legítima aspiración de considerar a los tribunales de esa ciudad como tribunales de cuidad de asiento de Corte de Apelaciones, para todos los efectos legales;

2. Que fundan dicho planteamiento en la conurbación existente entre las ciudades de La Serena y Coquimbo, las que, además, producto del crecimiento sostenido que han experimentado en las últimas décadas, representan la cuarta zona más poblada a nivel nacional;

3. Que dicha conurbación implica que muchas materias, como el transporte público y la seguridad ciudadana, deban ser abordadas por ambas ciudades en conjunto;

4. Que Coquimbo tiene una participación relevante e insustituible en el desarrollo de las principales actividades económicas de la región, tales como la minería, agricultura, pesca y turismo;

5. Que la exportación de la actividad agrícola de la Tercera y Cuarta Regiones tiene como puerto de embarque el de Coquimbo;

6. Que, en materia turística, la comuna de Coquimbo cuenta con el mayor litoral de playas a nivel nacional, lo que la convierte en un socio turístico de la ciudad de La Serena;

7. Que, por todo lo anterior, no habría fundamento alguno para impedir que, dentro de este conglomerado urbano constituido por las comunas de La Serena y Coquimbo, existan jueces de igual categoría, en circunstancias que los requerimientos de la ciudadanía son de similar naturaleza y magnitud;

8. Que en Coquimbo existen tres Juzgados Civiles, un Juzgado de Familia conformado por cuatro jueces y un Juzgado de Garantía con tres jueces, por lo que las materias laborales son resueltas por el Juzgado Laboral de La Serena y los Juicios Orales son celebrados ante el Tribunal Oral en lo Penal de La Serena;

9. Que, a nivel regional, Coquimbo es considerada ciudad de capital de provincia, compartiendo la misma categoría en el escalafón del Poder Judicial con las ciudades de Ovalle e Illapel, capitales de las provincias de Limarí y de Choapa, respectivamente, encontrándose concentradas por tanto las expectativas de ascenso en la carrera judicial dentro de la región, sólo en la ciudad de La Serena;

10. Que la falta de expectativas de ascenso en la carrera judicial dentro de la región ha redundado en que los cargos en los tribunales de capital de provincia, que carecen de proyección profesional, no resultan atractivos en comparación a la demanda por los juzgados con categoría de asiento de Corte generada en otras jurisdicciones, tales como las de Santiago, Valparaíso y Concepción;

11. Que la falta de arraigo de los jueces nombrados en la región ha producido diversas consecuencias, como el gran número de cargos vacantes durante períodos prolongados o la constante subrogación de jueces por parte de los secretarios de tribunales, entre otras;

12. Que lo anterior afecta la posibilidad de contar en Coquimbo con jueces que logren asimilar y adaptarse a las necesidades particulares de su jurisdicción, lo que mejoraría la calidad del servicio brindado a la comunidad;

13. Que el hecho de que Coquimbo sea considerada como ciudad asiento de Corte de Apelaciones generaría un mayor interés no sólo para permanecer en dicha ciudad, sino que también en otras capitales de provincia, tales como Illapel u Ovalle, toda vez que las posibilidades de ascenso en la carrera no se reducirían sólo a los cargos de la ciudad de La Serena, sino que también incluirían a los tribunales con asiento en Coquimbo;

14. Que la mayor estabilidad en los cargos judiciales se traduce en un menor desembolso en asignaciones de traslado y en gastos de mudanza que, en definitiva, son solventados con el erario nacional;

15. Que el control disciplinario que ejercen los jueces civiles de Coquimbo sobre las tres notarías de la ciudad se radicaría directamente en ministros de Corte de Apelaciones;

16. Que, asimismo, la creación de tribunales asiento de Corte cambiaría el sistema de ingreso de causas nuevas -que en la actualidad son ingresadas en los tribunales civiles en base a un régimen de turno semanal y a elección del usuario-, por un sistema de distribución aleatoria efectuado por la Ilustrísima Corte de Apelaciones, lo que aseguraría una distribución equilibrada del trabajo entre los tres Juzgados Civiles de Coquimbo;

17. Que con la creación de tribunales de asiento de Corte se superaría una situación de injusticia que ha afectado durante años a Coquimbo y que se traduce en el desconocimiento de algunos derechos que se otorgan a los funcionarios públicos, precisamente en razón de los criterios antedichos, como por ejemplo, la no obtención de viáticos y el hecho de que las mutaciones de cargo no sean consideradas traslado, entre otros;

18. Que cualquier política que se implemente en el sentido de reconocer en el ámbito administrativo la calidad de metrópoli a la conurbación de La Serena y Coquimbo, no será integral y quedará inconclusa si en el ámbito judicial se mantiene la diferenciación entre sus tribunales;

19. Que el texto original del artículo 31 del Código Orgánico de Tribunales consideraba a los juzgados con asiento en la comuna de Coquimbo como juzgados con competencia común, norma que posteriormente fue reemplazada por el artículo 13, N° 4, de la ley N° 20.022, que los consideró como juzgados civiles;

20. Que como precedente es posible citar el artículo 13, letras b) y f), de la ley N° 19.592, que asimiló a la categoría de asiento de Corte a los tribunales de las ciudades de Viña del Mar y Talcahuano, conurbadas respectivamente con las ciudades de Valparaíso y Concepción, y

21. Que, a mayor abundamiento, el Senado aprobó un proyecto de acuerdo mediante el cual solicita al Ejecutivo el envío a trámite legislativo de un proyecto de ley que modifique la ley N° 19.665 y el Código Orgánico de Tribunales, a fin de establecer que los Juzgados de Garantía con jurisdicción en las comunas de Talcahuano, San Pedro de la Paz y Chiguayante tienen la categoría de tribunales de ciudad de asiento de Corte de Apelaciones, para todos los efectos legales.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República enviar a trámite legislativo, con la urgencia correspondiente, un proyecto de ley que permita considerar a todos los tribunales de capitales provinciales, como por ejemplo los tribunales de la ciudad de Coquimbo, como juzgados de ciudad de asiento de Corte de Apelaciones, para todos los efectos legales.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Chahuán y Sabag, con el que se solicita a S. E. el Presidente de la República la adhesión de Chile a la Convención Europea sobre violencia y desórdenes causados por los espectadores durante los espectáculos deportivos,

especialmente en los partidos de fútbol


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del Boletín N° S 1.470-12.

- - -


El señor Presidente pone en votación el proyecto, que resulta aprobado por 15 votos a favor y una abstención.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Chahuán, Escalona, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Orpis, Prokurica, Quintana, Sabag, Uriarte y Walker (don Ignacio).


Se abstiene, el Honorable Senador señor Pizarro.

- - -



El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO
“Considerando:

1. Que el 19 de agosto de 1985 se firmó en Estrasburgo, República de Francia, el “Convenio europeo sobre la violencia e irrupciones de espectadores con motivo de manifestaciones deportivas y especialmente de partidos de fútbol”, acuerdo multilateral que fue suscrito por los Estados miembros del Consejo de Europa y Estados Parte del Convenio Cultural Europeo;

2. Que dicho instrumento contempla numerosas disposiciones que tienen por objetivo la adopción de resguardos normativos que permitan prevenir y controlar la violencia y los desórdenes por parte de los espectadores en los espectáculos deportivos, en especial los partidos de fútbol, las cuales obligan a los países signatarios a establecer normas para evitar que los aficionados de equipos rivales se junten en un mismo sector de los recintos deportivos y se produzcan actos de violencia;

3. Que, asimismo, esta Convención contiene diversas normas destinadas a establecer una cooperación internacional entre los países signatarios, las cuales deben ser aplicadas específicamente cuando se realizan torneos internacionales, incluyéndose una regulación para obtener la extradición de personas responsables de cometer actos violentos en los espectáculos deportivos;

4. Que el artículo 14 de la citada Convención permite a países que no forman parte del Consejo de Europa adherir a dicho acuerdo, previa aprobación de sus miembros, adoptada por mayoría;

5. Que algunos países que no forman parte de la comunidad europea han adherido a esta Convención, entre ellos, Argentina, y

6. Que, si bien Chile cuenta con una normativa para prevenir y sancionar los hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional, contenida en la ley N° 19.327 y sus modificaciones posteriores, resulta necesario adherir a la Convención ya mencionada por cuanto contiene normas adecuadas para dicho propósito, especialmente cuando se trata de torneos internacionales que se desarrollan en los estadios del país.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República se sirva adoptar las medidas pertinentes a fin de que Chile adhiera al “Convenio europeo sobre la violencia e irrupciones de espectadores con motivo de manifestaciones deportivas y especialmente de partidos de fútbol”, suscrito en Estrasburgo, República de Francia, el 19 de agosto de 1985.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Cantero, señoras Allende y Pérez San Martín y señores Bianchi, Escalona, García, García-Huidobro, Girardi, Letelier, Navarro, Orpis, Pizarro, Quintana y Sabag, en apoyo a la creación de

un Tratado de Comercio de Armas eficaz


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del Boletín N° S 1.471-12.

- - -


El señor Presidente pone en votación el proyecto, que resulta aprobado por 15 votos a favor.


Votan favorablemente, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Chahuán, Coloma, Escalona, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Pizarro, Quintana, Sabag, Tuma, Uriarte y Walker (don Ignacio).

- - -



El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO
“Considerando:

1. Que la comunidad internacional se encuentra en un punto decisivo en la negociación de un Tratado de Comercio de Armas, proceso que los miembros del Parlamento chileno, elegidos democráticamente, apoyan firmemente ya que dicha convención debería transformarse en un instrumento legalmente vinculante para abordar de manera efectiva las consecuencias devastadoras de la violencia armada y el conflicto a nivel global;

2. Que el comercio internacional de armas, cuando es llevado a cabo de manera irresponsable o desviado al mercado negro, contribuye al conflicto y la violencia armada, y conduce a graves infracciones de las normas internacionales sobre derechos humanos, al desplazamiento interno y fronterizo, al terrorismo, al crimen organizado y al crimen común, como, asimismo, al comercio ilícito de estupefacientes. Esto permite, además, la violencia de género en contra de las mujeres, quienes sufren consecuencias indirectas y a largo plazo de la ya mencionada violencia armada;

3. Que, a mayor abundamiento, estos factores socavan la paz y los procesos de construcción de la misma, y afectan la seguridad humana, la reducción de la pobreza y el desarrollo socioeconómico sustentable;

4. Que el Tratado de Comercio de Armas (TCA) impediría que las transferencias de armas o municiones -incluyendo todo tipo de armas convencionales y equipos relacionados- sean autorizadas si existe riesgo de que ellas se utilizarán para cometer o facilitar la comisión de violaciones a las normas internacionales sobre derechos humanos, y

5. Que existe la convicción de que los legisladores tienen una responsabilidad central en hacer de este Tratado algo real y valioso para todos, cumpliendo en este orden un rol de defensores de las personas desprotegidas que deben convivir con los males que genera este mercado y, asimismo, de promotores de esta iniciativa y de su ratificación. En tal sentido, la actuación de los legisladores debe orientarse a la presentación de iniciativas legales que permitan implementar el TCA, incorporando sus normas a la legislación vigente. De igual modo, les es dable actuar como guardianes de la confianza de la población a través de la supervisión del respeto de sus derechos y, finalmente, como individuos que deben velar por el prójimo, evitando que la vida de las personas sea destruida o dañada.


El Senado acuerda:


1) Expresar su apoyo a la suscripción de un Tratado de Comercio de Armas que prevenga a nivel internacional el comercio ilícito e irresponsable de armas. 


2) Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República se sirva adoptar las medidas pertinentes a fin de que Chile asuma un compromiso en esta materia, estructurando o mejorando los caminos políticos y administrativos que permitan materializar dicho propósito.”.

_________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores García-Huidobro, Navarro, Prokurica y Uriarte, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 31ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 4 DE JULIO DE 2012


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Escalona.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Concurren, asimismo, los Ministros del Interior y Seguridad Pública y de Obras Públicas, señores Rodrigo Hinzpeter y Laurence Golborne, respectivamente. Asisten, además, el Tesorero General de la República y el Director del Servicio de Impuestos Internos, señores Sergio Frías y Julio Pereira, respectivamente. 


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________


Se deja constancia de que se cuenta con 36 Senadores en ejercicio.

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 27ª, ordinaria, de 19 de junio; 28ª, especial, y 29ª, ordinaria, ambas del día 20 de junio, todas del año 2012, respectivamente, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Mensajes



Cinco de S. E. el Presidente de la República



Con los cuatro primeros, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, para el despacho de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que aumenta las sanciones a responsables de incendios forestales (Boletín Nº 8.155-01).



2.- Proyecto de ley que regula el contrato de seguro (Boletín N° 5.185-03).



3.- Proyecto de ley que regula la venta y arriendo de video juegos excesivamente violentos a menores de 18 años y exige control parental a consolas (Boletín N° 5.579-03).



4.- Proyecto de ley que otorga beneficios a los deudores del crédito con garantía estatal y modifica la ley N° 20.027 (Boletín Nº 7.898-04).



5.- Proyecto de ley que aumenta las subvenciones del Estado a los establecimientos educacionales (Boletín Nº 8.070-04).



6.- Proyecto de ley que modifica la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales, contenida en el artículo 8° de la ley N° 18.985 (Boletín Nº 7.761-24).



7.- Proyecto de ley que establece el Sistema de Elecciones Primarias para la nominación de candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes (Boletín N° 7.911-06).



8.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.327, que contiene normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional (Boletín N° 4.864-29).



9.- Proyecto de ley relativo a las federaciones deportivas nacionales (Boletín N° 6.965-07).



10.- Proyecto de ley que modifica diversos artículos de la ley    N° 19.327, de Violencia en los Estadios (Boletín N° 5.877-07 refundido con los Boletines N°s 6.205-25, 7.251-07, 7.509-07, 7.718-25, 7.600-25, 7.721-25, 6.055-25, 6.175-25, 6.210-25, 7.229-07, 7.603-25 y 7.741-25).



11.- Proyecto de ley que introduce modificaciones al marco normativo que rige las aguas en materia de fiscalización y sanciones (Boletín Nº 8.149-09).



12.- Proyecto de ley que faculta a los directorios de las comunidades de aguas y de las juntas de vigilancia para representar a los interesados en los procedimientos de perfeccionamiento de títulos de derecho de aprovechamiento de aguas (Boletín Nº 8.150-09). 



13.- Proyecto de ley sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos (Boletín N° 6.499-11).



14.- Proyecto de ley que adecua el decreto con fuerza de ley     N° 1, de Salud, de 2005, a la ley N° 20.575 que establece el principio de finalidad en el tratamiento de datos personales (Boletín 8.222-11).



15.- Proyecto de ley que crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones (Boletín N° 7.829-13).



16.- Proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín N° 6.190-19).



Con el último, retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple” para la tramitación de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley respecto de comunicación de órdenes de apremio en juicios de alimentos (Boletín N° 7.765-07).



2.- Proyecto de ley que crea un Consejo Parlamentario de Futuro en Ciencia y Tecnología (Boletín N° 7.906-07).



3.- Proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (Boletín Nº 8.207-07).



4.- Proyecto de ley que crea y destina recursos para el Fondo de Desarrollo del Norte y de las Comunas Mineras de Chile (Boletín N° 8.272-08).



Asimismo, con este documento se hace presente la urgencia, también, en el carácter de “simple”, para la tramitación del proyecto de ley que modifica la ley N° 19.419, en materia de ambientes libres de humo de tabaco (Boletín Nº 7.914-11).



- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficio



De S. E. el Presidente de la República, con el que comunica su ausencia del territorio nacional, el día 29 del mes pasado, en razón de la reunión urgente de UNASUR, realizada en la ciudad de Mendoza, República Argentina.



Informa, además, de la subrogación durante su ausencia, con el título de Vicepresidente de la República, del señor Ministro titular de la Cartera de Interior y Seguridad Pública, don Rodrigo Hinzpeter Kirberg.



- Se toma conocimiento.

Informe



De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.556 con el objeto de excluir a las víctimas de desaparición forzada del Registro Electoral (Boletín N° 8.321-07).



- Queda para Tabla.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide, Chahuán, García Huidobro, Girardi y Uriarte, con la que se inicia un proyecto de ley sobre modificaciones al régimen de prestaciones de salud para la incorporación de las atenciones odontológicas a la modalidad de libre elección del Fondo Nacional de Salud y al Sistema Isapre.



- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo dispone el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Proyecto de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Horvath, Bianchi y Prokurica, para requerir a S. E. el Presidente de la República la presentación de un proyecto de ley que extienda el beneficio de asignación de zonas extremas a los trabajadores de jardines infantiles municipales y homologue sus condiciones laborales con las del personal de la Junta Nacional de Jardines Infantiles e instituciones de actividad similar (Boletín N° S 1.494-12).



- Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias y prevenciones de los Honorables Senadores respecto de los asuntos tratados en esta sesión, así como las expresiones emitidas por otras autoridades, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Conocer los alcances financieros y razones que ha tenido a la vista el Servicio de Impuestos Internos para condonar una deuda por un monto de 59 mil millones de pesos, una cifra cercana a los 100

millones de dólares, a la empresa Johnson's



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General informa que se ha citado a esta sesión especial a solicitud de los Comités Partido Socialista, Partido por la Democracia, Partido Radical Social Demócrata, Partido Movimiento Amplio Social MAS e Independientes.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente se refiere a los tiempos de que dispondrá cada Comité para hacer uso de la palabra, a saber: 



Partido Demócrata Cristiano, 18 minutos; Partido Renovación Nacional, 16; Partido Unión Demócrata Independiente, 16; Partido Socialista, 10,5; Partido por la Democracia, 8,5; Independientes, 4,5; Partido Radical Social Demócrata, 2,5, y Partido Movimiento Amplio Social MAS, 2,5. Los representantes del Ejecutivo dispondrán de 30 minutos.

- - -



A continuación, y en lo relativo a la materia objeto de la sesión, el señor Presidente otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Tuma, Zaldívar, Lagos y Novoa; al señor Director del Servicio de Impuestos Internos, y a los Honorables Senadores señores Letelier y Larraín Fernández, señora Allende y señores Larraín Peña, Gómez y García.

- - -



Luego, el señor Presidente pide el acuerdo de la Sala a fin de prorrogar la sesión por diez minutos. Así se acuerda.

- - -



Enseguida, interviene el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, quien, durante su alocución, solicita el envío de un oficio, en su nombre, al señor Director del Servicio de Impuestos Internos.



Se accede.

- - -



Finalmente, el señor Presidente anuncia que, habiéndose cumplido el objetivo de la sesión, ésta se levanta.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 32ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 4 DE JULIO DE 2012


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Escalona, y, en forma accidental, del Honorable Senador señor Zaldívar.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).


Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda, Secretario General de la Presidencia y Directora del Servicio Nacional de la Mujer, señores Felipe Larraín y Cristián Larroulet y señora Carolina Schmidt, respectivamente. Asiste, también, el Subsecretario General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 36 Senadores en ejercicio.

- - -

CUENTA

Mensaje


De S. E. el Presidente de la República, con el que hace presente la urgencia, calificada de “suma”, al proyecto de ley que modifica la regulación de las áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos y franquea la inscripción en el Registro Artesanal de los recursos que indica (Boletín Nº 8.389-03).


- Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Moción


De los Honorables Senadores señores Horvath, Bianchi, García-Huidobro, Prokurica y Sabag, con la que dan inicio a un proyecto de ley que garantiza el acceso de personas con discapacidad o con capacidades diferentes a espectáculos deportivos, culturales y reuniones que contemplen la participación ciudadana formal (Boletín N° 8.422-11). 


- Pasa a la Comisión de Salud.

Proyecto de acuerdo


De los Honorables Senadores señor Prokurica, señora Allende y señores Gómez y Orpis, para requerir a S. E. el Presidente de la República la eliminación del arancel aduanero a la importación de crudos (Boletín N° S 1.495-12).


- Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

- - -


Con posterioridad a la lectura de la Cuenta, llega a la Mesa un Certificado de la Comisión de Hacienda, recaído en el oficio de la Cámara de Diputados con el que comunica que S. E. el Presidente de la República solicitó el envío del proyecto de ley que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual al Honorable Senado, para los efectos del artículo 68 de la Constitución Política de la República, con urgencia calificada de "discusión inmediata" (Boletín 8.387-05).


- Queda para la Tabla de esta sesión.

- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor Uriarte solicita recabar el asentimiento de la Sala para que la Comisión de Salud pueda sesionar paralelamente.


Así se acuerda.

- - -


Luego, el señor Presidente señala que se le ha pedido obtener la autorización de la Sala para el ingreso del señor Subsecretario General de la Presidencia.


Se accede a lo solicitado.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que define el descarte de especies hidrobiológicas y establece medidas de control y sanciones para quienes incurran en esta práctica en las faenas de pesca, con informe de la Comisión de Intereses

Marítimos, Pesca y Acuicultura



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que tiene el Boletín N° 3.777-03 y urgencia de “discusión inmediata”.



Recuerda que el proyecto inició su tramitación en el Senado y, en el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados efectuó diversas enmiendas a su texto.



Agrega que la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura de nuestra Corporación, por la unanimidad de sus miembros presentes, aprobó las enmiendas efectuadas por la Cámara de Diputados, con excepción de las que se señalará posteriormente.

- - -


Cabe subrayar que la Honorable Cámara de Diputados dio su aprobación al proyecto de ley en debate, con las siguientes enmiendas:

AL ARTÍCULO 1°

Numeral 1.

Letra nueva:


Ha intercalado la siguiente letra b), nueva:


"b) Agrégase el siguiente número 21 bis):


"21 bis) Pesca incidental: aquella conformada por especies que no son parte de la fauna acompañante y que está constituida por reptiles marinos, aves marinas y mamíferos marinos.”.”.

Letra b), que ha pasado a ser c).

Número 26 bis) propuesto:

Inciso segundo:


Lo ha eliminado


Inciso tercero, lo ha sustituido por el siguiente:


"La destrucción, sustracción o revelación indebida de los datos recopilados por parte del observador científico constituirá infracción grave al principio de probidad o incumplimiento grave del convenio de administración, según corresponda.".

Inciso cuarto:


Pasa a ser inciso segundo, agregando a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración: "En relación a los Tratados Internacionales Pesqueros de los cuales Chile sea parte, la información del área regulada por ellos que corresponda a Alta Mar se entregará de conformidad con las disposiciones del respectivo instrumento internacional.".

Inciso quinto:


Pasa a ser inciso cuarto.

Numeral 2.

Artículo 7° A.-

Inciso primero:


- Ha agregado a continuación de la expresión "del descarte", la primera vez que aparece, la frase "y de la captura de la fauna acompañante y de la pesca incidental"; y ha intercalado entre las expresiones "del descarte,", la  segunda vez que aparece, y ", la determinación", la siguiente: "de la fauna acompañante y de la pesca incidental".


- Ha sustituido la siguiente oración final, a continuación del segundo punto seguido (.):  "Tratándose de pesquerías con participación de la flota industrial, el programa deberá considerar, a lo menos, la información biológica-pesquera recopilada por los observadores científicos designados por la Subsecretaría de Pesca en conformidad con el artículo 19 de la ley               Nº 19.713.", por la siguiente: "El programa deberá considerar, a lo menos, la información biológica pesquera recopilada por los observadores científicos designados por la Subsecretaría de Pesca de conformidad con el Título VIII.".

Inciso segundo:


Ha agregado, a continuación de la expresión "del descarte", la siguiente frase: "y de la captura de la fauna acompañante y de la pesca incidental".

Inciso tercero:


Lo ha suprimido.

Inciso cuarto, que ha pasado a ser tercero:


- Ha sustituido su encabezamiento por el siguiente: "En el plazo máximo de tres años de ejecución del programa de investigación, la Subsecretaría de Pesca establecerá un plan de reducción del descarte y de la captura de la fauna acompañante y de la pesca incidental, el que deberá contener, a lo menos, los siguientes elementos:".


- Letra a): ha agregado a continuación del vocablo "descarte" la siguiente frase: "y la captura de la fauna acompañante y de la pesca incidental".


- Letra c): ha agregado a continuación del vocablo "descarte" la siguiente frase: "y la captura de la fauna acompañante y de la pesca incidental".

Inciso quinto, que ha pasado a ser cuarto:


Ha agregado a continuación del vocablo "descarte" la frase "y la captura de la fauna acompañante y de la pesca incidental".

Inciso sexto, ha pasado a ser quinto.

Artículo 7° B.-


Lo ha sustituido por el siguiente:


"Artículo 7° B.- El descarte de individuos de una especie objetivo, cualquiera sea su régimen de acceso, y su fauna acompañante, no podrá realizarse, salvo que se cumplan los siguientes requisitos:


a) Que se hayan recopilado antecedentes técnicos suficientes del descarte, de acuerdo a un programa de investigación ejecutado de conformidad con lo dispuesto en el artículo anterior.


b) Que se mantenga en ejecución el programa de investigación señalado en la letra anterior.


c) Que se haya fijado una cuota global anual de captura para la especie objetivo.


d) Que en el proceso de establecimiento de la cuota global anual de captura se haya considerado el descarte.


e) Que la especie objetivo y su fauna acompañante se encuentren sometidas a un plan de reducción a que se refiere el artículo anterior.


f) Que el descarte no afecte la conservación de la especie objetivo.


La Subsecretaría de Pesca establecerá anualmente, mediante resolución fundada, y previo informe técnico, la nómina de las especies objetivo y su fauna acompañante que cumplan con los requisitos antes señalados.".

Artículo 7° C.-

Inciso primero:


Ha agregado, a continuación de la expresión "aves marinas", la siguiente frase ", salvo que se encuentren severamente dañados o heridos".

Numeral 3.


Ha sustituido el artículo 63 A.- propuesto, por el siguiente artículo 63 ter.-:


“Artículo 63 ter.- Los armadores pesqueros industriales o artesanales deberán informar, en los términos establecidos en los artículos anteriores, el descarte de especies sometido a las disposiciones del Párrafo 1º bis del Título II de esta ley.”.

Numeral 4.

Artículo 64 E.-

Inciso primero:


Ha reemplazado la frase "y los armadores artesanales respecto de sus naves que tengan una eslora igual o superior a 15 metros," por "y los armadores artesanales respecto de sus embarcaciones que tengan una eslora igual o superior a 15 metros,".

Numeral 5., nuevo


Ha incorporado el siguiente numeral nuevo:


"5. Agrégase el siguiente Título VIII:

“TÍTULO VIII

DE LOS OBSERVADORES CIENTÍFICOS


Artículo 103.- Los observadores científicos tendrán como únicas funciones, las de recopilar, registrar y dar cuenta de los datos e información biológico-pesquera de las operaciones de pesca industrial y artesanal, puntos de desembarque y/o procesamiento de recursos pesqueros. Su labor no será de fiscalización.


Los observadores científicos deberán acreditar conocimientos y aptitudes para llevar a cabo tareas científicas básicas y podrán ser profesionales o técnicos ligados a las ciencias marinas, pesqueras o acuícolas, de universidades e institutos profesionales acreditados.


Artículo 104.- El reglamento establecerá un procedimiento de coordinación de embarque, el que deberá contemplar un plazo mínimo de 10 días para informar de la designación de observadores científicos a los armadores  respectivos.


La Autoridad Marítima no otorgará la autorización de zarpe a las naves o embarcaciones que, habiéndoles sido designado un observador, no esté incluido en la dotación a bordo.


Los armadores deberán asegurarse que los capitanes o patrones de sus naves o embarcaciones brinden a los observadores una amplia cooperación, de manera que éstos puedan llevar a cabo las tareas de recopilación de datos. El cumplimiento de esta obligación incluye brindar las facilidades adecuadas de alojamiento y alimentación a los observadores.


Artículo 105.- La información proveniente de los datos recopilados por los observadores científicos será pública en los términos de la ley N° 20.285.


La información recopilada por los observadores científicos en el marco del programa de investigación, previamente codificados los nombres de naves y armadores, será pública pudiendo requerirla cualquier institución de investigación, académica u organización no gubernamental, para efectos de su evaluación y propuestas al plan de reducción de la pesca incidental y el descarte.


La información recopilada por los observadores será administrada por la Subsecretaría y utilizada exclusivamente para fines científicos, de conservación y administración pesquera.


Artículo 106.- La Subsecretaría de Pesca podrá encomendar a una o más instituciones la administración del sistema de observadores científicos.


Para tales efectos, la Subsecretaría suscribirá un convenio de administración y operación por el cual encargará a una o más instituciones la administración del sistema de observadores científicos.


El convenio será aprobado por resolución y deberá suscribirse con personas jurídicas, públicas o privadas, las que deberán tener por objeto social o giro la investigación en el ámbito de las ciencias del mar y contar con experiencia en la recopilación y procesamiento de datos e información biológico-pesquera a bordo de naves y en plantas.


El reglamento establecerá los requisitos y obligaciones que deberá cumplir el administrador del sistema.”.”.

Numeral 5.


Ha pasado a ser numeral 6.

Numeral 6.


Ha pasado a ser numeral 7., con la siguiente enmienda:

Artículo 111 B.-

Inciso primero:


Ha reemplazado su frase final “multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales.” por “multa de 20 a 300 unidades tributarias mensuales.”.

Numeral 7.


Ha pasado a ser numeral 8., sustituyéndose los vocablos "artículo 63 A" por "artículo 63 ter", las dos veces que aparece.

Numeral 8.


Ha pasado a ser numeral 9, sustituyéndose la denominación de la disposición propuesta "Artículo 113 bis" por "Artículo 113 B".

Numeral 10., nuevo


Ha agregado el siguiente numeral 10.:


"10. Agrégase el siguiente artículo 121 ter, nuevo:


“Artículo 121 ter.- El que obstaculice el ejercicio de las funciones del observador científico a bordo de las naves o en las plantas de proceso será sancionado con multa de 3 a 300 unidades tributarias mensuales.


En las mismas sanciones incurrirán los armadores pesqueros y los gerentes o administradores de las plantas de proceso por el incumplimiento de cualquiera de las obligaciones señaladas en los artículos precedentes o en el reglamento respectivo.”.”.

- - -


Como se dijo, la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura propone la aprobación de las enmiendas incorporadas por la Honorable Cámara de Diputados al proyecto de ley, con excepción de las siguientes que sugiere rechazar:

ARTÍCULO 1°

Numeral 2.

Artículo 7° A.-

Inciso primero.


Rechazar las frases “y de la captura de la fauna acompañante y de la pesca incidental” y “de la fauna acompañante y de la pesca incidental”.

Inciso segundo.


Rechazar la frase “y de la captura de la fauna acompañante y de la pesca incidental”.

Inciso cuarto, que ha pasado a ser tercero.


Rechazar en su encabezamiento la frase “y de la captura de la fauna acompañante y de la pesca incidental”.

Letras a) y c)


Rechazar las frases “y la captura de la fauna acompañante y de la pesca incidental”, que aparece en cada una de dichas letras.

Inciso quinto, que ha pasado a ser cuarto.


Rechazar la frase: “y la captura de la fauna acompañante y de la pesca incidental”.

Artículo 7° C.-

Inciso primero.


Rechazar la proposición que reza: “salvo que se encuentren severamente dañados o heridos” y la coma (,) que la antecede.

Numeral 5., nuevo.

Artículo 104.-


Rechazar su inciso tercero.

- - -



Puesto en discusión el informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, el señor Presidente otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Horvath, Rossi y Larraín Peña.



Cerrado el debate y puesto en votación el informe referido, es aprobado por 22 votos a favor y un pareo.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Tuma y Uriarte.



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Kuschel.

- - -



A continuación, el señor Presidente señala que, en atención a lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, corresponde la formación de una Comisión Mixta que proponga la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, para lo cual propone que la integren, de conformidad a lo establecido en el artículo 46 del Reglamento del Senado, los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



Así se acuerda.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones en el Código Civil y en otros cuerpos legales, con el objeto de proteger la integridad del menor en caso de que sus padres vivan separados, con informe de la Comisión de

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene los Boletines Nºs 5.917-18 y 7.007-18, refundidos, y urgencia “suma”.


Añade que el objetivo principal del proyecto es consagrar, en el caso de separación de los padres, el principio de la corresponsabilidad parental en el cuidado de los hijos, distribuyendo entre ambos progenitores equitativamente los derechos y deberes que tienen respecto de los hijos.


Destaca, finalmente, que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín Fernández, Larraín Peña y Walker (don Patricio).

- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Larraín Fernández, Letelier y Lagos, a la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer y a los Honorables Senadores señora Alvear, señores Tuma y Walker (don Patricio), señora Allende y señores Rossi y Sabag.


Cerrado el debate y puesto en votación en general, es aprobado por 29 votos a favor.


Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

- - -


Concluida la votación, manifiesta su intención de voto favorable la Honorable Senadora señora Von Baer.

- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 23 de julio de 2012, a las 12 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________


Se suspende la sesión.


Se reanuda la sesión.

_________

Proyecto de ley que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual, con certificado de la Comisión de

Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata de la solicitud de insistencia de S.E. el Presidente de la República respecto al proyecto aludido (Boletín N° 8.387-05), con urgencia de "discusión inmediata". 


Agrega que el proyecto fue desechado en general por la Honorable Cámara de Diputados y, en virtud de lo dispuesto en el artículo 68 de la Constitución Política de la República, el Primer Mandatario solicitó a dicha Corporación enviarlo al Senado para que éste lo apruebe en general por los dos tercios de sus miembros presentes.


Destaca que la Comisión de Hacienda, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa, deja constancia de que ha escuchado al señor Ministro de Hacienda, produciéndose un valioso intercambio de opiniones sobre la materia, dejando a la Sala del Senado el pronunciamiento a que se refiere el artículo 68 de la Constitución  Política de la República respecto de este proyecto de ley.


Finalmente hace presente que, en conformidad a la disposición constitucional citada, el quórum especial para la aprobación en general del proyecto requiere de los votos favorables de los dos tercios de los Honorables Senadores presentes.

- - -


El señor Presidente pone en discusión la solicitud de insistencia de S.E. el Presidente de la República, otorgando la palabra a los Honorables Senadores señor García, señora Rincón, señores Rossi, Letelier, Larraín Peña, Girardi y Novoa, señora Allende y señores Walker (don Ignacio), Muñoz Aburto, Tuma, Bianchi y Prokurica.

- - -


Se suspende la sesión.


Se reanuda la sesión.

- - -


Continuando la discusión anterior, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Gómez y Larraín Fernández, el señor Ministro de Hacienda y los Honorables Senadores señores Zaldívar, Quintana, Horvath, Ruiz-Esquide, Lagos, Pizarro y Frei. 


Cerrado el debate y puesta en votación la solicitud de insistencia de S.E. el Presidente de la República, se aprueba en general por 16 votos a favor, 5 en contra y una abstención, de un total de 22 Senadores presentes, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el artículo 68 de la Constitución Política de la República. 


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Allende y señores Girardi, Gómez, Muñoz Aburto y Rossi.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Bianchi.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto. 

_________

Homenaje en memoria del conocido

radiodifusor señor Santiago Chiesa Howard


El señor Presidente anuncia que corresponde rendir homenaje al señor Santiago Chiesa Howard.


Al efecto, en primer término, concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Chahuán, Lagos y Walker (don Ignacio) y señora Pérez San Martín.


Finalmente, el señor Presidente agradece la presencia en las tribunas de los familiares y amigos del señor Chiesa y expresa que el homenaje ha concluido.

- - -


Enseguida, señala que ha terminado el Orden del Día de esta sesión.

_________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señores Bianchi, García y Muñoz Aburto, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE REAJUSTA EL MONTO DEL INGRESO MÍNIMOMENSUAL

(8387-05)


 Con motivo del Mensaje, Certificado y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N°8387-05.                                                                                                                                            

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- El mayor gasto fiscal que represente durante el año 2012 y el año 2013 la aplicación  de los  artículos 1°, 2° y 3° de la presente ley, se financiará con cargo a los recursos del Tesoro Público.”.

                    Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Nicolás Monckeberg Díaz, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados.

2

INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE SANCIONA EL TRATO DEGRADANTE A MENORES DE EDAD
(7743-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, que sanciona el trato degradante a menores de edad.


La presente iniciativa tuvo su origen en moción del Honorable Senador señor Juan Pablo Letelier.


Se dio cuenta del proyecto en análisis en la Sala del Senado, con fecha 11 de junio de 2011 y se dispuso su estudio por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.


Cabe hacer presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un asunto de artículo único y, acordó, proponer a la Sala que lo discuta del mismo modo.


Concurrieron, especialmente invitados, a una o más sesiones de este proyecto, los siguientes: 


Por el Ministerio Público, el Fiscal Nacional, señor Sabas Chahuán y el Jefe de Gabinete, señor Carlos Carvajal.  Por el  Ministerio de Justicia, la Jefa de la División Jurídica, señora Paulina González.  Por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la Asesora señora Francisca Navarro. Por el Centro de Estudios Legislativos, el Asesor señor Enrique Aldunate. Por el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, el Abogado Encargado del Área de Protección Legal, señor Nicolás Espejo y el Abogado en Derecho Penal, señor Juan Domingo Acosta.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO






Incorporar en el Código Penal, un artículo 147 bis que sancione, con presidio menor en su grado mínimo, todo aquel que inflingiere a otro un trato degradante que menoscabe gravemente su integridad moral. Asimismo, aumenta la pena en un grado si el delito es cometido por autoridad pública o por quien tuviere al ofendido a su cuidado, o bien, si la víctima fuere una persona con discapacidad, adulto mayor o menor de edad.

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I.- JURÍDICOS:


1.-
Constitución Política de la República, su artículo 19 N°s 1 y 2.


2.- 
Convención Americana Sobre Derechos Humanos, denominada “Pacto de San José de Costa Rica”, suscrita por nuestro país el 22 de noviembre de 1969, promulgada por el decreto supremo N° 873, de Relaciones Exteriores, de 1990, publicado en el Diario Oficial el 5 de enero de 1991.


3.-
Declaración Universal de los Derechos Humanos, adoptada y proclamada por la Asamblea General en su resolución 217 A (III), de 10 diciembre de 1948.


4.-
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, adoptado por la Asamblea General de la ONU, ratificado por Chile el 10 de febrero de 1972.


5.-
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, adoptado por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas, suscrito por Chile el 16 de diciembre de 1966, y promulgado por el decreto supremo N°778, de Relaciones Exteriores de 1976, publicado en el Diario Oficial el 29 de abril de 1989.


6.-
Convención Internacional sobre la eliminación de todas las formas de discriminación racial, ratificada el 20 de octubre de 1971, promulgado por el decreto supremo N° 747, de Relaciones Exteriores, de 1971, y publicado en el Diario Oficial el 12 de noviembre de ese mismo año.


7.-
Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, adoptada por la Asamblea de las Naciones Unidas, suscrita por Chile el 17 de julio de 1980, ratificada en 1989, promulgada por el decreto supremo N° 789, de Relaciones Exteriores de 1989, y publicado en el Diario Oficial el 9 de diciembre de 1989.


8.-
Convención sobre los derechos del niño, adoptada por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas, suscrita por nuestro país el 26 de enero de 1990,  ratificada en ese mismo año, y promulgada por el decreto supremo N° 830, de Relaciones Exteriores de 1990, publicado en el Diario Oficial el 27 de septiembre del mismo año.


9.-
Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes, adoptada por la Asamblea de la Organización de las Naciones Unidas, ratificada por Chile el 30 de noviembre de 1988, y promulgada por el decreto supremo N° 808, de Relaciones Exteriores, de 1988, publicado en el Diario Oficial el 10 de diciembre del mismo año.


10.-
Código Penal.

II.- DE HECHO

La Moción que da origen al presente proyecto de ley, señala que advierte una tendencia en el Derecho Comparado de recoger los alcances normativos en materia de tratos degradantes en diversos instrumentos internacionales, a saber: en la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948, en la Convención Europea de Derechos Humanos y en la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

En seguida, comenta que la doctrina considera al trato degradante como el tercer eslabón dentro de una escala de gravedad, que coloca en primer lugar a la tortura y en segundo al trato inhumano. Por ello, acota que sin duda este concepto se vincula a la tortura blanca, entendida como aquellos todos actos que están dirigidos a quebrantar la personalidad, a disminuir la identidad personal y a minar el equilibrio físico de cualquiera. Refiere que pese a que se considera a los tratos degradantes de menor gravedad en relación a la tortura y a los tratos inhumanos, el Tribunal Europeo ha exigido, para sancionar a estos actos, que tengan una cierta gravedad y que generen una humillación para la víctima ante los demás o ante sí mismo, por haber sido obligado a actuar contra su voluntad o conciencia.

Resalta que el bien jurídico protegido en esta clase de delitos es la integridad moral, la que constituye una manifestación directa de la dignidad humana. Además, señala que tal como sucede con la integridad física y la salud, el atentado contra la integridad moral intensifica el injusto producido por la agresión al bien jurídico genérico de la incolumidad corporal, que es lo protegido en las lesiones.

A modo de ejemplo citó el artículo 173 del Código Penal de España, en el cual se consagra el delito de tratos degradantes como un tipo penal que afecta la integridad moral. Explica que este tipo penal requiere de la presencia de dos elementos: que el sujeto pasivo sea objeto de tratos degradantes y que éstos tengan tal magnitud que afecten su integridad moral. En consecuencia, recalca que se trata de un tipo autónomo al delito de tortura, cuyo contenido resulta mucho más amplio. No obstante, acota que un sector de la doctrina española hace presente su carácter residual, para sancionar los hechos que no son fácilmente subsumibles en otros delitos o que siéndolo no son suficientes para valorar el aspecto denigrante o vejatorio que constituye la esencia del atentado a la integridad moral.

Bajo este contexto, señala que el presente proyecto de ley tiene por objeto incorporar en nuestro Código Penal, específicamente, en el Título III referido a los Crímenes y Simples Delitos que afectan los derechos garantizados por la Constitución, del Libro II, la figura del trato degradante a menores de edad, con el objeto de tutelar la integridad moral de los menores en su proceso de desarrollo y, en especial, de aquellos menores que sufren algún tipo de discapacidad.

DISCUSIÓN EN GENERAL


Al iniciar el estudio de la presente iniciativa, la Comisión acordó realizar una ronda de audiencias con el objeto de conocer los planteamientos de especialistas en la materia y para tal efecto escuchó a las siguientes personas:


1.- 
El Fiscal Nacional, señor Sabas Chahuán.


2.-
La Jefa de la División Jurídica, señora Paulina González.


3.-
El Abogado Encargado del Área de Protección Legal, del Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, señor Nicolás Espejo.


4.-
El Abogado, experto en Derecho Penal, señor Juan Domingo Acosta.


Al iniciar el estudio de la presente iniciativa legal, el Honorable Senador señor Letelier, autor de la Moción, hizo presente que, en general, nuestra legislación está carente de derechos de protección a la infancia, niños y adolescentes, la cual aún no se ha adecuado a la Declaración Universal de los Derechos de la Infancia  de 1990.  En ese sentido, abogó por la necesidad de que exista en nuestro país una ley de protección de los derechos de la infancia, al igual que el Defensor de la Infancia, dos temas que en el marco internacional se tienen pendientes como país.  No obstante lo anterior, precisó que si bien hay aspectos que se están trabajando, se presume que el Ministerio de Desarrollo Social abordará estas áreas.


En seguida, expresó que sin perjuicio que el  marco global requerirá mayor tiempo de trabajo, hay situaciones de menores que están en un estado de indefensión, razón que lo motivó a presentar este proyecto que tiene por objeto fijar criterios para aquellos niños que están en condiciones de mayor vulnerabilidad y, en particular, abordar dos ejes  específicos, sancionar con una agravante, cuando el trato degradante es cometido contra un menor discapacitado o, bien, cuando estos actos son provocados por autoridades en cualquiera de sus niveles.  Llamó la atención respecto a que en nuestro país existen muchos casos de niños vulnerados en sus derechos, maltratados y que sufren tratos degradantes, especialmente, si son discapacitados, o tienen problemas de lenguaje, de movilidad u otro.  En consecuencia, dijo, se trata de dar una señal muy clara y potente en ese contexto, y alertó sobre el hecho de que en los casos de violación contra menores hay un número creciente de acuerdos para la suspensión del procedimiento, situación que dijo es alarmante, ya que se les sanciona sólo con medidas cautelares cuando los agresores son “primerizos”.  Estas circunstancias, enfatizó, se deben corregir en un marco global, entendiendo que esta ley no cubre todo este espectro, pero, al menos, dijo, sanciona las situaciones extremas como los maltratos a discapacitados. 


El Honorable Senador señor Larraín hizo presente lo interesante de la iniciativa y consultó al Honorables Senador señor Letelier, si alguna de estas conductas que se quiere sancionar  están recogidas en los tipos que establece el Código Penal, en particular, le interesa interpretar de la mejor forma qué se entiende por “integridad moral”, concepto que no está definido y que por su generalidad puede ser complejo desde el punto de vista de la actuación de los jueces.  No sucede lo mismo, dijo, con la integridad física, psíquica o sicológica, términos que sí tienen una definición clara. Argumentó que es aconsejable especificar la conducta que se quiere evitar en esta materia y manifestó su interés por todo lo que signifique evitar este tipo de situaciones en los menores que, lamentablemente, se ha generalizado más allá de lo que se hubiese pensado, pero, insistió, también es importante tener la mayor precisión del tipo penal que se quiere crear para entender qué se busca específicamente con esta iniciativa.


A su turno, la Jefa de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señora Paulina González, resaltó que concuerdan con la idea matriz y con la preocupación manifestada por su autor en el sentido de que se debe protegerse la integridad moral o psíquica de las personas, especialmente, de los grupos más vulnerables, entre los cuales están los discapacitados y los menores. 


No obstante lo anterior, señaló, la interrogante es cómo protegerlos y si el derecho penal es la herramienta más idónea desde el punto de vista de las garantías relativas al derecho penal, y a la eficacia.  La Moción, continuó, hace alusión a la Convención en Contra de la Tortura y señala que se estaría dando cumplimiento a este instrumento internacional al tipificar esta figura. Al respecto, aclaró que la Convención establece como obligación para los Estados la tipificación del delito de tortura y respecto de los tratos inhumanos y de los tratos degradantes, la obligación que establece para las partes, es la prohibición de estos tipos de conductas.  Lo anterior, dijo, se relaciona con la indeterminación desde el punto de vista de la tipificación y el principio de legalidad que podría afectar a este tipo de delitos.


Lo expuesto, dijo, no significa que el Estado no deba establecer sanciones respecto de estas conductas y, en ese sentido, existe la tutela constitucional en el sentido de prevenir y de establecer medidas cautelares que pongan fin a ciertas clases de menoscabo, en este caso, en contra de la integridad moral.  Agregó, que  al constituirse en una conducta prohibida por el ordenamiento, constituye un ilícito civil respecto del cual, eventualmente, podría reclamarse una indemnización.


En seguida, señaló los problemas que observan al tipificar este tipo de conducta: primero, un problema de seguridad jurídica, por cuanto los principios básicos del derecho penal son los de legalidad y de tipicidad, luego, el utilizar estos conceptos de manera indeterminada, tanto desde el punto de vista del maltrato como del resultado, es decir, que provoque en definitiva un menoscabo en la integridad moral, es muy complejo que se asegure la garantía de la igualdad. A modo de ejemplo, dijo, podría suceder que frente a una determinada conducta un juez penal la considere dentro de la figura típica y otro no.


En segundo lugar, mencionó el concurso de delitos. Sobre este punto, indicó que en el ordenamiento jurídico se encuentra tipificado el maltrato tanto físico como psíquico en el contexto de la violencia intrafamiliar. En este sentido, también se podría producir un concurso respecto del delito de injurias, en el cual, si bien ha sido interpretado de una manera restrictiva por nuestra jurisprudencia, ello podría cambiar, pues la propia norma establece que la injuria es toda expresión proferida o acción ejecutada en deshonra, menoscabo o desprecio de otra persona.


De esta forma, afirmó, el problema del concurso, no es sólo una cuestión técnica, sino que también, en la práctica, puede producir desigualdad y afectar la eficacia del ordenamiento jurídico.  En consecuencia, no sólo es un tema de dogmática penal sino también de saber cuál es la medida más eficaz para hacer frente a este tipo de agresiones.  No obstante, reconocer que este tipo de agresiones es una realidad y que aun cuando se tenga tipificada una serie de conductas, podría haber alguna hipótesis que no calce en la violencia y tampoco en la injuria.  Por todo lo anterior, proponen restringir el tipo penal en dos ámbitos: desde el sujeto activo y  desde el sujeto pasivo. 


En efecto, concuerda con la Moción en el sentido de restringir el sujeto pasivo a los menores, pero, sugirió que en vez de agravar la conducta, por los problemas de indeterminación ya señalados, acotar el sujeto pasivo al menor y a los discapacitados.  Y, respecto del sujeto activo, acotarlo al primer caso de la agravante propuesta en el proyecto, que se refiere al funcionario público, guardador o cualquier otra persona que tenga bajo su cuidado el menor, ya que el tener una posición de garante justificaría tipificar la conducta y que ante el eventual vacío que podría producirse respecto de las otras figuras típicas, la respuesta sea penal y no sólo un ilícito civil que permite solicitar una indemnización de perjuicios, por tanto, concluyó, ya no es un tema de dogmática sino de decisión de política criminal, de definir cuál es la respuesta que se quiere dar.


El Honorable Senador señor Letelier, agradeció la reflexión expuesta y señaló que tiene la convicción personal de que como sociedad no se puede tolerar que en un establecimiento, institución u otro afín, a un menor con parálisis cerebral, se le degrade o maltrate, situación que lamentablemente ocurre y debe ser sancionado. 


Agregó que si bien entiende la reflexión efectuada por la representante del Ministerio de Justicia, esta materia escapa a lo exclusivamente penal en lo dogmático y se llega a un punto en que es necesario meditar qué tipo de conducta se está dispuesto a tolerar.  Hizo presente que no tiene inconveniente en acotar el sujeto porque lo importante, enfatizó, es dar una señal en este sentido. Agregó, que lamentablemente este tipo de conducta, también, se da en los adultos mayores no autovalentes y señaló que la tipificación de maltrato a estas personas no cubre en forma adecuada esta situación e informó que está próximo a presentar una moción en este sentido.   


En seguida, indicó que trabaja con distintas entidades y organizaciones interesadas en mejorar la situación de los niños discapacitados y denunció que, en la práctica, cuando un padre reclama o denuncia una situación de maltrato en un establecimiento educacional, el menor es apartado de él y se da la paradoja que finalmente los culpables son los padres por haber reclamado de esta situación.


Por otra parte, hizo presente que el concepto de discapacidad no es el más adecuado y que también es complejo hablar de menores de edad en todos los casos, pero destacó que lo importante es que no queden desamparados y valoró el hecho de que en nuestra legislación se haya eliminado el castigo físico, estando en el límite el del padre con los hijos y resaltó que nunca se ha aceptado que la autoridad o quien los tenga a su cargo pueda hacerlo, éstos son los límites que se deben abordar y hasta que no se tenga una legislación general sobre protección a la infancia, espera avanzar en estos temas parciales.


El Honorable Senador señor Ruiz Esquide solicitó a la representante del Ministerio de Justicia especificar la propuesta  de dicha Cartera de Estado.


La señora Paulina González respondió que se propone que el que inflingiere la conducta, no sea cualquier persona sino acotado al sujeto calificado, al funcionario público o al que tiene  a su cuidado a un menor o discapacitado. Limitado a las personas que por la función social o por el cargo que ejercen están en posición de garante respecto del menor o del discapacitado.


El Honorable Senador señor Ruiz Esquide recordó que en los primeros años de parlamentario, trabajó junto a otros Senadores este tema, sin embargo, las propuestas que hicieron no fueron recogidas en la ley sobre maltrato infantil. Expresó que el tema de la infancia en general, durante todos estos años no ha sido especialmente lúcido, pues se ha establecido una normativa sancionatoria, básicamente prohibitiva y castigadora y no se ha ido al fondo del asunto que es cómo abordar el tema de los menores.  Por tanto, si bien la Jefa de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, sostiene una tesis razonable, que fue la misma que se usó desde el Gobierno de la Concertación, comparte el texto propuesto en la Moción del Honorable Senador señor Letelier que sanciona a cualquier persona que da un trato degradante y no sólo los que están a cargo o al cuidado del menor.  Finalmente, preguntó, cómo se define trato degradante.


El Honorable Senador señor Letelier hizo presente que en la Convención Internacional contra la tortura se contempla una definición y precisó que el trato degradante tiene diferentes aproximaciones pues no es violencia física necesariamente.


El Honorable Senador señor Ruiz Esquide recordó que en la ley de maltrato infantil se utilizó la expresión  degradante en el sentido amplio y de común uso en el lenguaje habitual de nuestro país y, dentro del maltrato infantil se incluía el maltrato psicológico.  En consecuencia, dijo, se entiende en ese sentido y, en seguida, expresó su conformidad con el artículo 147 bis propuesto por el proyecto y con las agravantes manifestadas.


En el mismo sentido el Honorable Senador señor Larraín manifestó su voluntad de legislar a favor en el sentido que se propone en esta iniciativa y mencionó que el concepto de integridad moral para la profesora española Rodríguez Mesa está definido como el “conjunto de sentimientos, ideas y vivencias cuyo equilibrio, al facilitar a un individuo la opción de unas posibilidades frente a otras, permite la unicidad de cada uno de los seres humanos y su libre desarrollo de acuerdo a su condición de persona, de tal forma que, las intromisiones en la integridad moral se traducirán en actos degradantes o humillantes lesivos de la esfera interna del individuo, esto es, de su inviolabilidad de conciencia entendida como la inviolabilidad del juicio que la persona hace sobre cuál es el modo en el que debe actuar en cada momento”.


Hizo presente que nuestra legislación no tiene incorporado el concepto de integridad moral, sino que lo trata por la vía del menoscabo, de la degradación de la persona o de la dignidad, o de la integridad física o psíquica, lo cual le interesa precisar.  Por tanto, no obstante anunciar su voto favorable a la idea de legislar, sugirió invitar a un profesional especialista en derecho penal que ayude a contextualizar este proyecto y evitar que los tipos penales sean indeterminados o que se produzcan concursos con el objeto de mantener la coherencia con el tipo de pena y con el concepto que se está incorporando.


En mérito a lo expuesto, la Comisión, teniendo presente que el proyecto en estudio es de artículo único, acordó aprobarlo en general y continuar su discusión en particular con el objeto de resolver las aprensiones planteadas precedentemente. Para tal efecto, se propuso invitar a dos especialistas en derecho penal.


En votación la idea de legislar, fue aprobada por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín, don Hernán, Letelier y Ruiz Esquide.


En la sesión siguiente, la Comisión recibió a los abogados señores Juan Domingo Acosta, experto en Derecho Penal y Nicolás Espejo, encargado del Área de Protección Legal del Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, UNICEF.


En primer lugar, expuso el abogado señor Nicolás Espejo quien, en el curso de su exposición, se refirió al concepto de violencia; a tipologías de violencia contra los niños y a los desafíos legislativos para nuestro país en estas materias.  Hizo presente que su visión dice relación en cómo la Moción en estudio y el trabajo legislativo en Chile cumple o no con los estándares establecidos en la Convención sobre Derechos del Niño.


Refirió que la disposición pertinente de la citada Convención  es el artículo 19 que establece que los Estados tienen que adoptar medidas legislativas, administrativas, sociales y educativas apropiadas para proteger al niño contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual, mientras el niño se encuentra bajo la custodia de los padres, de un representante legal o de cualquier otra persona que lo tenga a su cargo.  Es decir, enfatizó, la noción de qué es lo que se entiende por violencia es bastante extensa, comprensiva e incluye distintas categorías de formas de violencia y no se reduce exclusivamente a aquella forma que podría constituir, desde la perspectiva del derecho penal, las lesiones, sino que cubre un ámbito mayor. Lo anterior, dijo, no se deriva que toda la respuesta del Estado tenga que ser penal.  Sino que, como dice la Convención, el Estado debe adoptar medidas que deben comprender, según corresponda, procedimientos eficaces para el establecimiento de programas sociales con objeto de proporcionar la asistencia necesaria al niño y a quienes cuidan de él, esto es, puntualizó, los programas de protección, asistencia al niño y a quienes cuidan de él, como funcionarios, guardadores, tutores, familiares, comunidades, que tienen la responsabilidad de cuidarlo, así como para otras formas de prevención y para la identificación, notificación, remisión a una institución, investigación, tratamiento y observación ulterior de los casos antes descritos de malos tratos al niño y, según corresponda, la intervención judicial, ya que no toda intervención debe ser necesariamente judicial o estrictamente penal.


En seguida, refirió que según el artículo 19 de la Convención, “violencia” es toda forma y, a su respecto, el Comité  de Derechos del Niño ha expresado que la frecuencia de la violencia, la gravedad del daño y la intención de dañar no constituyen requisitos para la existencia de violencia, en consecuencia, toda forma de violencia, incluso las leves, se entienden como violencia y precisó que los criterios de frecuencia, gravedad o intención, pueden ser factores relevantes para la adopción de medidas proporcionales por parte del Estado pero no  pueden ser utilizadas para relativizar el carácter absoluto de la prohibición de toda forma de violencia contra los niños.


Lo anterior, dijo, es importante en la doctrina y en las observaciones formuladas por el Comité de Derechos del Niño a todos los países que han ratificado la Convención, incluido el nuestro, la que será objeto de pregunta por parte de este Comité en el sentido de saber qué se ha hecho en materia de violencia, si se ha definido o no alguna concepción de violencia en la legislación interna, circunstancia que no se ha hecho, acotó. 


Hizo presente que el Comité de Derechos del Niño, que supervisa el cumplimiento de la Convención, en la observación número 13 trata específicamente sobre el tema de violencia y señala  qué se entiende por violencia conforme al artículo 19 de la Convención; qué categorías de violencia existen y qué medidas deben adoptar los Estados para cumplir con la Convención. Enfatizó la importancia de esta observación pues se trata de una carta de ruta con elementos para el Estado para tener una política integral de prevención y de erradicación de la violencia entre los niños. Esta definición permite precisar los conceptos ya que a veces se tienden a confundir y no se distinguen las categorías, por ejemplo, se denomina “maltrato” la violencia entre niños, circunstancia que no es tal, sí hay violencia pero no maltrato porque no hay una relación de poder entre un niño y otro.


En seguida, especificó cuáles son las formas de violencia, a saber:


1.-
El trato negligente, es decir, la persona que tiene el cuidado de un niño no satisface, intencionalmente, las necesidades y expectativas de protección de ese menor, que pueden ser física, emocional, salud, educación y abandono.


2.-
Violencia mental: maltratos psicológicos, abuso, insultos, exposición del menor a violencia intrafamiliar u otra forma de violencia, como procedimientos policiales abusivos que son observados por niños o adolescentes, entre otros.


3.-
Violencia física: lesiones graves y lesión con resultado de muerte, castigos corporales, tratos crueles inhumanos y degradantes, novatadas y bullying físico.


4.-
Violencia en niños con discapacidad: esterilización forzada, terapias de aversión  y explotación laboral.


5.-
Castigo corporal: cualquier castigo en que se usa fuerza física  con la intención de causar algún grado de dolor o  incomodidad, aunque sea leve. 


Sobre este punto, el abogado señor Espejo llamó la atención que además de lo tradicional como patear, abofetear, se incluye el remecer, arañar, pellizcar, tirar el pelo o las orejas, forzar a permanecer en posiciones incómodas, ingestión forzada, prácticas que no están claramente prohibidas en nuestro Código Civil, pues no constituyen una violación a la salud o a los derechos establecidos en la Convención, que se entienden como formas de castigo corporal prescritas conforme al artículo 19 de la Convención. Precisó que frente a la pregunta de si los padres pueden tener alguna discrecionalidad, la respuesta de la Convención ha sido afirmativa pero ella no puede en ningún caso legitimar formas de violencia como el castigo corporal y, en consecuencia, es necesario recurrir a formas que no sean de abuso físico o psicológico en el derecho-deber de educar a un hijo.


El Honorable Senador señor Ruiz Esquide preguntó si se considera a los sobrenombres como una agresión sicológica y comentó que en las zonas rurales ha disminuido el uso de ellos. 


El Abogado señor Espejo respondió afirmativamente y lo mencionó como bullying psicológico, es decir, expresiones que en el contexto escolar pueden generar graves daños psicológicos asociados a otras formas derivadas de violencia que las justifican, que parte con una agresión verbal y, normalmente, suelen justificarse agresiones físicas y además se produce un daño en la autoestima con consecuencias gravísimas para el desarrollo del niño.  Indicó que estos temas generan resistencia cultural pues hay una sensación de pérdida de cierta dimensión de las capacidades formativas de los padres en la educación de los niños y al establecer la categoría del sujeto titular de derecho, se debe ponderar el derecho-deber de educación con este derecho-deber respecto de personas que son titulares de derecho incluidas su integridad corporal, y ello, enfatizó, es el desafío, es decir, todas ellas que antes caían dentro del margen de discrecionalidad más dura de los padres, ahora genera formas de discrecionalidad limitada por la titularidad de derechos correspondientes de los niños, lo cual, aseveró, modifica  sustancialmente las relaciones.


La Honorable Senadora señora Pérez San Martín preguntó si existe una estadística de denuncias por agresiones de niños al número 133 de Carabineros, que resultan no ser tales.


El Abogado señor Espejo respondió que no han analizado la matriz de información que arroja el sistema de denuncias que tiene la autoridad y destacó que Chile no tiene un sistema de información o estadística sobre violencia contra los niños y ello es fundamental para analizar cómo tratar la violencia pues según estudios comparados la cifra de violencia no denunciada es más alta que la que se denuncia. En seguida, continuó con la enumeración de las conductas, a saber.


6.-
Explotación sexual y abuso sexual: inducción y coerción en actos de significación sexual, utilización en actos e imágenes, prostitución.


7.-
Tortura y trato degradantes e inhumano: toda violencia con el fin de obtener una confesión, castigar extrajudicialmente, forzarlos a involucrarse en actividades contra su voluntad; generalmente aplicada por policías, personal de residencia y centros en contra de niños vulnerables.


8.-
Violencia entre los niños: bullying, pandillas.


Sobre este particular, hizo presente que el Comité entiende que estos son casos de violencia y que por tratarse entre niños, la respuesta del Estado tiene que concentrarse en dotar de capacidades a los adultos responsables para poder lidiar con el tema de la violencia entre los niños, sin recurrir, excesivamente,  a una herramienta de coerción o punitiva.  


9.-
Autoagresión: son casos de violencia los trastornos alimentarios, uso y abuso de sustancias, lesiones autoinflingidas, pensamientos y actos suicidas.  Lo anterior, se entienden como actos de violencia y el Estado debe incorporarlos dentro de una política de prevención y erradicación de la violencia.  Por tanto, expresó, la violencia no sólo tiene que ver con actos de maltratos, abuso, negligencia sino que también tiene que ver con violencia entre niños y con actos de autodañarse.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán hizo presente que si la violencia es contra los niños cómo se entiende el sinónimo de auto violencia.


El Abogado señor Espejo aclaró que el artículo 19 de la Convención establece  que los niños tienen un derecho a ser protegido de toda forma de violencia. Dado que los niños y adolescentes se encuentran en una situación de desarrollo evolutivo sobre sus capacidades de autoprotección, es que la Convención exige políticas que permitan proteger a estos niños de estas prácticas, entendiendo que algunas serán de terceros y otras individuales como el dejar de comer por un sentido estético, lo cual tiene un impacto en la integridad física y psíquica de los niños. El Comité entiende que es una forma de violencia y, en consecuencia, por ejemplo, debería ser parte de una política integral nacional de prevención de la violencia como los mensajes publicitarios sobre estereotipo físico, las expectativas de belleza que pueden tener impacto en prácticas de autoagresión.


10.-
Prácticas dañinas: culturalmente arraigadas y aceptadas como los castigos corporales, tratos crueles y degradantes, mutilación femenina, entre otros.


11.-
Violencia en los medios de comunicación masiva. Al respecto, dijo que el Estado debe tener una política porque existe una tendencia a destacar eventos impactantes y crear una imagen estereotipada y prejuiciada de niños, lo cual puede reforzar ciertos patrones de conducta.


La Honorable Senadora señor Pérez San Martín destacó este punto e hizo presente la violencia de los videos juegos, materia que debiera estar considerada.


El Abogado señor Espejo aclaró que la violencia en los medios de comunicación se diferencia de la violencia en la utilización de tecnología en internet u otras, circunstancia que también el Comité lo distingue como otra forma de violencia. Explicó que en los países que tienen la figura del Defensor de los Derechos del Niño, éste juega el rol fundamental de invitar a los medios de comunicación a desarrollar una política responsable de presentación de imagen de niños y adolescentes. 


12.- Violencia a través de tecnología de la información y comunicación: grooming, pornografía, tráfico, entre otros. Sobre este punto, destacó lo señalado por la Honorable Senadora Pérez en cuanto a la violencia que existe en los videos juegos, circunstancia ligada a formas importantes de autoregulación, y 


13.- Violaciones institucionales o del sistema de derechos del niño: omisión del Estado en adoptar medidas para prevenir, proteger, investigar, sancionar, derivar y reparar la violencia contra los niños. 


En seguida el señor Espejo, refirió que existen medidas generales y medidas específicas que deben adoptar los Estados. 


En cuanto a las primeras, indicó que se debe contar con un sistema integrado, cohesivo, interdisciplinario y coordinado que cuente con una gama de herramientas para erradicar la violencia contra los niños. Frente a la pregunta si nuestro país cuenta con un sistema integrado contra la violencia infantil, expresó que la respuesta es negativa, lo cual constituye una violación del artículo 19 de la Convención, de manera que se tiene un desafío de crear un plan nacional de erradicación de la violencia que integre las medidas que son de autoregulación, penales, civiles, administrativas y de políticas sociales.   


Del mismo modo, se debe contar con datos sobre violencia en los distintos identificados. Precisó que en Chile no existe una base estadística sobre violencia contra los niños.  Hizo presente que hubo una encuestas de Prevalencia Violencia Familiar desarrollada por el Ministerio del Interior en el 2008, y el compromiso fue que aquélla se repitiera cada 4 años, por lo que sugirió consultar a esa Cartera de Estado si habrá continuidad de dicho anunció correspondiente a un gobierno anterior y solicitar que la encuesta se complejice, pues ella sólo miraba los datos de violencia al interior de la familia.


Así también, contar con recursos financieros suficientes e idóneos para implementar una política contra violencia, visibilizarla para que sea parte de una política integral.


Respecto a las medidas legislativas, enfatizó que se carece de una definición legal y general de violencia que consagre la prohibición absoluta de su ejercicio. Estas definiciones se establecen en las leyes de Protección Integral, de la cual Chile carece.


Finalmente, señaló que la respuesta penal  puede ser una alternativa y esta Moción parece cumplir con la tipificación de algunas formas de violencia pero esa respuesta penal debe ir acompañada de un seguimiento de la aplicación de esa norma. Desde la experiencia de la Unicef, expresó, existe falta de capacidad instalada en el Ministerio Público y en el Poder Judicial para tener una política de seguimiento de los delitos que tienen que ver con la violencia contra los niños o similares.  


A continuación, el Abogado señor Juan Domingo Acosta al iniciar su exposición destacó que la violencia contra los menores es un fenómeno complejo y celebró el hecho de que el país se haga cargo de esta situación.


En seguida, manifestó que desde la perspectiva del derecho penal mínimo, entendiendo que el derecho penal es la manera más fuerte que tiene el Estado de reaccionar frente a situaciones que son socialmente no tolerables, para determinar los efectos de si se justifica incorporar este nuevo tipo penal al Código del ramo, se deben responder algunas preguntas. La primera, es determinar si se trata de proteger un bien jurídico auténtico y no una mera convención social o un interés tutelable como ocurre con el delito de la sodomía, en que hoy las relaciones homosexuales o heterosexuales no son un bien jurídico protegible penalmente dada la diversidad que existe en materia de orientación sexual.


La segunda interrogante es si efectivamente existe un bien jurídico, si el instrumento penal es el adecuado para protegerlo, es decir, si se dan ciertas garantías de eficacia, porque puede haber un bien jurídico valioso pero que no se deja proteger adecuadamente por el derecho penal. Del mismo modo, mencionó los bienes jurídicos que son meramente morales tampoco parecieran ser dignos de una protección penal.  


En consecuencia, preguntó, hay un bien jurídico o no. La exposición de motivos de la Moción señala que el bien jurídico sería la integridad moral como parte de la dignidad humana. Al respecto, señaló que la integridad moral es un concepto extraído de la legislación española y, en particular, el tipo penal de la moción corresponde al establecido en el artículo 173 del Código Penal español que consagra, en el número 1, el delito de trato degradante y señala: “el que infringiera a otra persona un trato degradante, menoscabando gravemente su integridad moral será castigado con la pena de prisión de dos cuatro años”, de manera que es muy similar el artículo del proyecto con el caso español con la salvedad que el sujeto pasivo en aquel país es cualquier persona y en la Moción son expresamente los menores de edad, además de que la pena también es distinta.


Respecto a la integridad moral, hizo presente que revisada la legislación interna no ha encontrado un punto de apalancamiento importante, a diferencia de lo que ocurre en la legislación española en que es la Constitución la que señala la diferencia entre integridad física e integridad moral. En cambio, continuó, nuestra Constitución Política de la República se refiere a la integridad física y psíquica con lo cual pareciera poner el acento más en los aspectos constitucionales físicos o de la salud, en términos más amplios. Al respecto, argumentó que no ve inconveniente en que se incorpore como un concepto o como un bien jurídico.  Despejado este punto, afirmó que sí hay un bien jurídico y que puede ser jurídicamente protegido.


Un segundo aspecto, expresó, es el problema que se presenta cuando se incorporan nuevos tipos penales especiales. En efecto, muchas de las conductas que pueden dar lugar a ese tipo penal especial ya están consideradas en otros tipos de la legislación común, lo cual genera un problema de interpretación para los jueces que se traduce en determinar si hay un concurso ideal, -un hecho que da lugar a dos o más delitos-, o es un problema interpretativo, concurso aparente de leyes penales, -una norma que prima sobre la otra por razones lógicas de especialidad o por razones axiológicas de consunción. Para evitar estos conflictos, sugirió que el tipo penal tome un carácter residual, es decir, que se aplique en la medida que el hecho no sea constitutivo de otro delito al cual la ley penal le asigna una sanción penal mayor, con ello, destacó, se disipan los problemas de concurso que puedan existir. Entonces para evitar esos riesgos, sugirió establecer una norma con carácter residual con una norma particular de subsidiariedad que también es una regla de concurso aparente de leyes penales.  


A modo de ejemplo, mencionó algunos de tipos penales comunes más graves que pueden dar lugar o que están asociados a esta misma conducta: sustracción de menores, abandono de niños y personas desvalidas, inducción al abandono del hogar, los delitos contra la libertad e indemnidad sexual, desde la violación impropia hasta el infanticidio, lesiones corporales, tráfico de inmigrantes y trata de personas, la tortura entre otros. 


Refirió que el sujeto activo del delito es cualquier persona, está abierto, “el que”, y el sujeto pasivo es un menor de edad, persona que no hay cumplido los 18 años de edad.


La Honorable Senadora señora Pérez San Martín hizo presente la relación que existe entre esta materia planteada por el señor Acosta y la aplicación de la ley de responsabilidad penal juvenil, cuya edad es a los 14 años, con lo cual podría ocurrir que un adolescente arguyera que fue detenido y maltratado y ese maltrato estaría dentro del contexto de lo que se está discutiendo, consulta si ello sería un agravante.


El señor Acosta expresó que la ley N° 20.084 mencionada por la señora Senadora, establece la responsabilidad penal de los adolescentes, mayores de 14 y menores de 18 años, por tanto, la hipótesis se construye sobre la base de asociar a los tipos comunes de los adultos penas especiales de dicha ley. Por tanto, si un grupo de menores de 15 años le inflingen un trato degradante a otro joven de la misma edad, podrían cometer este delito y se aplicará la pena de la ley N° 20.084.


En cuanto al verbo rector, hizo presente su inquietud por la redacción de la norma, pues el verbo recto es “infligir” que, fundamentalmente, consiste en causar no ocasionar un trato degradante menoscabando gravemente su dignidad moral. Luego, en primer lugar, hay una conducta, una acción que consiste en infligir un trato degradante, concepto que tiene elementos valorativos culturales no jurídicos. Sobre el particular, pregunta cuándo un trato es degradante.


Sobre el particular, indicó que nuestro país no tiene historia en esta materia, pero las Cortes Españolas han tratado este tema y han fijado ciertos parámetros de relevancia, de gravedad y del tipo de conducta que pueden dar lugar al delito. La pena es más alta, 6 meses a 2 años.  Agregó que como  el espectro es más amplio, pues el sujeto pasivo puede ser cualquier persona han establecido ciertos parámetros relativos a fijar por parte de los tribunales cuándo una conducta tiene la relevancia penal como para dar lugar a este delito de trata degradante sobre la base, fundamentalmente, de las vejaciones y todo atentado contra la dignidad que sobrepasan un trato reprochable pero que no tiene una entidad suficiente para justificar una sanción penal.


Asimismo, continuó, se trata de un delito de resultado.  En efecto, recordó, los delitos pueden ser de mera actividad o de resultado. Los primeros son aquellos que no producen un efecto o un cambio en el mundo físico que se pueda apreciar por los sentidos, por ejemplo las injurias en que se consuma el delito por la mera ejecución de la conducta.  En cambio, en los delitos de resultado para que se entiendan consumados requiere un cambio, un efecto, en el mundo exterior, por ejemplo, el homicidio, la estafa, entre otros.  Este delito, tal como ha sido tratado por la legislación española está concebido como de resultado en que además de la acción consistente en dar un trato degradante se requiere que se produzca un menoscabo grave en la integridad moral de la víctima. Precisó que determinar cuándo se ha producido un menoscabo a la integridad moral es complejo; sin embargo, existen conceptos e ideas en nuestra legislación que facilitan la labor del Ministerio Público y los jueces para estos efectos.


Insistió en que es partidario de mantener el concepto de integridad moral no obstante ser extraño a nuestra legislación interna porque estima que es más comprensivo de lo que se quiere proteger por el proyecto de ley. Reiteró que este concepto de integridad moral no tiene historia en la Constitución Política de República pero se entiende a que se refiere y por lo tanto se asocia más directamente con la dimensión espiritual y la dignidad de la persona a diferencia de la integridad psíquica que sí recoge la Carta Fundamental que se refiere a la salud psíquica, que es más preciso.


Recordó, también, que el delito de resultado puede estar en tres etapas de desarrollo: tentado, frustrado o consumado con distintas penas en cada una de ellas.


Respecto al inciso segundo del texto propuesto por la Moción, especificó que contempla una figura calificada pues se sube la pena cuando el delito se comete en determinadas condiciones. Al respecto, sugirió que el aumento de la pena fuese facultativo, que el  juez pudiera apreciara la gravedad del hecho sin que fuese automático, pues cuando la ley es muy rígida los jueces no la aplican y buscan una fórmula de hacer una justicia material inmanente.


En seguida, refirió que el aumento tiene aplicación en dos casos: uno, cuando el sujeto activo tiene una relación particular con la víctima, es decir, autoridad pública, ministro de un culto religioso, guardador, maestro, empleado o encargado a cualquier título o causa de la educación, guarda, curación o cuidado del ofendido.  


Sobre el particular, hizo presente que alguna de las calidades mencionadas no están relacionadas a la víctima como la autoridad pública, ministro de culto religioso o guardador, de manera que, a su juicio, debiera precisarse si se está aumentando la pena por el sólo hecho investir esa calidad o porque se tiene esa calidad en relación a la víctima.


Al respecto el Honorable Senador señor Letelier explicitó que la agravante está relacionada directamente con la víctima, es decir, la persona que la persona inflinge tiene un deber de cuidado sobre el menor.


De esta forma, el señor Acosta sugirió limitar la agravante a las personas encargadas a cualquier título de la custodia, educación, guarda, curación del ofendido, lo cual, a su juicio, refleja de mejor manera la voluntad de la moción.


Por último, respecto a la segunda situación agravante, que exige que el menor ofendido fuere discapacitado, agrega una adición de mayor antijuridicidad a la conducta; no obstante, hizo presente que la expresión discapacitado puede ser ambigua y sugirió asociar este concepto al ya establecido en el artículo 5° de la ley N°20.492 sobre igualdad de oportunidad e inclusión social de personas con discapacidad. 


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán hizo presente que durante la discusión general de esta iniciativa se estimó la necesidad de contar con una mirada más técnica y precisa respecto de este tema estimando que los alcances formulados por el señor Acosta son muy acertados.


El Honorable Senador señor Letelier agradeció las exposiciones efectuadas pues interpretan el espíritu de lo que se pretende alcanzar con el proyecto, destacando como técnica jurídica el hecho de reforzar definiciones.  Precisó que la agravante de la persona que tiene a su cuidado es sin duda el sentido central; no obstante que también se quiere abarcar al adulto que ejerce una situación de poder y que valiéndose de su rol, por ejemplo de pastor o de cierta relación de autoridad, pero que no tiene técnicamente una responsabilidad de cuidador o guardador, cometa este tipo de agresiones.


Al respecto, la Honorable Senadora señora Pérez San Martín sugirió revisar un proyecto de ley de su autoría que está en esa línea. Así también propuso agregar como agravante cuando el maltrato físico o psicológico lo realice un funcionario público sin que necesariamente exista una relación de vínculo.


El Abogado señor Acosta expresó que existen dos situaciones: una, aquel que sin tener a su cargo el cuidado del menor, se aprovecha de una condición especial que tiene respecto de aquél; y, dos, las personas que sí tienen a su cargo un menor de manera más o menos permanente.  Reiteró su postura en orden a que la agravante fuese facultativa para el juez y no obligatoria, pues en este último caso, genera reticencia su aplicación. 


El Honorable Senador señor Ruiz Esquide manifestó su acuerdo con lo planteado por el señor Acosta y le solicitó proporcionarlo por escrito.

 
Con posterioridad, el Abogado señor Acosta hizo llegar la siguiente proposición de texto:


“Artículo Único.- Agréguese en el Código Penal el siguiente artículo 147 bis nuevo:


“Artículo 147 bis.- El que inflingiere a un menor de edad un trato degradante que menoscabe gravemente su integridad moral será castigado con presidio menor en su grado mínimo, salvo que el hecho constituya otro delito que la ley sancione con igual o mayor pena, caso en el cual se impondrá únicamente dicha pena.


El tribunal podrá aumentar en un grado la pena establecida en el inciso anterior en cualquiera de los siguientes casos:


1° Si el delito se cometiere por ministro de un culto religioso, guardador, maestro, empleado o encargado por cualquier título o causa de la educación, guarda, curación o cuidado del ofendido;


2° Si la víctima fuera un discapacitado en los términos descritos en el artículo 5° de la ley N° 20.422.”.”.





En la sesión siguiente la Comisión recibió al Fiscal Nacional, señor Sabas Chahuán quien expresó la opinión de la Fiscalía respecto del proyecto en estudio y, a su vez, entregó una minuta sobre el particular.  





Antes de iniciar su presentación, el Fiscal Nacional, recordó, con el objeto de tenerla en consideración, que en la Cámara de Diputados está en estudio una moción que establece un marco regulatorio para los establecimientos de educación pre escolar, sancionando penalmente a quienes no cumplan con las normas para su funcionamiento y castigando, como crímenes, las agresiones a menores,  boletín N° 6762-04.





A continuación, hizo entrega de una minuta y expresó que ella contiene una breve mirada sobre el trabajo de la Fiscalía con respecto a las víctimas en situación de vulnerabilidad. Sobre el particular, indicó que han tomado una serie de iniciativas dentro del ámbito administrativo.





Respecto a la situación actual de los menores de edad que sufren tratos degradantes que menoscaben su integridad moral y limitaciones, señaló que si bien, en Chile no existe un tipo penal general como el propuesto, que comprenda las situaciones degradantes causadas a menores de edad por parte de cualquier persona, el ordenamiento jurídico contiene un tipo penal especial que subsume algunas de estas conductas, que es el artículo 14, de la ley N° 20.066, sobre violencia intrafamiliar, siempre que sea cometido entre los sujetos señalados en el artículo 5° de esta ley, es decir, parientes del menor de edad, en su línea recta o colateral hasta el tercer grado. Además, la norma extiende la protección a cualquier otra persona que sea menor de edad que se encuentre bajo la dependencia de cualquier integrante de la familia.  Es decir, los sujetos activos del delito deben ser parientes del menor, en su línea recta o colateral y, cualquier menor puede ser sujeto pasivo si tiene ese vínculo o se encuentra bajo la dependencia de un integrante de la familia.

Por tanto, el delito de maltrato habitual en la ley de violencia intrafamiliar está en el artículo 14, y la norma del artículo 5° comprende todos los casos de violencia psicológica y física habitual que son de competencia del Ministerio Público, pero excluye la violencia psicológica ocasional y la violencia psicológica habitual que ejercen terceros sobre el menor, es decir, que no sean del núcleo familiar. En este caso, precisó, se podrían encontrar los cuidadores que agreden al menor sin dejar lesiones, es decir, trato degradante inflingido por terceros.  Previno que el delito de lesiones está regido por el Código Penal pero, indicó, si los acometimientos físicos no dejan huellas, no constituyen lesiones y no habría sanción.  En consecuencia, afirmó, un trato degradante sobre un menor no tiene sanción.  Tal vez, dijo, forzando el ordenamiento jurídico, se podría tratar por la vía de la injuria, pero en ello la Fiscalía no tiene competencia porque es un delito de acción penal privada.





Además, expresó que el artículo 14 inciso primero de la ley de Violencia Intrafamiliar le entrega competencia de esos asuntos a los tribunales de familia, norma de naturaleza civil que incluye los trabajos prohibidos y el maltrato a menores. Y el inciso segundo, le da atribuciones al juez de familia, en que no es delito, y puede obligar al agresor a asistir a programas terapéuticos o a desarrollar trabajos comunitarios. A su vez, el artículo 62 de la ley N°16.618, sobre menores, en relación al artículo 8° número 11 de la ley N° 19.968, sobre Tribunales de Familia, le entrega la competencia a estos Tribunales para conocer y resolver las causas relativas al maltrato de niños, niñas o adolescentes de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 62 de la ley N° 16.618, sobre menores.





Hizo presente que el citado artículo de la Ley de Menores contiene normas tanto de naturaleza penal, en su inciso primero relativas a trabajos prohibidos como de naturaleza civil, en su inciso segundo, sobre maltrato de menores. 





De esta forma, refirió que los casos de violencia psicológica ocasionada a menores de edad, son de conocimiento del Ministerio Público sólo cuando se dan los supuestos del tipo penal previsto en el artículo 14 de la ley N° 20.066, mientras que los actos de violencia psicológica ocasional o la violencia psicológica ocasionada por un tercero no comprendido entre los sujetos a que se refiere el artículo 5° de la ley N° 20.066, son de competencia de los Tribunales de Familia.





 Respecto al proyecto, el Fiscal Nacional manifestó su acuerdo con la idea de legislar y reconoce en él un avance positivo por las siguientes razones que detalla a continuación:





Uno, que incluye como sujeto activo a cualquiera que atente en contra de un menor, esto es, trabajador de casa particular; profesionales; técnicos, y personal en general de salas cunas y establecimientos educacionales, y que hoy no responden penalmente por el trato degradante que ocasionen a niños y adolescentes.  





Dos, sanciona conductas constitutivas del denominado bullying que hoy no puede reconducirse a los tipos penales, por lo que no puede sancionarse penalmente.





Tres, salva un vacío legal en la materia pues nuestra legislación cuenta con el delito de maltrato a animales y no tiene sanciones para los actos cometidos contra los menores de edad.





Cuatro, en los fundamentos del proyecto se invoca  la garantía constitucional de igualdad ante la ley motivo por el cual no debiera limitarse el sujeto pasivo sólo al menor de edad sino que propone incorporar, además, a los discapacitados mayores de edad y al adulto mayor.





Quinto, la legislación penal requiere  un nuevo Código y no reformas parciales.

La Honorable Senadora señora Pérez junto con agradecer al Fiscal su participación, compartió la propuesta de hacer una modificación más sustantiva sobre esta materia y agregó que existen otras iniciativas legales y mociones parlamentarias en esta misma línea que sería positivo integrarlas de manera de no abordar en forma parcial este tema, lo cual puede ser contraproducente. 

El Honorable Senador señor Larraín consultó al Fiscal Nacional por la propuesta que hiciera llegar el  Abogado señor Acosta.

El Fiscal Nacional manifestó su acuerdo con el proyecto en informe y destacó que la propuesta del Abogado Acosta incluya una regla de subsidiariedad que evita el concurso de delito, y finalmente, reiteró su sugerencia en orden a incluir los discapacitados mayores de 18 años.


Posteriormente, en la sesión del 4 de julio del presente año, el Honorable Senador señor Letelier recordó que la moción originalmente tenía por objetivo sancionar el trato degradante cometido contra un menor de edad, además de aumentar la pena en un grado en los siguientes casos: uno, si el delito fuese cometido por una autoridad pública, ministro de culto, guardador, maestro, empleado o encargado por cualquier título o causa de la educación, guarda, curación o cuidado del ofendido, y dos, si el menor ofendido fuere discapacitado. 


En seguida, señaló, también, que de las exposiciones de los invitados que participaron en el estudio de este proyecto, quedó de manifiesto su conformidad con la idea de legislar sobre la materia, a la vez que surgieron distintas propuestas, una de las cuales, precisó, fue la del Fiscal Nacional en orden a no limitar el sujeto pasivo sólo al menor de edad, sino que incorporar a los discapacitados mayores de edad y al adulto mayor.  Así también, en otro orden de consideraciones, el Abogado señor Juan Domingo Acosta, propuso, con el objeto de evitar el concurso de delito, especificar que será castigado con presidio menor en su grado mínimo, salvo que el hecho constituya otro delito que la ley sancione con igual o mayor pena caso en el cual se impondrá únicamente ésta. 


En consideración a lo expuesto, el Honorable Senador señor Letelier propuso un nuevo texto para el artículo 147 bis que se agrega al Código Penal, que en lo medular, amplía tanto el sujeto activo como el pasivo en los siguientes términos: “El que inflingiere a otra persona un trato degradante”. Asimismo, acogió la propuesta del Abogado señor Acosta sobre la aplicación residual de este delito. 


Respecto a las agravante, explicó que se mantiene la primera, la cual considera a los mismos sujetos activos que establece el artículo 368 del Código Penal referido a los delitos sexuales, y en cuanto a la segunda agravante que exige que se trate de un menor discapacitado, propone generalizarlo y señalar que se agrava la pena si la víctima fuera una persona con discapacidad.  


Sobre el particular, la Comisión tuvo presente que “el trato degradante” no está definido en nuestro ordenamiento jurídico y que las convenciones internacionales en materia de derechos humanos, prohíben esta acción sin desarrollar su concepto.  Del mismo modo, observó que el Código Penal español en su artículo 173.1, dispone que “El que inflingiere a otra persona un trato degradante, menoscabando gravemente su integridad moral, será castigado con la pena de prisión de dos a cuatro años”.


El Honorable Senador señor Larraín manifestó su acuerdo con las modificaciones propuestas por Su Señoría y planteó incorporar como agravante el caso del menor de edad y del  adulto mayor, en el cual la pena se eleva a presidio menor en su grado medio, esto es, quinientos cuarenta y un días a  tres años. 


En mérito de lo expuesto, los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Gómez, Larraín, don Hernán y Letelier, aprobaron en particular el siguiente texto del proyecto de ley en informe:


“Artículo Único.- Agréguese en el Código Penal el siguiente artículo 147 bis nuevo:


“Artículo 147 bis.- El que inflingiere a otra persona un trato degradante que menoscabe gravemente su integridad moral será castigado con presidio menor en su grado mínimo, salvo que el hecho constituya otro delito que la ley sancione con igual o mayor pena, caso en el cual se impondrá únicamente dicha pena.


El delito a que se refiere el inciso anterior, será castigado con presidio menor en su grado medio en los siguientes casos:


1° Si el delito se cometiere por autoridad pública, ministro de un culto religioso, guardador, maestro, empleado o encargado por cualquier título o causa de la educación, guarda, curación o cuidado del ofendido;


2° Si la víctima fuera un menor de edad, un adulto mayor o una persona con discapacidad.”.”.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, tiene a honra proponeros aprobar el proyecto de ley en informe, en general y en particular, en los siguientes términos:


“Artículo Único.- Agréguese en el Código Penal el siguiente artículo 147 bis nuevo:


“Artículo 147 bis.- El que inflingiere a otra persona un trato degradante que menoscabe gravemente su integridad moral será castigado con presidio menor en su grado mínimo, salvo que el hecho constituya otro delito que la ley sancione con igual o mayor pena, caso en el cual se impondrá únicamente dicha pena.


El delito a que se refiere el inciso anterior, será castigado con presidio menor en su grado medio en los siguientes casos:


1° Si el delito se cometiere por autoridad pública, ministro de un culto religioso, guardador, maestro, empleado o encargado por cualquier título o causa de la educación, guarda, curación o cuidado del ofendido;


2° Si la víctima fuera un menor de edad, un adulto mayor o una persona con discapacidad.”.”.

- - -


Acordado en las sesiones celebradas los días 6 y 20 julio y 3 de agosto de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Mariano Ruiz Esquide (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva, Hernán Larraín Fernández y Juan Pablo Letelier Morel. Y en sesión celebrada el 4 de julio de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señor Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), señora Lily Pérez San Martín y señores José Antonio Gómez Urrutia, Hernán Larraín Fernández, y Mariano Ruiz Esquide Jara. 

Sala de la Comisión, a 10 de julio de 2012.

(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CONCEDE, POR ESPECIAL GRACIA, LA NACIONALIDAD CHILENA AL SACERDOTE ESPAÑOL MANUEL MOSQUERA SÁNCHEZ

(8022-17)
HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al sacerdote español Manuel Mosquera Sánchez.

La presente iniciativa tuvo su origen en Moción de los Honorables Diputados señores Alfonso De Urresti Longton, Carlos Abel Jarpa Wevar, Sergio Ojeda Uribe, José Pérez Arriagada y Jorge Sabag Villalobos.

Se dio cuenta del proyecto en análisis en la Sala del Honorable Senado, el 13 de marzo de 2012, disponiéndose su estudio por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

Cabe hacer presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un artículo único y, acordó, unánimemente, proponer a la Sala que lo discuta del mismo modo.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

El proyecto de ley persigue conceder, por especial gracia, la nacionalidad chilena al sacerdote español Manuel Mosquera Sánchez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES

Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

La nacionalidad chilena, por especial gracia, se encuentra consagrada constitucionalmente en el Capítulo II, de la Carta Fundamental, denominado “Nacionalidad y Ciudadanía”, cuyo artículo 10, número 4°, dispone que son chilenos: “4º Los que obtuvieren especial gracia de nacionalización por ley.”. 

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

2.1-
Las pautas adoptadas por la Comisión para el otorgamiento de la nacionalidad, por especial gracia, que se mencionan a continuación:
a.-
La nacionalidad por gracia constituye el más alto honor que se puede conferir a un extranjero en nuestro país, en consecuencia, sólo se deberá conceder a personas notables y destacadas, que exorbiten el término regular en el estado de actividad que les es propio.

b.-
Para otorgar esta distinción especialísima deberá considerarse la existencia de una vinculación real del beneficiario con la comunidad nacional.

c.-
Asimismo, será necesario que la actividad ejercida por el extranjero que se desea honrar se traduzca en un beneficio efectivo y relevante para el país, en el ámbito específico de que se trate y constituya un servicio destacado para la República.

d.-
Las actividades del beneficiario deberán haber alcanzado relevancia nacional independientemente de que hayan tenido lugar en una zona determinada del territorio nacional o se hayan circunscrito a un sector específico de actividad. Resulta útil al efecto recoger el concepto procesal de hecho público y notorio, que es aquél que por evidente, patente, sabido y palmario, no es necesario acreditar.

e.-
A los proyectos deberán acompañarse antecedentes escritos y documentos fundantes de la concesión de nacionalidad, pudiendo, por ejemplo, oficiarse al Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior con el propósito de obtener las referencias que se estimen conducentes relativas a la individualización de la persona y su permanencia en nuestro país. Asimismo, puede estimarse como un antecedente valioso para apreciar el grado de reconocimiento comunitario, el haber obtenido otros galardones que premien la labor efectuada en el ámbito respectivo.

f.-
Finalmente, debe quedar asentado que el constituyente dispone que este honor se confiera por ley y, en consecuencia, las calidades que justifiquen la dictación de la misma deberán ser expuestas y acreditadas por parte de quien inicie el proyecto de ley respectivo. De esta forma, se pretende evitar se distorsionen los fines del constituyente y que la obtención de la nacionalidad chilena, por especial gracia, pueda dar lugar a prácticas de “lobby” del todo ajenas a tal alta institución.

2.2.-
La Moción que, da origen al proyecto en informe, destaca que la nacionalización por especial gracia constituye el más alto honor que el Estado chileno puede conferir a un extranjero, en razón de su aporte al país y entrega al servicio de la nación, en áreas o actividades específicas de relevancia nacional.

En virtud de lo anterior y, en reconocimiento a su noble entrega de evangelización misionera a extensos sectores de la feligresía católica de nuestro país, anhelan que el Estado de Chile otorgue la nacionalidad por especial gracia al sacerdote español, Manuel Mosquera Sánchez, perteneciente a la Diócesis de Chillán, presbítero de la comuna de Coihueco.

En seguida, la Moción relata los aspectos más relevantes de la vida del sacerdote Manuel Mosquera Sánchez, e informa que el religioso nació el 27 de junio de 1931 en Villa de Quiroga, Provincia de Lugo, España, en el seno de una familia profundamente cristiana. Además, relata que es el tercero de cinco hermanos, todos distinguidos profesionales, incluso el mayor se convirtió en el magistrado más joven de la Corte Suprema de España. Refiere que sus primeros estudios los realizó en el Colegio Apóstol Santiago de la Compañía de Jesús, en la ciudad de Vigo, en un régimen de internado, y que estudió humanidades y filosofía en el Seminario de Santiago de Compostela y la Teología en la Universidad de Salamanca, siendo ordenado sacerdote el 22 de diciembre de 1956.

Señala que en los inicios de su vida sacerdotal se desempeñó en diferentes regiones de España, aunque que su anhelo era convertirse en misionero, para llevar el mensaje de Dios a los más necesitados, donde quiera que ello fuere necesario. Al respecto, comenta que su anhelo era partir al África, pero que el destino lo hizo venir a Chile, a la Diócesis de Chillán, el 17 de julio de 1969. Resalta que como fervoroso misionero se entregó en cuerpo y alma al servicio de los pobres y de los enfermos, levantando templos, colegios y hospitales, y llevando a cabo una gran labor apostólica entre los fieles de su nueva patria.

Luego, informa que en la Diócesis de Chillán ha estado a cargo de las Parroquias de San Ignacio, Yungay, Cachapoal, San Fabián de Mico y Coihueco, y que en todas ellas sus feligreses lo recuerdan con gran cariño. Añade que en estos cuarenta y dos años de vida pastoral en Chile su aporte ha sido invaluable y que son muchos los enfermos, huérfanos, estudiantes, discapacitados y pobres que han recibido su apoyo fraterno. Asimismo, indica que mientras ejercía su labor como párroco en diferentes comunas de la Provincia de Ñuble, trabajó como director, por más de veinte años, en la Revista Nuestro Camino, y que, a su vez, colaboró en promover la comunicación entre las distintas comunas de la provincia.

Refiere que en San Ignacio tuvo una especial preocupación por la educación de los niños y jóvenes, y también por elevar el nivel de vida de las familias. Para ello, creó un hogar de niñas, destinado a las alumnas de los sectores más alejados, además de talleres de capacitación para los jóvenes, asimismo abrió un centro de rehabilitación para alcohólicos y comedores infantiles para las familias de escasos recursos.

En Yungay, continuó, construyó el Hogar Oreste Montero, para estudiantes rurales y colaboró en la edificación de la Parroquia de San Miguel. También, fundó la clínica para alcohólicos y el grupo de rehabilitados de San Jorge. Además, instaló una barraca maderera para dar trabajo a las personas más necesitadas y creó una radio comunitaria campesina. Adicionalmente, ayudó a la fundación de la Escuela Parroquial, actual Colegio Divina Pastora de Yungay. Por último, destacó su apoyo a las postas de salud rural, organizando un sistema de comunicación por radio, todo un avance para la época. En este mismo orden de ideas, refirió que tanto en Cachapoal como en San Fabián, mantuvo comedores para niños y talleres productivos de autogestión para las mujeres.

Relata que llegó a Coihueco en el año 1988, en donde luego de realizar un diagnóstico generalizado de su nueva pastoral, puso especial atención en las necesidades de las personas. En una mirada retrospectiva, dentro de sus veintitrés años de servicio, mencionó algunos de sus mayores aportes, a saber: la creación de la Clínica de Rehabilitación para Alcohólicos, la renovación de las veintinueve capillas de la comuna, la adquisición de cinco propiedades para destinarlas a la juventud coihuecana, la ampliación del cementerio parroquial, la creación de Radio 2000 y, sin duda, su obra más importante la fundación del Colegio Parroquial Lorenzo Mondanelli.

Subraya que el Colegio Lorenzo Mondanelli, fundado en el año 1991, vino a satisfacer una necesidad anhelada por la población y que hoy este colegio cuenta con enseñanza básica y media completa, y con una matrícula de unos quinientos alumnos, ofreciendo una alternativa educativa de excelencia, que permite a los jóvenes tener una real posibilidad de estudiar una carrera profesional. Al efecto, comenta que varios de sus ex alumnos son profesionales que se encuentran desarrollándose en el mundo laboral, lo que es un orgullo para el padre Mosquera. Precisa que su labor educativa ha sido reconocida en varias oportunidades por diversos institutos profesionales, universidades, medios de comunicación y municipalidades.

En esta misma línea, refiere que siempre ha buscado el desarrollo integral de los jóvenes. Para ello, señala que hace unos ocho años atrás adquirió varias hectáreas en la zona poniente de Coihueco, para que la juventud disponga de un centro recreativo y deportivo, con canchas de fútbol, de tenis, piscinas, camarines y zonas de esparcimiento y de recreación.

Luego, señala que a pocos días del terremoto del 27 de febrero de 2010, celebró la misa en la plaza de armas del pueblo, ya que el templo parroquial había sufrido serios daños, quedando inhabilitado. Refiere que una vez finalizada la liturgia, el padre Manuel Mosquera, invitó a todos los presentes a organizarse para reconstruir el templo parroquial que data de 1910 y que es patrimonio histórico y cultural de la comuna, lo que significó un arduo trabajo de toda la comunidad por más de dieciséis meses.

Por todo lo anterior, resalta que en todos los lugares en que se desempeñó, su labor pastoral fue inmensa, realizando visitas mensuales a todas las comunidades rurales, exponiéndose a altos riesgos de accesibilidad, a las inclemencias del tiempo y a traslados a caballo por varias horas, lo que en ocasiones quebrantó su salud, no obstante nunca bajó sus brazos, siguiendo con ahínco su obra solidaria.

La Moción hace presente que el Padre Mosquera con sencillez, humildad y vocación admirable, aprendió de nuestras costumbres y tradiciones, y que hoy día su corazón se cubre de sentimientos profundos de chilenidad, con respeto y valoración por nuestra cultura campesina. Por último, indica que el 22 de diciembre del año 2006 celebró cincuenta años de vida ministerial, oportunidad en la que recibió un merecido reconocimiento público por parte de la comunidad coihuecana y de las parroquias en que había trabajado, todo lo cual, lo hace acreedor de la concesión de la nacionalidad chilena por especial gracia.

2.3.-
Oficio N° 002217, de 22 de diciembre de 2011, del Servicio de Registro Civil e Identificación, en virtud del cual remite antecedentes sobre la identificación, filiación y copia de la respectiva cédula de identidad para extranjeros de don Manuel Mosquera Sánchez.

2.4.-
Oficio N° 9.971, de 8 de marzo de 2012, de la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley en estudio, el cual consta de un artículo único, que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al sacerdote español Manuel Mosquera Sánchez.

Esta iniciativa fue informada en la Honorable Cámara de Diputados sólo por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y, aprobada por la Sala de esa Corporación por 66 votos a favor, ningún voto en contra y ninguna abstención.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

Al iniciar el estudio del proyecto de ley en informe, la Comisión tuvo presente que el padre Manuel Mosquera Sánchez lleva más de cuarenta años realizado su labor pastoral en nuestro país, con un profundo contenido social, el cual se ha caracterizado por su permanente apoyo a la comunidad, uniendo trabajo y esfuerzo en la construcción de caminos, escuelas, sedes parroquiales y viviendas sociales, todo lo cual constituyen méritos suficientes para ser acreedor de este reconocimiento.

Asimismo, valoró su dedicación por auxiliar a los enfermos, huérfanos, estudiantes y discapacitados, y destacó su participación en la fundación del Colegio Parroquial Lorenzo Mondanelli, en 1991, que ofrece educación de excelencia, lo que ha permitido a los jóvenes de esta localidad acceder a la educación superior. Por último, subrayó su labor en la reconstrucción del templo parroquial de Coihueco, luego del terremoto del 27 de febrero de 2010.

En seguida, la Comisión acordó oficiar a la Conferencia Episcopal para que remita antecedentes sobre la labor pastoral del Padre Manuel Mosquera Sánchez.

Cabe hacer presente que con posterioridad, la Conferencia Episcopal, envió mediante correo electrónico, antecedentes sobre la vida pastoral del Padre Manuel Mosquera Sánchez en nuestro país, en el cual se confirman todos los hechos mencionados por los autores de la Moción, que da origen al proyecto de ley en estudio. 

Al efecto, la Comisión, luego, de conocer los antecedentes del padre Manuel Mosquera Sánchez, llegó a la convicción de que es merecedor de esta distinción especialísima, que considera la existencia de una vinculación real del beneficiario con la comunidad nacional, lo que constituye un hecho público y notorio, que no es necesario acreditar.

Considerando todo lo anterior, vuestra Comisión, después de analizar la iniciativa en informe y en razón de las pautas establecidas para ponderar la procedencia del otorgamiento excepcional de la nacionalidad chilena, por especial gracia, a extranjeros de actuación notable en beneficio para la comunidad nacional, se formó la convicción de que el Padre Manuel Mosquera Sánchez, con su abnegada labor pastoral y su trascendente actividad evangelizadora es merecedor del reconocimiento reservado a las personas que han prestado valiosos servicios, a los que alude la norma contenida en el número 4°, del artículo 10 de la Constitución Política de la República.


- Sometido a votación en general y en particular, el proyecto fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez San Martín, y señores Larraín Fernández y Letelier.

- - - 

TEXTO DEL PROYECTO

A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía os propone aprobar en general y en particular:


PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Otórgase la nacionalidad chilena, por especial gracia, al sacerdote español Manuel Mosquera Sánchez.”.

- - - 


Acordado en sesión celebrada el día 4 de julio de 2012, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señor Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), señora Lily Pérez San Martín y señor Hernán Larraín Fernández.


Sala de la Comisión, a 10 de julio 2012.

(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann,

Secretario
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES BIANCHI, GÓMEZ, LETELIER, TUMA Y WALKER (DON PATRICIO), CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY, QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE SERVICIOS SANITARIOS, PARA GARANTIZAR EL DERECHO A LA CONTINUIDAD DEL SUMINISTRO DE AGUA POTABLE RESPECTO DE LOS USUARIOS MOROSOS

(8442-09)

5. Ámbito Internacional Del Derecho Humano al Agua.

El agua es esencial para la vida humana, para la salud básica y para la supervivencia, así como para la producción de alimentos y para todas las actividades económicas que se desarrollan por el hombre.

En estos tiempos en que nos enfrentamos a una emergencia global en la cual más de mil millones de personas carecen de acceso al suministro básico de agua potable y más de dos mil millones no tienen acceso a un saneamiento adecuado, siendo este hecho la causa primaria de muchísimas enfermedades. Ha tomado fuerza en el ámbito internacional el reconocimiento del agua como derecho humano, para así dar un paso importante en cuanto a abordar el desafío de brindar a la población el elemento básico de vida.

Un tema recurrente en el debate sobre el agua, como derecho humano, ha sido reconocer que ella es condición necesaria para el resto de nuestros derechos humanos. Se asevera que sin el acceso equitativo a un requerimiento mínimo de agua potable, serían inalcanzables otros derechos establecidos como el derecho a un nivel de vida adecuado para la salud y para el bienestar, así como los derechos civiles y políticos.

Es consensuado el planteamiento que el lenguaje de la Declaración Universal de los Derechos Humanos -base para declaraciones posteriores- no estuvo destinado a incluir todo, sino más bien a reflejar los componentes de un nivel de vida adecuado. La exclusión del agua como un derecho explícito se debió sobre todo a su naturaleza -al igual que el aire- fue considerada tan fundamental que se creyó innecesaria su inclusión explícita, potenciado esto por las condiciones particulares de vida, a la época de la mencionada Declaración.

De un tiempo a esta parte han surgido políticas que realizan un llamado para que se reconozca el agua como un derecho humano, lo que se considera un paso esencial, para asegurar que se lleven a cabo acciones, en nombre de aquellos que carecen de acceso a suministros de agua potable. La fuerza legal proveniente de dicho reconocimiento motivaría a los gobiernos de los países en vías de desarrollo -y de los países donantes- a realizar cambios efectivos en las políticas internas y de ayuda y en la asignación de los recursos, así como a brindar a los grupos de ciudadanos bases sólidas sobre las cuales puedan ejercer presión sobre los gobiernos.

El derecho humano al agua es el derecho a que todos dispongamos de agua suficiente, salubre y asequible para uso personal y doméstico. Esto tiene como consecuencia necesaria que:

1- El agua es un bien común de la humanidad, perteneciente a todos los organismos vivientes.

2- El acceso al agua es un derecho humano y social, individual y colectivo.

A principios de la década de los 70, una serie de conferencias internacionales sobre agua y medio ambiente abordaron el tema del acceso a los recursos básicos y los derechos al agua. La revolucionaria Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Agua llevada a cabo en Mar del Plata en 1977, acordó que todos los pueblos tienen derecho al acceso al agua potable para satisfacer sus necesidades básicas. La Declaración de 1986 sobre el Derecho al Desarrollo, adoptada por la Asamblea General de la ONU, incluye un compromiso por parte de los Estados de asegurar la igualdad de oportunidades para todos para disfrutar de los recursos básicos. La Declaración implícitamente incluye el agua como un recurso básico, al afirmar que las condiciones persistentes de subdesarrollo en las cuales a millones de seres humanos “se les niega del acceso a recursos esenciales tales como alimento, agua, vestido, vivienda y medicinas en proporciones adecuadas representan una flagrante violación masiva de los derechos humanos.

El concepto de satisfacer las necesidades básicas de agua se fortaleció aún más durante la Cumbre de la Tierra de 1992, en Río de Janeiro, y se expandió al incluir las necesidades ecológicas. En la Agenda 21, los gobiernos acordaron que al desarrollar y usar los recursos hídricos, debe darse prioridad a la satisfacción de las necesidades básicas y a la conservación de los ecosistemas. Más allá de estos requerimientos, a los usuarios del agua se les debe cobrar adecuadamente por este recurso.

De igual forma, en el Plan de Implementación adoptado en la Cumbre de Johannesburgo de 2002, los gobiernos se comprometieron a emplear todos los instrumentos de políticas, incluyendo la regulación, el control y la recuperación de costos de los servicios de agua, sin que los objetivos de recuperación de costos se conviertan en una barrera para el acceso de la gente pobre al agua limpia.

En virtud de esto se han emitido numerosas resoluciones de organismos internacionales que reconocen los principios mencionados precedentemente; así por ejemplo, en 1995 se interpreta la existencia del agua como derecho humano por interpretación en la Observación General N° 6 en el 13° período de sesiones del Comité del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales- CPIDESC de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) donde se establece que: “Las personas mayores de edad deberán tener acceso a la alimentación, agua, vivienda, vestuario y atención de salud adecuada mediante la provisión de ingresos, el apoyo de sus familias y de la comunidad y su propia autosuficiencia”.

De la misma manera el año 2002 el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales adoptó la Observación General N° 15 sobre el derecho al agua. El artículo I.1 establece que “El derecho humano al agua es indispensable para una vida humana digna”. Luego define el derecho al agua como el derecho de cada uno a disponer de agua suficiente, saludable, aceptable, físicamente accesible y asequible para su uso personal y doméstico. La observación mencionada consigna uno de los factores más importantes para una buena salud: el acceso al agua limpia para uso personal y doméstico; que es indispensable para llevar una vida digna, además establece que el derecho al agua es pre-requisito para la realización de otros Derechos Humanos.

El 20 de Noviembre de 1981 fue adoptada la Convención Sobre los Derechos del Niño exigiéndose en el párrafo 2 del Art. 24, inciso c); a los Estados Partes que luchen contra las enfermedades y la malnutrición mediante “… el suministro de alimentos nutritivos adecuados y agua potable saludable”.

El 3 de septiembre de 1981 entró en vigor la Convención Sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer que en el Art. 14, párrafo 2 dispone que los Estado Partes asegurarán a las mujeres el derecho: “… a gozar condiciones de vida adecuadas, particularmente en las esferas del abastecimiento de agua…”.

En julio de 2010, la Asamblea General de las Naciones Unidas, a través de la Resolución 64/292, reconoce expresamente el derecho humano al agua y al saneamiento, reafirmando que un agua potable limpia y el saneamiento son esenciales para la realización de todos los derechos humanos. La Resolución impulsa a los Estados y organizaciones internacionales a facilitar recursos financieros, a propiciar la capacitación y la transferencia de tecnología para ayudar a los países, en particular a los países en vías de desarrollo, a proporcionar un suministro de agua potable y saneamiento saludable, limpio, accesible y asequible para todos1.

II. Consecuencias inmediatas del reconocimiento del derecho humano al agua para nuestra legislación sanitaria.

Aunque estamos orgullosos de que nuestro país haya alcanzado un alto crecimiento en desarrollo humano y somos líderes en cuanto a desarrollo económico y servicios de agua, entre otras cosas, aún nuestro marco regulatorio en materia de servicio de agua no se ha esforzado lo suficiente como para asegurar el derecho humano al agua, en términos satisfactorios para nuestros ciudadanos. Resulta relevante precisar que el marco regulatorio actual no refleja apropiadamente el estado socio-económico permanente de una cantidad significativa de nuestros ciudadanos. Del 60% de los más pobres, el 20% no recibe subsidios por agua.

1 http://www.un.org/spanish/waterforlifedecade/human_right_to_water.shtml
Ahora bien, nuestro país tiene que priorizar de qué manera práctica puede avanzar más respecto del derecho humano al agua y que aspectos deben ser priorizados dentro de la toma de decisiones en torno a cómo avanzar en el aseguramiento del derecho al agua para la población, a fin de que se aseguren para las personas condiciones mínimas de acceso y disponibilidad del recurso agua.

5) No Cortar El Agua.

Se encuentran pocas instancias (Brasil y Bélgica en particular) donde hay legislación o jurisprudencia que asegurar una cantidad mínima y continua (sin corte y/o gratis) de agua para sus ciudadanos. Bien conocido es el hecho que el agua se pueda considerar tanto por sus aspectos económicos como por sus aspectos culturales. Pues, una opción práctica, entre otras, es fortalecer el marco de regulación en materia de corte de suministro.

Como el agua podría considerarse un “pre-requisito” para la realización de otros derechos humanos (como el derecho a la vida, la salud, a vivir en un ambiente saludable, etc.), creemos que la ley actual no es apropiada en materia del derecho humano al agua. La actual ley de servicios sanitarios, Decreto con Fuerza de Ley número 382 de 1988, señala el siguiente:

Las empresas sanitarias tiene derecho a:

Suspender, previo aviso de “15 días” los servicios a los clientes que adeudan una o más cuentas y cobrar el costo de la suspensión y de la reposición correspondiente.”

De acuerdo con la ley, una empresa puede interrumpir el suministro de agua por el atraso de solo “una cuenta” (es decir un mes) sin consideración de:

(1) Las circunstancias “económicas” y “físicas” del cliente y/o,

(2) El monto de la deuda.

Por ejemplo, una deuda puede ser de $10.000 y las empresas sanitarias tienen el derecho de cortar el servicio; ello no se corresponde con circunstancia reales en cantidad significativa de ciudadanos a lo largo de nuestro país.

Si la empresa corta el agua o no es un tema aparte. El punto clave es el derecho que se les confiere en términos tan rigurosos y poco flexibles. A todas luces, el tiempo de un mes (solo una cuenta) y por un monto tan bajo parece poco razonable cuando se trata de un derecho humano, como el agua.

Por justicia y respeto de los derechos humanos, la comunidad internacional ha dado pasos que se alejan de nuestra legislación en materia de servicios de agua. Por ello, planteamos las siguientes sugerencias para introducir a Chile en el movimiento internacional que asegura la mayor protección posible y práctica del derecho humano al agua:

(1) Regular la inclusión de factores socio-económicos al momento de determinar los cortes de suministro.

(2) Ampliar el plazo de aviso de corte.

(3) Legislar para que las empresas acepten pagos parciales de las cuentas, hasta un punto razonable.

(4) Garantizar un servicio continuo mínimo.

Muchas veces las empresas sanitarias de acuerdo a sus políticas de atención, permiten que algunos clientes paguen en forma parcial sus obligaciones, dentro de procesos de reprogramación, pero ello no es una obligación legal. Es más, la práctica de las sanitarias es ofrecer convenios de pago después de que se ha cortado el suministro, con lo cual el convenio resulta más oneroso para el cliente dado que debe reprogramar sobre un saldo que ahora incluye cargos por corte y reposición de suministro.  En este estado de la relación, el no pago de una cuota del convenio deriva en un corte inmediato, en un círculo vicioso de sobreendeudamiento y carencia del vital elemento.

Además, las deudas y los incumplimientos en los pagos anulan el otorgamiento del subsidio estatal que se haya otorgado a esa familia, de acuerdo a la calificación socioeconómica que las haya acreditado como beneficiarios de estas ayudas.

b) Cobros por los gastos en corte y reposición del suministro de agua.

Otro aspecto sensible en cuanto al acceso al agua, dice relación con el derecho de la empresa sanitaria establecido en el mismo artículo 36 de la ley de servicios sanitarios para hacer de cargo del usuario los costos de corte y reposición del servicio en caso de incumplimiento. Este derecho consagrado legalmente constituye una gran carga para muchos deudores, quienes encuentran además de su deuda por consumo un cobro adicional en sus cuentas, que en definitiva dificulta más aún la posibilidad de regularizar cualquier situación de morosidad.

Esta posibilidad de hacer de cargo del deudor los costos que signifiquen para la empresa el cobro forzado de la obligación, resultan del todo excepcionales en nuestro país, puesto que la regla general es que los costos que signifiquen la ejecución forzada de la obligación deban ser costeados por el acreedor.

Es por esto que creemos necesario, a lo menos morigerar de alguna forma estos cobros que se realizan, de manera que por lo menos se compartan en términos más equitativos entre usuario y empresa los gastos que signifiquen el cobro de una deuda por consumo de agua, en virtud de las consideraciones anteriores es que vengo en presentar el siguiente:

Proyecto de ley

Artículo 1°. Modifíquese el Decreto con Fuerza de Ley número 382 de 1988 en la forma que indica:

1.- Agregue en el artículo 35 el siguiente inciso final nuevo:

Sin perjuicio de lo anterior, el prestador deberá siempre mantener una relación con el usuario que tenga en consideración el carácter del agua como un derecho humano insustituible y básico, dando según cada caso en particular, un trato que permita mantener un continuo e ininterrumpido acceso al servicio, otorgándose todas las facilidades que sean necesarias para el pago de deudas por cuentas atrasadas, y manteniendo siempre un mínimo diario de suministro asegurado, cualquiera sea la circunstancia de morosidad, mientras está sea justificada, que afecte al usuario.

2.- Reemplácese el artículo 36 letra d por lo siguiente:

d) Suspender en forma parcial, y previo aviso de 20 días, los servicios a usuarios que adeuden dos o más cuentas;

3.- Agréguese al final del artículo 36 bis la siguiente frase:

Igualmente será obligación de los concesionarios otorgar a sus deudores acuerdos de pago que permitan renegociar deudas vencidas, considerándose en esta negociación todas las circunstancias económicas y sociales que afecten al deudor usuario.

4.- En el artículo 38 sustitúyase el punto aparte que pasa a ser seguido y agréguese la expresión “en circunstancias calificadas, el plazo de suspensión podrá aumentar a un año”.

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES PROKURICA Y BIANCHI, CON LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE LEY, QUE MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO CONCEDIÉNDOLE DERECHO A PERMISO PARA AUSENTARSE DE SUS LABORES AL TRABAJADOR O TRABAJADORA QUE CUIDE A SU CÓNYUGE EN CASO DE HABÉRSELE DIAGNOSTICADO UNA ENFERMEDAD GRAVE, TERMINAL O CATASTRÓFICA

(8441-13)

El artículo 1° inciso segundo de la Constitución Política de la República establece que “La familia es el núcleo fundamental de la sociedad”, agregando en su inciso cuarto, en lo pertinente que, es deber del Estado dar protección a la población y la familia y propender al fortalecimiento de esta. Asimismo, la Carta Fundamental asegura el respeto y protección a la honra de la persona y su familia (Art.19 N°4}.

Este mandato encuentra su natural complemento en el ejercicio del derecho constitucional a la protección de la salud, a través, del libre e igualitario acceso a las acciones de promoción, protección y recuperación de la salud y aquellas que estén destinadas a la rehabilitación del individuo.1
En forma concomitante el Código Civil, establece en su artículo 102, que la finalidad del matrimonio, como núcleo convencional de nuestra sociedad, es el vínculo indisoluble y por toda la vida, por el cual un hombre y una mujer deciden unirse con el fin de vivir juntos, procrear y auxiliarse entre sí. El artículo 131 de este mismo cuerpo legal, establece como obligaciones y derechos de los cónyuges, guardarse fe, socorrerse y ayudarse mutuamente en todas las circunstancias de la vida. El marido y la mujer se deben respeto y protección recíprocos.

Nuestra legislación, establece la obligación de otorgamiento de licencias médicas a la madre o en su defecto al padre que tenga un niño menor de un año diagnosticado con una enfermedad grave; pero nada establece en el caso que, el que sufra la enfermedad grave o terminal sea uno de los cónyuges. Esta iniciativa, pretende corregir esta situación, posibilitando que el cónyuge sano, pueda acompañar a aquel que sufre y cumplir así las obligaciones de auxilio, socorro y protección mutua.

Hoy en día los distintos cuerpos normativos en la materia de licencias médicas y prestaciones pecuniarias por concepto de incapacidad laboral transitoria, establecen que las licencias médicas constituyen un acto médico administrativo en el que intervienen el trabajador, el profesional que certifica, el COMPIN o ISAPRE, el empleador y la entidad previsional o caja de compensación en su caso.

1 Véase DFL N° 1, de Salud, 2005; artículo 131, refundido del art. 1 de la Ley 18.469 (de 1985).

Los profesionales habilitados considerando la naturaleza, gravedad de la afección, el tipo de incapacidad que esta produzca y la duración de la jornada de trabajo, podrán prescribir en términos generales reposo total o parcial; en el primer caso, confiere el derecho a ausentarse del trabajo durante el tiempo que la licencia determine. A su vez, en los casos de licencia parcial se confiere al trabajador el derecho a reducir a la mitad su jornada laboral por el periodo que se estipule. En los casos de licencia por descanso maternal y por enfermedad grave del niño menor de un año solo podrán ordenarse reposo total.2
En el caso de las prestaciones pecuniarias, los trabajadores con afiliación previsional habilitante que hagan uso de las licencias médicas por enfermedad que no sea profesional o accidente del trabajo, tienen derecho a percibir un subsidio de enfermedad3 o incapacidad laboral, que será pagado por el Servicio Institución de Salud que corresponda. En su caso, las trabajadoras tendrán derecho al descanso de maternidad y demás beneficios previstos en el Código del Trabajo, y al respectivo subsidio de maternidad.4
A estos beneficios se suman las licencias por enfermedad del hijo menor de un año5, del cual pueden hacer uso tanto la madre como el padre, o el adulto trabajador (extensible al cónyuge de este) a quien se le haya conferido la tuición o cuidado personal del menor como medida de protección (art. 199 CT). En la situación específica que un menor de 18 años requiera atención personal de sus padres con motivo de accidente o enfermedad grave, aguda o probable riesgo de muerte, o enfermedad terminal, la madre trabajadora tendrá derecho a un permiso para ausentarse de su trabajo por el número de horas equivalentes a diez jornadas ordinarias de trabajo al año, distribuidas a elección de ella en jornadas completas, parciales o combinación de ambas, las que se considerarán como trabajadas para todos los efectos legales. Dichas circunstancias del accidente o enfermedad deberán ser acreditadas mediante certificado otorgado por el médico que tenga a su cargo la atención del menor.

Legislación Comparada

En España, la ley establece el Permiso Retribuido por enfermedad grave, hospitalización, intervención quirúrgica a fallecimiento de un familiar del trabajador, hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad.

2 Véase DS N°3, de Salud, 1984; artículos 5°y 6°.

3 Véase DS N°1, de Salud, 2005; artículo 149.

4 Véase DS N°1, de Salud, 2005; artículo 150 que refiere al DFL N° 44, MINTRAB, 1978; y Ley N° 18.418.

5 El personal afecto a estos beneficios se estipula en el DFL N°29, de Hacienda, 2004.

Además, se ha establecido el permiso médico (licencia) por razones médico familiares, en las que se establecen como tales:

· El nacimiento y cuidado del hijo recién nacido de (I) (la) empleado(a).

· La asignación del hijo de (I) (la) empleado(a) para adopción o cuidado tutelar.

· Para atender la condición médica de un familiar cercano.

Para recuperarse de una condición médica grave.

Estados Unidos, mediante la ley de “Licencias Médicas y/o por razones familiares -Family and Medical Leave Act”, otorga a los empleados la capacidad de tomar 12 semanas de licencia, sin goce de sueldo, durante cualquier periodo de 12 meses, bajo ciertas circunstancias. Dentro de las causales que establece, por ejemplo, si el trabajador requiere cuidar a su cónyuge, hijo, padre o madre que está seriamente enfermo.

En Canadá, a su vez, se establece el derecho al cuidado compasivo, que es aquel que debe prestarse a una pareja en unión libre, cónyuge o familiar que por haber convivido por más de un año juntos, deberá cuidarse y auxiliarse entre sí. Para ello, a cada trabajador se le concede un permiso de ausencia del trabajo de hasta ocho semanas, con el objetivo de prestar atención o apoyo a un miembro de la familia.

Por lo anteriormente expuesto y, dada la necesidad de proveer el cuidado que los integrantes de la familia deben brindarse entre sí y, la obligación del Estado de crear las condiciones necesarias para que esto ocurra, se propone el siguiente:

PROYECTO DE LEY

lncorporar, a continuación del artículo 199 bis, el siguiente artículo 199 TER:

“ARTÍCULO 199 TER: Cuando uno de los cónyuges ha sido diagnosticado con una enfermedad grave, terminal o catastrófica, el otro tendrá derecho a un permiso, para ausentarse de su trabajo por el tiempo que dure el tratamiento y hasta 5 días después de la recuperación total o fallecimiento del cónyuge enfermo.

Para hacer valer este derecho, el cónyuge deberá dar aviso a su empleador con, a lo menos 3 días de anticipación, acreditando mediante certificado médico la situación que afecta a su marido o mujer y adjuntando la respectiva licencia médica.

Si los beneficios precedentes fueren obtenidos en forma indebida, los trabajadores involucrados serán solidariamente responsables de la restitución de las prestaciones pecuniarias percibidas, sin perjuicio de las sanciones penales que por este hecho les debiere corresponder.”.

(Fdo.): Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY, QUE MODIFICA LA LEY DE TRÁNSITO, CON EL OBJETO DE PROHIBIR LA INSTALACIÓN DE DISPOSITIVOS QUE ALTEREN LA POTENCIA ORIGINAL DE LOS VEHÍCULOS

(8444-15)

Exposición de motivos:

La comunidad nacional ha sido conmocionada durante los últimos años por la ocurrencia de accidentes vehiculares, con consecuencias fatales para sus conductores y ocupantes, protagonizados por automóviles, que han sido provistos de dispositivos para aumentar el potenciamiento original de sus motores.

Entre estos dispositivos, los más conocidos, son los estanques de óxido nitroso, que al inyectarse al respectivo motor, aumenta la potencia original de sus caballos de fuerza (hp), por lo cual alcanzan altas velocidades, más allá de lo razonable y permitido.

La instalación de este tipo de elementos u otros que provoquen efectos similares, constituye indudablemente una demostración de desprecio hacia los demás usuarios de las vías, por parte de los propietarios o conductores de los vehículos en que se implementan, máxime si se considera que esta alteración artificial del potenciamiento de los motores, normalmente no es acompañada de la correspondiente adaptación de los sistemas de frenos, dirección o suspensión de los referidos automóviles.

De esta manera, un vehículo modificado en la forma ya descrita, se transforma en un serio riesgo para la seguridad de los demás conductores y peatones que circulan por las mismas vías, dada la dificultad de controlarlos en su conducción, al no existir un adecuado equilibrio entre los motores repotenciados y los demás sistemas que conforman la estructura motriz del vehículo, a lo que también debe añadirse que la configuración de nuestras carreteras y caminos, no tienen un diseño apto para las velocidades que estos automóviles alcanzan.

En la actualidad no existe una normativa específica que regule este tipo de transformaciones, ya que la Ley N° 18.290, de Tránsito, contempla un Título V, “De las condiciones técnicas, de la carga, de las medidas de seguridad y de los distintivos y colores de ciertos vehículos”, en cuyo artículo 55 dispone que “los vehículos deberán estar provistos de los sistemas y accesorios que la ley establece, los que deberán estar en perfecto estado de funcionamiento, de manera que permitan al conductor maniobrar con seguridad”.

Por su parte, el artículo 62, inserto en el mismo Título V, preceptúa que los vehículos deberán reunir las características técnicas de construcción, dimensiones y condiciones de seguridad, comodidad, presentación y mantenimiento que establezca el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, y no podrán exceder los pesos máximos permitidos por el Ministerio de Obras Públicas”.

El citado Ministerio dictó el Decreto Supremo N° 211 publicado el 11 de Diciembre de 1991, que contiene normas sobre las emisiones de vehículos motorizados livianos, y asimismo, con fecha 25 de Abril de 2000, se publicó el Decreto Supremo N° 26, de la misma cartera, que establece elementos de seguridad aplicables a los vehículos motorizados, para los efectos de la Ley N° 19.633, que modificó el régimen tributario que afectaba la importación de automóviles acogidos a franquicias especiales.

Procede entonces, en nuestro concepto, modificar la Ley N° 18.290, incorporando un artículo 62 bis, en virtud del cual se establezca la prohibición de alterar el potenciamiento original de los motores de todos los vehículos, mediante elementos o dispositivos adicionales, no contemplados en su estructura primitiva.

Asimismo, se hace necesario agregar, entre los casos que constituyen presunción de responsabilidad del conductor, en los accidentes del tránsito, el de conducir un vehículo con el potenciamiento de su motor aumentado, mediante este tipo de dispositivos, incorporando para tal efecto, un N° 20, al artículo 167 de la citada ley, que así lo contemple.

En mérito a las consideraciones expuestas, sometemos a la aprobación del Senado de la República, el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

Artículo único: Modifícase la Ley N° 18.290, de Tránsito, en la siguiente forma:

1.- Agrégase un artículo 62 bis, del siguiente tenor:

“Los vehículos no podrán contar con dispositivos externos, conectados al motor, cuyo objeto sea la de aumentar el potenciamiento del mismo, mediante el incremento de los caballos de fuerza (hp) originales”.

2.- Agrégase en su artículo 167, el siguiente número 20:

“Conducir un vehículo que cuente con dispositivos externos, conectados al motor, con el objeto descrito en el artículo 62 bis.”.

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES BIANCHI, CANTERO, GÓMEZ, LETELIER, PROKURICA, TUMA Y WALKER (DON PATRICIO), CON EL QUE SOLICITAN A S. E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA EL ENVÍO DE UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFIQUE EL DECRETO LEY N° 3.500, DE 1980, PARA LIBERAR A LAS PERSONAS QUE RECIBEN MÁS DE UNA PENSIÓN DE LA DOBLE COTIZACIÓN EN SALUD

(S 1496-12)

En el año 2011 se publicó la ley 20.531 que eximió total o parcialmente de la obligación de cotizar en un 7% en salud para un porcentaje importante del universo de los adultos mayores que reciben algún tipo de pensión.

En relación a esta obligación de cotizar un 7% de salud, es que queremos insistir en un tema que planteamos el año 2010, por medio del envío de un proyecto de acuerdo que en lo pertinente solicitaba la revisión y modificación del 7% de cotización de salud para aquellos casos en que existe una doble cotización de Salud, que se produce cuando una persona recibe en forma simultánea, una pensión de sobrevivencia y otra de vejez.

La primera de las pensiones mencionadas es aquella a la que tienen derecho los integrantes del núcleo familiar del causante, que podrá ser él o la cónyuge con los hijos del causante; sólo los hijos, en caso de faltar también el padre o madre; o los progenitores del causante a falta de todos los anteriores, si a la fecha del fallecimiento eran causantes de asignación familiar.

La problemática que aún persiste, es que esta pensión de sobrevivencia es compatible con la pensión de vejez, produciéndose una situación particular que consideramos necesario revisar, que consiste en que si bien el artículo 85 del Decreto Ley N° 3500, señala que todas las pensiones que establece dicho Decreto estarán afectas a una cotización uniforme del 7% hasta un límite de sesenta Unidades de Fomento y pese a la eliminación de la obligación de cotizar, ya sea parcial o total, establecida en la ley 20.531, existe todavía un universo no determinado de pensionados que deben cotizar doblemente por Salud, si es que recibe una pensión de vejez y otra de sobrevivencia.

Esta situación se produce, según nuestra interpretación, porque el Decreto Ley 3.500 establece de manera expresa: “todas las pensiones que establece este cuerpo legal estarán afectas a una “cotización uniforme””, lo que provoca en los hechos la injusta situación de que una persona debe cotizar por todas las pensiones que recibe, no obstante recibir los mismos beneficios de salud que una persona que cotiza por sólo una pensión.

Por las razones anteriores es que venimos en presentar el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

Solicitar a su Excelencia el Presidente de la República, don Sebastián Piñera Echeñique, el envío de un proyecto de Ley que modifique el artículo 85 del Decreto Ley 3.500, de manera de establecer una norma que impida la doble cotización de salud para el caso de las personas que tienen derecho a recibir más de una pensión.

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Carlos Cantero Ojeda, Senador.-José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.-Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.

8

INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY SOBRE DONACIONES CON FINES CULTURALES, CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 8° DE LA LEY N° 18.985

(7761-24)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”. 

A una o más de las sesiones en que la Comisión se ocupó de este asunto asistió, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Pizarro.

Asimismo, concurrieron, el Ministro Presidente de la Comisión Nacional de la Cultura y las Artes (CNCA), señor Luciano Cruz-Coke; el asesor legislativo, señor Juan Carlos Silva; y el Secretario Ejecutivo del Comité Calificador de Donaciones Privadas del Mineduc, señor Oscar Agüero.

Del Ministerio de Hacienda: el Director del Servicio de Impuestos Internos, señor Julio Pereira; el Jefe de Gabinete del Director, señor Gerardo Montes, y el asesor de política tributaria de la Subsecretaría de Hacienda, señor José Peñafiel. 

De la Secretaría General de la Presidencia: los asesores, señoritas Yussra Almeyda y Carol Parada, y señores Pedro Pablo Rossi y Omar Pinto.
De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN): la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos, y el abogado del mismo Programa, señor Sebastián Pavlovic.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, la Coordinadora del Área Economía, señorita María Soledad Larenas.

Del Instituto Libertad y Desarrollo; el abogado del Programa Legislativo, señor Daniel Montalva.

De la Fundación Jaime Guzmán: la asesora legislativa, señorita Cecilia Flores.
El asesor del Honorable Senador señor Frei, señor Eugenio Fredes.

La asesora legislativa de la Honorable Senadora señora Rincón, señora Labibe Yumha, y el asesor, señor Josué Vega.
- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Fortalecer y perfeccionar la ley de donaciones culturales, ampliando la base de donantes, aumentando el universo de beneficiarios, reduciendo las restricciones a la ejecución de los proyectos y simplificando los procedimientos, cuestión que se traducirá en una mayor promoción de las donaciones culturales, ampliando tanto el número de donantes como el ámbito de los beneficiarios de las mismas.

- - -

ANTECEDENTES

Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

- La ley N° 16.271, sobre Impuesto a las Herencias, Asignaciones y Donaciones.

- La ley N° 17.288, sobre Monumentos Nacionales.

- La ley N° 18.985, que establece normas sobre reforma tributaria.

-  La ley N° 19.418, sobre juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias.

- La ley N° 19.885, sobre buen uso de donaciones de personas jurídicas que dan origen a beneficios tributarios.

- La ley N° 19.896, sobre Administración Financiera del Estado.

- La ley N° 19.981, sobre Fomento Audiovisual.

- La ley N° 20.416, que fija Normas Especiales para Empresas de Menor Tamaño.

- El decreto con fuerza de ley N° 458, de 1976, General de Urbanismo y Construcciones.

- El decreto ley N° 824, de 1974, que contiene la normativa sobre Impuesto a la Renta.

- El decreto ley N° 825, de 1974, que contiene la normativa sobre Impuesto a las Ventas y Servicios.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje señala que las definiciones de Política Cultural del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes (el “Consejo”), en su línea estratégica referida a la Institucionalidad Cultural, contienen, entre otras, medidas orientadas a perfeccionar los mecanismos tributarios para incentivar las donaciones de personas naturales y jurídicas a la cultura, evitando su confusión y competencia con otro tipo de donaciones y ampliando, en ciertos casos, los límites de los montos de crédito tributario.
Así también, indica que la experiencia de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, DIBAM, y de sus instituciones colaboradoras, en relación con proyectos que han sido beneficiarios de la Ley de Donaciones Culturales, indica la necesidad de perfeccionar el texto de la ley para incorporar algunas situaciones que quedaron fuera de la redacción original, y corregir otros puntos buscando aclarar su contenido, todo lo anterior con el objeto de resaltar el espíritu general de la norma.

Expresa que se ha estimado necesario incorporar nuevos beneficiarios a la Ley de Donaciones con Fines Culturales, cuyos proyectos guarden relación con la restauración y conservación de nuestro patrimonio, y que hoy no pueden acogerse a ella.

Asimismo, se incorporan como beneficiarios a las empresas de menor tamaño cuyo giro exclusivo sea de carácter artístico o cultural, respecto de proyectos que hayan sido aprobados por el Comité Calificador de Donaciones Privadas. 

Por otro lado, manifiesta, se ha considerado importante precisar el ámbito de las retribuciones culturales que deben realizar los beneficiarios de las donaciones a la comunidad, estableciéndose en la ley las distintas clases de retribuciones y dejando para su reglamento la regulación de los distintos criterios y parámetros de retribución cultural a la comunidad, relativos a la cantidad de días, rangos de porcentajes y otros que para cada proyecto aprobado establezca el Comité. 

En cuanto a los objetivos de la iniciativa, señala que la Cultura y las Artes son una expresión de la idiosincrasia de nuestro país, son constituyentes de nuestra identidad nacional y como tales tienen una importancia central para el Gobierno. En razón de ello, el presente proyecto, fortalece y perfecciona la ley de donaciones culturales, ampliando la base de donantes, aumentando el universo de beneficiarios, reduciendo las restricciones a la ejecución de los proyectos y simplificando los procedimientos, cuestión que se traducirá en una mayor promoción de las Donaciones Culturales, ampliando tanto el número de donantes como el ámbito de los beneficiarios de las mismas. 

Respecto del contenido de la iniciativa, expresa que, en términos generales, el Artículo Único del presente proyecto de ley introduce modificaciones en los siguientes ámbitos de la señalada ley:

1. Incorporación de nuevos beneficiarios: la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, y a sus entidades dependientes; los propietarios de inmuebles que hayan sido declarados Monumento Nacional de acuerdo a las disposiciones de la ley N° 17.288, sobre monumentos nacionales, y las empresas de menor tamaño definidas en el artículo segundo de la ley N° 20.416, que tengan como giro exclusivo el artístico o cultural, los cuales deberán haber sido aprobados por el Comité Calificador de Donaciones Privadas.

2. Ampliación de la base de donantes: se amplía la base de donantes incluyendo a todos los contribuyentes del impuesto global complementario, no solamente a los que declaran rentas efectivas, como hacía la ley anterior. Además, se incorporan los contribuyentes del impuesto único de segunda categoría, ciertos contribuyentes del impuesto adicional, y los contribuyentes del impuesto a las herencias.

3. Modificación de las condiciones que deberán cumplir los beneficiarios para poder recibir donaciones conforme a la Ley sobre Donaciones Culturales: en líneas generales, se aumenta el plazo máximo de ejecución de los proyectos a 3 años, el que se contará desde la fecha que el beneficiario señale al Comité, y en el caso de las empresas de menor tamaño que califiquen como beneficiarias de donaciones culturales, se sujetarán a las mismas regulaciones de las fundaciones y corporaciones, en cuanto a las formalidades y requisitos de los proyectos.

4. Regulación relativa a espectáculos y otros eventos pagados que podrán acogerse a los beneficios de esta ley: se modifica la norma actual de forma de permitir las donaciones para la realización de espectáculos pagados.  

5. Proyectos que tengan por objeto la publicación de libros: se autoriza la venta de éstos al público y, para cada caso, deberá entregarse gratuitamente una fracción de los mismos a las bibliotecas públicas y a establecimientos educacionales del país que reciban aportes del Estado u otras entidades sin fin de lucro.

6. Composición del Comité Calificador de Donaciones Privadas: la modificación propone que el representante de la Cámara de Diputados y el del Senado, sean elegidos por los dos tercios de cada cámara, respectivamente y se agregan además, como nuevos integrantes, a un representante del Presidente de la República y a un representante del Ministro de Hacienda.

7. Nuevas atribuciones del Comité Calificador de Donaciones Privadas: el proyecto de ley señala que los beneficiarios de donaciones culturales deberán informar al Comité, antes del 31 de diciembre de cada año, acerca del estado de avance de los proyectos aprobados y del resultado de su ejecución; el Comité deberá mantener actualizada la información de los proyectos aprobados, y el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes podrá declarar, mediante resolución fundada y previo informe del Comité, el incumplimiento de los términos y condiciones del proyecto correspondiente en ciertos casos calificados. 

8. Beneficios tributarios para las donaciones que se hagan al amparo de la nueva Ley sobre Donaciones Culturales, referidos principalmente: 

a) al límite global absoluto para las donaciones, que es el monto máximo que los contribuyentes incluidos en dicha norma pueden donar en cada ejercicio, para los efectos de beneficiarse con alguna de las leyes que confieren beneficios tributarios a las donaciones, y que varía según la categoría de contribuyente de que se trate; 

b) beneficios tributarios para los contribuyentes del impuesto de primera categoría que declaren su renta efectiva según contabilidad completa, que contempla una excepción a la regla del límite global absoluto recién referido, y que contarán con un  crédito contra el impuesto que no puede exceder del 2% de la renta líquida del ejercicio, con un límite máximo de 20.000 unidades tributarias mensuales, además, en la parte de la donación que no puede ser imputada como crédito, puede ser rebajada como gasto necesario de la renta líquida positiva hasta el tercer ejercicio consecutivo posterior;

c) beneficios tributarios para los contribuyentes del impuesto global complementario, sin excepciones;

d) beneficios tributarios para los contribuyentes del impuesto único de segunda categoría. En virtud del límite global absoluto, no pueden donar en el ejercicio una cantidad que exceda del 20% de su renta imponible, ni de 320 unidades tributarias mensuales, y al igual que los casos anteriores, estos contribuyentes tienen un crédito equivalente al 50% del monto de la donación;

e) beneficios tributarios para ciertos contribuyentes del impuesto adicional (en general, directores de sociedades anónimas, sociedades extranjeras con establecimientos permanentes en Chile, inversionistas, todos sin domicilio ni residencia en Chile, por nombrar algunos), se les permite imputar como crédito un 35% del monto de la donación, en contra del impuesto adicional que grave el reparto de utilidades. Estos contribuyentes aplican un límite al crédito total imputable en el ejercicio, el que no puede exceder de la cantidad menor entre el 2% de la renta imponible anual y 20.000 unidades tributarias mensuales;  

f) donaciones imputables al impuesto a las herencias, que contempla dos modalidades de beneficios en que el crédito aplicable no puede superar del 40% del impuesto que habría correspondido pagar a cada asignatario previo a efectuarse la donación, y

h) otros beneficios tributarios que contempla el proyecto de ley: los contribuyentes del impuesto de primera categoría, global complementario y de herencias pueden hacer donaciones en especies.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL 

El Ministro Presidente de la Comisión Nacional de la Cultura y las Artes (CNCA), señor Luciano Cruz-Coke, señaló que, aunque la ley ha funcionado bien, en la práctica existen algunos problemas que han llevado a que las donaciones por vía de esta ley representen menos del 10% del total de lo que aporta el Estado a los programas culturales, por lo que se busca ampliar los montos donados por entidades privadas.

Asimismo, indicó que la ley ha sido trabajada con las diversas asociaciones e instituciones ligadas al ámbito de la cultura, las artes y el patrimonio.

A continuación, desarrolló los principales lineamientos del proyecto propuesto, los que se centran en los siguientes aspectos:

- donantes; beneficiarios; plazos; mejores retribuciones, y fiscalización.

Antecedentes

Tendencia al aumento de donaciones culturales: reconocimiento del valor social de la cultura, sin embargo, subsiste el estancamiento de cantidad de donantes.
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Donantes

a) Donantes Actuales

- Contribuyentes de primera categoría (en general empresas) que tengan utilidades. 50% de crédito y 50% restante como gasto.
- Contribuyentes del impuesto global complementario. 50% de crédito.

b) Donantes que se proponen agregar

- Los contribuyentes de primera categoría (en general empresas) que tengan pérdidas. 50% como gasto hasta tres ejercicios.

- Los contribuyentes del impuesto único de segunda categoría (trabajadores dependientes). 50% como crédito.

- Personas naturales que podrán donar con cargo al impuesto de herencia, así como las sucesiones hereditarias. Por primera vez se integra en una ley de donaciones permanente. 50% como crédito.

- Los contribuyentes del impuesto adicional (extranjeros con actividad comercial en Chile). 35% como crédito.

Antecedentes beneficiarios:

Necesidad de apoyo a sectores con baja donación cultural.

[image: image10.png][ presentacion donaciones culturales sala (2).pcf - Adobe Reader
Frbio o W Ve Az

Comentario  Compartir

TENDENCIA AL AUMENTO DE DONACIONES CULTURALES:
RECONOCIMIENTO DEL VALOR SOCIAL DE LA CULTURA

SIN EMBARGO, SUBSISTE EL ESTANCAMIENTO DE CANTIDAD DE DONANTES

MONTO TOTAL DE DONACIONES

W NUMERO DE
CONTRIBUYENTES DE
PRIMERA CATEGORIA
afios
% 2010
2009
2008
2007
2006

2005 [

2000 [z

% INCLUYE PROGRAMA DE APOYO A LA RECONSTRUCCION PATRIMONIAL CNCA

FuENTE S





Beneficiarios:

a) Beneficiarios actuales

• Corporaciones y fundaciones. 

• Organizaciones comunitarias funcionales y Juntas de Vecinos.

• Bibliotecas y Museos abiertas a público.

• Consejo de Monumentos Nacionales.

• Universidades e Institutos Profesionales.
b) Beneficiarios que se proponen agregar

• Propietarios de bienes raíces previamente declarados monumento nacional por el Consejo Nacional de Monumentos, o inmuebles declarados como conservación histórica, para poder repararlos y conservarlos.

• PYMES culturales: micro, pequeñas y medianas empresas cuyo objeto social exclusivo sea de carácter cultural o artístico, para proyectos que hayan sido previamente aprobados por el Comité Calificador de Donaciones tales como productoras audiovisuales, editoriales y sellos independientes.

• Dirección Nacional de Archivos, Bibliotecas y Museos (DIBAM).

Plazos:

a) Plazo actual.

• Cualquiera sea el proyecto se establece un plazo máximo de ejecución de 2 años.

b) Plazo propuesto.

• Los proyectos tendrán una ejecución máxima de 3 años contados desde la fecha que el beneficiario indique al Comité.

• Dicha fecha deberá recaer y ser informada por el beneficiario dentro de los doce meses siguientes a la aprobación del proyecto por el Comité.

Retribuciones:
a) Retribuciones actuales.
• Los proyectos beneficiados por la Ley de Donaciones Culturales que se refieren a espectáculos y exposiciones deben ser gratuitos y abiertos al público en general. 
• Se pueden presentar espectáculos y exposiciones en forma gratuita y pagada, siempre que sean la misma cantidad de funciones o exhibiciones pagadas que las gratuitas, que se trate del mismo lugar, con los mismos artistas, el mismo programa y a la misma hora.

b) Retribuciones propuestas.
Según el porcentaje de financiamiento acogido a la ley y según tipo de proyecto:

• En el caso de los espectáculos o exposiciones: realizar ciertas funciones o exhibiciones gratuitas y/o la disposición de la rebaja del precio de las entradas en un porcentaje determinado.

• En el caso de las publicaciones de libros: destinar un porcentaje de los ejemplares para ser donados a bibliotecas públicas, establecimientos educacionales que reciban aportes del estado u otras entidades sin fines de lucro.

• En el caso de los proyectos audiovisuales: entregar una autorización gratuita al consejo nacional de la cultura y las artes, por un período determinado, para la exhibición pública de la obra en el territorio nacional.

• En el caso de los inmuebles declarados Monumento Nacional: poner una placa distintiva y permitir el ingreso del público en determinadas oportunidades y por un plazo determinado.

Fiscalización
a) Seguimiento

El Comité de Donaciones Culturales mantendrá actualizada la información de los proyectos aprobados, del monto de las donaciones y del estado de avance y resultado de los proyectos.

1. los proyectos aprobados.

2. el monto de las donaciones.

3. el estado de avance y resultado de los proyectos.

b) Sanciones

El Consejo Nacional de la Cultura y las Artes podrá, previo informe del Comité de Donaciones Culturales, declarar el incumplimiento de los términos y condiciones del proyecto en los siguientes casos:

1. Cuando la información o antecedentes sobre el monto de las donaciones, del estado de avance y resultado de los proyectos no fueren presentados en los plazos que en cada caso se indique.

2. En caso que la información entregada de cuenta de que los recursos han sido destinados a fines distintos de los señalados en el proyecto.

3. En el caso que el beneficiario otorgue certificados por donaciones que no cumplan las condiciones establecidas en la ley.

Principales exposiciones efectuadas ante las comisiones de Cultura y Hacienda de la Cámara de Diputados: señora Carmen Romero y señores Silvio Caiozzi, Edgardo Bruna, Arturo Navarro, Oscar Agüero Woods, Emilio de la Cerda, Juan Alberto Rojas, Alberto Cuevas y Daniel Álvarez.

Silvio Caiozzi, Asociación de Directores y Guionistas de Cine y Audiovisuales:

“Debe mantenerse el concepto expuesto en el proyecto de ley en cuanto a que las productoras audiovisuales sean consideradas como empresas que pueden recibir donaciones directamente sin la participación de una fundación o corporación.

Es importante conservar la posibilidad que las empresas donantes puedan efectuar sus aportes aún cuando su contabilidad anual muestra pérdidas”. (Informe Comisión Cultura, página 21).

Edgardo Bruna, Presidente de la Unión Nacional de Artistas (UNA):

“A su juicio, el proyecto de ley contiene elementos bastante positivos. Destacó que esa entidad tiene un dialogo fluido con el Ministro de Cultura, lo cual se refleja, en términos generales, en que el proyecto recoge muchas de sus inquietudes. tal circunstancia es importante para el desarrollo artístico del país en la medida que diversifica las fuentes de financiamiento para la creación y difusión de las artes y del patrimonio, estimulando al sector privado a participar en él”. (Informe Comisión Cultura, página 19).

Carmen Romero, Fundación Teatro a Mil:

“Hoy con las nuevas indicaciones, teóricamente se amplían las posibilidades para que más organizaciones puedan ser destinatarias de más recursos: se incorporan nuevos beneficiarios, como las empresas de menor tamaño con giro artístico-cultural, y se amplía la base de donantes. En el papel, ambas indicaciones son positivísimas” (Comisión de Hacienda Cámara, 2 de mayo 2012).

Arturo Navarro, Director Ejecutivo del Centro Cultural Estación Mapocho:

“Con respecto a los cambios que se proponen en el proyecto, el señor navarro manifestó que éstos van en la dirección adecuada, en especial, la ampliación de donantes, de beneficiarios y de la gama de contraprestaciones.

Respecto de los donantes, es significativa la posibilidad de donar en especies para quienes deben pagar impuesto de herencia, lo que permitirá que afloren verdaderos tesoros hundidos de colecciones de arte que sus propietarios no se atreven a declarar y que terminan mutiladas o repartidas en vida para evitar el alto costo de ese impuesto”. (Informe Comisión Cultura, página 22).

“En cuanto a los beneficiarios, es relevante la incorporación, entre otros, de pymes culturales”. (Informe comisión cultura, página 23).

Oscar Agüero Woods, Secretario Ejecutivo del Comité Calificador de Donaciones Culturales:

“Señaló que en materia de ampliación de beneficiarios (a la DIBAM, por ejemplo) es útil, atendido que en la actualidad dicha institución no puede acceder a los beneficios de la ley. Otro aspecto importante en esta materia es la que dice relación con la conservación del patrimonio, especialmente inmuebles que son propiedad de particulares, a quienes también se incorpora como beneficiarios, siempre que cumplan ciertas exigencias de retribución hacia la comunidad. Asimismo, se da la posibilidad de incorporar entidades que persiguen fines de lucro, como las pymes” (Informe Comisión Cultura, página 18).

Emilio de la Cerda, Secretario Ejecutivo del Consejo de Monumentos Nacionales:

“Planteó que el consejo de monumentos nacionales está de acuerdo con las modificaciones que se proponen en la ley, principalmente por el reconocimiento tácito que hace el estado a la protección, con fondos de donaciones culturales, al patrimonio histórico y a las zonas típicas, sobre todo porque se puede hacer una diferencia en relación a la situación del patrimonio que ha resultado dañado después del terremoto del 2010” (Informe Comisión Cultura, página 15).

Juan Alberto Rojas, Subdirector Normativo del Servicio de Impuestos Internos, y Alberto Cuevas, Jefe del Departamento de Impuestos Directos del Servicio de Impuestos Internos:

"Recalcaron que se trata de un proyecto de ley innovador, distinto a las demás leyes que legislan sobre donaciones, en términos de cantidad de beneficiarios y donantes. Se espera que con esta ley aumenten los beneficiarios y eventuales donantes. Agregó que la ley tiene las sofisticaciones técnicas de una ley tributaria, donde los controles buscan, en base a la experiencia acumulada, evitar que se abran vías de evasión o elusión por medio de las franquicias” (Informe Comisión Cultura, página 28).

Daniel Álvarez, Centro de Estudios en Derecho Informático de la Universidad de Chile:

“Señaló que en términos generales, el proyecto constituye un importante esfuerzo por ampliar y mejorar las disposiciones vigentes sobre donaciones culturales, incrementando así el ámbito de actividades artísticas y culturales susceptible de ser financiadas a través de donaciones, las que se ven beneficiadas con incentivos tributarios directos”. (Informe Comisión Cultura, página 23).

Seguidamente, se refirió a los nuevos casos posibles gracias a las modificaciones que se proponen:

- Protección Patrimonial

- Emprendimiento Cultural

- Alianza Empresa y Trabajadores

- Donaciones de Colecciones

a) Protección Patrimonial

Relevancia Patrimonial

El terremoto de febrero de 2010, puso de manifiesto la precariedad en la que se encuentra nuestro Patrimonio Material.

En ese contexto, el informe de la Comisión de Patrimonio Histórico y Cultural de la H. Cámara de Diputados, propuso crear un sistema de incentivos tributarios, para quienes efectúen desembolsos, además de donaciones, relacionados con la adquisición, reparación o mantención de bienes inmuebles que constituyan parte del patrimonio arquitectónico.
Mayores posibilidades 

Con la reforma a la Ley de Donaciones, la protección, restauración y cuidado de nuestro patrimonio será tarea de todos. Más personas naturales o empresas podrán aportar para la recuperación monumentos y edificios históricos públicos y privados.

Beneficio para Propietarios

Al incorporarse a dueños de inmuebles declarados Monumentos Nacionales o pertenecientes a una zona típica dichas declaratorias ya no serán recibidas únicamente como cargas si no que a la vez se da una alternativa de beneficio por parte del estado.

En el ámbito patrimonial se busca reparar el injusto gravamen que la declaratoria históricamente ha implicado a sus dueños.

b) Emprendimiento cultural

Externalidades positivas

Cuando la industria y actividad cultural crecen, lo hacen, a su vez, una serie de actividades paralelas como son el empleo, el turismo, la hotelería, las nuevas tecnologías.

Impulso al Sector

Con la inclusión de las micro, pequeñas y medianas empresas de giro cultural como beneficiarias de las donaciones culturales, se apunta, directamente, a otorgar un impulso al sector cultural y artístico.

Fortalecimiento a la actividad artística

Se fortalece a las empresas que han optado por tener como objeto la producción y desarrollo de actividades artísticas tales como editoriales, sellos y productoras audiovisuales, las que anteriormente, por tener fin de lucro quedaban excluidas como beneficiarias de las donaciones culturales.

Público

Con esto, se ve directamente beneficiado el público que asiste y consume bienes y servicios de carácter artístico y cultural, quienes tendrán la posibilidad de que haya una mayor inyección de recursos al sector que crea y produce cultura.

Empleo

Se apunta directamente a lograr que la industria creativa se fortalezca generando mayor empleo y potenciando a chile como foco de creación para producciones audiovisuales y musicales de primer nivel.

c) Alianza empresa y trabajadores

Al incorporarse los trabajadores dependientes como nuevos donantes, se hace posible que los empleados en conjunto con la empresa en la que trabajan acuerden efectuar donaciones culturales de manera conjunta a proyectos en que se sientan comúnmente identificados o que promuevan valores, costumbres o tradiciones que transversalmente quieran ser promovidos por ambos donantes.

d) Donaciones de colecciones

Con la consagración de los contribuyentes del impuesto a la herencia como nuevos donantes, se promueve que colecciones de alto valor artístico o patrimonial, que corren el riesgo de disgregarse al distribuirse entre varios herederos, ahora podrán ser donadas tanto por el causante como por sus herederos, pudiendo éstos descontar su impuesto a la herencia.

El Honorable Senador señor Frei observó que se requiere más tiempo para estudiar el proyecto de ley, especialmente, porque es una materia en que la iniciativa exclusiva es del Ejecutivo y los senadores casi no podrán plantear enmiendas vía indicaciones. Agregó que hay varios temas que deben ser analizados, partiendo por el desarrollo de la llamada “Ley Valdés”, y siguiendo por sus implicancias, en qué se invirtieron los fondos donados y las razones de su posterior fracaso debido a las modificaciones introducidas. Acotó que en el año que existieron más donantes su número fue apenas superior a 400, todo lo cual demuestra que se requiere un análisis más profundo.
El Honorable Senador señor Lagos manifestó que existe una suerte de contradicción, ya que, por una parte, se discute el proyecto de reforma tributaria que pretende recaudar más recursos para el Estado, y por otra, esta iniciativa legal que implicará para el Fisco una menor recaudación por la vía impositiva. Agregó que hay temas que deben ser revisados en detalle, como es el de los contribuyentes que tributan en base a renta presunta, porque no le parece que contando con un régimen privilegiado, que en su opinión debiera reducirse al máximo, adicionalmente se les entregue la posibilidad de hacer donaciones aprovechando un crédito tributario. 

Por otro lado, destacó que el Ministro tuvo la deferencia de llamar a los miembros de la Comisión manifestando su disposición a discutir el contenido de la iniciativa legal.

Asimismo, planteó que debiera debatirse la incorporación de actividades, como el deporte, que no tienen acceso a este mecanismo, y revisar materias como las donaciones en especie, en las que sería prudente escuchar la opinión del Servicio de Impuestos Internos.

Además, manifestó que tratándose de recursos que el Estado deja de recaudar, debería estudiarse cuidadosamente quienes han sido los beneficiarios de las donaciones y ver la posibilidad de crear una especie de fondo común que permita que todos los proyectos valiosos accedan a los recursos recaudados en base a la ley.

La Honorable Senadora señora Rincón se sumó al reconocimiento al señor Ministro por haberse puesto en contacto previamente con los integrantes de la Comisión. Indicó que, aunque los montos que implica el proyecto de ley en discusión son más bien marginales, no debe perderse de vista la discusión global sobre la tributación en nuestro país. Asimismo, expresó que los grandes perjudicados por no tener prácticamente acceso a los beneficios de la actual ley son todas las regiones, porque la ciudad de Santiago concentra casi la totalidad de los montos donados, por lo que se requiere una mirada específica para mejorar la situación de las regiones distintas a la Metropolitana, más allá que existan excepciones como el Festival de Cine de Valdivia, el Teatro Regional del Maule o iniciativas en el Norte Grande financiadas por compañías mineras. 

Señaló compartir lo planteado por el Honorable Senador señor Lagos en orden a incluir al deporte como actividad que puede ser objeto de donaciones de las contempladas por la presente ley.

 El Honorable Senador señor Novoa manifestó que no se opone a la discusión, pero que se debe ser muy cuidadoso en ella, porque muchas veces se han estropeado buenas iniciativas que han terminado convertidas en leyes ineficaces, como la ley de donaciones con fines sociales.

Agregó que en materia de cultura existen diversos fondos de apoyo que dependen del Estado, y además existe esta ley que es muy específica, y que permite que contribuyentes decidan apoyar, con un costo rebajado, a proyectos individuales. Expresó que cuando se establecen muchos requisitos y restricciones, las personas deciden no aportar la parte que sale de sus propios fondos y simplemente pagar los impuestos que se deban.

En relación con lo planteado precedentemente, indicó que sería interesante tener a la vista información sobre cuánto representan los fondos reunidos en base a la ley de donaciones respecto del total de lo que aporta el Estado para financiar iniciativas culturales.

La Honorable Senadora señora Rincón señaló  que la información solicitada precedentemente debiera indicar qué parte de lo donado y de las obras e iniciativas financiadas se destinan a ser expuestas en las comunas de menores ingresos del país.

Una vez conocidos los planteamientos de los integrantes de la Comisión, el Ministro Presidente de la CNCA, señor Cruz-Coke, manifestó que equipos de asesores se encuentran analizando posibles modificaciones que puedan contribuir a mejorar la iniciativa legal, siempre pensando en que ella apunta a beneficiar a proyectos de menor envergadura, sin plantearse jamás como un reemplazo de parte de lo que aporta el Estado al financiamiento directo de las iniciativas culturales o al aporte de los Gobiernos Regionales.

A continuación efectuó una exposición del siguiente tenor:

Financiamiento al sector cultural

Aporte del Estado al sector cultural (montos en millones de pesos).
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Aporte privados al sector cultural vía Ley Valdés (montos en millones de pesos).
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Montos Proyectos aprobados y casos de proyectos regionales

Año 2010
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Algunos proyectos acogidos

V Región

Nombre del Proyecto: La buhardilla del arte un espacio para vivenciar el arte y la cultura en familia. Beneficiario: La buhardilla del arte.

Nombre del Proyecto: Anfiteatro plaza Sotomayor, un punto de encuentro de los habitantes de Valparaíso. Beneficiario: Corporación de arte, cultura y turismo Valparaíso.

Nombre del Proyecto: Caravana cultural. Beneficiario: Corporación cultural La Araucana.

VII Región

Nombre del Proyecto: Curicó se reconstruye en la feria de la memoria del bicentenario. Beneficiario: Corporación cultural de Curicó.

Nombre del Proyecto: Instancias mágicas. Beneficiario: Centro cultural gran circo teatro.

IX Región

Nombre del Proyecto: Temporada artística teatro municipal de Temuco. Beneficiario: Corporación Municipal para el desarrollo cultural de Temuco.

Nombre del Proyecto: Proyecto de ampliación y habilitación de la edificación de la escuela de música Papageno. Beneficiario: Escuela de música Papageno O.C.F.

Región Metropolitana

Nombre del Proyecto: Becas jóvenes artistas. Beneficiario: Corporación cultural Arte+.

Nombre del Proyecto: Cuecas de Roberto Parra. Beneficiario: Corporación amigos del patrimonio cultural de Chile.

Nombre del Proyecto: Festival internacional Santiago a Mil. Beneficiario: Fundación Festival Internacional Teatro a Mil.

XIV Región

Nombre del Proyecto: 5° festival de bicicultura. Beneficiario: Centro de bicicultura.

Nombre del Proyecto: Programa de extensión artística, cultural y científica de la Universidad Austral de Chile. Beneficiario: Universidad Austral.

Año 2011
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Algunos proyectos acogidos

V Región

Nombre del Proyecto: Rapa Nui Film Fest, tercer festival de cine de Isla de Pascua. Beneficiario: Fundación Síntesis.

Nombre del Proyecto: Circo Pobre Tercer CD Cantautor y Pintor Viñamarino Luciano Hutinel. Beneficiario: Corporación Cultural de Viña del Mar.

Nombre del Proyecto: Danzas populares. Beneficiario: Corporación Cultural La Araucana.

VII Región

Nombre del Proyecto: Taller y tercer campeonato interescolar de palabras cruzadas. Beneficiario: Centro cultural Juan Mauricio Rugendas.

Nombre del Proyecto: Talita Cum 25 años de Teatro. Beneficiario: Centro Cultural Artístico y Recreativo Talita Cum.

IX Región

Nombre del Proyecto: Escuela formativa de las artes de la comuna de Gorbea. Beneficiario: Agrupación teatral Teatronimía.

Nombre del Proyecto: Gran gira nacional de la Soprano Verónica Villarroel. Beneficiario: Corporación cultural Cámara Chilena de la Construcción.

Región Metropolitana

Nombre del Proyecto: Gemelos ciclo teatro popular en San Joaquín. Beneficiario: Corporación cultural de San Joaquín.

Nombre del Proyecto: Memoria Circo. Beneficiario: Corporación Aldea del Encuentro.

Nombre del Proyecto: Exposición itinerante y publicación del libro del álbum fotográfico: “Álbum de la compañía de salitres y ferrocarril de Agua Santa Tarapacá-Chile-1896”. Beneficiario: Fundación Procultura.

XIV Región

Nombre del Proyecto: Festival internacional de cine de Valdivia. Beneficiario: Centro cultural de promoción cinematográfica de Valdivia.

Nombre del Proyecto: Instrumentos para orquesta sinfónica de Panguipulli. Beneficiario: Corporación de adelanto de la comuna de Panguipulli.

Año 2012
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Algunos proyectos acogidos

V Región

Nombre del Proyecto: Recuperación y rescate de valores culturales y festividades Rapanui. Beneficiario: Corporación Cultural de Rapa Nui.

Nombre del Proyecto: Valparaíso capital cultural del títere y el payaso funciones y actividades. Beneficiario: Fundación Teatromuseo del Títere y el Payaso.

Nombre del Proyecto: Puerto de ideas, festival de Valparaíso. Beneficiario: Fundación Puerto de Ideas, Festival de Valparaíso.

VII Región

Nombre del Proyecto: Restauración y puesta en valor de la iglesia San Miguel Arcángel de Colbún y restauración de la imagen de cristo crucificado. Beneficiario: Fundación Cultural Ayuda a la Iglesia que Sufre-Chile.

Nombre del Proyecto: Actividades culturales año 2012. Beneficiario: Universidad Católica del Maule.

IX Región

Nombre del Proyecto: Tisa “Teatro Itinerante De Santiago Arteamérica”. Beneficiario: Corporación Nacional del Teatro Musical.

Nombre del Proyecto: Temporada de conciertos Villarrica 2012. Beneficiario: Agrupación Promúsica de Villarrica.

Región Metropolitana

Nombre del Proyecto: 9º Festival Nacional de bandas jóvenes, Balmaceda Arte Joven. Beneficiario: Corporación Cultural Balmaceda Doce Quince.

Nombre del Proyecto: Funcionamiento Fundación Andrés Pérez Araya. Beneficiario: Fundación Andrés Pérez Araya.

Nombre del Proyecto: Difusión exposición Abu Ghraib de Fernando Botero. Beneficiario: Fundación Museo de la Memoria y los Derechos Humanos.

XIV Región

Nombre del Proyecto: Bordados del bosque. Beneficiario: Fundación Huilo Huilo.

Nombre del Proyecto: Gira teatro a mil región de Los Ríos. Beneficiario: Fundación Festival Internacional Teatro a Mil.

Carta Gabriel Valdés.

· Pymes como beneficiarios

“...La incorporación, en forma expresa, de normas de fomento a la producción audiovisual, haciéndolas extensivas a las pequeñas empresas como beneficiarias de la Ley, es un paso trascendental en lo que se refiere, no solo al mejoramiento de dicho sector en el ámbito cultural del país, sino que también en la proyección de la imagen de Chile en el exterior.”.

· Nuevos donantes

“...La ampliación de la gama de contribuyentes que pueden ser donantes es una proposición digna de valorar, pues incorpora a personas tales como trabajadores dependientes y a los contribuyentes de impuesto adicional, los que hasta el momento están excluidos de cooperar al desarrollo cultural del país, de acuerdo a las normas de la ley de donaciones...”.

· Donación en especie

“Además, al crear la posibilidad de donar especies, por parte de los herederos de un causante, se abre a una amplia perspectiva para que, parte del patrimonio cultural existente en el país pase a dominio de entidades culturales, preferentemente museos.

De esa forma el destino de colecciones de distintos tipos de objetos artísticos no será su fragmentación y dispersión entre los herederos del creador de la colección...”.

· Retribución cultural

“Desafortunadamente, la legislación actual impide que espectáculos pagados se puedan ofrecer gratuitamente en otros lugares sino se cumple con la exigencia que el espectáculo gratuito debe presentarse en el mismo lugar, con los mismos artistas y en el mismo horario que el pagado. Me congratulo que la iniciativa a prestar, adecúa esa disposición tan estricta.”.

El Honorable Senador señor Novoa planteó que, en relación con los proyectos aprobados en el año 2010, la Región Metropolitana se lleva proporcionalmente menos con respecto al porcentaje que representa su población en el total nacional, dado que la población de la referida Región representa aproximadamente el 40% del total nacional y dicho porcentaje equivale a 24 mil millones de pesos de los 60 mil millones aprobados en 2010, frente a los  19.500 millones de pesos que efectivamente fueron aprobados para la región Metropolitana en dicho año.

El Honorable Senador señor Frei consultó si los integrantes del Comité Calificador de Donaciones Privadas que provienen del Senado y de la Cámara de Diputados deben ser Senadores y Diputados o pueden ser representantes nombrados por dichas Cámaras.

El Ministro, señor Cruz-Coke, expresó que en virtud de una modificación introducida por la Cámara de Diputados, se entiende que ahora sólo pueden ser senadores o diputados en ejercicio quienes representen a las respectivas cámaras.

El Honorable Senador señor Frei acotó que en Osorno llevan varios años tratando de levantar un teatro municipal, usando el modelo de la arena que existe en Puerto Montt, que se puede usar tanto para espectáculos deportivos como artísticos, y fue hecho casi en su totalidad con fondos regionales. Sobre el particular, consultó si se pueden financiar el proyecto en forma conjunta, una parte aportada por fondos regionales y la otra por el Consejo Nacional o donaciones particulares.

El Ministro, señor Cruz-Coke, expresó que se puede financiar un proyecto en forma conjunta siempre que exista la voluntad de parte de las autoridades correspondientes de la región o comuna. Actualmente existe un programa de teatros regionales, y la materia más importante a resolver es quién se hace cargo del teatro una vez que inicia sus operaciones.

Con posterioridad, el Ministro Presidente de la CNCA, señor Cruz-Coke, informó que se han efectuado conversaciones entre los asesores del Consejo y del Ministerio de Hacienda con los asesores legislativos de los Honorables Senadores, las que se han centrado en los siguientes aspectos:

- En primer término, se analizaron los mecanismos de información y seguimiento de los distintos proyectos que acceden a beneficios tributarios, y se ha planteado la idea de robustecerlos estableciendo una norma similar al que contempla la ley N° 20.241 sobre investigación y desarrollo, que impone al Ministerio de Hacienda el deber de informar anualmente a la Comisión de Hacienda el uso de los beneficios tributarios que contempla la ley respectiva. Agregó que existe pleno acuerdo en efectuar un seguimiento muy estricto del uso de los beneficios que se consideran en el proyecto de ley.

- En segundo lugar, se estudió el equilibrio  necesario que debe existir entre el secreto tributario que ampara al contribuyente y la transparencia en los proyectos beneficiados, y se ha propuesto implementar un mecanismo por el cual exista información disponible respecto de las donaciones sin interferir con las normas sobre secreto tributario contenidas en el artículo 35 del Código Tributario. Agregó que el proyecto de ley contempla normas sobre transparencia en los artículos 12, inciso segundo, que obliga al Comité Calificador de Donaciones Privadas a mantener información actualizada sobre monto, avance y resultados de los proyectos aprobados, y 11, que establece deberes de información de los beneficiarios respecto del Comité y del Servicio de Impuestos Internos. Sostuvo que existe la voluntad de incorporar alguna norma que obligue al mencionado Comité a mantener un registro público que contenga el monto de las donaciones recibidas y la cantidad de proyectos aprobados.

- Una tercera materia se analizó, prosiguió, se refiere al monto máximo anual del crédito por el total de las donaciones que sube de 14.000 UTM a 20.000 UTM, manteniéndose en todo caso el límite general absoluto referido a un porcentaje de la renta líquida imponible del donante contenido en la ley N° 19.885. Adicionalmente, se mantiene el límite referido al 2% de la renta líquida imponible del donante que no puede excederse por medio de las donaciones, y dado que el crédito es hasta por el 50% del monto de lo donado, en ningún caso la donación de los contribuyentes del impuesto de primera categoría puede exceder del 4% de la renta líquida imponible del donante.

Añadió que otra materia que se ha abordado es aquella sobre valorización y fiscalización de las donaciones en especie, especialmente lo relativo a cuál es su costo para efectos tributarios. Agregó que existe la disposición para trabajar en el establecimiento de normas que perfeccionen la determinación del valor de las especies donadas.

Sobre el particular, el Honorable Senador señor García consultó si las donaciones en especie constituyen una novedad del proyecto de ley o ya se encuentran contempladas en la normativa.

El Ministro, señor Cruz-Coke, sostuvo que las donaciones en especie ya se encuentran contempladas por la legislación vigente.

A mayor abundamiento, el asesor del Ministerio de Hacienda, señor Peñafiel, explicó que actualmente sólo pueden donar especies los contribuyentes que declaran en base a renta efectiva, valorizando lo donado de acuerdo al costo tributario que tienen los bienes, y con la iniciativa legal se amplía la posibilidad de donar en especie a contribuyentes que no tienen obligación de llevar contabilidad, por lo que debieron establecer mecanismos de valorización nuevos. Para efectos de contribuyentes del impuesto global complementario, agregó, se determinó que la valorización la haga el Comité, que podrá contratar peritos para dichos efectos, y para efectos de contribuyentes del impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones, se aplican las mismas reglas que establecen los artículos 26 y 26 bis de la ley correspondiente, para la valorización de especies, que distinguen según el bien de que se trate, mueble o inmueble. Así, precisó, en algunos casos se toma el valor fiscal y en otros el valor comercial. También existen reglas para valores públicos, vehículos motorizados, etc.

El Ministro, señor Cruz-Coke, observó que también se ha planteado ampliar la integración del Comité Calificador, incorporando representantes de organizaciones culturales, lo que ya se hace en el proyecto de ley que aumenta a siete su número, incluyendo a un representante de las organizaciones culturales, artísticas y patrimoniales, y un representante elegido de entre los premios nacionales de artes o de literatura.

- Otro punto abordado, prosiguió, es la disminución de las materias cuya regulación esté entregada al reglamento que siga a la ley. Manifestó que, aunque no convendría incorporar un exceso de detalle en la ley, existe disposición para aumentar hasta cierto punto las regulaciones contempladas en la ley que antes se pensaba dejar para el reglamento.

Añadió que existen críticas respecto de que las universidades sean sujetos beneficiarios de la ley, en cuanto existe una ley de donaciones específica para las casas de estudio. Agregó que el Comité podría entregar información acerca del comportamiento histórico de esas instituciones respecto de la materia, y acotó que las mismas podrían acceder de todas formas a los beneficios de la ley, por medio de postulaciones efectuadas por corporaciones o fundaciones relacionadas.

- Expuso que el octavo, y último punto objeto de análisis, es el que tiene que ver con las pequeñas y medianas empresas como posibles beneficiarios de las donaciones contempladas por el proyecto de ley
. Señaló que se discute si el mecanismo de donación que se propone es adecuado para el caso de las referidas empresas, considerando que existen fondos de asignación directa del Consejo y otros mecanismos que dependen de Corfo. Acotó que existen opiniones de varios organismos, como la Asociación Nacional de Gestores Culturales, la Fundación Teatro a Mil, la Unión Nacional de Artistas, la Sociedad Chilena del Derecho de Autor, el Sindicato de Actores de Chile y Chileactores, entre otros, que respaldan la proposición contenida en el proyecto de ley, dado que existen cientos de pequeñas y medianas empresas que por su naturaleza no pueden constituirse como corporaciones y fundaciones, y ello va en detrimento de ciertos sectores específicos, como el patrimonial, el audiovisual y el de infraestructura. Agregó que las Pymes también requieren que sus proyectos sean aprobados por el Comité para poder ser beneficiarias. Además se les exige que su único giro sea relativo a la cultura, la totalidad de lo donado debe destinarse al proyecto aprobado, y deberán entregar la misma información detallada que se exige para todos los proyectos aprobados que pueden ser objeto de donaciones con fines culturales. En caso de verificarse alguna contravención o incumplimiento a lo establecido en la ley, se contempla la aplicación de multas, el giro de los impuestos que se debiesen haber pagado de no acceder al beneficio, y la prohibición de presentar proyectos por un plazo de tres años.

En relación con los reparos planteados, afirmó, es posible establecer un registro a cargo del Comité Calificador de Donaciones Privadas que refuerce la fiscalización de la Pymes, dado que deberán inscribirse en el mismo, y se precisará que los montos donados sólo pueden financiar gastos corrientes del proyecto, excluyéndose en algunos casos el financiamiento de equipamiento.

Señaló que existe una muy buena disposición de todas las partes para trabajar en el perfeccionamiento de la ley, y permitir una pronta aprobación de la misma, que es lo que esperan los actores del sector. 

Seguidamente, la Comisión analizó el procedimiento para continuar con la discusión de este proyecto de ley.

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Frei planteó que, aunque existe una buena disposición por parte del Ministro, todavía falta mucho por avanzar, lo que verifica al no existir una minuta con los acuerdos alcanzados. Agregó que, según la información de que dispone, no se ha logrado acuerdo en varias materias. Asimismo, observó que las donaciones a las universidades se requiere una precisión mucho mayor, lo mismo respecto de la donación en especies.

Además, manifestó que se requeriría conocer la opinión del Servicio de Impuestos Internos respecto de las Pymes como beneficiarias de las donaciones, y añadió que también convendría escuchar la opinión del Ministerio de Hacienda sobre esta materia.

El Ministro, señor Cruz-Coke, señaló que en los temas por él expuestos precedentemente existe acuerdo, incluso respecto de las universidades. Agregó que existe respaldo del Servicio de Impuestos Internos en todo lo que implica una mayor fiscalización.

El Honorable Senador señor Novoa manifestó que el proyecto de ley debiera votarse en general, y verificar en la votación y en la discusión en particular del mismo, cuáles son las modificaciones que son posibles realizar. Sin perjuicio de aquello indicó que, si los restantes miembros de la Comisión estiman que sería conveniente esperar una semana más para proceder a la votación, él no se opone.

El Honorable Senador señor Frei expresó que no duda de lo planteado por el señor Ministro, pero la última palabra en estos asuntos la tiene el Ministerio de Hacienda y le han informado que dicha repartición no está de acuerdo en todos los puntos analizados. Además, recordó que en las enmiendas que se estudian, los senadores prácticamente no cuentan con iniciativa para presentar indicaciones que sean admisibles, por lo que es necesario contar con el acuerdo del Ejecutivo antes de pasar a la discusión en particular.

El Ministro, señor Cruz-Coke, indicó que existe acuerdo en estas materias con el Ministerio de Hacienda, y se ha concordado con el Servicio de Impuestos Internos lo que tiene que ver con nuevos mecanismos de fiscalización. 

El Honorable Senador señor Lagos destacó la detallada exposición del Ministro, y planteó que, aunque en la discusión en particular se podrían eliminar aspectos que no resultan convenientes, prácticamente no existe la posibilidad de incorporar elementos necesarios si no son propuestos por el Ejecutivo. Señaló que si se está cerca de alcanzar un acuerdo pleno lo mejor es esperar unos días a que dicho acuerdo se concrete.

Acotó que representa un anhelo personal la posibilidad de que exista un fondo  de donaciones generado a partir de un porcentaje de lo que se dona.

La Honorable Senadora señora Rincón señaló que sería muy importante aclarar si el SII está de acuerdo con todo lo planteado o no, especialmente en lo referido a las Pymes como beneficiarios.

El Honorable Senador señor Novoa expresó que sería conveniente que se explicitara cuáles son las enmiendas que se quieren efectuar y que requieren el patrocinio del Ejecutivo, y luego conocer la decisión del Ejecutivo sobre cuáles está en condiciones de apoyar.

El Ministro, señor Cruz-Coke, sostuvo que todo lo que ha planteado precedentemente ha sido visado por el Subdirector Normativo del Servicio de Impuestos Internos, e indicó que sería conveniente que se citara a representantes de ese Servicio para que se aclaren las dudas existentes.

En la siguiente sesión, el Ministro, señor Cruz-Coke, expuso que se ha continuado trabajando para elaborar enmiendas que perfeccionen el contenido del proyecto de ley, principalmente sobre mecanismos de información y seguimiento, el equilibrio necesario entre secreto tributario y transparencia, la fiscalización de las donaciones efectuadas, la ampliación  de las bases de integración del Comité Calificador de Donaciones Privadas, las donaciones efectuadas a las universidades y las donaciones efectuadas a pequeñas y medianas empresas.

Seguidamente, el Director del Servicio de Impuestos Internos (SII), señor Pereira, efectuó una exposición, relativa al contenido de la iniciativa legal, la cual se contiene en la siguiente:

MINUTA PROYECTO DONACIONES CON FINES CULTURALES.

I.- Garantías y mecanismos de información y seguimiento.

Con el objeto de robustecer los mecanismos de información y seguimiento del desempeño de la Ley sobre Donaciones Culturales, se podría adoptar una norma similar a la de la ley N° 20.241 (Incentivo Tributario a la Inversión Privada en Investigación y Desarrollo), en el sentido de establecer que la autoridad (en ese caso el Ministerio de Hacienda) informe al Congreso Nacional acerca del uso de los recursos y de otras materias que se consideren importantes. El artículo 2° transitorio, de esa ley, obliga al citado Ministerio a encargar un estudio y evaluación de la ley en cuanto instrumento de fomento para la realización, por parte del sector privado, de actividades de investigación o desarrollo, y en cuanto instrumento de incentivo para potenciar el vínculo entre los centros de investigación y el referido sector privado. Por su parte, otro modelo posible es el recogido en el artículo 21 de la ley N° 20.444 (donaciones para reconstrucción) que establece que al término del plazo que señala, el Ministerio de Hacienda debe informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, los montos e individualización de las donaciones recibidas. Asimismo, deberá proporcionar un informe sobre la selección y ejecución de las obras financiadas en conformidad a esta ley. Además, el Ministerio de Hacienda debe emitir informes trimestrales sobre los montos e individualización de las donaciones efectuadas en conformidad al Título III de esa ley, debiendo remitir copia de ellos a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, dentro de los 90 días siguientes al término del respectivo trimestre. En el caso de las donaciones culturales, dicha información debería ser proporcionada principalmente por el Consejo de la Cultura y las Artes, por ser quien tendrá el detalle de los proyectos y donaciones efectuadas.

II.- Balance entre secreto tributario y transparencia de la franquicia.

Aunque no es una materia propia de la competencia del Servicio de Impuestos Internos, el inciso 2°, del artículo 12, obliga al Comité Calificador de Donaciones Privadas a mantener actualizada la información relativa a los proyectos aprobados, monto de las donaciones, estado de avance, resultado de los proyectos y cumplimiento de las retribuciones culturales que determine el mismo Comité.  

Por su parte, el artículo 11 establece deberes de información que deben observar los beneficiarios de las donaciones, tanto con el Comité de Donaciones Privadas como con el Servicio de Impuestos Internos. Dentro de estas últimas se cuenta la remisión del estado de fuentes y usos generales de las donaciones recibidas durante el año anterior, individualizando a los donantes y el monto de la donación, entre otros aspectos. El inciso segundo, del artículo 11, dispone la remisión de los Estados de Fuentes y Usos a las Direcciones Regionales del Servicio de Impuestos Internos: para una mejor fiscalización y cruce de información, se sugiere que este Estado de Fuentes y Usos, no sea entregado en las Direcciones Regionales, sino que a través de una Declaración, tal como se hace en el caso de las Donaciones con Fines Sociales y con Fines Deportivos. Actualmente, en el caso de las donaciones con fines culturales, además de entregar el estado de fuentes y usos en las Direcciones Regionales, deben entregar la declaración jurada de donaciones recibidas. Con la modificación propuesta, sólo entregaría la Declaración de Ingresos y Usos, haciendo más eficiente el proceso. En el punto V.- N° 5 de esta minuta, se propone una redacción sobre el particular.

Finalmente, se hace presente que este Servicio, puede proporcionar información agregada o global sobre el monto de las donaciones, resguardando evidentemente el secreto tributario establecido en el artículo 35 del Código Tributario.

III.- Avalúo de las donaciones en especie.

A juicio de este Servicio, la norma que se propone en el artículo 14 resguarda adecuadamente el interés fiscal comprometido y permite una correcta fiscalización de la franquicia. Ella se resume de la siguiente manera:

1.- Contribuyentes que declaran sobre rentas efectivas: si el donante es un contribuyente de la primera categoría de la LIR, que determine su renta efectiva según contabilidad completa, o un contribuyente del impuesto global complementario que también declare rentas efectivas, el valor de las especies donadas será su costo para los efectos de dicha ley (es decir, su valor de adquisición reajustado por IPC, menos las depreciaciones acumuladas cuando corresponda). 

2.- Demás contribuyentes del impuesto global complementario: tratándose de los demás contribuyentes del impuesto global complementario, el valor será determinado por el Comité, el que podrá considerar como referencia un informe de peritos independientes. El costo de los peritajes será, en todo caso, de cargo del beneficiario y no formará parte de la donación. En este punto, para mayor certeza, podría establecerse que el informe de peritos sea obligatorio.  Alternativamente, se podrían utilizar las normas de valorización de bienes contenidas en la ley N° 16.271. Ahora bien, cuando en la referida ley no se establezca para un bien un método de valorización se debe exigir el informe de peritos por parte del beneficiario.  La idea es que el SII no participe en tasaciones en las cuales no se tenga experiencia o conocimientos (e.g. pintura u obra de arte, etc.).

3.- Contribuyentes del impuesto a las herencias: el valor de las especies donadas se determina según las normas de valoración de bienes contenidas en la ley N° 16.271.

4.- Este mecanismo  descrito en los números precedentes (idéntico al que actualmente se utiliza en el articulo 4, de la ley N° 20.444, que Crea el Fondo Nacional de la Reconstrucción y Establece Incentivos Tributario a las Donaciones en caso de Catástrofe) facilita la labor fiscalizadora del Servicio de Impuestos Internos.

5.- Como comentario general, en caso de una futura enajenación de los bienes recibidos, el costo de venta debería ser $0 para el donatario, de modo que todo lo que se obtenga como precio fuera utilidad para el enajenante que originalmente había recibido el bien en donación. El artículo 8°, de la ley N° 20.444 respecto de las donaciones efectuadas a obras específicas, dice expresamente que en el caso de obras privadas, cuando se trate de infraestructura que forme parte del activo de contribuyentes de la primera categoría de la LIR, el valor de costo de tales bienes no podrá incrementarse por el monto de las donaciones recibidas conforme a esta ley. El Servicio de Impuestos Internos, en la Circular N° 44, de 2010, sostuvo que como consecuencia de esto, el monto de las donaciones en ningún caso incrementará el valor que para efectos tributarios deba considerar el donatario, ya sea para determinar el valor que tenga derecho a deducir vía depreciación de tales activos, como costo en la posterior enajenación de los mismos, o a cualquier otro título.  

Se sugiere incluir una norma que diga expresamente que las especies donadas no formarán parte del costo de los bienes de activos de donatarios que determinen sus rentas efectivas según contabilidad completa, en el caso en que tales bienes sean enajenados durante la ejecución del respectivo proyecto, ello para evitar la disminución de utilidades en la posterior venta de los bienes recibidos en donación. Además, se sugiere que en el caso de permitirse donaciones de bienes destinados al activo fijo, no se permita deducir suma alguna por concepto de depreciación de dichos bienes. El fundamento de ello es que la depreciación, proveniente del valor del bien donado, permitiría rebajar utilidades afectas a impuestos.

6.- Se sugiere mantener estas normas de determinación de valor y no generalizar la aplicación de las normas contenidas en la Ley de Herencias. Al respecto, cabe señalar que la referencia al artículo 46 de la ley 16.271 sobre Impuesto a las Herencias, sólo implicaría precisar el avalúo respecto de los bienes raíces, valores mobiliarios y vehículos, porque respecto de otros bienes muebles, dicha disposición se remite al artículo 46 bis de la misma ley, que establece que serán considerados en su ‘valor corriente en plaza’, con lo que siempre se requerirá un peritaje para la determinación de su avalúo. Por otra parte, la referencia al artículo 46 bis citado, implicaría trasladar al Servicio la tarea de efectuar en definitiva el avalúo de los bienes a que se refiere, sin que tenga esta repartición los recursos para llevarla a cabo. Por consiguiente, se estima que una modificación legal en esta materia no debería implicar trasladar competencias o nuevas funciones al Servicio de Impuestos Internos.

IV.- PYMES culturales como beneficiarias.

En este caso, para el Servicio de Impuestos Internos, los principales problemas que pueden presentarse dicen relación con:

1.- La verificación del objeto cultura que se exige como requisito para acceder a los beneficios:

El riesgo fiscal es que los fondos percibidos por el donante puedan ser destinados a la adquisición de activos o al financiamiento de actividades generadoras de renta. Ello desnaturalizaría la finalidad de estas donaciones, en cuanto se contribuiría al financiamiento de actividades lucrativas que adicionalmente lleven a cabo estas PYMES. Se propone para ello lo siguiente:

a.- Incluir en la ley los pasos o requerimientos para que un proyecto presentado cumpla con el objeto cultural;

b.- Que el objeto de estas entidades sea previamente evaluado por el Comité Calificador, como organismo experto en la materia, y

c.- Una vez determinado que su objeto coincide con lo exigido por la ley, que estas PYMES sean incluidas en un registro que lleve el Comité, de modo que este Servicio pueda consultarlo en los procesos de fiscalización del buen uso de esta franquicia. En este sentido, a las PYMES que hagan mal uso de ella, se les debería excluir de dicho registro, impidiéndoles recibir donaciones para fines culturales durante el período que dure su exclusión. En caso de detectarse figuras delictivas, la exclusión debería ser permanente y extenderse también a sus socios, para evitar que por el expediente de la disolución y término de giro de la PYME, puedan volver a integrarse al sistema de donaciones que originalmente defraudaron.

2.- La verificación de los proyectos.

Si bien el Comité lleva a cabo una aprobación ex ante de los proyectos, se sugiere dotar a dicho Comité de mayores recursos para los efectos del control de la ejecución de los mismos durante su desarrollo. Mejorar las capacidades operativas del Comité, permitiría una fiscalización en tiempo real de quienes hacen uso de la franquicia. En este caso, se debería operar con un modelo de gestión de la fiscalización similar al que se usó en el caso de la franquicia SENCE. 

V.- Consideraciones y observaciones finales.

Si bien se estima que las modificaciones propuestas a la ley de donaciones culturales aseguran en general un mejor control del uso de la franquicia, se estima necesario hacer las siguientes proposiciones de modificación.

1.
En el N° 6 del artículo 1°, frase final “con las modificaciones señaladas más adelante”, se puede entender que lo que se está modificando es el límite global absoluto, sin embargo se refiere a las excepciones que se indican más adelante, se sugiere cambiar la redacción o eliminar la expresión, porque conduce a equívocos.

2.-
Inciso final del artículo 3°: es importante que se indique el tratamiento de la parte de la donación que es crédito, se propone que se señale que se tratará de un gasto rechazado no afecto al artículo 21, tal como se precisa en el inciso décimo del artículo 69 de la ley N° 18.681 “Donaciones a Universidades e Institutos Profesionales…”. En otros casos en que no ha estado incluido en la ley, lo hemos indicado en Circular.

3.-
Artículo 5°: establece que los contribuyentes del impuesto único de segunda categoría, también pueden ser donantes. Es importante que el SII tenga la facultad de especificar las formalidades del certificado de donaciones, ya que en dicho documento, se indicará en que calidad de contribuyente realiza la donación (Primera Categoría, Impuesto Único, Global Complementario o Adicional). En relación con lo anterior, el N° 2 del artículo 8°, requisitos de las donaciones, específicamente de los certificados: si bien tiene la misma redacción que la ley vigente, se sugiere modificar por “certificado que se extenderá al donante, conforme a las especificaciones y formalidades que señale el Servicio de Impuestos Internos” (N° 5 artículo 1° Ley 19.885)”. 

4.-
Inciso primero del artículo 11. Deber del Comité de informar al SII: si el banco de proyectos no es público, el Comité debería informar cada vez que se incorpore a un nuevo beneficiario a la nómina, con el fin de que pueda realizar un control de los donatarios que pueden timbrar este tipo de certificado de donaciones. Tal como se hace, por ejemplo,  en el caso de las Donaciones con Fines Sociales.

5.-
Inciso segundo del artículo 11. Remisión de los Estados de Fuentes y Usos: para una mejor fiscalización y cruce de información, se sugiere que este Estado de Fuentes y Usos, no sea enviado al SII, sino que sólo sea enviada la información que específicamente pida el SII a través de una declaración jurada, tal como se hace en el caso de las Donaciones con Fines Sociales y las con Fines Deportivos. En estos momentos en el caso de las donaciones con fines culturales, además de entregar el estado de fuentes y usos en las Direcciones Regionales, deben entregar la declaración jurada de donaciones recibidas. Con la modificación propuesta, sólo entregarían la declaración jurada de Ingresos  y Usos.

Redacción sugerida: “Asimismo, deberá elaborar anualmente un informe del estado de los ingresos provenientes de las donaciones y del uso detallado de dichos recursos, de acuerdo a los contenidos que establezca el Servicio de Impuestos Internos, el cual deberá ser remitido a ese Servicio dentro de los tres primeros meses de cada año” (Inciso tercero del artículo 2° de la ley N° 19.885).

El Honorable Senador señor Novoa observó que la norma que el Servicio de Impuestos Internos sugiere incluir respecto del avalúo de las especies donadas, se refiere a las personas que persigan fines de lucro.

El Secretario Ejecutivo del Comité Calificador de Donaciones Privadas, señor Agüero, acotó que en la actual legislación, un bien mueble donado no se puede vender antes de pasados 2 años desde la donación, y dicho plazo se amplía a 5 años para el caso de los inmuebles. Agregó que en caso de que de todas formas se produjere la venta de lo donado, el dinero que de ella se obtenga debe destinarse por el beneficiario a otros proyectos acogidos a la ley de donaciones con fines culturales
. 

El Honorable Senador señor Novoa señaló que la parte nueva que incluye el proyecto de ley, es la que se refiere a la depreciación, dado que se podrá donar a empresas.

El Director del Servicio de Impuestos Internos, señor Pereira, manifestó que no existe incompatibilidad entre el destino de la eventual enajenación que puede hacer el donatario y el hecho que el Servicio no acepte la depreciación del bien donado.

El Honorable Senador señor Novoa expresó, respecto de las PYMES culturales como beneficiarias, que el beneficio tributario lo tiene quien dona, no el que recibe la donación, por lo que estima que la mayor fiscalización debe recaer no sobre el donatario, sino sobre el hecho que el donante y el donatario no sean personas relacionadas.

El Honorable Senador señor Lagos planteó que, no obstante ser una materia relevante el que donante y donatario sean personas relacionadas, considera fundamental que se fiscalice al donatario empresa, dado que pueden existir simulaciones que encubran transacciones comerciales.

El Ministro, señor Cruz-Coke, indicó que en el artículo 8°, número 3) de la iniciativa legal en informe, se dispone que donantes y beneficiarios, cuando estos sean una entidad con fines de lucro, no se pueden encontrar relacionados. Además, se exige que el giro único del beneficiario sea cultural, y adicionalmente existirá un registro de las empresas que reciban donaciones. Agregó que es interés principal del CNCA que no existan defraudaciones efectuadas con los mecanismos de la ley, y es por ello que se está trabajando con el Servicio de Impuestos Internos.

El Director del Servicio de Impuestos Internos, señor Pereira, observó que lo que se quiere obtener es un socio fiscalizador, y para ello, focalizarse en el donatario, estableciendo el registro y extendiendo las sanciones a los socios de la empresa, logrando que se produzca prácticamente una fiscalización automática.

El Honorable Senador señor Novoa manifestó que le parece una buena medida la existencia de un registro, pero lo que le preocupa es que la definición del objeto o giro cultural de la empresa, provoque la exclusión de los sujetos que se busca beneficiar, como son productoras, teatros y otros. Observó que el objeto cultural, asociado al lucro, presenta complejidades que no son menores y pueden derivar en la exclusión de muchos entes que originalmente se busca potenciar.

El Ministro, señor Cruz-Coke, agregó que con el proyecto de ley se está transparentando una situación que ya ocurre con corporaciones y fundaciones que se utilizan como si fueran pequeñas productoras, que actualmente no pueden recibir donaciones con beneficios tributarios.

El Honorable Senador señor García señaló que en la actualidad, las Pymes con giro cultural pueden recibir dinero vía Fondart, y consultó cómo son considerados dichos ingresos para efectos tributarios.

El Jefe de Gabinete del Director del Servicio de Impuestos Internos, señor Montes, indicó que de conformidad a la ley sobre impuesto a la renta, todo incremento de patrimonio, en principio, constituye renta. Sin perjuicio de lo anterior, precisó que para efectos de las donaciones, el artículo 17, N° 9, de dicha normativa, señala que no constituyen renta las donaciones y puntualizó que los montos en dinero considerados por Fondart no son donaciones.

Explicó que en dicha materia existen tres situaciones diversas, la primera relativa al gasto en honorarios y la segunda al gasto operacional, que siempre se ha estimado que constituyen renta y son ingresos tributables, y la tercera referida al gasto en inversión, en que se estima que constituye menor costo de inversión, por ejemplo, si se reciben fondos para construir un teatro, se estima que el dinero de Fondart constituye un menor costo de inversión.

El Honorable Senador señor García expresó que siendo así, debería revisarse la situación tributaria de los montos contemplados por Fondart.

La Honorable Senadora señora Rincón consultó cómo se podrá fiscalizar a una empresa que done un monto alto de dinero para la realización de un documental a una empresa dedicada a materias audiovisuales, y al mismo tiempo contrate a la misma Pyme para la realización de una publicidad pagando un precio mucho menor respecto del que en realidad correspondería.  

El Honorable Senador señor Lagos observó que el Estado prácticamente subsidia las donaciones efectuadas en un 60%, y es por eso que preocupa tanto lo que se pueda hacer con los mecanismos contemplados por la iniciativa legal, más aun cuando se discute una reforma tributaria que recaudará un monto no muy alto de nuevos recursos para el Estado.

El Honorable Senador señor Novoa consultó que, si los proyectos objeto de donación reciben una calificación previa por parte del Comité, existe una cierta seguridad acerca de que lo que se permite donar es equivalente a lo que requiere el proyecto aprobado.

El Ministro, señor Cruz-Coke, indicó que el Comité vela porque cada proyecto cumpla todos los requisitos y no se refiera a materias adicionales. Agregó que en los años anteriores nunca ha existido un problema respecto de la calificación que hace el Comité de los proyectos. No obstante, añadió, se debe aumentar la fiscalización para evitar que se haga un mal uso del mecanismo de la ley. Es por ello, precisó, que el centro de la atención se pone en el proyecto a financiar y no en el donante.

El Director del Servicio de Impuestos Internos, señor Pereira, acotó que en la verificación del objeto cultura, más que una definición muy rígida en la ley, quieren que se contemplen los pasos para que se cumpla el objeto cultural. Respecto de lo expresado precedentemente por la Honorable Senadora señora Rincón, se sugiere que, además de la evaluación ex ante que efectúa el Comité, se le otorguen mayores recursos para que efectúe el control de la ejecución de los mismos proyectos en tiempo real.

 El Honorable Senador señor Novoa acotó, respecto de la consideración número 2 de la Minuta del Servicio de Impuestos Internos, que la misma ya se encuentra contemplada en al redacción actual de la iniciativa legal, en la última oración del inciso final del artículo 3°.

Asimismo, consultó quién debería hacer la declaración jurada a la que se refiere la consideración número 5 de la minuta del Servicio de Impuestos Internos, si el donatario o el Comité.

La Honorable Senadora señora Rincón precisó  que la posibilidad de defraudación a la que ella se refirió precedentemente, se sustenta en la lógica de que existen dos contratos, uno que contiene una donación con fin cultural por un monto alto, y el otro que se refiere a un acto de comercio por un monto bajo, que esconde un precio real mucho más elevado.

El Secretario Ejecutivo del Comité Calificador de Donaciones Privadas, señor Agüero, señaló que son varias las situaciones en que el Comité y su Secretaría están permanentemente innovando respecto de las exigencias que se hacen, especialmente a los beneficiarios. Por ejemplo, explicó, se requieren más declaraciones juradas sobre distintas materias, incluso la no publicidad o la imposibilidad de hacer campañas que se incluyan en los medios. Respecto del estado de fuentes y uso, indicó que, actualmente, existe la obligación de entregar la información al Servicio de Impuestos Internos, además de la declaración jurada que encuentra su fundamento en una resolución de ese Servicio del año 2004, en que el contribuyente indica quiénes son los donantes, los montos y el hecho de que no existe relación entre el donante y el donatario, sobre todo en lo que se refiere a contraprestaciones excesivas. Agregó que se ha pensado que el Comité, con la colaboración de ese organismo, tenga acceso al estado de las fuentes y usos, porque se comparan los presupuestos aprobados con el uso de los recursos.

La Honorable Senadora señora Rincón señaló que a la fecha existen tres puntos en los que no se ha logrado acuerdo. Ellos son las donaciones a las empresas con fines de lucro, la distribución de recursos de las donaciones con fines culturales de una forma similar a las donaciones con fines sociales y el aumento del límite al monto del crédito aplicable a 20.000 UTM, y agregó que no cuentan con borrador de indicaciones alguno.

A continuación, el señor Presidente dio por cerrado el debate y puso en votación, en general, la iniciativa de ley en informe. 

El Honorable Senador señor Lagos fundamentó su voto indicando que votará a favor, pero que existen temas de fondo en los que existen diferencias, y que siendo materias de iniciativa del Ejecutivo, quedan entregados a que el Gobierno decida presentar las indicaciones. Señaló que es delicada la situación de empresas que podrían lucrar con las donaciones. Asimismo, consideró necesaria la existencia de un fondo que permita redistribuir un porcentaje de lo donado, lo que se justifica al comprobar que son, en buena parte, recursos que deja de percibir el Fisco los que se asignan mediante las donaciones. Observó que se trata de evitar los abusos y que no se dañe el interés fiscal.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Rincón fundamentó su voto expresando que es necesario fomentar la cultura, ya que la felicidad no tiene que ver sólo con lo tangible y que lo que se haga para reforzar esta materia es fundamental. Sin perjuicio de lo anterior, expuso su intranquilidad con el contenido actual del proyecto de ley, por las materias que mencionó precedentemente y por otras, como las universidades como donatarios, respecto de las cuales se ha solicitado un informe del Consejo para conocer el comportamiento de las mismas en esta materia. Agregó que, por lo mismo, se buscará acordar las modificaciones necesarias, y en lo que no se logre el acuerdo votará en contra cuando se discuta el proyecto en particular. Además, solicitó que cuando se desarrolle dicho trámite reglamentario, la Comisión escuche a las entidades que han trabajado con la ley actual y que conocen sus fallas y necesidades de enmiendas, como así también a personas expertas en temas de índole tributaria y de fraude al Fisco.

En consecuencia, el proyecto de ley fue aprobado en general por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores García, Lagos y Novoa.
- - -

FINANCIAMIENTO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 23 de mayo de 2011, señala, de manera textual, lo siguiente:

“El presente Proyecto de Ley establece las siguientes modificaciones con impacto fiscal a la Ley de Donaciones Culturales:

En primer lugar, incorpora como beneficiarios a la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, y a sus entidades dependientes; a los propietarios de inmuebles que hayan sido declarados Monumento Nacional de acuerdo a las disposiciones de la ley N° 17.288; y a las empresas de menor tamaño definidas en el artículo segundo de la ley N° 20.416, cuyo giro sea de carácter artístico o cultural, respecto de proyectos que hayan sido aprobados por el Comité Calificador de Donaciones Privadas.

En segundo lugar, amplía la base de donantes, agregando a los contribuyentes del impuesto único de segunda categoría, a los contribuyentes del impuesto adicional, que grava a las personas domiciliadas o residentes en el extranjero por sus rentas de fuente chilena, y a los contribuyentes del impuesto a las asignaciones por causa de muerte.

En tercer lugar, se establece que los contribuyentes de primera categoría podrán donar en cada ejercicio, a su elección, una suma que no supere del 5% de su renta líquida imponible, o del 1,6 por mil del capital propio de la empresa al término del ejercicio. Con ello se busca otorgar también el beneficio a los contribuyentes con pérdidas tributarias o con una renta líquida pequeña, que por aplicación del límite global absoluto no podrían acogerse al proyecto de ley o podrían hacerlo por montos muy menores, puedan donar al amparo de la normativa sobre donaciones culturales.

Finalmente, se eleva de 14.000 a 20.000 unidades tributarias mensuales el límite para el crédito que los contribuyentes del impuesto de primera categoría pueden aplicar.

Este conjunto de medidas implicarán una menor recaudación por concepto de impuesto a la renta. La estimación de dicho costo fiscal se muestra en la tabla siguiente:

	Año
	Costo Fiscal

(millones de pesos de 2011)

	2012
	1.600

	2013
	2.600

	2014
	3.600

	2015 en adelante
	4.700


.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación en general de la iniciativa legal en trámite, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del siguiente tenor:
PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Sustitúyese el Artículo 8° de la ley N° 18.985, por el siguiente:

“Artículo 8°.- Apruébase el siguiente texto de la Ley de Donaciones con Fines Culturales:

TÍTULO I

DEFINICIONES

Artículo 1°.- Definiciones. Para los fines de esta ley se entenderá por:

1) Beneficiarios: a las universidades e institutos profesionales estatales y particulares reconocidos por el Estado, a las bibliotecas abiertas al público en general o a las entidades que las administran, a las corporaciones y fundaciones o entidades sin fines de lucro, a las organizaciones comunitarias funcionales constituidas de acuerdo a la ley N°19.418, que establece normas sobre juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias, y a las organizaciones de interés público reguladas por la ley N° 20.500, cuyo objeto sea la investigación, desarrollo y difusión de la cultura y el arte. Los museos estatales y municipales podrán ser beneficiarios, así como los museos privados que estén abiertos al público en general y siempre que sean de propiedad y estén administrados por entidades o personas jurídicas que no persiguen fines de lucro.

También, serán beneficiarios el Consejo de Monumentos Nacionales y la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos.

Además, serán beneficiarios los propietarios de inmuebles que hayan sido declarados Monumento Nacional, en sus diversas categorías, de acuerdo a la ley N° 17.288, sobre Monumentos Nacionales, sean éstos públicos o privados, y los propietarios de los inmuebles de conservación histórica, reconocidos en la Ley General de Urbanismo y Construcciones y en la respectiva Ordenanza.

De la misma forma, serán beneficiarios los propietarios de inmuebles que se encuentren ubicados en zonas, sectores o sitios publicados en la Lista del Patrimonio Mundial que elabora el Comité del Patrimonio Mundial de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura.

También podrán ser beneficiarios las corporaciones y fundaciones sin fines de lucro, las organizaciones comunitarias funcionales constituidas de acuerdo a la ley N° 19.418, las organizaciones de interés público reguladas  por la ley N° 20.500, los municipios y los demás órganos del Estado que administren bienes nacionales de uso público, en aquellos casos que el proyecto tenga como objeto restaurar y conservar zonas típicas y zonas de conservación histórica.

Lo dispuesto en los incisos anteriores será sin perjuicio de lo establecido en el artículo 4° de la ley N° 19.896, que Establece Normas sobre Administración Presupuestaria y de Personal, cuando corresponda.

Asimismo, serán beneficiarios de esta ley las empresas de menor tamaño, según éstas se definen en el artículo 2° de la ley N° 20.416, que Fija Normas Especiales para las Empresas de Menor Tamaño, cuyo objeto social exclusivo sea de carácter artístico o cultural.

2) Donantes: a los contribuyentes que de acuerdo a lo dispuesto en la Ley sobre Impuesto a la Renta, declaren sus rentas efectivas según contabilidad completa, y tributen conforme a las normas del impuesto de primera categoría, así como también, aquellos que estén afectos a los impuestos global complementario y único de segunda categoría, que efectúen donaciones a los Beneficiarios según las normas de esta ley.

También se considerarán donantes los contribuyentes del impuesto adicional de la Ley sobre Impuesto a la Renta obligados a declarar anualmente sus rentas y los accionistas a que se refiere el número 2, del artículo 58, de dicha ley, y los del impuesto a las asignaciones por causa de muerte de la ley N° 16.271, sobre impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones.

No darán derecho a beneficio tributario al donante, cuando éstos sean empresas del Estado, o aquellas en que el Estado, sus organismos o empresas y las municipalidades, tengan una participación o interés superior al 50% del capital.

3) Comité Calificador de Donaciones Privadas: al Comité que estará integrado por el Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes o su representante, por un representante del Ministro de Hacienda, por un representante del Senado designado por los dos tercios de los senadores en ejercicio, por un representante de la Cámara de Diputados designado por los dos tercios de los diputados en ejercicio, por un representante de la Confederación de la Producción y del Comercio, por un representante de las organizaciones culturales, artísticas y patrimoniales, y por una persona natural que haya sido galardonada con el Premio Nacional de Artes Plásticas, de Artes Musicales, de Artes de la Representación o de Literatura.

En el caso del representante del Senado y de la Cámara de Diputados, el nombramiento será de cuatro años, siempre que durante dicho periodo se encuentre en el ejercicio del cargo de senador o diputado, según corresponda.

El Comité Calificador de Donaciones Privadas, en adelante el “Comité” será presidido por el Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes o su representante. 

El Comité podrá delegar sus funciones en Comités Regionales.

4) Proyecto: el plan o programa de actividades específicas culturales o artísticas que el o los beneficiarios se proponen realizar dentro de un tiempo determinado. El proyecto puede referirse a la totalidad de las actividades que el o los beneficiarios desarrollarán en ese período, en cuyo caso se denominará Proyecto General, o bien sólo a alguna o algunas de ellas, tomando el nombre de Proyecto Particular.

5) Reglamento: el Reglamento expedido por el Ministerio de Educación, a propuesta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, y suscrito además por el Ministro de Hacienda, que contendrá las normas para la ejecución de lo dispuesto en esta ley.

6) Límite global absoluto para las donaciones: el que para cada caso señala el artículo 10, de la ley N° 19.885, que incentiva y norma el buen uso de donaciones que dan origen a beneficios tributarios y los extiende a otros fines sociales y públicos, con las modificaciones señaladas más adelante.

TÍTULO II

DE LOS BENEFICIOS TRIBUTARIOS POR LAS DONACIONES DE ESTA LEY QUE EFECTÚEN CIERTOS CONTRIBUYENTES DE LA LEY SOBRE IMPUESTO A LA RENTA

Artículo 2°.- Del crédito que tienen los contribuyentes señalados en el inciso primero, del N° 2), del artículo 1° de esta ley. Los mencionados contribuyentes, que hagan donaciones en la forma dispuesta por esta ley, tendrán derecho a un crédito equivalente al 50% del monto de tales donaciones, el que se imputará contra los impuestos que correspondan al ejercicio o período en que efectivamente se efectúe la donación.

Dicho crédito tendrá los límites que señala esta ley y los que en cada caso se determinen por aplicación del límite global absoluto para las donaciones, y sólo podrá ser utilizado si la donación se encuentra incluida en la base imponible de los respectivos impuestos correspondientes a las rentas del año o período en que se efectuó materialmente la donación.

Las donaciones que efectúen los contribuyentes a que se refiere este Título, en la parte que den derecho al crédito, se reajustarán en la forma establecida para los pagos provisionales obligatorios de la Ley sobre Impuesto a la Renta, a contar de la fecha en que se incurra en el desembolso efectivo.

Artículo 3°.- Reglas aplicables a los contribuyentes del impuesto de primera categoría que declaren su renta efectiva según contabilidad completa. Estos contribuyentes aplicarán los siguientes límites en cuanto a las sumas que pueden donar para los efectos de esta ley y del crédito que pueden aplicar:

1. Límite al monto de las donaciones. El monto de las donaciones que los contribuyentes de que trata este artículo podrán efectuar para los efectos de esta ley, no podrá exceder, a su elección, del límite global absoluto a que se refiere el número 6 del artículo 1°, o del uno coma seis por mil del capital propio de la empresa al término del ejercicio correspondiente, determinado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 41 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. En caso de optarse por este último límite, los contribuyentes podrán efectuar donaciones incluso cuando tengan pérdidas tributarias en el ejercicio.

2. Límite al monto del crédito aplicable. El crédito señalado en el artículo 2º, para los contribuyentes a que se refiere este artículo, no podrá ser superior, en cada ejercicio, al 2% de la renta líquida imponible afecta al impuesto de primera categoría, y no podrá exceder de 20.000 unidades tributarias mensuales en el respectivo año comercial, según el valor de ésta al término del ejercicio.

El crédito señalado en el artículo 2°, que se impute contra el impuesto de primera categoría, se aplicará con anterioridad a cualquier otro crédito. Si luego de ello resultare un exceso, éste no se devolverá ni podrá imputarse a ningún otro impuesto.

La parte de la donación que no pueda ser imputada como crédito, podrá rebajarse como gasto hasta el monto de la renta líquida imponible del ejercicio en el que se efectuó la donación, determinada conforme a los artículos 29 a 33 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. El exceso  podrá deducirse como gasto en la misma forma, también hasta el monto de la renta líquida imponible, reajustado de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 31, número 3º, de la señalada ley, hasta en los dos ejercicios siguientes a aquel en que se realizó la donación. El saldo no rebajado de esa forma, no se aceptará como gasto pero no quedará afecto a lo dispuesto en el artículo 21 del mismo texto legal.

Artículo 4°.- Normas relativas a los contribuyentes del impuesto global complementario. En el caso de estos contribuyentes, el crédito señalado en el artículo 2° se imputará a continuación de cualquier otro crédito. Si luego de ello resultare un exceso, éste no se devolverá ni podrá imputarse a ningún otro impuesto.

Para los efectos de esta ley, se aplicará a las donaciones efectuadas por estos contribuyentes, el límite global absoluto a que se refiere el inciso primero del número 6), del artículo 1º.

Artículo 5°.- Normas relativas a los contribuyentes del impuesto único de segunda categoría. Los contribuyentes del impuesto único de segunda categoría podrán efectuar donaciones al amparo de esta ley, ya sea directamente o mediante descuentos por planilla acordados con sus empleadores.

En ambos casos, el empleador hará la imputación del crédito señalado en el artículo 2° contra la retención del impuesto correspondiente al mes en que se efectúe la donación, a continuación de cualquier otro crédito. El crédito a imputar en cada período de pago de remuneraciones no podrá exceder del equivalente a 13 unidades tributarias mensuales según su valor a la fecha de pago.

Cuando las donaciones se hayan realizado directamente por los contribuyentes de este impuesto, deberán informar y acreditar a su empleador el hecho de haber efectuado la donación, dentro del mismo período de pago de la remuneración, en la forma que señale el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución.

Cuando el contribuyente no se haya acogido oportunamente a lo dispuesto en el inciso precedente, o cuando el crédito total anual exceda de los créditos imputados durante el ejercicio, podrá efectuar una reliquidación anual de los impuestos retenidos durante el año, aplicando la escala de tasas que resulte en valores anuales, según la unidad tributaria del mes de diciembre, y los créditos y los demás elementos de cálculo del impuesto, en la cual imputará el saldo de crédito que no se haya deducido durante dicho ejercicio.

Cuando con motivo de la reliquidación e imputación anual se determine que las retenciones practicadas durante el ejercicio resultaron excesivas, el contribuyente podrá pedir su devolución hasta por el monto de dicho exceso, debidamente reajustadas en la forma establecida en el inciso tercero del artículo 97 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. En ningún caso dará derecho a devolución el crédito por donaciones del ejercicio en aquella parte del mismo que exceda de las retenciones practicadas, ni se tendrá derecho a su imputación contra impuesto alguno.

Para los efectos de las reliquidaciones señaladas, la cuantía de las donaciones, el monto del impuesto único de segunda categoría determinado, así como las retenciones efectuadas y las rentas afectas a dicho tributo, se reajustarán en conformidad con el artículo 54, N° 3, inciso penúltimo, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, y las sumas retenidas por impuesto único de segunda categoría tendrán la calidad de pagos provisionales de aquellos a que se refiere el artículo 95 de la ley señalada.

Los contribuyentes del impuesto único de segunda categoría que obtengan además otras rentas de aquellas a que se refiere el artículo 54 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, podrán aplicar el límite global absoluto para las donaciones considerando el conjunto de la renta bruta global a que se refiere dicha disposición. En este caso, del crédito total anual contra el impuesto global complementario que se determine, se rebajará, debidamente reajustado, aquel que se haya imputado en la forma antes señalada, contra el impuesto único de segunda categoría en el período respectivo.

Artículo 6°.- Normas relativas a los contribuyentes del impuesto adicional. Los contribuyentes del impuesto adicional que deban declarar anualmente dicho tributo y los accionistas a que se refiere el número 2, del artículo 58, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, tendrán derecho a un crédito contra el impuesto que grave sus rentas afectas al citado tributo, equivalente al 35% de la cantidad conformada por el monto de la donación, reajustada de la misma forma prevista en el inciso final, y por los créditos a que el contribuyente tenga derecho por la misma renta, en la medida en que tales créditos deban considerarse formando parte de la base imponible de dicho tributo. Este crédito solamente procederá respecto de donaciones en dinero, que se realicen en el ejercicio comercial respectivo.

El crédito de este artículo no formará parte de la base imponible del impuesto adicional y reemplazará a otros créditos tributarios del contribuyente por concepto de su renta afecta a impuesto adicional, la que para efectos del cálculo del crédito deberá incrementarse por los créditos reemplazados, hasta por un monto equivalente a la cantidad que corresponda determinada según el inciso anterior. Los créditos reemplazados por el crédito previsto en este artículo no darán derecho a devolución o imputación a impuesto alguno.

El crédito determinado provisoriamente en la forma señalada, con la tasa de retención que corresponda, podrá imputarse contra las retenciones del impuesto, para lo cual el donante deberá entregar la copia del certificado correspondiente de acuerdo a las instrucciones que el Servicio de Impuestos Internos dicte al efecto, al respectivo agente retenedor. De no efectuarse dicha imputación, los contribuyentes a que se refiere el artículo 14, letra A), N°3, letra c), de la Ley sobre Impuesto a la Renta, tendrán derecho a solicitar la devolución del impuesto retenido en exceso conforme a lo dispuesto en el artículo 126 del Código Tributario, el que para estos efectos se reajustará de acuerdo al porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a la retención y el mes anterior a la resolución que ordene su devolución.

En el caso de los contribuyentes que deban efectuar una declaración anual de impuesto por las rentas de que trata este artículo, el monto del crédito calculado conforme al inciso primero se deducirá del impuesto determinado en dicha declaración, reajustado de acuerdo al porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a la donación y el mes anterior a la fecha de cierre del ejercicio. Estos contribuyentes, cuando no hayan imputado el crédito provisorio conforme al inciso precedente, sólo podrán hacerlo en la referida declaración anual.

El crédito total que estos contribuyentes podrán imputar en el ejercicio no podrá ser superior al 2% de la renta imponible anual, y no podrá exceder de 20.000 unidades tributarias mensuales.

Al momento de efectuarse la retención respectiva, no podrá imputarse un crédito superior al 2% de la base sobre la cual ésta deba practicarse, o del equivalente a 1.667 unidades tributarias mensuales, si esta última suma fuera inferior a dicho porcentaje.

Cuando no se haya imputado el crédito al momento de la retención o cuando el crédito total anual exceda de los imputados durante el ejercicio, la imputación de la diferencia sólo podrá efectuarse mediante la presentación de la declaración anual que establece el artículo 65 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, aún cuando no se encuentre obligado a presentarla. En dicha declaración, cuando corresponda, podrá solicitarse la devolución de las sumas retenidas en exceso durante el ejercicio respectivo, debidamente reajustadas en la forma establecida en el inciso tercero del artículo 97 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. En ningún caso dará derecho a devolución el crédito por donaciones del ejercicio en aquella parte del mismo que exceda de las retenciones practicadas, el que sólo podrá imputarse a las diferencias de impuesto adicional que se determinen con motivo de dicha declaración anual.

La cuantía de las donaciones, el monto del impuesto adicional determinado, así como las retenciones efectuadas y las rentas afectas a dicho tributo, se reajustarán en conformidad con el artículo 54, N° 3, inciso penúltimo, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, y las sumas retenidas por impuesto adicional tendrán la calidad de pagos provisionales a que se refiere el artículo 95 de la referida ley.

TÍTULO III

DE LOS BENEFICIOS TRIBUTARIOS RELACIONADOS CON EL IMPUESTO A LAS ASIGNACIONES POR CAUSA DE MUERTE

Artículo 7°.- Normas relativas al crédito contra el impuesto a las asignaciones por causa de muerte. Los donantes personas naturales que efectúen donaciones en dinero o en especies en conformidad con esta ley, tendrán derecho a que el 50% del monto donado pueda ser imputado como crédito al pago del impuesto a las asignaciones por causa de muerte de la ley N° 16.271, sobre impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones, que grave a los herederos o legatarios del donante al tiempo de su fallecimiento, sin importar el tiempo que haya transcurrido entre la donación y dicho fallecimiento.

Para los fines anteriores, el donante deberá solicitar al Servicio de Impuestos Internos un certificado que acredite: a) la existencia del crédito tributario; b) su monto, expresado en unidades de fomento según su valor a la fecha de emisión del certificado; c) la individualización del donante, y d) la constatación de que podrá imputarse al pago del impuesto a las asignaciones hereditarias que se devengue tras el fallecimiento del donante. Dicho certificado permitirá efectuar la imputación del crédito por parte de los herederos o legatarios. El crédito que establece este inciso no formará parte de las asignaciones gravadas conforme a la citada ley y se distribuirá entre los herederos o legatarios a prorrata del valor líquido de sus respectivas asignaciones respecto de la masa de bienes, una vez practicadas las deducciones que correspondan, o en la forma que ellos establezcan en la liquidación del impuesto a las asignaciones por causa de muerte.

También darán derecho al crédito indicado en los incisos precedentes, las donaciones en dinero o en especies de la masa hereditaria de bienes, efectuadas por las sucesiones hereditarias y que se destinen a los fines señalados en esta ley, siempre que ellas ocurran dentro de los tres años contados desde el fallecimiento del causante. Para ello, el representante de la sucesión deberá solicitar al Servicio de Impuestos Internos un certificado que acredite: a) la existencia del crédito tributario; b) su monto, expresado en unidades de fomento según su valor a la fecha de emisión del certificado; c) la individualización del causante y sus sucesores, y d) la constatación de que, sin límite de tiempo, podrá imputarse al pago del impuesto a las asignaciones hereditarias que a los herederos y legatarios que forman parte de la sucesión les corresponda pagar.

El crédito imputable contra el impuesto a las asignaciones por causa de muerte, no podrá exceder del 40% del impuesto que habría correspondido pagar a cada asignatario previo a efectuarse la donación.

Para obtener el certificado que acredita la existencia del crédito, los donantes deberán presentar al Servicio de Impuestos Internos el certificado que a su vez le entregue el beneficiario dando cuenta de la donación efectuada, en conformidad al número 2) del artículo siguiente.

El crédito a que se refiere este artículo se imputará a continuación de cualquier otro crédito, y si luego de ello resultare un exceso, éste no se devolverá ni se imputará a impuesto alguno.

Las donaciones efectuadas conforme a este artículo no podrán acogerse a los beneficios tributarios establecidos en los artículos anteriores.

TÍTULO IV

REQUISITOS Y CONDICIONES QUE DEBEN CUMPLIR TANTO LAS DONACIONES COMO LOS BENEFICIARIOS DE LAS MISMAS

Artículo 8°.- Requisitos que deben cumplir las donaciones. Sólo darán derecho a los beneficios establecidos en los artículos anteriores las donaciones que cumplan los siguientes requisitos:

1) Haberse efectuado a alguno de los beneficiarios descritos en el artículo primero número 1), para que éste destine lo donado a un determinado proyecto, debidamente aprobado según lo dispuesto en el artículo siguiente.

2) Que el beneficiario haya dado cuenta de haber recibido la donación mediante un certificado que contendrá las especificaciones que se extenderá con las formalidades que señale el Reglamento. 

3) Que donantes y beneficiarios, cuando estos sean una entidad con fines de lucro, no se encuentren relacionados entre ellos conforme a lo establecido en el artículo 100 de la ley N 18.045, de Mercado de Valores, con exclusión de su letra c) cualquiera sea su naturaleza jurídica.

4) Que las prestaciones efectuadas por el donatario o terceros relacionados o contratados por éste, en favor del donante, tengan un valor que no supere el 10% del monto donado, sin aplicación del tope máximo de 15 unidades tributarias mensuales en el año, establecido en el inciso segundo del artículo 11 de la ley N° 19.885.

Artículo 9°.- Requisitos que deben cumplir los beneficiarios.- Estarán habilitados para recibir donaciones con los efectos prescritos en los artículos 2° al 7°, 13, 14 y 18 de esta ley, los beneficiarios que cumplan con las siguientes condiciones:

1) Presentar un proyecto al Comité de Donaciones Culturales Privadas destinado a actividades de investigación, creación y difusión de la cultura y las artes, tales como construcción o habilitación de infraestructura, exposiciones de pintura, fotografía, escultura, obras de teatro, música, danza, ediciones de libros, producciones audiovisuales, seminarios, charlas, conferencias, talleres de formación y en general cualquier actividad afín cuyo carácter cultural y,o patrimonial sea aprobado por el Comité.

Los proyectos respecto de los cuales sus beneficiarios sean los municipios u otros órganos del Estado que administren bienes nacionales de uso público que se encuentren en zonas típicas o de conservación histórica, o sean propietarios de inmuebles declarados monumento nacional, en cualquiera de las categorías contempladas en la ley N° 17.288, o propietarios de inmuebles ubicados en zonas, sectores o sitios publicados en la Lista del Patrimonio Mundial que elabora el Comité del Patrimonio Mundial de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, o inmuebles ubicados en zonas de conservación histórica, contemplados en el artículo 60 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, sean éstos públicos o privados, sólo podrán estar destinados a la conservación, mantención, reparación, restauración o reconstrucción de dichos monumentos.

2) Ser aprobados por el Comité, de acuerdo a las normas que establezca el Reglamento.

En el caso que las donaciones se destinen a proyectos que presenten las empresas de menor tamaño, conforme lo señalado en el inciso final del artículo 1º N° 1), el Comité, previo a la aprobación del proyecto, deberá verificar que el beneficiario tenga un objeto social exclusivo de carácter artístico o cultural. Adicionalmente, para el caso que tenga el carácter de productora audiovisual, según éstas se definen en la letra f) del artículo 3°, de la ley N° 19.981, sobre Fomento Audiovisual, dicha aprobación deberá ser efectuada previo informe del Secretario Ejecutivo del Fondo de Fomento Audiovisual del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.
En el caso de los proyectos de conservación, mantención, reparación, restauración y reconstrucción de Monumentos Nacionales, en cualquiera de sus categorías, deberán contar con un informe del Consejo de Monumentos Nacionales, elevado a consideración del Comité para su aprobación. 

Los beneficiarios deberán, en la ejecución de sus proyectos, cumplir íntegramente la normativa laboral, en especial aquella contenida en el Libro I, Título V,  artículos 145 A y siguientes. Asimismo, deberán observar las leyes N°s 17.336 y 20.243 en lo que resulte pertinente, y exhibir según lo determine el Comité, el estado actual de cumplimiento de las obligaciones y deberes derivados de las normas señaladas.

3) El proyecto podrá referirse también a la adquisición de bienes destinados permanentemente al cumplimiento de las actividades del beneficiario, a gastos específicos con ocasión de actividades determinadas o para el funcionamiento de la institución beneficiaria.

Los bienes corporales muebles adquiridos, creados o producidos con donaciones recibidas para un proyecto no podrán ser enajenados sino después de dos años contados desde su adquisición. Los inmuebles sólo podrán ser enajenados después de cinco años. El producto de la enajenación de unos y otros sólo podrá destinarse a otros proyectos del beneficiario. En el caso de los inmuebles, el dinero que se obtenga por su enajenación deberá dedicarse a la adquisición de otro u otros bienes raíces que deberán destinarse permanentemente al cumplimiento de las actividades del beneficiario. Estos inmuebles estarán también sujetos a las normas de este número. 

En las escrituras públicas donde conste la adquisición de inmuebles pagados total o parcialmente con recursos provenientes de donaciones acogidas a esta ley, deberá expresarse dicha circunstancia.

4) Los proyectos deberán contener una explicación detallada de las actividades y de las adquisiciones y gastos que requerirán. El Reglamento determinará la información que debe contener cada proyecto cuya aprobación se solicite al Comité.

5) Los proyectos deberán estar abiertos al público en general. Sin perjuicio de ello, el Comité podrá determinar, en atención a la naturaleza del proyecto y al monto del financiamiento acogido a esta ley, la retribución cultural a la comunidad, según los criterios que para cada caso disponga el Reglamento.

6) Los proyectos podrán considerar una duración máxima de ejecución de 3 años contados desde la fecha que el beneficiario indique al Comité. Dicha fecha deberá recaer y ser informada por el beneficiario dentro de los doce meses siguientes a la aprobación del proyecto efectuada por el Comité.

Artículo 10.- De la retribución cultural. La retribución cultural a la comunidad de que trata el número 5) del artículo anterior podrá consistir en:

a) En el caso de los espectáculos o exposiciones: realizar funciones o exhibiciones gratuitas y,o la disposición de la rebaja del precio de las entradas en un porcentaje determinado. 

b) En el caso de la publicación de libros: destinar un porcentaje de los ejemplares para ser donados a bibliotecas públicas, a establecimientos educacionales que reciban aportes del Estado o a otras entidades sin fines de lucro, con acuerdo de las entidades receptoras de retribución cultural. Asimismo, en los casos que estos proyectos se refieran a libros en soporte o formato digital, la retribución será determinada según la cantidad o porcentaje de descargas o licencias gratuitas que el beneficiario deberá otorgar, en conformidad a lo que señale el Reglamento.

c) En el caso de los proyectos audiovisuales: entregar una autorización gratuita al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, para la exhibición pública de la obra en el territorio nacional.  Dicha exhibición no podrá, en caso alguno, perjudicar el período de comercialización del proyecto audiovisual.  Por ello, sin perjuicio de los rangos y criterios que, según el Reglamento, considere el Comité al aplicar la retribución, dicha autorización no podrá ejercerse antes de los cinco años contados desde el primer acto de comercialización de la obra.

d) En el caso de los inmuebles declarados monumento nacional, edificios o construcciones patrimoniales: poner una placa distintiva y permitir el ingreso gratuito del público en determinadas oportunidades y por un plazo definido.

El Reglamento establecerá los criterios relativos a la cantidad de días, rango de porcentajes y otros parámetros que sean necesarios determinar para regular el modo en que el beneficiario retribuirá culturalmente a la comunidad, en conformidad con lo dispuesto en esta ley.

Artículo 11.- Deberes de información para con la autoridad tributaria y sanciones. El Comité deberá enviar al Servicio de Impuestos Internos, antes del 31 de enero de cada año, en la forma que éste determine, un listado de los beneficiarios y de los proyectos aprobados en el año calendario anterior.

Los beneficiarios deberán preparar anualmente un estado de las fuentes y uso detallado de los recursos recibidos en cada proyecto, los que deberán resumirse en un estado general. El Reglamento determinará la información que deberá incluirse en dichos estados y la forma de llevar la contabilidad del beneficiario para estos efectos.

Los beneficiarios deberán remitir un ejemplar del estado de fuentes y usos generales de las donaciones recibidas en el año anterior al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que dicho Servicio determine mediante resolución. El estado general deberá ser acompañado de una lista de todos los donantes, indicando su nombre o razón social, su rol único tributario, domicilio, fecha de la donación, monto o cantidad, y número de certificado.

Si el beneficiario no cumple lo ordenado en el inciso anterior, será sancionado en la forma prescrita en el número 2), del artículo 97, del Código Tributario. Los administradores o representantes del beneficiario serán solidariamente responsables de las multas que se establezcan por aplicación de este inciso.

Artículo 12.- Deberes de información para con el Comité y sanciones. Los beneficiarios deberán informar cada año al Comité, antes del 31 de diciembre, el estado de avance de los proyectos aprobados y el resultado de su ejecución. Sin perjuicio de ello, el Comité deberá solicitar de los beneficiarios la información que estime necesaria para verificar el cumplimiento de las retribuciones culturales que determine el Comité y demás condiciones establecidas en el correspondiente proyecto.

Por su parte, el Comité deberá mantener actualizada la información de los proyectos aprobados, del monto de las donaciones, del estado de avance, del resultado de los proyectos, y del cumplimiento de las retribuciones culturales que determine el Comité.

El Consejo Nacional de la Cultura y las Artes podrá declarar, mediante resolución fundada y previo informe del Comité, el incumplimiento de los términos y condiciones del proyecto correspondiente, si la información o antecedentes requeridos de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero no fueren presentados a su satisfacción en los plazos que en cada caso se indique en la respectiva solicitud, cuando la información entregada dé cuenta que los recursos han sido destinados a fines distintos de los señalados en el proyecto, o cuando el beneficiario otorgue certificados por donaciones que no cumplan las condiciones establecidas en esta ley. La resolución antes referida deberá ser notificada al donante y a los demás interesados, mediante carta certificada.  Contra dicha resolución procederán los recursos establecidos en la ley N° 19.880, sobre Procedimientos Administrativos. Una vez que se encuentre firme la citada resolución, ésta será remitida por el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes al Servicio de Impuestos Internos, para que proceda al giro del impuesto a que se refiere el inciso siguiente.

El beneficiario afectado por la referida resolución deberá pagar al Fisco un impuesto equivalente al crédito utilizado por el donante de buena fe. El representante del beneficiario, conforme con lo informado por éste al Comité al momento de solicitar la aprobación del proyecto, será solidariamente responsable del pago de dicho tributo y de los reajustes, intereses y multas que se determinen, a menos que demuestre haberse opuesto a los actos que dan motivo a la sanción o que no tuvo conocimiento de ellos. Para los efectos de su giro, determinación, reajuste, y aplicación de sanciones, este tributo se considerará como un impuesto sujeto a retención y no podrá ser deducido como gasto por el contribuyente en la determinación de su renta líquida imponible afecta al Impuesto de Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta. Contra el giro que emita el Servicio de Impuestos Internos, el contribuyente podrá deducir reclamación sujetándose al procedimiento general establecido en el título II, del Libro III, del Código Tributario, sólo cuando no se conforme a la resolución del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes que le haya servido de antecedente.

Asimismo, los beneficiarios que no hayan dado cumplimiento a alguna de las obligaciones antes descritas o a alguna de las retribuciones culturales que disponga el Reglamento, no podrán presentar nuevos proyectos en el marco de esta ley, por un período de tres años contados desde la notificación de la resolución que sancione el incumplimiento.

TÍTULO V

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 13.- Liberación del trámite de insinuación y exención del impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones. Las donaciones efectuadas en conformidad con esta ley, incluso aquellas que excedan del límite global absoluto y de los límites especiales que fija esta ley para las donaciones, quedarán liberadas del trámite de insinuación y se eximirán de los impuestos establecidos en la ley N° 16.271, sobre impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones.

Artículo 14.- Donaciones en especie. Los contribuyentes de los impuestos de primera categoría, global complementario, y de herencias, podrán efectuar donaciones en especie.

Para estos efectos, en caso que el donante sea un contribuyente del impuesto de primera categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que determine su renta efectiva sobre la base de contabilidad completa, o se trate también de un contribuyente afecto al impuesto global complementario que declare igual tipo de rentas, el valor de las especies estará constituido por su costo para los efectos de dicha ley, y su transferencia deberá registrarse y documentarse en la forma que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución.

Tratándose de los demás contribuyentes del impuesto global complementario, dicho valor será determinado por el Comité, el que podrá considerar como referencia un informe de peritos independientes. El costo de los peritajes será, en todo caso, de cargo del beneficiario y no formará parte de la donación.

El valor de las especies donadas por los contribuyentes del impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones, se determinará según las normas de valoración de bienes contenidas en la ley N° 16.271, sobre impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones.

A las donaciones en especies que se hagan al amparo de esta ley, no les serán aplicables aquellas disposiciones de la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios y su Reglamento, que obligan a la determinación de un crédito fiscal proporcional cuando existan operaciones exentas o no gravadas.

Artículo 15.- Incompatibilidad con otros beneficios. Las donaciones hechas en conformidad con esta ley no podrán acogerse a lo dispuesto en el artículo 69 de la ley N° 18.681, sobre normas complementarias de administración financiera.

Artículo 16.- Certificados de donación. Los donantes a que se refiere el artículo 1°, N° 2) de esta ley, o sus representantes, según corresponda, deberán mantener en su poder el certificado que les entregue el donatario dando cuenta de la donación efectuada.

Tratándose de contribuyentes del impuesto único de segunda categoría, serán los empleadores habilitados o pagadores quienes deberán conservar los certificados referidos. En caso que se practique una reliquidación anual del beneficio, el propio contribuyente deberá conservar los certificados.

En el caso del impuesto adicional, los pagadores de las rentas respectivas deberán conservar copia de los certificados señalados, siempre que impute el crédito de esta ley contra las retenciones de este impuesto que efectúen. Cuando deba presentarse una declaración anual de impuestos o se practique la respectiva reliquidación del beneficio por el contribuyente, éste deberá conservar los certificados.

En las hipótesis señaladas, los certificados podrán ser requeridos de quienes corresponda por el Servicio de Impuestos Internos en el ejercicio de sus facultades de fiscalización.

Artículo 17.- Financiamiento de proyectos por parte del Fisco. El Fisco podrá contribuir al financiamiento de los proyectos a que se refiere esta ley, siempre que, ajustándose a los requisitos que ella exige, dispongan de entrada liberada en caso que la contribución al financiamiento del proyecto sea por el total del faltante, y de un precio rebajado, en caso en que no lo sea o, de distribución de un porcentaje de entradas gratuitas determinado por el Reglamento para los establecimientos de educación básica y media, ya sean éstos estatales, de administración municipal o, con financiamiento compartido, y que se ejecuten en regiones distintas de la Región Metropolitana de Santiago, por instituciones que tengan la sede de sus actividades en dichas regiones.

Los recursos que para estos efectos contemple la Ley de Presupuestos del Sector Público, se dividirán, en partes iguales, en catorce fondos regionales, en proporción al territorio y a la población de cada una de dichas regiones, respecto de la suma del territorio y la población de todas ellas. El 50% de los recursos de cada uno de estos fondos regionales se distribuirá y entregará al término del primer semestre de cada año calendario, y el monto restante, al finalizar el segundo semestre.

La distribución de los recursos de cada fondo regional, entre los proyectos a que se refiere el inciso primero, se hará en proporción al monto de la donación hecha efectiva a cada uno de aquéllos respecto del total de las donaciones que se hayan concretado en el semestre de que se trate. El aporte fiscal que por este concepto se otorgue, será equivalente al 15% del monto de la donación respectiva o al porcentaje que resulte de acuerdo a los recursos de que disponga el respectivo fondo.

Esos recursos sólo podrán ser utilizados dentro del plazo de un año, contado desde que sean entregados al beneficiario, y en actividades culturales que se ejecuten en las regiones a que se refiere el inciso primero.

Mediante decreto del Ministerio de Educación, visado por el Ministerio de Hacienda, se establecerá la forma en que el aporte de recursos se entregará por los fondos, así como los aspectos relacionados con los compromisos y garantías de los beneficiarios para con el Fisco. La identificación de los beneficiarios del aporte corresponderá al Comité a que se refiere el número 3) del artículo 1° de esta ley.

Artículo 18.- Aceptación de gastos vinculados al desarrollo de actividades complementarias a las donaciones de esta ley. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, se aceptará la deducción como gastos necesarios para producir la renta, de los desembolsos vinculados al uso de personal, insumos o equipamiento del donante en el desarrollo de actividades complementarias a las donaciones reguladas en esta ley. Asimismo, respecto del Impuesto al Valor Agregado, no les resultarán aplicables en este caso las reglas de proporcionalidad que establece la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, y su Reglamento.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo Primero.- Esta ley entrará en vigencia el 1 de enero del año siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.

Artículo Segundo.- El Reglamento mencionado en el N° 5), del artículo 1°, de la Ley sobre Donaciones Culturales, contenida en el artículo 8° de la ley N° 18.985, sustituido por el artículo único de esta ley, deberá dictarse, a más tardar, dentro del plazo de noventa días corridos contado desde la entrada en vigencia de la ley.”.”.

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 5 y 12 de junio, y 3 y 10 de julio de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señor José García Ruminot (Presidente), señora Ximena Rincón González, y señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez.

Sala de la Comisión, a 11 de julio de 2012.

(Fdo.): Francisco Javier Vives,

Secretario Accidental de la Comisión
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INFORME DE LA COMISION MIXTA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE OTORGA A LOS FUNCIONARIOS DEL SECTOR SALUD QUE INDICA, UNA BONIFICACIÓN POR RETIRO VOLUNTARIO Y UNA BONIFICACIÓN ADICIONAL

(8036-11)

HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS:

HONORABLE SENADO:


La Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver las divergencias surgidas entre la Cámara de Diputados y el Senado, durante la tramitación del proyecto de ley individualizado en la suma, iniciado en Mensaje del Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echenique, con urgencia calificada de simple.

La Cámara de Diputados, en sesión de fecha 12 de junio de 2012, designó como integrantes de la misma a los Honorables Diputados señores Enrique Accorsi Opazo, Cristián Letelier Aguilar, Javier Macaya Danús, Alejandro Santana Tirachini y Víctor Torres Jeldes.


El Senado, por su parte, en sesión de fecha 19 de junio de 2012, designó como miembros de la Comisión Mixta a los integrantes de su Comisión de Salud, Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín, Fulvio Rossi Ciocca, Mariano Ruiz-Esquide Jara y Gonzalo Uriarte Herrera.


Citada por el señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 4 de julio en curso, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín, Fulvio Rossi Ciocca, Mariano Ruiz-Esquide Jara y Gonzalo Uriarte Herrera, y Honorables Diputados señores Enrique Accorsi Opazo, Cristián Letelier Aguilar, Javier Macaya Danús, Alejandro Santana Tirachini y Víctor Torres Jeldes. Asumió como Presidente el Honorable Senador señor Gonzalo Uriarte Herrera y de inmediato la Comisión Mixta se abocó al cumplimiento de su cometido.


A la sesión en que se consideró este asunto asistieron, además de los miembros de la Comisión Mixta, el Ministro de Hacienda, señor Felipe Larraín Bascuñan; el Subdirector de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, señor Hermann Von Gersdorff, y el Honorable Diputado señor Leopoldo Pérez Lahsen
- - - - - - - -

MATERIA DE LA DISCREPANCIA


Se hace presente que la Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, aprobó las enmiendas que introdujo el Senado en el segundo trámite, con excepción del artículo 5°, nuevo, que proponía incorporar, que desechó. La Comisión Mixta resolvió la discrepancia mediante la proposición que se consigna más adelante.

Artículo 5°


El Senado, en el segundo trámite constitucional, incorporó el siguiente artículo, nuevo, al proyecto aprobado por la Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional:


“Artículo 5º.- Los funcionarios de planta y a contrata que a la fecha de la renuncia tuvieren 10 o más años de servicios, continuos o discontinuos, en las instituciones mencionadas en el artículo 1°, que acogiéndose a la bonificación que en dicho artículo se establece, se encuentren afiliados al Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, y que coticen o hubieren cotizado, según corresponda, en dicho sistema, tendrán derecho a recibir, por una sola vez, una bonificación adicional equivalente a la suma de 395 unidades de fomento.

El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo del beneficio será el vigente al día que corresponda al cese de funciones.

Esta bonificación adicional se pagará en la misma oportunidad en que se pague la bonificación a que se refiere el artículo 1°, no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no estará afecta a descuento alguno. Asimismo será compatible con cualquier otro beneficio homologable que se origine en una causal de similar otorgamiento, quedando sujeta a las condiciones que se establezcan para dicho otro beneficio.

Para los efectos de percibir la bonificación adicional de que trata este artículo, se podrán complementar los años de servicios prestados en las instituciones enumeradas en el artículo 1° de la presente ley con aquellos prestados en calidad de planta y a contrata en los organismos de la administración central del Estado enumerados en el inciso primero del artículo 21 del decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2000, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, siempre que por ellos no se hubiere percibido algún beneficio de retiro o de naturaleza homologable que se origine en una causa similar de otorgamiento.

Los años que se adicionen de conformidad al inciso anterior, procederán sólo si el funcionario tuviera más de 12 meses de servicios continuos en las instituciones enumeradas en el artículo 1° y no se considerarán en el ordenamiento que dispone el inciso cuarto de dicho precepto, ni para ningún otro efecto de la presente ley.

A los funcionarios que utilicen años de servicios complementarios conforme el inciso cuarto de este artículo, se les aplicará lo dispuesto en el inciso primero del artículo 6°, respecto de los organismos de la administración central del Estado.

El departamento de personal que corresponda efectuará la verificación de los certificados presentados para estos efectos y su resultado se expresará a través de una resolución del jefe superior del servicio en que señale si se acreditó o no la prestación de servicios que dará lugar al cómputo de los años presentados.”.


Como se indicó anteriormente, la Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, rechazó la incorporación del referido artículo.

- - - - - - - - -

DEBATE 


El Subdirector de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, señor Hermann Von Gersdorff, explicó que la discrepancia entre ambas Cámaras se ha circunscrito al valor de la bonificación adicional propuesta en el proyecto de ley, cuya definición ha provocado una situación conflictiva en las negociaciones con los gremios del sector público, incluso en aquéllas que se efectuaron en años anteriores, ya que ha sido una pretensión permanente de dichas agrupaciones que no se generen diferencias a su respecto.


En ese contexto, añadió, el Ejecutivo ha promovido un conjunto de beneficios para incentivar el retiro de funcionarios públicos, en condiciones similares para todos los estamentos que conforman dicho sector.


Sobre la situación de los funcionarios profesionales, indicó que, para compensar la disminución en el monto del bono adicional que se les había otorgado en leyes anteriores, se aumentó el número de remuneraciones mensuales que se contabilizarán con el fin de calcular el beneficio dispuesto en el artículo 1° del proyecto de ley.


A mayor abundamiento, manifestó que la situación antes descrita fue aceptada por las asociaciones de profesionales de la salud primaria, en las negociaciones que posteriormente culminaron con la dictación de la ley que les concedió beneficios para promover su retiro
. 


En relación con el proyecto en discusión, expresó que se negoció profusamente con todos los gremios de funcionarios de la salud, entre los cuales estaba la Federación de Profesionales Universitarios de los Servicios de Salud (FENPRUSS). Sin embargo, la asamblea de esa entidad finalmente decidió rechazar la propuesta del Ejecutivo.

Agregó que la negociación con la FENPRUSS se ha complicado por su insistencia en obtener una bonificación adicional de un monto similar al otorgado en normativas precedentes y porque, además, no consideran como un beneficio adicional el aumento de los meses antes expuesto, debido a que esa situación ya ha sido considerada previamente en otros proyectos de ley sobre la materia que ha impulsado el Gobierno últimamente.

En ese orden de ideas, precisó que la propuesta del Ejecutivo ha sido ofrecer un conjunto único de beneficios y no hacer concesiones en forma separada.

A continuación, informó que, de renovarse los beneficios contemplados en normativas previas, el monto total dispuesto para financiar el proyecto de ley en comento habría disminuido en aproximadamente $ 8.000.000.000. No obstante, reconoció que, del monto adicional contemplado en la presente iniciativa, sólo alrededor de $ 1.000.000.000 irán a beneficio directo del estamento profesional, mientras que el resto tiene como objetivo mejorar las condiciones de retiro de los auxiliares, administrativos y técnicos del sector salud.


En definitiva, hizo notar que el proyecto de ley propone un aumento efectivo en los beneficios para los profesionales, puesto que el aumento del número de remuneraciones mensuales utilizadas para el cálculo del beneficio de incentivo al retiro representa un costo total de $ 5.600.000.000 y, por el contrario, la disminución del bono genera un ahorro de $ 4.500.000.000.


Concluyó su intervención señalando que la posición de su repartición es solicitar la inclusión en el proyecto de ley de la norma que contiene la bonificación adicional ascendente a 395 unidades de fomento, ya que, si bien en el caso de los profesionales puede haber casos de personas que vean disminuidos sus beneficios con relación a leyes anteriores que fomenten retiro, todos los demás estamentos serán favorecidos con el acuerdo alcanzado.


El Honorable Senador señor Chahuán consignó que, a su juicio, la “ley pareja no es dura”, por lo que valoró que se haya adoptado un criterio uniforme en las negociaciones con los gremios, evitando de ese modo generar diferencias entre ellos, tal como ocurrió en años anteriores. 


En ese orden de ideas, consultó al señor Subdirector de Racionalización y Función Pública acerca de la veracidad de algunas informaciones que han dado cuenta de negociaciones con otros gremios del sector público, como el Colegio Médico, y que romperían la regla de uniformidad antes expuesta.


El Honorable Senador señor Rossi concordó con la referida apreciación, por cuanto la negativa a aumentar la bonificación adicional a los funcionarios profesionales se fundamentó en la necesidad de uniformar las condiciones de retiro para todos los trabajadores del sector público.


No obstante, informó que algunos gremios se le han acercado para expresar su preocupación por el monto de los bonos comprometidos, ya que la eventual discriminación, que no consideran como una situación negativa, está basada en las diferencias de ingresos que se presentan dentro de un servicio público entre sus distintos estamentos.


En otro ámbito, se mostró partidario de incluir en la discusión en el trámite de Comisión Mixta a las autoridades máximas del Ministerio de Salud, con la finalidad de hacer un último esfuerzo para corregir la situación que afecta a los funcionarios profesionales de la salud.


Enseguida, agregó que las condiciones de igualdad en el acceso a beneficios debería expresarse en propuestas más profundas, como una reforma tributaria o el mejoramiento definitivo del sistema educacional.


Por último, solicitó información sobre la posibilidad de aumentar los cupos para favorecer a quienes no hayan podido acogerse a leyes previas de incentivo al retiro.


El Subdirector de Racionalización y Función Pública, señor Hermann Von Gersdorff, expresó que en las conversaciones que han mantenido con el Colegio Médico siempre se ha planteado un ofrecimiento de un incentivo al retiro consistente en una suma ascendente a once meses de sueldo y un bono adicional de 395 unidades de fomento. Sin embargo, reconoció que las aspiraciones de dicho gremio son bastante superiores en lo económico e incluyen la petición de que no se les prohíba volver a ejercer la profesión en el sector público.


Ante eso, añadió que su repartición tiene la voluntad de permitir que los médicos sigan trabajando en el sector público, por lo que no se desea incentivar profusamente la salida de esos profesionales de sus labores, ya que representan el recurso más escaso del sistema de salud.


Con todo, negó que el Ministerio de Hacienda haya participado en negociaciones que hubiesen comprometido recursos, más allá de los montos antes referidos.


En relación con la situación de los asistentes de la educación, explicó que esos funcionarios tuvieron un beneficio de incentivo al retiro que terminó su vigencia en el año 2008 y, con posterioridad, se efectuaron nuevas negociaciones que aumentaban algunas asignaciones, pero que finalmente no se tradujeron en una nueva normativa.


En ese contexto, se les hizo una oferta de transición, que consistía en incluir en el cálculo del beneficio el máximo de once meses de remuneraciones, pero con una bonificación adicional que estaría ligada a los años de servicio, con un tope máximo de 395 unidades de fomento, en el caso de los funcionarios con cuarenta años de antigüedad en su labores.


Por otra parte, en el caso de los funcionarios de las universidades estatales, precisó que existe una ley actualmente vigente que dispone un incentivo permanente para fomentar su retiro, pero que el financiamiento fiscal venció el año pasado y, en la práctica, aún no se ha creado el fondo con aporte de las propias entidades que haría sustentable dicho beneficio en el tiempo. 


Añadió que en negociaciones con esos gremios, se ha comprometido un aporte fiscal parcial, para asegurar que los funcionarios que se fueran pudieran alcanzar los mismos montos que se han comprometido con otras asociaciones. Sin embargo, pese a que el problema se ha generado por un problema de gestión de las propias universidades, ese ofrecimiento no ha sido atractivo para los trabajadores, ya que esperan obtener una bonificación adicional de 900 unidades de fomento.


En último término, respecto de la negociación con la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales, ASEMUCH, informó que se ha ingresado en el mes de abril un proyecto de ley al Congreso Nacional, que no aporta meses de remuneraciones adicionales a esos funcionarios, por cuanto el tope máximo de once mensualidades ya constaba en normativas precedentes.


También destacó que con algunos gremios se han promovido otro tipo de negociaciones, anexas a las referidas al fomento del retiro de los funcionarios, como aquellas destinadas a otorgar acceso a los servicios de bienestar a los funcionarios de la salud municipal.


Una vez concluida la intervención del señor Subdirector de Racionalización y Función Pública, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide manifestó su disconformidad con los argumentos expuestos, debido a que no aportaban algún beneficio extraordinario para los funcionarios profesionales, que pudiese dar solución a la controversia que la Comisión Mixta pretendía resolver. Además, destacó la necesidad de contar con la presencia del Ministro de Salud en la presente discusión.


A su turno, el Honorable Diputado señor Torres señaló que la discrepancia que se ha generado está referida a un artículo que fue rechazado tanto en el primer como en el tercer trámite constitucional por la Cámara de Diputados, ya que el acuerdo que dio origen al proyecto de ley no fue suscrito por la unanimidad de los gremios de la salud y en razón de que disminuye los beneficios que se contemplaban en normativas anteriores sobre la materia.


En ese contexto, acotó que mientras el Ejecutivo no ofreciese algún beneficio adicional a los ya contemplados en la iniciativa legal, no tenía sentido continuar con la sesión, salvo que concurriese a ella alguna autoridad facultada para negociar con los señores parlamentarios.


Por su parte, el Honorable Diputado señor Macaya, junto con valorar la intervención del representante de la Dirección de Presupuestos, destacó la importancia de aprobar el proyecto de ley, en virtud de los importantes beneficios que concede a un número significativo de funcionarios del sector de la salud.


A continuación, el Honorable Diputado señor Accorsi recalcó los esfuerzos realizados para constituir la Comisión Mixta, por lo que propuso continuar la discusión en una próxima sesión, a la que debiesen concurrir las autoridades máximas de los Ministerios de Salud y de Hacienda.


Sin perjuicio de lo anterior, adujo que la intención de los parlamentarios que exigen un esfuerzo adicional del Ejecutivo es mejorar las condiciones de muchos funcionarios que desean retirarse de sus labores, pero que hoy no tienen las condiciones para solventar el detrimento en sus ingresos que les significa dejar de trabajar.


Al finalizar su intervención, solicitó también analizar nuevamente la situación de aquellos funcionarios que no pueden postular a los beneficios de este proyecto de ley y que tampoco pudieron acogerse anteriormente a otras normativas sobre retiro.


El Honorable Senador señor Girardi manifestó que la situación de los médicos que trabajan en el sector público requiere un análisis más detenido, por cuanto ha sido imposible lograr que una gran cantidad de ellos laboren de forma permanente en los servicios de salud, a consecuencia de las bajas rentas que perciben.


Con todo, añadió, nuestro país presenta positivos indicadores de salud, lo cual se debe especialmente al capital humano con que se cuenta en esa área.


Finalizó su exposición señalando la necesidad de que el Ejecutivo realice los esfuerzos pertinentes para dar una solución adecuada a las pretensiones de los funcionarios profesionales ya expuestas anteriormente.


A solicitud del señor Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Uriarte, el Ministro de Hacienda, señor Felipe Larraín, explicó el contenido del acuerdo con los gremios de la salud en torno a la bonificación adicional contemplada en el artículo 5°, nuevo, incorporado por el Senado, y que, como se indicó anteriormente, fue rechazado por la Cámara.


Sobre el particular, el señor Ministro de Hacienda señaló que en los últimos dieciocho meses el Ministerio ha estado en conversaciones y negociaciones con los gremios, y no sólo con las organizaciones de la salud, sino que con muchos otros del sector público, en torno al tema del incentivo al retiro.


Indicó que esta materia, así como la proposición de una solución, ha concentrado su máxima atención, toda vez que muchos funcionarios no tendrían la posibilidad de un retiro más digno si no cuentan con un incentivo para ello. 


Fruto de tales negociaciones, el Ministerio ha llegado a acuerdo con siete gremios, sobre la base de los cuales  el Ejecutivo ha presentado los respectivos proyectos de ley. 


En la misma línea, informó a la Comisión Mixta que, hoy en la mañana, 4 de julio de 2012, dio una conferencia de prensa junto con representantes de la Confederación Nacional de Funcionarios de Salud Municipalizada (CONFUSAM) para comunicar que también llegaron a acuerdo y que un nuevo proyecto de ley que eliminará la discriminación que actualmente existe con los trabajadores de la salud municipalizada respecto del servicio de bienestar, toda vez que estando disponible para el resto de los funcionarios públicos, incluso para los funcionarios municipales, eso no ocurre respecto de los trabajadores de la atención primaria. 


En la línea de lo expresado, el Ministro añadió que, dado que existen acuerdos con siete gremios distintos, no hay espacio para alterar un componente esencial de los mismos como es el bono adicional. De lo contrario, se caen los demás acuerdos logrados con el resto de los gremios.


En suma, indicó que la situación referida es el escenario con el cual hay que trabajar y, fundado en esas consideraciones, planteó la conveniencia de reponer el bono adicional de 395 unidades de fomento, en los términos aprobados por el Senado en el artículo 5°, nuevo.


Ante una consulta del Honorable Diputado Torres, sobre la posibilidad de llegar a un acuerdo con los gremios de la salud respecto del otorgamiento de un bono -que no se encuentre necesariamente contemplado en la presente ley- que compense las pérdidas por las diferencias, sobre todo entre los profesionales, y un bono para los que quedan fuera, conocidos como los rezagados, el Ministro indicó, en primer término, que se ha establecido un cupo para los rezagados, y que, en relación a lo demás, reiteró que salirse del compromiso convenido con los demás gremios genera un problema mayor, porque fue necesario superar muchas dificultades para construir tales acuerdos. 


- Puesta en votación la enmienda incorporada por el Senado en el segundo trámite constitucional, fue aprobada por la mayoría de los integrantes de la Comisión Mixta, por siete votos a favor y tres en contra. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi  y Uriarte y los Honorables Diputados señores Letelier, Macaya y Santana. En contra se pronunciaron el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide y los Honorables Diputados señores Accorsi y Torres. (7x3).
- - - - - - - - -

PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA


En mérito de lo expuesto y del acuerdo adoptado por la Comisión Mixta, con la finalidad de resolver la discrepancia suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional, se propone aprobar la incorporación de un nuevo artículo 5°, cuyo texto fue acordado por el Senado en el segundo trámite constitucional.


         - - - - - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO


Cabe hacer presente, para una mejor comprensión de lo resuelto, que de ser aprobada la proposición de la Comisión Mixta el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1°.- Los funcionarios de planta y a contrata que se desempeñen en alguno de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Salud, en las Subsecretarías del Ministerio de Salud, en el Instituto de Salud Pública de Chile y en la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, que estén simultáneamente regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, y por el decreto ley Nº 249, de 1974, así como los funcionarios de los establecimientos de salud de carácter experimental creados por los decretos con fuerza de ley N° 29, 30 y 31, de 2001, del Ministerio de Salud, que entre el 1 de julio de 2010 y el 30 de junio de 2014, hayan cumplido o cumplan 60 años de edad, si son mujeres, y 65 años de edad, si son hombres, y que hagan efectiva su renuncia voluntaria desde la fecha de publicación de la presente ley y hasta el 31 de marzo de 2015, según las normas contenidas en los artículos siguientes, tendrán derecho a percibir una bonificación por retiro voluntario equivalente a un mes de remuneración imponible por cada año de servicio y fracción superior a seis meses prestados a alguno de los organismos precedentemente señalados, con un máximo de once meses. 



Con todo, las mujeres podrán participar en cualquiera de los períodos de postulación con cargo a los cupos del año respectivo y, de quedar seleccionadas, deberán hacer efectiva su renuncia hasta el primer trimestre del año siguiente. Sólo en el evento de no ser seleccionadas, podrán repostular hasta el último período consultado en esta ley. 



Podrán acceder a esta bonificación hasta un total de 7.700 beneficiarios, de conformidad con los cupos anuales que se indican en los incisos siguientes. 


De haber un mayor número de postulantes que cupos disponibles, el total de cupos para ese año deberá distribuirse entre hombres y mujeres, en forma proporcional al número de postulantes respectivo. La selección en cada grupo, privilegiará a aquellos y aquellas de mayor edad y menor renta al 1 de enero de cada año. De producirse un empate, se seleccionará a aquél o aquélla con más tiempo de servicio. De persistir la igualdad, resolverá el Subsecretario de Redes Asistenciales, tomando en consideración las calificaciones de los dos períodos inmediatamente anteriores al de la postulación.



Los funcionarios hombres que, cumpliendo todos los requisitos, hubieren postulado y no accedieran a la bonificación por falta de cupos, podrán repostular en el siguiente período de postulación. 



Para el año 2012 la bonificación se podrá conceder por un máximo de 1.550 cupos; para el año 2013 la bonificación se podrá conceder por un máximo de 2.550 cupos. 



Podrán acogerse al beneficio, los funcionarios que cumplan con los requisitos de edad exigidos en el inciso primero de este artículo, entre el 1 de enero y el 31 de diciembre, de cada uno de los años indicados y las mujeres conforme al inciso segundo. Para estos efectos, deberán presentar su postulación durante el tercer trimestre del año 2012 y primer trimestre del año 2013 respectivamente y hacer efectiva su renuncia voluntaria hasta el primer trimestre del año siguiente al de la postulación. 



En el año 2014, la bonificación se concederá por un máximo de 3.600 cupos y podrán postular los funcionarios y funcionarias que cumplan con los requisitos de edad exigidos en el inciso primero de este artículo, entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2014, además de las funcionarias conforme al inciso segundo. Para estos efectos, deberán presentar su postulación durante el primer trimestre del año 2014 y hacer efectiva su renuncia voluntaria el primer trimestre del año 2015. 



Los cupos correspondientes a un año podrán ser incrementados con los cupos establecidos para el año anterior, que no hubieren sido utilizados.



Artículo 2°.- El personal señalado en el inciso primero del artículo anterior que hubiere cumplido o cumpla 65 años de edad los hombres y 60 años de edad las mujeres, a contar del día 1 de julio del año 2010 y hasta el día 31 de diciembre de 2011, podrá postular en el proceso correspondiente al año 2012. Para lo anterior se deberá presentar la solicitud den​tro del tercer trimestre del año 2012, y el retiro voluntario deberá hacerse efectivo hasta el primer trimestre del año 2013. Por su parte, las funcionarias podrán optar por acogerse al derecho que otorga el inciso segundo del artículo anterior.  



Los funcionarios y funcionarias que al 30 de junio de 2010 ya hubiesen cumplido los requisitos de edad exigidos en el artículo 1°, podrán excepcionalmente postular a la bonificación por retiro voluntario y bonificación adicional del artículo 5°, cumpliendo con los mismos requisitos establecidos en esta ley. Para tal efecto, podrán participar en cualquiera de los períodos de postulación considerados en el artículo 1°, y de quedar seleccionados, deberán hacer efectiva su renuncia dentro de los noventa días siguientes a la publicación de la resolución que les otorgue el beneficio. 



En caso de haber mayor número de postulantes que cupos disponibles, se dará prioridad a los funcionarios y funcionarias de mayor edad y con enfermedades de carácter grave, crónicas o terminales que impidan el desempeño de la función en forma continua, a continuación a los de mayor edad; si continúa el excedente, a  aquellos que le sigan con mayor edad y con menor renta. De persistir la igualdad, se seleccionarán aquellos con más tiempo de servicio en la institución que se desempeñan actualmente y a continuación, en la administración pública. Finalmente, resolverá el Subsecretario de Redes Asistenciales, tomando en consideración las calificaciones de los dos períodos inmediatamente anteriores al de la postulación.



Para efectos de los incisos segundo y siguientes de este artículo, se considerarán hasta un total de 200 cupos, distribuidos para el año 2012 con un máximo de  50 cupos, para el año 2013 hasta 100 cupos y para el año 2014, con un máximo de 50 cupos, respectivamente.


Artículo 3°.- El personal que cumpliendo los requisitos que establece esta ley no postule en los períodos indicados y en consecuencia no haga uso de los beneficios que se conceden, se entenderá que renuncia irrevocablemente a éstos.


Artículo 4°.- La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación será la que resulte del promedio de remuneraciones mensuales imponibles que le haya correspondido al funcionario durante los doce meses inmediatamente anteriores al retiro, actualizadas según el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas.



Quedará sin efecto la renuncia presentada, si el postulante a la bonificación no accediere a ésta.



La bonificación se pagará por la institución en que se haya desempeñado el funcionario, a más tardar en el mes subsiguiente a la fecha de renuncia. 



Esta bonificación no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal.


Artículo 5º.- Los funcionarios de planta y a contrata que a la fecha de la renuncia tuvieren 10 o más años de servicios, continuos o discontinuos, en las instituciones mencionadas en el artículo 1°, que acogiéndose a la bonificación que en dicho artículo se establece, se encuentren afiliados al Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, y que coticen o hubieren cotizado, según corresponda, en dicho sistema, tendrán derecho a recibir, por una sola vez, una bonificación adicional equivalente a la suma de 395 unidades de fomento.


El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo del beneficio será el vigente al día que corresponda al cese de funciones.


Esta bonificación adicional se pagará en la misma oportunidad en que se pague la bonificación a que se refiere el artículo 1°, no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no estará afecta a descuento alguno. Asimismo será compatible con cualquier otro beneficio homologable que se origine en una causal de similar otorgamiento, quedando sujeta a las condiciones que se establezcan para dicho otro beneficio.


Para los efectos de percibir la bonificación adicional de que trata este artículo, se podrán complementar los años de servicios prestados en las instituciones enumeradas en el artículo 1° de la presente ley con aquellos prestados en calidad de planta y a contrata en los organismos de la administración central del Estado enumerados en el inciso primero del artículo 21 del decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2000, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, siempre que por ellos no se hubiere percibido algún beneficio de retiro o de naturaleza homologable que se origine en una causa similar de otorgamiento.


Los años que se adicionen de conformidad al inciso anterior, procederán sólo si el funcionario tuviera más de 12 meses de servicios continuos en las instituciones enumeradas en el artículo 1° y no se considerarán en el ordenamiento que dispone el inciso cuarto de dicho precepto, ni para ningún otro efecto de la presente ley.


A los funcionarios que utilicen años de servicios complementarios conforme el inciso cuarto de este artículo, se les aplicará lo dispuesto en el inciso primero del artículo 6°, respecto de los organismos de la administración central del Estado.


El departamento de personal que corresponda efectuará la verificación de los certificados presentados para estos efectos y su resultado se expresará a través de una resolución del jefe superior del servicio en que señale si se acreditó o no la prestación de servicios que dará lugar al cómputo de los años presentados.



Artículo 6°.- Los funcionarios que cesen en sus empleos por aplicación de lo dispuesto en esta ley, no podrán ser nombrados ni contratados asimilados a grado o sobre la base de honorarios en ninguno de los organismos señalados en el artículo 1°, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresado en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables. 



Las edades exigidas para impetrar la bonificación a que se refiere el inciso primero del artículo 1° podrán rebajarse en los casos y situaciones a que se refiere el artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980, por iguales causales, procedimiento y tiempo computable.



Los funcionarios que se acojan a lo previsto en el inciso anterior deberán acompañar un certificado otorgado por el Instituto de Previsión Social o la Administradora de Fondos de Pensiones, según corresponda, que acredite la situación señalada en el artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980. El certificado deberá indicar que el funcionario cumple con los requisitos necesarios para obtener una rebaja de la edad legal para pensionarse por vejez, en cualquier régimen previsional, por la realización de labores calificadas como pesadas y respecto de las cuales se haya efectuado la cotización del artículo 17 bis del decreto ley Nº 3.500, de 1980, o certificado de cobro anticipado del bono de reconocimiento por haber desempeñado trabajos pesados durante la afiliación al antiguo sistema conforme al inciso tercero del artículo 12 transitorio del citado decreto ley, según corresponda.



Igualmente, podrán acceder a los beneficios de esta ley los funcionarios de las instituciones beneficiarias que, entre el 1 de julio de 2010 y 30 de junio de 2014, hayan obtenido u obtengan la pensión de invalidez que establece el decreto ley N° 3.500, de 1980, siempre que, en dicho período, hayan cumplido o cumplan las edades exigidas para impetrar el beneficio. 



Artículo 7°.- El personal que postule a la bonificación establecida en la presente ley durante los años 2012, 2013 y 2014, incluidas las mujeres conforme a la facultad concedida por el inciso segundo del artículo 1°, tendrán derecho a presentar la solicitud para acceder al bono que establece la ley N° 20.305, conjuntamente con la postulación a la bonificación que establece esta ley. Para tal efecto se considerarán los plazos y edades que establece la presente ley, no siendo aplicables a su respecto los plazos de doce meses señalados en  los artículos 2°, N° 5, y 3° de la ley N° 20.305. 



Artículo 8°.- En todo lo que no fuere incompatible con la presente ley, se aplicará lo dispuesto en el reglamento para el otorgamiento de la bonificación por retiro voluntario establecida en el artículo 1° transitorio de la ley N° 20.209, contenido en el decreto supremo N° 109, de 2008, del Ministerio de Salud. 



Artículo 9°.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el presente año se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio de Salud. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos. 

Disposiciones transitorias



Artículo primero.- Las personas a que se refiere el artículo 2°, que accedan a los beneficios de esta ley, cuyos plazos para postular al denominado bono post laboral se encontraren vencidos, tendrán derecho a presentar la solicitud al bono que establece la ley N° 20.305, conjuntamente con la postulación a la bonificación que establece esta ley. Para tal efecto se considerarán los plazos y edades establecidas en la presente ley, no siendo aplicables a su respecto los plazos de doce meses señalados en los artículos 2º, N° 5, y 3° de la ley N° 20.305. 


Artículo segundo.- Los funcionarios y funcionarias que habiendo pertenecido a las instituciones señaladas en el artículo 1° de esta ley, hubieren cesado en funciones por renuncia voluntaria o por obtener pensión de vejez de conformidad con el decreto ley N° 3.500, de 1980, entre el día 30 de junio de 2011 y la fecha de publicación de esta ley, y que en ese período hubieren cumplido más de 60 años de edad las mujeres y más de 65 años de edad los hombres, tendrán excepcionalmente derecho a percibir la bonificación que se establece en los artículos 1° y 5° de la presente ley, siempre que presenten la respectiva solicitud ante su ex empleador dentro de los 30 días siguientes a la publicación de la ley y cumplan con los requisitos específicos que tales normas establecen.”.
- - - - - - - - -


Acordado en sesión realizada con fecha 4 de julio de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Gonzalo Uriarte Herrera (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín, Fulvio Rossi Ciocca y Mariano Ruiz-Esquide Jara, y Honorables Diputados señores Enrique Accorsi Opazo, Cristián Letelier Aguilar, Javier Macaya Danús, Alejandro Santana Tirachini y Víctor Torres Jeldes.

 


Valparaíso, a 5 de julio de 2012.

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz,

Abogado Secretario de la Comisión Mixta

� Párrafo final del número 1) del artículo 1° del proyecto de ley en informe.


� Párrafo segundo del número 2) del artículo 4° de la ley sobre donaciones con fines culturales.


� Ley N° 20.589.
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